
Santo Domingo • Distrito Nacional • República Dominicana

Fundado el 31 de agosto de 1910

Suprema Corte de Justicia
PODER JUDICIAL

BOLETÍN JUDICIAL

1981
Febrero

Año 71º

Boletín Judicial Núm. 843



FEBRERO, 1981	 NQ 843AÑO LXXI

B LEP MAL

Lic. Francisco Elpidio Beras, Lic. Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Lic. Juan Bautista Rojas Almánzar, Lic. Leonte Al-
burquerque Castillo, Lic. Felipe Osvaldo Perdomo Báez y

Dr. Joaquín L. Hernández Espaillat,

Dr. Bienvenido Mejía y Mejía
Procurador General de la República.

Señor Miguel Jacobo F.
411111 Secretario General y Director del Boletín Judicial

Editora del Caribe, C. por A., Sto. Dgo., D. N.

44

ORGANO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA
FUNDADO EL 31 DE AGOSTO DE 1910

Lic. Néstor Contí.n Aybar,
Presidente;

Lic. Fernando E. Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto de
Presidente;

Lic. Manuel A. Amiama, Segundo Sustituto de
Presidente;

JUECES



FEBRERO, 1981	 NQ 843

BOLETIN JUDICIAL
ORGANO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA

FUNDADO EL 31 DE AGOSTO DE 1910

DIRECTOR:I:
SECRETARIO GRAL. DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA

SUMARIO:

RECURSO DE CASACION INTERPUESTO POR: Fausto de
Js. Navarro y compartes, Pág. 143; Cooperativa de Transp. y Car-
gas y Transp. Los Trinitarios y compartes, Pág. 150; José Collado,
Pág. 156; Rafael Polanco y compartes, Pág. 161; Juan R. Ramí-
rez y compartes, Pág. 169; José A. Carrasco, Pág. 175; Ramón
Henríquez y compartes, Pág. 180; Flor de Oro del Castillo Vda.
Piantini y compartes, Pág. 188; Juan Bta. Pérez, Pág. 199; Dr.
Francisco José Rojas y compartes, Pág. 204; Alejandro Gómez
Mejía, Pág. 212; José Alt. Hernández y compartes, Pág. 215; Proc.
Oral, de la Corte de Apelación de La Vega y compartes, Pág. 221;



ji

Juan A. Marte Romero y Compartes, Pág. 231; Bienvenido Ant%
Reynoso y compartes, Pág. 239; Juan Puello Minio, Pág. 245; os.
car Díaz Alcántara, Pág. 253; Juan R. Jiminián Salcedo y ootri.
partes, Pág. 259; Rafael C. Pérez y compartes, Pág. 266; pnns
Gamundi y Co., C. por A., Pág. 274; Productora Sto. Dgo., s. A.
Pág. 282; Cristino Ramírez, Pág. 289; Juan de la Cruz Felipe
compartes, Pág. 292; Sentencia de la Suprema Corte de Justicia,
de fecha 26 de febrero de 1981, que declara la perención del
curso de casación interpuesto por el Ing. Jesús María Aquino
Pág. 299; Sentencia de la Suprema Corte de Justicia, de fecha 26
de febrero de 1981, que declara la perención del recurso de casa.
ción interpuesto por La Peravia Industrial, S. A., Pág. 301; Sea.
tencia de la Suprema Corte de Justicia, de fecha 26 de febrero de
1981, que declara la perención del recurso de casación interpuesto
por Peravia Industrial, S. A., Pág. 303; Labor de la Suprema Corte
de Justicia, durante el mes de Febrero de 1981, Pág. 305.

BOLETIN JUDICIAL

oNTENCIA DE FECHA 4 DE FEBRERO DEL 1981

sentenda impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 20 de octubre de 1976.

31ater1a: Correccional.

Recurrentes: Fausto de Jesús Navarro, Pablo Navarro y la Unión
de Seguros, C. por A.

Abogado: Dr. Rafael A. Vidal Espinosa.

Dios, Patria y Libeitad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustiuto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández
Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 4 d.c febrero de 1981,
años 137' de la Independencia y 118' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como Corte de Casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Fausto de Jesús Navarro, Pablo Navarro y la
Unión de Seguros, C. por A., los dos primeros dominicanos,
mayores de edad, domiciliados en la Sección de Hoya Gran-
de, Municipio y Provincia de La Vega, chofer y propieta-
rio, respectivamente; y la Compañía con domicilio social
en la casa No. 263 de la Avenida 27 de Febrero, de esta
ciudad, contra la sentencia dictada en sus atribuciones co-
rreccionales, por la Corte de Apelación de Santo Domingo,
del 20 de octubre de 1976, cuyo dispositvo se copia más
adelante;
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hiateria: Correccional.

Recurrentes: Fausto de Jesús Navarro, Pablo Navarro y la Unión
de Seguros, C. por A.

Abogado: Dr. Rafael A. Vidal Espinosa.

Dios, Patria y Libeitad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustiuto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández
Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 4 de febrero de 1981,
años 137' de la Independencia y 118' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como Corte de Casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Fausto de Jesús Navarro, Pablo Navarro y la
Unión de Seguros, C. por A., los dos primeros dominicanos,
mayores de edad, domiciliados en la Sección de Hoya Gran-
de, Municipio y Provincia de La Vega, chofer y propieta-
rio, respectivamente; y la Compañía con domicilio social
en la casa No. 263 de la Avenida 27 de Febrero, de esta
Ciudad, contra la sentencia dictada en sus atribuciones co-
rreccionales, por la Corte de Apelación de Santo Domingo,
del 20 de octubre de 1976, cuyo dispositvo se copia más
adelante;
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Visto el memorial de los recurrentes, del 11 de diciem-

bre de 1978, suscrito por su abogado Miguel A. Vásquez
Fernández, en el que se propone el medio de casación que
luego se indica;

Visto el escrito de defensa del interviniente Antonio
Miguel Abreu Rosario, dominicano, mayor de edad, domi-
ciliado en esta ciudad, cédula No. 198576, serie lra., sus-
crito por su abogado Dr. Rafael A. Vidal Espinosa y de fe-
cha 11 de diciembre de 1978;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49, 52 y 96 de la Ley 241 de
1967; 1383 y 1384 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley 4117
de 1955; y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los do-
cumentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad, el 11
de febrero de 1971, en que resaltó una persona con lesiones
corporales, la Cuarta Cámara Penal del Distrito Nacional
dictó el 27 de julio de 1975, una sentencia cuyo dispositivo
aparece en el de la ahora impugnada; b) que sobre los re-
cursos interpuestos intervino la sentencia ahora impugnada
en casación, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRI-
MERO: Admite por regulares y válidos en cuanto a la forma,
los recursos de apelación interpuestos: A) por el Dr. Mi-
guel A. Vásquez Fernández, en fecha 23 de julio de 1975,
a nombre y representación del prevenido Fausto de a«,

11

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 410
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta de los recursos levantada en la Secretaría
de la Corte a-qur, a requerimiento del Dr. Miguel A. Vás-
quez Fernández, actuando en representación de los recu,
rrentes, en la que no se propone ningún medio determinado
de casación; 
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RosariO Vargas, dominicano, mayor de edad, cédula perso-
nal No. 2142-28, residente en Hoyo Grande, La Vega; Jorge
Manuel Núñez, Pedro Pablo Navarro y la Cía. Unión de
Seguros, C. por A., y B) por el Dr. Augusto César Canó
González, Mag. Proc. Fiscal del Distrito Nacional, en fecha
25 de julio de 1975, contra sentencia de fecha 22 de julio
de 1975, dictada por la Cuarta Cámara de lo Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dis-
positivo dice así: 'Falla: Primero: Declara al nombrado
Fausto de Jesús Navarro Vargas, de generales que constan
en el expediente, culpable de violar la Ley No. 241, en su
artículo 49, letra C (golpes y heridas involuntarias causadas
con el manejo o conducción de vehículos de motor), cura-
bles después de treinta (30) y antes de cuarenta y cinco
(45) días, en perjuicio de Antonio Miguel Abreu Rosario;
y en consecuencia se le condena al pago de una multa de
Veinticinco pesos (RD$25.00) moneda nacional, acogiendo
circunstancias atenuantes a su favor; Segundo: Se le con-
dena al pago de las costas penales; Tercero: Declara al nom-
brado Antonio Miguel Abreu Rosario, co-prevenido ,de ge-
nerales que constan en el expediente, no culpable; y en
consecuencia se le descarga al haberse establecido en au-
diencia que no ha violado ninguna disposición de la ley
241, y declara las costas penales de oficio; Cuarto: Declara
regular y válida en cuanto a la forma, la constitución en

.1"Pr parte civil hecha en audiencia por Antonio Miguel Abreu

101.,

Rosario, por conducto de sus abogados constituídos y apo-
derados especiales Dres. Rafael Márquez y Rafael A. Vidal 
Espinosa, en contra del prevenido Fausto de Jesús Navarro
Vargas, por su hecho personal; en contra de los señores
Jorge Manuel Núñez y Pedro Pablo Navarro, en sus cali-
dades de personas civilmente responsables; y en oponibili-
dad de la sentencia a intervenir a la Compañía Unión de
Seguros, C. por A., en su calidad de entidad aseguradora;
en cuanto al fondo; Condena a los señores Fausto de Jesús
Navarro Vargas, Jorge Manuel Núñez y Pedro Pablo Na-
varro, en sus ya expresadas calidades: A) al pago solidario
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a nombre y representación del prevenido Fausto de Js.
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25 de julio de 1975, contra sentencia de fecha 22 de julio
de 1975, dictada por la Cuarta Cámara de lo Penal del Juz-
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positivo dice así: 'Falla: Primero: Declara al nombrado
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(45) días, en perjuicio de Antonio Miguel Abreu Rosario;
y en consecuencia se le condena al pago de una multa de
Veinticinco pesos (RD$25.00) moneda nacional, acogiendo
circunstancias atenuantes a su favor; Segundo: Se le con-
dena al pago de las costas penales; Tercero: Declara al nom-
brado Antonio Miguel Abreu Rosario, co-prevenido ,de ge-
nerales que constan en el expediente, no culpable; y en
consecuencia se le descarga al haberse establecido en au-
diencia que no ha violado ninguna disposición de la ley
241, y declara las costas penales de oficio; Cu.arto: Declara
regular y válida en cuanto a la forma, la constitución en
parte civil hecha en audiencia por Antonio Miguel Abreu
Rosario, por conducto de sus abogados constituidos y apo-
derados especiales Dres. Rafael Márquez y Rafael A. Vidal 
Espinosa, en contra del prevenido Fausto de Jesús Navarro
Vargas, por su hecho personal; en contra de los señores
Jorge Manuel Núñez y Pedro Pablo Navarro, en sus cali-
dades de personas civilmente responsables; y en oponibili-
dad de la sentencia a intervenir a la Compañía Unión de
Seguros, C. por A., en su calidad de entidad aseguradora;
en cuanto al fondo; Condena a los señores Fausto de Jesús
Navarro Vargas, Jorge Manuel Núñez y Pedro Pablo Na-
varro, en sus ya expresadas calidades: A) al pago solidario
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de una indemnización de Un mil quinientos pesos moneda.
nacional (RD$1,500.00) en favor de Antonio Miguel Abren
Rosario, corno justa reparación por los daños y perjuicios
morales y materiales sufridos por él a consecuencia del
hecho antijurídico cometido por el prevenido Fausto de
Jesús Navarro Vargas; B) al pago solidario de los intereses
legales de dicha suma contados a partir de 'la fecha de la
demanda a título de indemnización complementaria; y C)
al pago de las costas civiles con distracción de las mismas
en provecho de los Dres. Rafael L. Márquez y Rafael A.
Vidal Espinosa, abogados de la parte civil constituida, quie-
nes afirman haberlas avanzado en su mayor parte; Quinto:
Declara la presente sentencia con todas sus consecuencias
legales, común y oponibles a la Cía. Unión de Seguros, C.
por A., entidad aseguradora del vehículo marca Internatio-
nal, Motor N9BG-241-927245, conducido por el nombrado
Fausto de Jesús Navarro y asegurado bajo póliza No5433 S.,
de conformidad con lo dispuesto por el artículo 10 de la
Ley N9 4117 (sobre Seguro Obligatorio de vehículos de
motor)' Por haberlo hecho de conformidad con la ley;
SEGUNDO: En cuanto al fondo de dichos recursos, pronun-
cia el defecto contra el prevenido Antonio Miguel Abreu
Rosario, por no comparecer no obstante haber sido legal-
mente citado; TERCERO: Modifica el ordinal Tercero de la
sentencia recurrida, en cuanto al monto de la indemniza-
ción acordada por el Tribunal de Primer Grado, y la Corte
por contrario imperio rebaja la misma a la suma de Un mil
pesos oro (RD$1,000.00), reteniendo falta de parte de la
parte civil constituida; CUARTO: Confima en sus demás
aspectos la sentencia apelada; QUINTO: Condena al preve-
nido Fausto de Js. Navarro V., en su doble calidad al pago
de las costas penales y civiles, de la alzada con distracción
de las civiles en provecho del Dr. Rafael A. Vidal Espinosa,
que afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que los recurrentes proponen en su me-
morial, contra la sentencia impugnada, el siguiente medio
único de casación: Falta de base legal y de motivos;
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Considerando, que en el desarrollo de su medio único
de casación, los recurrentes alegan en síntesis, que la sen-
tencia impugnada carece de una exposición de hecchos y
motivos suficientes para que se pueda determinar si la ley

h a sido o no bien aplicada; que la Corte a' -qua se limita a
acoger plenamente las declaraciones del co-prevenido Mi-
guel Antonio Abreu, el ciclista, sin que las afirmaciones de
éste hayan sido robustecidas por otro elemento de juicio,
etc., que en consecuencia la sentencia impugnada debe ser
casada; pero,

 que la Corte a-qua, para declarar único culpable
Considerando, que la sentencia impugnada pone de ma-,

del hecho al prevenido recurrente, y fallar como lo hizo,
mediante la ponderación de los elementos de juicio que
fueron regularmente administrados en la instrucción de la
causa, dio por establecido: a) que el día 11 de febrero de
1971, en horas de la noche, mientras Miguel Antonio Rosa-
rio Aberu, conducía el vehículo placa No. 81728, propiedad
de Pedro P. Navarro y/o Fausto de Jesús Navarro, asegu-
rado con Póliza N 9 5433-S, con la Unión de Seguros, C. por
A., de Este a Oeste, por la calle Nicolás de Ovando, de esta
ciudad, al llegar a la calle Moca, se produjo una colisión
con la bicicleta conducida por Antonio Miguel Abreu Rosa-
rio, resultando éste con golpes y heridas curables después
de 30 y antes de 45 días; b) que el hecho se debió a la im-
prudencia del chofer de la camioneta Fausto de Jesús Na-
varro Vargas, al transitar a exceso de velocidad y cruzar la
esquina, estando el semáforo en rojo para él y en verde pa-
ra la víctima lo que hizo que se estrellara contra el ciclista;

Considerando, que los hechos establecidos configuran
a cargo del recurrente, el delito de golpes y heidas por im-
prudencia, ocasionados con el manejo de un vehículo de
motor, previsto por el artículo 49 de la Ley 241, de 1967, y
sancionado en la letra c) de seis (6) meses a dos (2) años
de prisión y multa de cien (RD$100.00) a quinientos (RD$-
500.00 ) pesos oro si la enfermedad o imposibilidad para el

147
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nido Fausto de Js. Navarro V., en su doble calidad al pago
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de las civiles en provecho del Dr. Rafael A. Vidal Espinosa,
que afirma haberlas avanzado en su totalidad";
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morial, contra la sentencia impugnada, el siguiente medio
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Considerando, que en el desarrollo de su medio único

de casación, los recurrentes alegan en síntesis, que la sen-

tencia impugnada carece de una exposición de hecchos y
motivos suficientes para que se pueda determinar si la ley

ha 
sido o no bien aplicada; que la Corte a'-qua se limita a

acoger plenamente las declaraciones del co-prevenido Mi-
,Tuel Antonio Abreu, el ciclista, sin que las afirmaciones de

éste 
hayan sido robustecidas por otro elemento de juicio,

etc., que en consecuencia la sentencia impugnada debe ser
casada: pero,

Considerando,  que la sentencia impugnada pone de ma-
nifiesto, que la Corte a-qua, para declarar único culpable
del hecho al prevenido recurrente, y fallar como lo hizo,
mediante la ponderación de los elementos de juicio que
fueron regularmente administrados en la instrucción de la
causa, dio por establecido: a) que el día 11 de febrero de
1971, en horas de la noche, mientras Miguel Antonio Rosa-
rio Aberu, conducía el vehículo placa No. 81728, propiedad
de Pedro P. Navarro y/o Fausto de Jesús Navarro, asegu-
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de 30 y antes de 45 días; b) que el hecho se debió a la im-
prudencia del chofer de la camioneta Fausto de Jesús Na-
varro Vargas, al transitar a exceso de velocidad y cruzar la
esquina, estando el semáforo en rojo para él y en verde pa-
ra la víctima lo que hizo que se estrellara contra el ciclista;

Considerando, que los hechos establecidos configuran
a cargo del recurrente, el delito de golpes y heidas por im-
prudencia, ocasionados con el manejo de un vehículo de
motor, previsto por el artículo 49 de la Ley 241, de 1967, y
sancionado en la letra c) de seis (6) meses a dos (2) años
de prisión y multa de cien (RD$100.00) a quinientos (RD$-
500.00) pesos oro si la enfermedad o imposibilidad para el
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trabajo de la víctima durare veinte (20) días o más corno
sucedió en la especie; que en consecuencia, la Corte a-qua,
al condenar al prevenido, luego de declararlo culpable, a
RD$25.00 de multa, acogiendo circunstancias atenuantes, le
aplicó una pena ajustada a la ley;

Considerando, que lo dicho precedentemente pone de
manifiesto que contrariamente a lo alegado por los recu-
rrentes, la sentencia impugnada contiene una exposición de
hechos y motivos suficientes y pertinentes que han periyu.
tido determinar que la ley ha sido bien aplicada; por lo que
los alegatos que se examinan carecen de fundamento y de-
ben ser desestimados;

Considerando, que asimismo la Corte a-qua, dio por es-
tablecido, que el hecho del prevenido recurrente, había oca-
sionado a la víctima, Antonio Miguel Abreu Rosario, cons-
tituido en parte civil, daños y perjuicios materiales y mo-
rales que evaluó en la suma de Un mil pesos oro; que en
consecuencia al condenar al prevenido recurrente, conjunta-
mente con el dueño del vehículo "Navarro", al pago de la
mencionada suma, en favor de dicha parte civil, a título de
indemnización, más los intereses legales de la misma, a
partir de la demanda, como indemnización complementa-
ria, y al hacer dicha condenación oponible a la Compañía
aseguradora, puesta en causa, la Corte a-qua hizo una co-
rrecta aplicación de lo sartículos 1383 y 1384 del Código
Civil y de los artículos 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955,.sobre
Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor;

Apelación de Santo Domingo, el 20 de octubre de 1976, cuyo
dispositivo es ha copiado en parte anterior del presente fa-
llo; Segundo: Rechaza dichos recursos; Tercero: Condena a
Fausto de Jesús Navarro al pago de las costas penales y a
éste y a Pablo Navarro al pago de las costas civiles, distra-
yendo estas últimas en favor del Dr. Rafael A. Vidal Espi-
nosa, abogado del interviniente, quien afirma haberlas avan-
zado en su totlidad y las hace oponibles a la CoMpañía ase-
guradora, dentro de los términos de la Póliza.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez
Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo
Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo. 

r•
Considerando, que examinada la sentencia impugnada

en sus demás aspectos en cuanto pueda interesar al preve-
nido recurrente, no presenta vicio alguno que justifique SU

casación;	 /,,

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente
a Antonio Miguel Abreu, en los recursos de casación inter-
puestos por Fausto de Jesús Navarro, Pablo Navarro y la
Compañía Unión de Seguros, C. por A., contra la sentencia
dictada en sus atribuciones correccionales, por la Corte de
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RD$25.00 de multa, acogiendo circunstancias atenuantes, le
aplicó una pena ajustada a la ley;

Considerando, que lo dicho precedentemente pone de
manifiesto que contrariamente a lo allegado por los recu.
rrentes, la sentencia impugnada contiene una exposición de
hechos y motivos suficientes y pertinentes que han perrni.
tido determinar que la ley ha sido bien aplicada; por lo que
los alegatos que se examinan carecen de fundamento y de-
ben ser desestimados;

Considerando, que asimismo la Corte a-qua, dio por es-
tablecido, que el hecho del prevenido recurrente, había oca-
sionado a la víctima, Antonio Miguel Abreu Rosario, cons-
tituido en parte civil, daños y perjuicios materiales y mo-
rales que evaluó en la suma de Un mil pesos oro; que en
consecuencia al condenar al prevenido recurrente, conjunta-
mente con el dueño del vehículo "Navarro", al pago de la
mencionada suma, en favor de dicha parte civil, a título de
indemnización, más los intereses legales de la misma, a
partir de la demanda, como indemnización complementa-
ria, y al hacer dicha condenación oponible a la Compañía
aseguradora, puesta en causa, la Corte a-qua hizo una co-
rrecta aplicación de lo sartículos 1383 y 1384 del Código
Civil y de los artículos 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955 sobre
Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos en cuanto pueda interesar al preve-
nido recurrente, no presenta vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente
a Antonio Miguel Abreu, en los recursos de casación inter-
puestos por Fausto de Jesús Navarro, Pablo Navarro y la
Compañía Unión de Seguros, C. por A., contra la sentencia
dictada en sus atribuciones correccionales, por la Corte de

Apelación de Santo Domingo, el 20 de octubre de 1976, cuyo
dispositivo es ha copiado en parte anterior del presente fa-
llo; Segundo: Rechaza dichos recursos; Tercero: Condena a
Fausto de Jesús Navarro al pago de las costas penales y a
éste y a Pablo Navarro al pago de las costas civiles, distra-
yendo estas últimas en favor del Dr. Rafael A. Vidal Espi-
nosa, abogado del interviniente, quien afirma haberlas avan-
zado en su totlidad y las hace oponibles a la Compañía ase-
,uradora, dentro de los términos de la Póliza.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez
Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo
Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE FEBRERO DEL 1981

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Joaquín M. Alvarez Pere-
11ó, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo
Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secre-
tario General ,en la Sala donde celebra sus audiencias en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 4 de febrero del 1981, años 137' de la Independen-
cia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pública,
como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por la Cooperativa de Transporte y Carga Los Tri-
nitarios, y la Seguros Pepín, S. A., una y otra con sus res-
pectivos domicilios en esta ciudad, contra la sentencia dic-
tada en atribuciones correccionales por la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, el 20 de diciembre de 1976, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Interviniente: Marcelino Caro Reynoso.
Ahogados: Dres. Pedro A. Rodríguez y Julio A. Rodríguez.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Cooperativa de Transporte y Carga Los Trinitarios
y la Seguros Pepín, S. A.

Abogado: Dr. Adalberto Maldonado Hernández.

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 20 de diciembre de 1975.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.
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Oído al Dr. Julio E. Rodríguez, por sí y a nombre del
Dr. Pedro Antonio Rodríguez Acosta, portadores, respectiva-
mente, de las cédulas 19665 y 22427, serie 18, abogados del
interviniente Marcelino Caro Reynoso, cédula 27300, serie
2, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos, levantada en la Secreta-
ría de la Corte a-qua, el 10 de enero de 1977, a requerimiento
del Dr. Adalberto Maldonado, en nombre y representación
de los recurrentes; acta en la que no se propone ningún
medio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, suscrito el 18 de
agosto de 1978, por su abogado, Dr. Adalberto Maldonado
Hernández, cédula 40939, serie 31;

Visto el escrito del interviniente, Marcelino Caro Rey-
noso, del 18 de agosto de 1978, suscrito por el Dr. Julio Eli-
gio Rodríguez, por sí y por el Dr. Pedro A. Rodríguez Acos-
ta, sus abogados;

La Suprema Corte, de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos lo sartículos 8, letra j) de la Constitución
de la República; 1, 20, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en esta
ciudad, el 22 de marzo de 1974, en el que una persona re-
sultó con lesiones corporales, la Tercera Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó
el 9 de mayo de 1975 una sentencia cuyo dispositivo se copia
en el de la ahora impugnada; y b) que sobre los recursos
interpuestos, la Corte de Apelación de Santo Domingo dictó
el 20 de diciembre de 1976, el fallo ahora impugnado en ca-
sación, del que es el dispositivo que sigue: "FALLA: PRI-



SENTENCIA DE FECHA 4 DE FEBRERO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 20 de diciembre de 1975.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Cooperativa de Transporte y Carga Los Trinitarios
y la Seguros Pepín, S. A.

Abogado: Dr. Adalberto Maldonado Hernández.

Interviniente: Marcelino Caro Reynoso.
Ahogadas: Dres. Pedro A. Rodríguez y Julio A. Rodríguez.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
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lló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo
Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secre-
tario General ,en la Sala donde celebra sus audiencias en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 4 de febrero del 1981, años 137' de la Independen-
cia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pública,
como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por la Cooperativa de Transporte y Carga Los Tri-
nitarios, y la Seguros Pepín, S. A., una y otra con sus res-
pectivos domicilios en esta ciudad, contra la sentencia dic-
tada en atribuciones correccionales por la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, el 20 de diciembre de 1976, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Julio E. Rodríguez, por sí y a nombre del
Dr. Pedro Antonio Rodríguez Acosta, portadores, respectiva-
mente, de las cédulas 19665 y 22427, serie 18, abogados del
interviniente Marcelino Caro Reynoso, cédula 27300, serie
2, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos, levantada en la Secreta-
ría de la Corte a- qua, el 10 de enero de 1977, a requerimiento
del Dr. Adalberto Maldonado, en nombre y representación
de los recurrentes; acta en la que no se propone ningún
medio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, suscrito el 18 de
agosto de 1978, por su abogado, Dr. Adalberto Maldonado
Hernández, cédula 40939, serie 31;

Visto el escrito del interviniente, Marcelino Caro Rey-
noso, del 18 de agosto de 1978, suscrito por el Dr. Julio Eli-
gio Rodríguez, por sí y por el Dr. Pedro A. Rodríguez Acos-
ta, sus abogados;

La Suprema Corte, de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos lo sartículos 8, letra j) de la Constitución
de la República; 1, 20, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en esta
ciudad, el 22 de marzo de 1974, en el que una persona re-
sultó con lesiones corporales, la Tercera Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó
el 9 de mayo de 1975 una sentencia cuyo dispositivo se copia
en el de la ahora impugnada; y b) que sobre los recursos
interpuestos, la Corte de Apelación de Santo Domingo dictó
el 20 de diciembre de 1976, el fallo ahora impugnado en ca-
sación, del que es el dispositivo que sigue: "FALLA: PRI-
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MERO: Declara regular y válido el recurso de apelación in-
terpuesto por el Dr. Adalberto Maldonado Hernández, a
nombre y representación de Juanico de los Santos, de la
Cooperativa de Transporte (Los Trinitarios) y de la Com-
pañía de Seguros Pepín, S. A., de fecha 9 de mayo de 1975.
contra sentencia dictada por la Tercera Cámara de lo Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en
fecha 9 de mayo de 1975; cuyo dispositivo dice así: 'Falla:
Primero: Se pronuncia el defecto contra el señor Juanico de
los Santos, se declara culpable dicho defectante por haber
violado la Ley 241, sobre Tránsito y Vehículos, en sus ar-
tículos 49 letra 'C' y 65, en perjuicio de Marcelino Reynoso,
y se condena al pago de una multa de RD$25.00 y al pago
de las costas; Segundo: Se declara regular y válida la cons-
titución en parte civil formulada por Marcelino S. Reynoso
en cuanto a la forma, y en cuanto al fondo se condena con-
juntamente a la Cooperativa de Transporte 'Los Trinitarios'
y a Juanico de los Santos, en sus calidades de persona civil-
mente responsable y conductor del vehículo causante del
accidente, al pago de una indemnización de RD$1,800.00
(mil ochocientos pesos oro), como justa reparación por los
daños sufridos por Marcelino S. Reynoso en el accidente;
Tercero: Se condena a la persona civilmente responsable,
mencionada, al pago de las costas con distracción de las
mismas en favor de los Dres. Pedro Antonio Rodríguez Acos-
ta y Julio Eligio Rodríguez, quienes afirman haberlas avan-
zado en su totalidad; Cuarto: Se declara esta sentencia, en
su aspecto civil, oponible a la Cía. de Seguros Pepín, S. A..
entidad aseguradora del vehículo causante del accidente,
de conformidad con el Art. 10 de la Ley 4117';— SEGUNDO:
Declara regular y válida la constitución en parte civil he-
cha en audiencia por el señor Marcelino Caro Reynoso con-
tra la Cooperativa de Transporte Los Trinitarios y la Com-
pañía de Seguros Pepín, S. A., por mediación de los Dres.
Pedro Antonio Rodríguez A., y Julio E. Rodríguez, por ha-
ber sido hecha conforme a la ley;— TERCERO: Pronuncia
el defecto contra el prevenido Juanico de los Santos, por no

haber comparecido a la audiencia no obstante haber sido
iriairnente citado;— CUARTO: Condena al referido Juanico
de 'los Santos al pago de una multa de RD$25.00 por haber
violado el artículo 49 letra 'C' de la Ley 241, sobre Tránsito
y Vehículos, en perjuicio de Marcelino Caro Reynoso;-
QUINTO : Condena a la Cooperativa de Transporte Los Tri-
nitarios, en su condición de persona civilmente responsable,
al pago de una indemnización de un mil trescientos pesas
oro (RD$1,300.00) en favor del señor Marcelino Caro Rey-
noso, como justa reparación por los daños morales y mate-
riales sufridos, así como al pago de los intereses legales de
ésta suma a partir de la demanda;— SEXTO: Condena a la
Cooperativa de Transporte Los Trinitarios, al pago de las
costas civiles, distraídas en favor de los Dres. Pedro A. Ro-
dríguez y Julio E. Rodríguez, por estarlas avanzando en su
mayor parte;— SEPTIMO: Declara esta sentencia oponible
a la Compañía de Seguros Pepín, S. A., de acuerdo a la

1401. Ley 4117";
Considerando ,que los recurrentes proponen en su me-

morial los siguientes medios: Violación al artículo 8 letra
V' de la Constitución de la República;— Violación del ar-
tículo 141 del Código de Procedimiento Civil y 180 del Có-
digo de Procedimiento Criminal;

Considerando, que en el primero de los medios de su
memorial los recurrentes exponen y alegan, en síntesis, que
el prevenido Juanico de los Santos, no fue válidamente ci-
tado para ser juzgado por el hecho puesto a su cargo, con-
trariándose así lo prescrito por el artículo 8, letra j) de la
Constitución de la República, conforme al cual nadie podrá
ser juzgado sin haber sido oído o debidamente citado; que,
en efecto, según consta en el expediente, el prevenido tenía
su domicilio y residencia en la casa N9 32 de la calle Las
Américas, del Barrio Simón Bolívar; que, sin embargo, se-
gún se consigna en el acto de citación instrumentado por
Eduardo Bernal, alguacil de estrados de la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, se citó al prevenido para compare-
cer ante dicha Corte, a fines de ser juzgado, no en su domi-
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MERO: Declara regular y válido el recurso de apelación in-
terpuesto por el Dr. Adalberto Maldonado Hernández, a
nombre y representación de Juanico de los Santos, de la
Cooperativa de Transporte (Los Trinitarios) y de la Com-
pañía de Seguros Pepín, S. A., de fecha 9 de mayo de 1975,
contra sentencia dictada por la Tercera Cámara de lo Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en
fecha 9 de mayo de 1975; cuyo dispositivo dice así: 'Falla:
Primero: Se pronuncia el defecto contra el señor Juanico de
los Santos, se declara culpable dicho defectante por haber
viciado la Ley 241, sobre Tránsito y Vehículos, en sus ar-
tículos 49 letra 'C' y 65, en perjuicio de Marcelino Reynoso,
y se condena al pago de una multa de RD$25.00 y al pago
de las costas; Segundo: Se declara regular y válida la cons-
titución en parte civil formulada por Marcelino S. Reynoso
en cuanto a la forma, y en cuanto al fondo se condena con-
juntamente a la Cooperativa de Transporte 'Los Trinitarios'
y a Juanico de los Santos, en sus calidades de persona civil-
mente responsable y conductor del vehículo causante del
accidente, al pago de una indemnización de RD$1,800.00
(mil ochocientos pesos oro), como justa reparación por los
daños sufridos por Marcelino S. Reynoso en el accidente;
Tercero: Se condena a la persona civilmente responsable,
mencionada, al pago de las costas con distracción de las
mismas en favor de los Dres. Pedro Antonio Rodríguez Acos-
ta y Julio Eligio Rodríguez, quienes afirman haberlas avan-
zado en su totalidad; Cuarto: Se declara esta sentencia, en
su aspecto civil, oponible a la Cía. de Seguros Pepín, S. A.,
entidad aseguradora del vehículo causante del accidente,
de conformidad con el Art. 10 de la Ley 4117';— SEGUNDO:
Declara regular y válida la constitución en parte civil he-
cha en audiencia por el señor Marcelino Caro Reynoso con-
tra la Cooperativa de Transporte Los Trinitarios y la Com-
pañía de Seguros Pepín, S. A., por mediación de los Dres.
Pedro Antonio Rodríguez A., y Julio E. Rodríguez, por ha-
ber sido hecha conforme a la ley;— TERCERO: Pronuncia
el defecto contra el prevenido Juanico de los Santos, por no
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haber comparecido a la audiencia no obstante haber sido
legalmente citado;— CUARTO: Condena al referido Juanico
de los Santos al pago de una multa de RD$25.00 por haber
violado el artículo 49 letra 'C' de la Ley 241, sobre Tránsito
y Vehículos, en perjuicio de Marcelino Caro Reynoso;-
QUINTO: Condena a la Cooperativa de Transporte Los Tri-
nitarios, en su condición de' persona civilmente responsable,
al pago de una indemnización de un mil trescientos pesos
oro (RD$1,300.00) en favor del señor Marcelino Caro Rey-
/loso, como justa reparación por los daños morales y mate-
riales sufridos, así como al pago de los intereses legales de
ésta suma a partir de la demanda;— SEXTO: Condena a la
Cooperativa de Transporte Los Trinitarios, al pago de las
costas civiles, distraídas en favor de los Dres. Pedro A. Ro-
dríguez y Julio E. Rodríguez, por estarlas avanzando en su
mayor parte;— SEPTIMO: Declara esta sentencia oponible
a la Compañía de Seguros Pepín, S. A., de acuerdo a la
Ley 4!17";

ilekk Considerando ,que los recurrentes proponen en su me-
morial los siguientes medios: Violación al artículo 8 letra
`X de la Constitución de la República;— Violación del ar-
tículo 141 del Código de Procedimiento Civil y 180 del Có-
digo de Procedimiento Criminal;

Considerando, que en el primero de los medios de su
memorial los recurrentes exponen y alegan, en síntesis, que
el prevenido Juanico de los Santos, no fue válidamente ci-
tado para ser juzgado por el hecho puesto a su cargo, con-
trariándose así lo prescrito por el artículo 8, letra j) de la
Constitución de la República, conforme al cual nadie podrá
ser juzgado sin haber sido oído o debidamente citado; que.,
en efecto, según consta en el expediente, el prevenido tenía
su domicilio y residencia en la casa N9 32 de la calle Las
Américas, del Barrio Simón Bolívar; que, sin embargo, se-
gún se consigna en el acto de citación instrumentado por
Eduardo Bernal, alguacil de estrados de la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, se citó al prevenido para compare-
cer ante dicha Corte, a fines de ser juzgado, no en su domi-



atribuciones correccionales, el 20 de diciembre del 1976, cu-
yo dispositivo se ha transcrito en parte anterior del pre-
sente fallo; Segundo: Casa dicha sentencia y envía el asunto
por ante la Corte de Apelación de San Cristóbal, en iguales
atribuciones; y Tercero: Compensa las costas entre las par-

tes.
(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-

velo de la Fuente.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.—
Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secreta-

rio General.
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publ i cada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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cilio y residencia, ya antes mencionado, sino conforme a las
prescripciones del artículo 69, inciso 7, del Código de Pro-
cedimiento Civil, después que el ministerial actuante, se-
gún le declarara en el acto correspondiente, determinara
que el prevenido no tenía su domicilio y .residencia en la
casa N9 42 de la calle Las Américas, que como se ha ex-
puesto antes no era éste, sino el consignado en el acta poli-
cial levantada con motivo del accidente, o sea la casa N 9 32,
de la misma calle; que ello vicia de nulidad absoluta el
fallo impugnado, no solamente en cuanto al prevenido De
los Santos, sino también en cuanto a los actuales recurren-
tes, toda vez que las condenaciones civiles pronunciadas con-
tra ellos no tienen otro fundamento jurídico que la decla-
rada culpabilidad del prevenido, en las circunstancias en
que lo ha sido; medio éste que puede ser propuesto, dado
su carácter de orden público, por ante esta jurisdicción,
por primera vez; que, por tanto, la sentencia impugnada
debe ser casada;

Considerando, que tal como lo alegan los recurrentes
y se consigna en el acta correspondiente levantada por los
agentes policiales que actuaron en el caso, el prevenido De
los Santos declaró tener su domicilio y residencia en la
casa N9 42 de la calle Las Américas, en el ensanche Simón
Bolívar; que, sin embargo, fue citado por el alguacil ac-
tuante para comparecer a juicio por ante la Corte arqua, no
en la casa N 9 32, que era el último domicilio del recurrente.
sino en la N9 42, que no lo era, violándose así lo prescrito
en el artículo 8, letra j) de la Constitución; de lo que resulta
que el prevenido De los Santos no fue debidamente citado
para comparecer al juicio de apelación; que por tanto pro-
cede la casación del fallo impugnado, sin que haya que
ponderar los demás medios y alegatos del memorial;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente
a Marcelino Caro Reynoso, en los recursos de casación in-
terpuestos por la Cooperativa de Transporte y Carga Los
Trinitarios, y la Seguros Pepín, S. A., contra la sentencia
dictada por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en
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cilio y residencia, ya antes mencionado, sino conforme a las
prescripciones del artículo 69, inciso 7, del Código de Pro-
cedimiento Civil, después que el ministerial actuante, se.
gún le declarara en el acto correspondiente, determinara
que el prevenido no tenía su domicilio y residencia en la
casa N9 42 de la calle Las Américas, que como se ha ex-
puesto antes no era éste, sino el consignado en el acta poli-
cial levantada con motivo del accidente, o sea la casa N 9 32,
de la misma calle; que ello vicia de nulidad absoluta el
fallo impugnado, no solamente en cuanto al prevenido De
los Santos, sino también en cuanto a los actuales recurren-
tes, toda vez que las condenaciones civiles pronunciadas con-
tra ellos no tienen otro fundamento jurídico que la decla-
rada culpabilidad del prevenido, en las circunstancias en
que lo ha sido; medio éste que puede ser propuesto, dado
su carácter de orden público, por ante esta jurisdicción,
por primera vez; que, por tanto, la sentencia impugnada
debe ser casada;

Considerando, que tal como lo alegan los recurrentes
y se consigna en el acta correspondiente levantada por los
agentes policiales que actuaron en el caso, el prevenido De
los Santos declaró tener su domicilio y residencia en la
casa N9 42 de la calle Las Américas, en el ensanche Simón
Bolívar; que, sin embargo, fue citado por el alguacil ac-
tuante para comparecer a juicio por ante la Corte r.-qua, no
en la casa No 32, que era el último domicilio del recurrente,
sino en la N9 42, que no lo era, violándose así lo prescrito
en el artículo 8, letra j) de la Constitución; de lo que resulta
que el prevenido De los Santos no fue debidamente citado
para comparecer al juicio de apelación; que por tanto pro-
cede la casación del fallo impugnado, sin que haya que
ponderar los demás medios y alegatos del memorial;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente
a Marcelino Caro Reynoso, en los recursos de casación in-
terpuestos por la Cooperativa de Transporte y Carga Los
Trinitarios, y la Seguros Papín, S. A., contra la sentencia
dictada por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en
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atribuciones correccionales, el 20 de diciembre del 1976, cu-

yo disposit ivo se ha transcrito en parte anterior del pre-

sente fallo; Segundo: Casa dicha sentencia y envía el asunto
por ante la Corte de Apelación de San Cristóbal, en iguales
atribuciones; y Tercero: Compensa las costas entre las par-

tes.
(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-

velo de la Fuente.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan

Bautista Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.—
Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secreta-

rio General.
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.



SENTENCIA DE FECHA 4 DE FEBRERO DEL 1981

Materia: Correccional.

Recurrente: José Collado.

Interviniente: Wenceslao Adames.
Abogado: Lic. Edilio Vargas Ortega.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente.
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segun-
do Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y
Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
ae Santo Domingo de Guzmán. Distrito Nacional, hoy día
4 de febrero del 1981, años 137' de la Independencia y 118'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la signiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Co-
llado, dominicano, mayor de edad, domiciliado en la casa
N9 33 de la calle Rincón Largo, de la ciudad de Santiago,
cédula N9 5652, serie 35, contra la sentencia dictada, en sus
atribuciones correccionales, por la Corte de Apelación de 1111
Santiago, el 14 de noviembre de 1977, cuyo dispositivo se
copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído, en la lectura de sus conclusiones al Licenciado
Edilio Vargas Ortega, cédula N9 11530, serie 40, abogado del
interviniente Wenceslao Adames, dominicano, mayor de
edad, casado, comerciante, domiciliado y residente en la
calle Primera, esquina calle Seis, de la Urbanización Villa
Olga, de la ciudad de Santiago de los Caballeros;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, el 19 de diciembre de 1977, a
requerimiento del Doctor Rafael Nazer, en representación
del recurrente, en la cual no se propone ningún medio de-
terminado de casación;

Visto el escrito del interviniente, del 13 de noviembre
de 1978, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 185 y 194 del Código de Proce-
dimiento Criminal; 400 y 406 del Código Penal; 1382 del
Código Civil, y 1, 57, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de querella presentada contra José Cdllado, éste
fue sometido a la acción de la justicia, inculpado de viola-
ción de los artículos 400 y 406 del Código Penal y la Se-
gunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Santiago, apoderada del asunto, dictó
el 14 de diciembre dé 1976, una sentencia cuyo dispositivo
aperece copiado en el de la ahora impugnada en casación;
b) que sobre el recurso interpuesto la Corte de Apelación
de Santiago dictó la sentencia ahora impugnada, con el si-
guiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Admite en la for-
ma el recurso de apelación interpuesto por el nombrado
José Collado, contra sentencia correccional N 9 1142 (bis) de
fecha veintiséis (26) del mes de noviembre del año mil no-

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha
14 de noviembre de 1977.
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE FEBRERO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha
14 de noviembre de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrente: José Collado.

Interviniente: Wenceslao Adames.
Abogado: Lic. Edilio Vargas Ortega.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segun-
do Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y
Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
ae Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día
4 de febrero del 1981, años 137' de la Independencia y 118'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la signiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Co-
llado, dominicano. mayor de edad, domiciliado en la casa
N9 33 de la calle Rincón Largo, de la ciudad de Santiago.
cédula N9 5652, serie 35, contra la sentencia dictada, en sus
atribuciones correccionales, por la Corte de Apelación de
Santiago. el 14 de noviembre de 1977, cuyo dispositivo se
copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído, en la lectura de sus conclusiones al Licenciado
Edilio Vargas Ortega, cédula N 9 11530, serie 40, abogado del
interviniente Wenceslao Adames, dominicano, mayor de
edad, casado, comerciante, domiciliado y residente en la
calle Primera, esquina calle Seis, de la Urbanización Villa
Olga, de la ciudad de Santiago de los Caballeros;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, el 1 9 de diciembre de 1977, a
requerimiento del Doctor Rafael Nazer, en representación
del recurrente, en la cual no se propone ningún medio de-
terminado de casación;

Visto el escrito del interviniente, del 13 de noviembre
de 1978, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 185 y 194 del Código de Proce-
dimiento Criminal; 400 y 406 del Código Penal; 1382 del
Código Civil, y 1, 57, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de querella presentada contra José Collado, éste
fue sometido a la acción de la justicia, inculpado de viola-
ción de los artículos 400 y 406 del Código Penal y la Se-
gunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Santiago, apoderada del asunto, dictó
el 14 de diciembre de 1976, una sentencia cuyo dispositivo
aperece copiado en el de la ahora impugnada en casación;
b) que sobre el recurso interpuesto la Corte de Apelación
de Santiago dictó la sentencia ahora impugnada, con el si-
guiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Admite en la for-
ma el recurso de apelación interpuesto por el nombrado
José Collado, contra sentencia correccional N 9 1142 (bis) de
techa veintiséis (26) del mes de noviembre del año mil no-
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vecientos setenta y seis (1976), dictada por la Segunda Cá•
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de Santiago, cuyo dispositivo copiado textualmente
dice así: 'Primero: Que debe pronunciar como al efecto pio.
nuncia 'el defecto contra el nombrado José Collado, por no
haber asistido a la audiencia, no obstante estar legalmente
citado; Segundo: Que en cuanto a la forma declara corno
al efecto declara regular y válido el recurso de oposición
interpuesto por el inculpado José Collado, contra sentencia
N9 539 de fecha 30-7-76, dictada por este Tribunal por haber
sido hecha conforme a las exigencias procesales; Tercero:
Que en cuanto al fondo debe confirmar y confirma en todas
sus partes la mencionada sentencia objeto del presente re-
curso de oposición; Cuarto: Que debe condenar y condena
al nombrado José Collado al pago de las costas penales y
civiles del procedimiento, ordenando su distracción de es-
tas últimas en provecho del Lic. Edilio Vargas Ortega, abo-
gado que afirma estarlas avanzando en su totalidad'; SE-
GUNDO: Pronuncia defecto contra José Collado, por no ha-
ber comparecido a la audiencia no obstante estar legalmen-
te citado;— TERCERO: Confirma en todas sus partes la
sentencia recurrida;— CUARTO: Condena al nombrado Jo-
sé Collado, al pago de las costas civiles causadas por su pro-
pio recurso con distracción de las mismas en provecho del
Lic. Edilio Vargas Ortega, abogado que afirma haberlas
avanzado en su mayor parte;— QUINTO: Condena al pre-
venido José Collado al pago de las costas penales";

Considerando, que la sentencia impugnado pone de ma-
nifiesto que la Corte a-qua, mediante la ponderación de los
elementos que fueron regularmente administrados en la ins-
trucción de la causa dio por establecido lo siguiente: a) que
después de haber sido condenado el prevenido José Collado,
en fecha 27 de mayo de 1975, por la Cámara Civil y Comer-
cial y de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santiago al pago de RD$1,653.36, más los
Intereses legales y las costas en favor de Wenceslao Ada-
mes, se procedió a la ejecución de la referida sentencia, me-
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diante el embargo de una camioneta de su propiedad, tal

c
omo consta en el expediente y de acuerdo con proceso ver-

bal de embargo ejecutivo instrumentado el 21 de julio de
1975. por el Ministerial Bocho de Js. Anico Báez, y b) que
el deudor embargado, designado guardián, no entregó, y
distrajo u ocultó, de mala fe, el objeto embargado;

Considerando, que los hechos así establecidos, configu-
ran a cargo del prevenido recurrente, el delito de haber dis-
traído o destruído objetos que le habían sido embargados y
confiados a su custodia, previsto en el apartado tercero del
artículo 400, modificado, del Código Penal, y sancionado con
las penas del artículo 405 del mismo Código; que prevé y
castiga el abuso de confianza, o sea la de prisión, correccio-
nal de uno a dos años y multa que no bajará de cincuenta
pesos, ni excederá el tanto de la tercera parte de las indem-
nizaciones que se deban al agraviado; que, por tanto, al
condenar al prevenido recurrente, confirmando la sentencia
recurrida en apelación, que, a su vez confirmó la recurrida
en oposición, con las penas de un año de prisión correccio-
nal, y multa de cincuenta pesos oro, la Corte a-qua le aplicó
una pena ajustada a la Ley;

Considerando, que, asimismo, la Corte a-qua dio por
establecido que el hecho del prevenido recurrente ocasionó
daños y perjuicios materiales y morales a la persona cons-
tituida en parte civil, ahora interviniente, que evaluó en
tn1 pesos oro; que al condenarlo al pago de esa suma
hizo una correcta aplicación del artículo 1382 del Código
Civil;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente
a Wenceslao Adames, en el recurso de casación interpuesto
por José Collado, contra la sentencia dictada, en sus atri-
buciones correccionales, por la Corte de Apelación de San-
tiago, el 14 de noviembre de 1977, cuyo dispositivo se ha
copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo: Re-
chaza el referido recurso; Tercero: Condena a José Collado
al pago de las costas penales y civiles, distrayendo las úl-

1
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vecientos setenta y seis (1976), dictada por la Segunda Cá.
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de Santiago, cuyo dispositivo copiado textualmente
dice así: 'Primero: Que debe pronunciar como al efecto pro -
nuncia el defecto contra el nombrado José Collado, por no
haber asistido a la audiencia, no obstante estar legalmente
citado; Segundo: Que en cuanto a la forma declara corno
al efecto declara regular y válido el recurso de oposición
interpuesto por el inculpado José Collado, contra sentencia
N9 539 de fecha 30-7-76, dictada por este Tribunal por haber
sido hecha conforme a las exigencias procesales; Tercero:
Que en cuanto al fondo debe confirmar y confirma en todas
sus partes la mencionada sentencia objeto del presente re-
curso de oposición; Cuarto: Que debe condenar y condena
al nombrado José Collado al pago de las costas penales y
civiles del procedimiento, ordenando su distracción de es-
tes últimas en provecho del Lic. Edilio Vargas Ortega, abo-
gado que afirma estarlas avanzando en su totalidad'; SE-
GUNDO: Pronuncia defecto contra José Collado, por no ha-
ber comparecido a la audiencia no obstante estar legalmen-
te citado;— TERCERO: Confirma en todas sus partes la
sentencia recurrida;— CUARTO: Condena al nombrado Jo-
sé Collado, al pago de las costas civiles causadas por su pro-
pio recurso con distracción de las mismas en provecho del
Lic. Edilio Vargas Ortega, abogado que afirma haberlas
avanzado en su mayor parte;— QUINTO: Condena al pre-
venido José Collado al pago de las costas penales";
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liante el embargo de una camioneta de su propiedad, tal
como consta en el expediente y de acuerdo con proceso ver-
bal de embargo ejecutivo instrumentado el 21 de julio de
1975, por el Ministerial Bocho de Js. Anico Báez, y b) que
e; deudor embargado, designado guardián, no entregó, y
distrajo u ocultó, de mala fe, el objeto embargado;

Considerando, que los hechos así establecidos, configu-
ran a cargo del prevenido recurrente, el delito de haber dis-
traído o destruido objetos que le habían sido embargados y
confiados a su custodia, previsto en el apartado tercero del
artículo 400, modificado, del Código Penal, y sancionado con
las penas del artículo 405 del mismo Código; que prevé y
castiga el abuso de confianza, o sea la de prisión, correccio-
nal de uno a dos años y multa que no bajará de cincuenta
pesos, ni excederá el tanto de la tercera parte de las indem-
nizaciones que se deban al agraviado; que, por tanto, al
condenar al prevenido recurrente, confirmando la sentencia
recurrida en apelación, que, a su vez confirmó la recurrida
en oposición, con las penas de un año de prisión correccio-
nal, y multa de cincuenta pesos oro, la Corte a-qua . le aplicó
una pena ajustada a la Ley;

Considerando, que, asimismo, la Corte a-qua dio por
establecido que el hecho del prevenido recurrente ocasionó
daños y perjuicios materiales y morales a la persona cons-
tituida en parte civil, ahora interviniente, que evaluó en
tniiviTil pesos oro; que al condenarlo al pago de esa suma
hizo una correcta aplicación del artículo 1382 del Código
Civil;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente
a Wenceslao Adames, en el recurso de casación interpuesto
por José Collado, contra la sentencia dictada, en sus atri-
buciones correccionales, por la Corte de Apelación de San-
tiago , el 14 de noviembre de 1977, cuyo dispositivo se ha
copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo: Re-
chaza el referido recurso; Tercero: Condena a José Collado
al pago de las costas penales y civiles, distrayendo las úl-
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Considerando, que la sentencia impugnado pone de ma-

nifiesto que la Corte a-qua, mediante la ponderación de los
elementos que fueron regularmente administrados en la ins-
trucción de la causa dio por establecido lo siguiente: a) que
después de haber sido condenado el prevenido José Collado,
en fecha 27 de mayo de 1975, por la Cámara Civil y Comer-
cial y de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santiago al pago de RD$1,653.36, más los
intereses legales y las costas en favor de Wenceslao Acla-
mes, se procedió a la ejecución de la referida sentencia, me-



timas en provecho del Licenciado Edilio Vargas Ortega,
quien afirma estarlas avanzando en su mayor parte.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Raye.
lo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguel Ja-
cobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada' por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada ,leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobe.

SENTENCIA DE FECHA 6 DE FEBRERO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 3 de julio de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Rafael Polanco, José Gabriel Rodríguez y la Unión
de Seguros, C. por A.

Intervinientes: María Milady Mercedes López y compartes.
Abogados: Dres. Miguel Tomás García y Guillermo A. Soto Rosario.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar,
'Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín Hernández Espai-
liat, asistidos del Secretario General, en la Sala donde ce-
lebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 6 del mes de Febrero
del año 1981, años 137' de la Independencia y 118' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Rafael
Polanco, dominicano, mayor de edad, chofer, domiciliado y
residente en la Carretera Duarte kilómetro 8 1/2 del Distrito
Nacional, cédula N 9 10926, serie 34; José Gabriel Rodríguez,
dominicano, mayor de edad, domiciliado y residente en el
kilómetro 8 1/2 de la carretera Sánchez, del Distrito Nacio-
nal, cédula N° 246, serie 92; y la Unión de Seguros, C. por                          

fa 
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timas en provecho del Licenciado Edilio Vargas Orteg
quien afirma estarlas avanzando en su mayor parte.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Rave-
lo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguel Ja-
cobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública , del día, mes y año en él expresados y
fue firmada ,leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobe.

SENTENCIA DE FECHA 6 DE FEBRERO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 3 de julio de 1978.

Materia : Correccional.

Recurrentes: Rafael Polanco, José Gabriel Rodríguez y la Unión
de Seguro-s. C. por A.

Intervinientes: María Milady Mercedes López y compartes.
Abogados: Dres. Miguel Tomás García y Guillermo A. Soto Rosario.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín Hernández Espai-
liat, asistidos del Secretario General, en la Sala donde ce-
lebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 6 del mes de Febrero
del año 1981, años 137' de la Independencia y 118' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Rafael
Polanco, dominicano, mayor de edad, chofer, domiciliado y
residente en la Carretera Duarte kilómetro 8 1/2 del Distrito
Nacional, cédula N° 10926, serie 34; José Gabriel Rodríguez,
dominicano, mayor de edad, domiciliado y residente en el
kilómetro 8 1/2 de la carretera Sánchez, del Distrito Nacio-
nal, cédula N9 246, serie 92; y la Unión de Seguros, C. por
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A., con su domicilio social en la Avenida "27 de Febrero"
N9 263, de esta ciudad; contra la sentencia dictada, en sus
atribuciones correccionales, por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, el 3 de julio de 1978, cuyo dispositivo se
copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos, levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua, el 31 de julio de 1978, a requerimiento
del Dr. Néstor Díaz Fernández, cédula No. 4768, serie 20,
en la cual no se propone ningún medio determinado de ca-
sación;

Visto el escrito de los intervinientes María Miladys
Mercedes López, dominicana, mayor de edad, soltera, de
quehaceres domésticos, domiciliada y residente, en la casa
No. 81, de la calle "R", del Ensanche María Auxiliadora, de
esta ciudad, cédula No. 87822, serie lra.; Rosaura Altagracia
Reyes Martínez, dominicana, mayor de edad, soltera, de
quehaceres domésticos, dom i ciliada y residente en la casa
No. 81, de la calle "E" del Ensanche María Auxiliadora, de
esta ciudad, cédula N 9 124896, serie lra.; y Lucrecia Rosario
Medrano, dominicana, mayor de edad, de quehaceres do-
mésticos, domiciliada y residente en la casa N 9 32, de la
calle 23, del Ensanche Espaillat, de esta ciudad, suscrito
por sus abogados Dr. Guillermo Antonio Soto Rosario, cé-
dula N° 52947, serie lra., en fecha 8 de diciembre de 1978;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos lo sartículos 49 y 52 de la Ley N 9 241, de
1967, sobre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil; y
1. 37, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en horas
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de la mañanael 16 de diciembre de 1976, en esta ciudad, en.,
la intersección de la Avenida Central y la Calle 14, en el
cual resultaron varias personas con lesiones corporales, la
séptima Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional ,dictó el 3 de febrero de 1978,
una sentencia cuyo dispositivo se transcribe en el de la
ahora impugnada; y b) que sobre los recursos interpuestos,
p. Corte de Apelación de Santo Domingo, dictó la sentencia
ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo es el si-
guiente: "FALLA: PRIMERO: Admite como regular y váli-
do en cuanto al fondo, los recursos de apelación interpues-
tos: a) por el Dr. Guillermo Soto Rosario, en fecha 27 de
Marzo de 1978, a nombre y representación de la parte civil
constituida , María Miledys López, Lucrecia Rosario Medra-
no, y Rosaura Alt. Martínez; y b) por el Dr. Miguel Arcán-
gel Vásquez Fernández, en fecha 6 de febrero de 1978, a
nombre y representación de Rafael Polanco, la persona ci-
vilmente responsable y la Compañía Unión de Seguros, C.
por A., contra sentencia de fecha 3 de febrero de 1978, dic-
tada por la Séptima Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así:
`Falla: Primero: Que debe pronunciar y pronuncia el defecto
contra el prevenido Rafael Polanco, de generales ignoradas,
por no haber comparecido no obstante haber sido citado le-

galmente y se le declara culpable de haber violado los ar-
ticules 49 letra (c) y 65 de la Ley 241, en consecuencia se
condena a Cincuenta Pesos Oro (RD$50.00) de multa y al

pago de las costas penales; Segundo: Que debe descargar y
descarga a la co-prevenida María Miladys Mercedes López,
portadora de la cédula personal de identidad No. 87722, se-
rie Ira., residente en la calle 35 Este No. 31, del Ensanche
Luperón, D. N., por no haber violado ninguna de las dispo-
siciones de la Ley 241, en cuanto a ésta se le declaran las
costas de oficio; Tercero: Declara regular y válido en cuanto
a la forma, la constitución en parte civil incoada por los se-
ñores María Miladys Mercedos López, Rosaura Alt. Reyes
Martínez y Lucrecia Rosario Medrano ,a través de sus abo-
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A., con su domicilio social en la Avenida "27 de Febrero"
N9 263, de esta ciudad; contra la sentencia dictada, en sus
atribuciones correccionales, por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, el 3 de julio de 1978, cuyo dispositivo se
copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos, levantada en la Secretaría
de la Corte a -qua, el 31 de julio de 1978, a requerimiento
del Dr. Néstor Díaz Fernández, cédula No. 4768, serie 20,
en la cual no se propone ningún medio determinado de ca-
sación;

Visto el escrito de los intervinientes María Miladys
Mercedes López, dominicana, mayor de edad, soltera, de
q uehaceres domésticos, domiciliada y residente, en la casa
No. 81, de la calle "R", del Ensanche María Auxiliadora, de
esta ciudad, cédula No. 87822, serie lra.; Rosaura Altagracia
Reyes Martínez, dominicana, mayor de edad, soltera, de
quehaceres domésticos, dom i ciliada y residente en la casa
No. 81, de la calle "E" del Ensanche María Auxiliadora, de
esta ciudad, cédula N 9 124896, serie lra.; y Lucrecia Rosario
Medrano, dominicana, mayor de edad, de quehaceres do-
mésticos, domiciliada y residente en la casa N° 32, de la
calle 23, del Ensanche Espaillat, de esta ciudad, suscrito
por sus abogados Dr. Guillermo Antonio Soto Rosario, cé-
dula N° 52947, serie lra., en fecha 8 de diciembre de 1978;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos lo sartículos 49 y 52 de la Ley N 9 241, de
1967, sobre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil; y
1. 37, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en horas
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de la mañana el 16 de diciembre de 1976, en esta ciudad, en

la intersección de la Avenida Central y la Calle 14, en el
,nal resultaron varias personas con lesiones corporales, la
-sépt ima Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional ,dictó el 3 de febrero de 1978,
una Sentencia cuyo dispositivo se transcribe en el de la
ahora impugnada; y b) que sobre los recursos interpuestos,
1:,„ Corte de Apelación de Santo Domingo, dictó la sentencia
ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo es el si-
guiente: "FALLA: PRIMERO: Admite como regular y váli-
do en cuanto al fondo, los recursos de apelación interpues-
tos: a) por el Dr. Guillermo Soto Rosario, en fecha 27 de
Marzo de 1978, a nombre y representación de la parte civil
constituida, María Miledys López, Lucrecia Rosario Medra-
no, y Rosaura Alt. Martínez; y b) por el Dr. Miguel Arcán-
gel Vásquez Fernández, en fecha 6 de febrero de 1978, a
nombre y representación de Rafael Polanco, la persona ci-
vilmente responsable y la Compañía Unión de Seguros, C.
por A., contra sentencia de fecha 3 de febrero de 1978, dic-
tada por la Séptima Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así:
`Falla: Primero: Que debe pronunciar y pronuncia el defecto
contra el prevenido Rafael Polanco, de generales ignoradas,
por no haber comparecido no obstante haber sido citado le-
galmente y se le declara culpable de haber violado los ar-
ticules 49 letra (c) y 65 de la Ley 241, en consecuencia se
condena a Cincuenta Pesos Oro (RD$50.00) de multa y al
pago de las costas penales; Segundo: Que debe descargar y
descarga a la co-prevenida María Miladys Mercedes López,
portadora de la cédula personal de identidad No. 87722, se-
rie Ira., residente en la calle 35 Este No. 31, del Ensanche
Luperón, D. N., por no haber violado ninguna de las dispo-
siciones de la Ley 241, en cuanto a ésta se le declaran las
cl

Martínez

costas deoficio; Tercero: Declara regular y válido en cuanto
a la forma, la constitución en parte civil incoada por los se-
ñores María Miladys Mercedos López, Rosaura Alt. Reyes

z y Lucrecia Rosario Medrano ,a través de sus abo-
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gados Dres. Miguel Tomás García y Guillermo Soto Rosario
por haber sido hecha de acuerdo a la ley y en cuanto al for,:
do de dicha constitución condena a los señores Rafael po,
lanco y José Gabriel Rodrígeuz, el primero por su hecho
personal y el segundo, como persona civilmente responsa.
ble, al pago de las indemnizaciones siguientes: a) la suma
de Mil Pesos Oro (RD$1,000.00) a favor de María Miladys
Mercedes López, por los golpes y heridas recibidas en el
accidente, más la suma de Ochocientos Pesos Oro (RD$800.-
00) para reparación, lucro cesante del vehículo de su pro-
piedad; b) la suma de Mil Pesos Oro (RD$1,000.00), a favor.
de Rosaura Alt. Reyes Martínez y la suma de Ochocientos
Pesos Oro (RD$800.00) a favor de Lucrecia Rosario Medra-
no, más los intereses legales de dichas sumas a partir de
la demanda, hasta la ejecución de la sentencia, a título de
indemnización complementaria, todo en provecho de la par-
te civil constituida, como justa reparación por los daños mo-
rales y materiales sufridos a consecuencia de ese accidente:
Cuarto: Condena a los señores Rafael Polanco y José Ga-
briel Rodríguez, en sus calidades artes señaladas, al pago
de las costas civiles, distrayéndolas en favor de los Dres.
Miguel Tomás García y Guillermo Soto Rosario, abogados
de la parte civil constituida, quienes afirman haberlas avan-
zado en su totalidad; y Quinto: Ordena que esta sentencia, 1'
le sea común, oponible y ejecutable en el aspecto civil, a
la Cía. Unión de Seguros, C. por A., entidad aseguradora
del vehículo que ocasionó el accidente, de conformidad con
el Art. 10 de la Ley 4117, por haber sido hecho conforme a
la ley; SEGUNDO: En cuanto al fondo de dichos recursos,
se pronuncia el defecto contra el prevenido Rafael Polanco.
por no comparecer a la audiencia no obstante haber sido le-
galmente citado; TERCERO: Modifica el ordinal Tercero de
la sentencia apelada, en cuanto al monto de las indemniza-
cione s acordadas por el Tribunal a-quo, y la Corte, obrando
por contrario imperio y autoridad propia, fija dichas indem-
nizaciones de la manera siguiente: a) la suma de Seiscientos
Pesos Oro (RD$600.00) a favor de María Miladys Mercedes
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por los golpes y heridas recibidas por ella en el ac-
cidente, más Trescientos Pesos Oro (RD$300.00) para la re-
paración de su vehículo y lucro cesante; b) la suma de Ocho-
cientos Pesos Oro (RD$800.00) a favor de Rosaura Alt. Re-
ves Martínez y la suma de Trescientos Pesos Oro (RD$300.-
00) a favor de Lucrecia Rosario Medrano, a título de indem-
nizaciones por los daños morales y materiales experimen ta

-dos en el accidente; reteniendo falta de parte de la otra
conductora María Miladys Mercedes López; CUARTO: Con-
firma en sus demás aspectos la sentencia apelada; QUINTO:
Condena a Rafael Polanco, prevenido y a José Gabriel Ro-
dríguez, persona civilmente responsable al pago de las cos-
tas penales y civiles de la alzada, respectivamente, con dis-

tracción de las civiles en provecho de los Dres. Miguel To-
más García y Guillermo Ant. Soto Rosario, quienes afirman
haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que procede declarar la nulidad de los
recurrentes interpuestos por José Gabriel Rodríguez, perso-
na civilmente responsable, y por la Unión de Seguros, C.
por A., puesta en causa como aseguradora de uno de los
vehículos que causó el accidente, en vista de que no han
expuesto los medios en que los fundan, como lo exige, a
pena de nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre Procedim ien

-to de Casación; que, consecuentemente, sólo se examinará

el recurso del prevenido;

W Considerando, que la Corte a-qua dio por establecido,
mediante la ponderación de los elementos de juicio que fue-
ron regularmente administrados en la instrucción de la
causa: a) que siendo aproximadamente las tres de la ma-
ñana del 16 de diciembre de 1976, mientras María Miladys
Mercedes López, conducía la camioneta de su propiedad,
placa 532271, en dirección de Sur a Norte por la calle "14"
de esta ciudad, chocó con el automóvil placa 91460, propie-
dad de José Gabriel Rodríguez, y conducido por Rafael Po-
lanco, quien transitaba de Este a Oeste por la Avenida
Central; b) que el accidente se produjo cuando María Mila-
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gados Dres. Miguel Tomás García y Guillermo Soto Rosario
por haber sido hecha de acuerdo, a la ley y en cuanto al foh:
do de dicha constitución condena a los señores Rafael N.
lanco y José Gabriel Rodrígeuz, el primero por su hecho
personal y el segundo, como persona civilmente responsa.
Ole, al pago de las indemnizaciones siguientes: a) la suma
de Mil Pesos Oro (RD$1,000.00) a favor de María Miladys
Mercedes López, por los golpes y heridas recibidas en el
accidente, más la suma de Ochocientos Pesos Oro (RD$800.-
00) para reparación, lucro cesante del vehículo de su pro-
piedad; b) la suma de Mil Pesos Oro (RD$1,000.00), a favor
de Rosaura Alt. Reyes Martínez y la suma de Ochocientos
Pesos Oro (RD$800.00) a favor de Lucrecia Rosario Medra-
no, más los intereses legales de dichas sumas a partir de
la demanda, hasta la ejecución de la sentencia, a título de
indemnización complementaria, todo en provecho de la par-
te civil constituida, como justa reparación por los daños mo-
rales y materiales sufridos a consecuencia de ese accidente;
Cuarto: Condena a los señores Rafael Polanco y José Ga-
briel Rodríguez, en sus calidades artes señaladas, al pago
de las costas civiles, distrayéndolas en favor de los Dres.
Miguel Tomás García y Guillermo Soto Rosario, abogados
de la parte civil constituida, quienes afirman haberlas avan-
zado en su totalidad; y Quinto: Ordena que esta sentencia,
le sea común, oponible y ejecutable en el aspecto civil, a
la Cía. Unión de Seguros, C. por A., entidad aseguradora
del vehículo que ocasionó el accidente, de conformidad con
el Art. 10 de la Ley 4117, por haber sido hecho conforme a
la ley; SEGUNDO: En cuanto al fondo de dichos recursos,
se pronuncia el defecto contra el prevenido Rafael Polanco,
por no comparecer a la audiencia no obstante haber sido le-
galmente citado; TERCERO: Modifica el ordinal Tercero de
la sentencia apelada, en cuanto al monto de las indemniza-
cwne s acordadas por el Tribunal a - quo, y la Corte, obrando
por contrario imperio y autoridad propia, fija dichas indem-
nizaciones de la manera siguiente: a) la suma de Seiscientos
Pesos Oro (RD$600.00) a favor de María Miladys Mercedes
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hópez, por los gOlpes y heridas recibidas por ella en el ac-
cidente, más Trescientos Pesos Oro (RD$300.00) para la re-
paración de su vehículo y lucro cesante; b) la suma de Ocho-
cientos Pesos Oro (RD$800.00) a favor de Rosaura Alt. Re-

yes Martínez y la suma de Trescientos Pesos Oro (RD$300.-
00) a favor de Lucrecia Rosario Medran, a título de indem-
nizaciones por los daños morales y materiales experimenta-
dos en el accidente; reteniendo falta de parte de la otra
conductora María Miladys Mercedes López; CUARTO: Con-
firma en sus demás aspectos la sentencia apelada; QUINTO:
Condena a Rafael Polanco, prevenido y a José Gabriel Ro-

dríguez, persona civilmente responsable al pago de las cos-
tas penales y civiles de la alzada, respectivamente, con dis-
tracción de las civiles en provecho de los Dres. Miguel To-
más García y Guillermo Ant. Soto Rosario, quienes afirman
haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que procede declarar la nulidad de los
recurrentes interpuestos por José Gabriel Rodríguez, perso-
na civilmente responsable, y por la Unión de Seguros, C.
por A., puesta en causa como aseguradora de uno de los
vehículos que causó el accidente, en vista de que no han
expuesto los medios en que los fundan, como lo exige, a
pena de nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; que, consecuentem ente, sólo se examinará

el recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a -qua dio por establecido,
mediante la ponderación de los elementos de juicio que fue-
ron regularmente administrados en la instrucción de la
causa: a) que siendo aproximadamente las tres de la ma-

ñana del 16 de diciembre de 1976, mientras María Miladys
Mercedes López, conducía la camioneta de su propiedad,
placa 532271, en dirección de Sur a Norte por la calle "14"

de esta ciudad, chocó con el automóvil placa 91460, propie-
dad de José Gabriel Rodríguez, y conducido por Rafael Po-
lanco, quien transitaba de Este a Oeste por la Avenida
Central; b) que el accidente se produjo cuando María Mila-
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Considerando, que, asimismo, la Corte a-qua dio por es-

tablecido que el hecho del prevenido recurrente causó da-

tos y perjuicios materiales y morales a María Miladys Mer-
cedes López. Rosaura Altagracia Reyes Martínez y Lucrecia
Rosario Medrano, constituidas en parte civil, que ecaluó en
las sumas de RD$600.00, por los golpes y heridas recibidas
en el accidente, más RD$300.00, para la reparación de su
vehículo y por el lucro cesante, respecto de la primera y en
las sumas de RDS800.00, y RD$300.00, en cuanto a la segun-
da y la tercera, respectivamente, a título de indemnización;
más los intereses legales de dichas sumas a partir de la de-
manda, hasta la ejecución de la sentencia, a título de indem-
nización complementaria; que al condenar al pago de esas
sumas al recurrente Rafaael Polanco. por su hecho personal,
la Corte a-que hizo una correcta aplicación del artículo 1383
del Código Civil;114r' 	Considerando, que examinada la sentencia( en lo con-

. ce rniente al prevenido Polanco, no presenta vicio alguno
que justifique su casación;

1011i Por tales motivos: Primero: Admite como intervinien-
tes a María Miladys Mercedes López, Rosaura Altagracia
Reyes Martínez y Lucrecia Rosario Medrano, en los recur-
sos de casación interpuestos por Rafael Polanco, José Ga-
briel Rodríguez y la Unión de Seguros, C. por A., contra la
sentencia dictada, en atribuciones correccionales, por la
Corte dé Apelación de Santo Domingo, el 3 de Julio de
1978, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Declara nulos los recursos inter-
puestos contra la misma sentencia por José Gabriel Rodrí-
guez, y la Unión de Seguros, C. por A.; Tercero: Rechaza
el recurso interpuesto por Rafael Polanco y lo condena al
pago de las costas penales y a éste y a José Gabriel Rodrí-
guez al pago de las costas civiles y las distrae a favor de los
Pres. Miguel Tomás García y Guillermo Antonio Soto Ro-

r(» sario, abogados de los intervinientes, quienes afirman ha-
berlas avanzado en su totalidad y las hace oponibles a la,

dys Mercedes López, terminaba de cruzar la Avenira "Cen-
tral", recibiendo su vehículo el impacto en la parte trasera
derecha y ocasionándole otros daños indicados en el Acta
Policial correspondiente; c) que el vehículo conducido por
Rafael Polanco sufrió desperfectos consistentes en el hun-
dimiento del bomper delantero, la rotura del radiador y
otros; d) que con el impacto resultaron con golpes y heri-
das: María Miladys Mercedes López, curables después de
20 y antes de 30 días; Rosaura Altagracia Reyes Martínez,
curables después de 20 y antes de 30 días y Lucrecia Medra-
no Rosario, curables después de 10 y antes de 20 días; e)
que el prevenido Rafael Polanco manejó su vehículo en
forma descuidada y temeraria, no haciendo nada para evi-
tar el accidente; f) que la co-prevenida María Miladys Mer-
cedes López, descargada en Primera Instancia, también con-
dujo su vehículo temeraria o descuidadamente, al declarar
que viniendo a su derecha a una velocidad moderada vio
a una distancia considerada prudente por ella para cruzar
y advertir que el prevenido Rafaael Polanco, venía a una
gran velocidad, no obstante se lanza a cruzar la calle por lo
que se produce el accidente, y debe retenerse falta imputa-
ble a ella, aunque no puedan aplicarse sanciones en su con-
tra por no existir recurso de apelación del Ministerio Pú-
blico;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del recurrente Rafael Polanco, el delito de cau-
sar involuntariamente golpes y heridas con la conducción
de un vehículo de motor, previsto por el artículo 49 de la
Ley No. 241 de 1967. sobre Tránsito y Vehículos, y sancio-
nado en la letra e) del mismo texto legal, con las penas de
6 meses a 2 años de prisión y multa de RD$100.00 a RD$500.-
00. cuando las lesiones curen en más de 20 días, como suce-
dió en la especie a dos de las víctimas; que, por tanto, al
imponer al prevenido recurrente, una pena de RD$50.00,
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, le aplicó
una pena ajustada a la ley;
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dys Mercedes López, terminaba de cruzar la Avenira "Ceo.
tral", recibiendo su vehículo el impacto en la parte trasera
derecha y ocasionándole otros daños indicados en el Acta
Policial correspondiente; c) que el vehículo conducido por
Rafael Polanco sufrió desperfectos consistentes en el hun-
dimiento del bomper delantero, la rotura del radiador y
otros; d) que con el impacto resultaron con golpes y heri-
das: María Milaciys Mercedes López, curables después de
20 y antes de 30 días; Rosaura Altagracia Reyes Martínez,
curables después de 20 y antes de 30 días y Lucrecia Medra-
no Rosario, curables después de 10 y antes de 20 días; c)
que el prevenido Rafael Polanco manejó su vehículo en
forma descuidada y temeraria, no haciendo nada para evi-
tar el accidente; f) que la co-prevenida María Miladys •er-
cedes López, descargada en Primera Instancia, también con-
dujo su vehículo temeraria o descuidadamente, al declarar
que viniendo a su derecha a una velocidad moderada vio
a una distancia considerada prudente por ella para cruzar
y advertir que el prevenido Rafaael Polanco, venía a una
gran velocidad, no obstante se lanza a cruzar la calle por lo
que se produce el accidente, y debe retenerse falta imputa-
ble a ella, aunque no puedan aplicarse sanciones en su con-
tra por no existir recurso de apelación del Ministerio Pú-
blico;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del recurrente Rafael Polanco, el delito de cau-
sar involuntariamente golpes y heridas con la conducción
de un vehículo de motor, previsto por el artículo 49 de la
Ley No. 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos, y sancio-
nado en la letra e) del mismo texto legal, con las penas de
6 meses a 2 años de prisión y multa de RD$100.00 a RD$500.-
00. cuando las lesiones curen en más de 20 días, como suce-
dió en la especie a dos de las víctimas; que, por tanto, al
imponer al prevenido recurrente, una pena de RD$50.00,
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, le aplicó
una pena ajustada a la ley;
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Considerando, que, asimismo, la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido recurrente causó da-
Os y perjuicios materiales y morales a María Miladys Mer-
cedes López. Rosaura Altagracia Reyes Martínez y Lucrecia
Rosario Medrano. constituidas en parte civil, que ecaluó en
las sumas de RD$600.00, por los golpes 

la
y heridas

ació
recibi
 dedalen el accidente, más RD$300.00, p 	 reparación 	 su

vehículo y por el lucro cesante, respecto de la primera y en
las sumas de RDS800.00, y RD$300.00, en cuanto a la segun-
da y la tercera, respectivamente, a título de indemnización;
más los intereses legales de dichas sumas a partir de la de-
manda. hasta la ejecución de la sentencia, a título de indem-
nización complementaria; que al condenar al pago de esas
sumas al recurrente Rafaael Polanco. por su hecho personal,
la Corte a-qm.. hizo una correcta aplicación del artículo 1383
del Código Civil;

Considerando, que examinada la sentencia( en lo con-
cerniente al prevenido Polanco, no presenta vicio alguno
que justifique su casación;

Por tales motivos: Primero: Admite como intervinien-
tes a María Miladys Mercedes López, Rosaura Altagracia
Reyes Martínez y Lucrecia Rosario Medrano, en los recur-
sos de casación interpuestos por Rafael Polanco, José Ga-
briel Rodríguez y la Unión de Seguros. C. por A., contra la
sentencia dictada, en atribuciones correccionales, por la
Corte dé Apelación de Santo Domingo, el 3 de Julio de
1978, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Declara nulos los recursos inter-
puestos contra la misma sentencia por José Gabriel Rodrí-
guez, y la Unión de Seguros, C. por A.; Tercero: Rechaza
el recurso interpuesto por Rafael Polanco y lo condena al
pago de las costas penales y a éste y a José Gabriel Rodrí-
guez al pago de las costas civiles y las distrae a favor de los
pres. Miguel Tomás García y Guillermo Antonio Soto Ro-
sario, abogados de los intervinientes, quienes afirman ha-
berlas avanzado en su totalidad y las hace oponibles a la,

t
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Unión de Seguros, C. por A., dentro de los términos de la	 SENTENCIA DE FECHA 11 DE FEBRERO DEL 1981
Póliza.

1

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista
ROjas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín
Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año, en él expresado, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Damingo, de
fecha 2 de junior de 1977.

laa:  Correccional.

gectirrentes: Juan R. Ramírez, Francisco Rodolfo Ramírez y la
Seguros San Rafael, C. por A.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández
Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 11 del mes de Febrero
del año 1981, años 137' de la Independencia y 118' de la
Restauración, dieta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

1.11'
Sobre los recursos de casación interpuestos por Juan

R. Ramírez, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer, do-
miciliado en la casa N9 61 de la calle Hatuey, Ensanche
Quisqueya, Santo Domingo, cédula N9 179800, serie lra.;
Francisco Rodolfo Ramírez, residente en la casa No. 61 de
la calle Hatuey, Ensanche Quisqueya, Santo Domingo, D.
1\1•, y Seguros San Rafael, C. por A., domiciliada en la Ave-
nida Leopoldo Navarro N9 35 de esta ciudad, contra la sen-
tencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Domingo,
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE FEBRERO DEL 1981

11(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra..
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista
Ri)jas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín
Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General. vi

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año, en él expresado, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo. 	 i

¡ti

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Damingo, de
fecha 2 de junio de 1977.

)íateria: Correccional.

Recurrentes: Juan R. Ramírez, Francisco Rodolfo Ramírez y la
Seguros San Rafael, C. por A.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpiclio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández
Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 11 del mes de Febrero
del año 1981, años 137' de la Independencia y 118' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Juan
R. Ramírez, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer, do-
miciliado en la casa N9 61 de la calle Ha,tuey, Ensanche
Quisqueya, Santo Domingo, cédula N9 179800, serie lra.;
Francisco Rodolfo Ramírez, residente en la casa No. 61 de
la calle Hatuey, Ensanche Quisqueya, Santo Domingo, D.
I. , y Seguros San Rafael, C. por A., domiciliada en la Ave-
nida Leopoldo Navarro N 9 35 de esta ciudad, contra la sen-
tencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Domingo,



el 2 de Junio de 1977, en sus atribuciones correccionales,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua; el 9 de Septiembre de 1976,
a requerimiento del Dr. Néstor Díaz Fernández, cédula N9

4768, serie 20, en reprsentación de los recurrentes, en la
que no se propone ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de
1967, scbre Tránsito y Vehículos; 1383 y 1384 del Código
Civil; 1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo
de un accidente dp tránsito ocurrido el 15 de Mayo de 1975,
en la Avenida "27 de Febrero", de esta ciudad, la Cuarta
Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, dictó el 3 de Febrero de 1977, una sen-
tencia en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo
se copia más adelante; b) que sobre los recursos interpues-
tos la Corte a-qua dictó el fallo ahora impugnado en casa-
ción con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Ad-
mate como regular y válido en la forma el recurso de apela-
ción interpuesto: a) por el Dr. Néstor Díaz Fernández, a
nombre de Juan R. Ramírez Guzmán y Francisco Rodolfo
Ramírez, parte civilmente responsable y la Compañía de
Seguros, San Rafael, C. por A.; b) por el Dr. Fermín Pérez
Peña, por sí y por el Dr. José Matos Rivera a nombre de
Mercedes Calderón Hernández, contra la sentencia dictada
por la Cuarta Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, en fecha 3 de febrero de
1977; cuya parte dispositiva dice así: 'Falla: Primero: Se
pronuncia el defecto en contra del nombrado Juan R.

niírez Guzmán de generales que constan no obstante haber
sido citado legalmente; Segundo: Se declara culpable de vio-
lación al artículo 49 letra C, de la Ley 241, en consecuencia
se condena a pagar una multa de cien pesos oro (RD$100.00)
y al pago de las costas penales; Tercero: Se declara regular
y válido la constitución en cuanto a la forma en parte civil
hecha por Mercedes Calderón Hernández en contra de Juan
R. Ramírez Guzmán y Francisco Rodolfo Ramírez, en cuan-
to al fondo condena a los ya mencionados al pago de una
indemnización de ocho mil pesos oro (RD$8,000.00) a fa-
vor de la señorita Mercedes Calderón Hernández, como
justa reparación por los daños y perjuicio morales y mate-
riales sufridos por ella en dicho accidente; b) más al pago
de los intereses legales de dicha suma a partir de la fecha
de la demanda; c) al pago de las costas civiles en favor de
los Dres. Juan José Matos Rivera y José Fermín Pérez Pe-
ña; quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte;
Cuesto: Se declara dicha sentencia común y oponible a la
Cía. de Seguros San Rafael, C. por A., entidad aseguradora
del vehículo que causó el accidente'; SEGUNDO: Pronuncia
el defecto contra el prevenido Juan R. Ramírez Guzmán,
por no haber comparecido a la audiencia a la cual fuera le-
galmente citado; TERCERO: Modifica la sentencia recurri-
da en su ordinal 3ro., en lo que respecta a la indemnización
acordada en la suma de cinco mil pesos oro (RD$5,000.00);
CUARTO: Condena al prevenido al pago de las costas pena-
les de la alzada; QUINTO: Condena al prevenido Juan R.
Ramírez Guzmán y Francisco Rodolfo Ramírez, al pago de
las costas civiles de la alzada con distracción de las mismas
en provecho de los Dres. Fermín Pérez Peña y Juan Matos
Rivera ,abogados que afirman haberlas avanzado en su tota-
lidad; SEXTO: Declara la presente sentencia común y opo-
nible a la Cía. de Seguros San Rafael, C. por A.; por ser
la entidad aseguradora del vehículo que causó el accidente";

Considerando, que ni la parte civilmente responsable
puesta en causa, Francisco Rodolfo Ramírez, ni la asegura-
dora de la responsabilidad civil de éste, la Compañía de
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el 2 de Junio de 1977, en sus atribuciones correccionales
cuyo dispositivo se copia más adelante;	

,

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en
la Secretaría de la Corte a-qu.s,, el 9 de Septiembre de 1976
a requerimiento del Dr. Néstor Díaz Fernández, cédula Ni;
4768, serie 20, en reprsentación de los recurrentes, en la
que no se propone ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de
1967, sobre Tránsito y Vehículos; 1383 y 1384 del Código
Civil; 1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido el 15 de Mayo de 1975,
en la Avenida "27 de Febrero", de esta ciudad, la Cuarta
Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, dictó el 3 de Febrero de 1977, una sen-
tencia en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo
se copia más adelante; b) que sobre los recursos interpues-
tos la Corte a-qua dictó el fallo ahora impugnado en casa-
ción con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Ad-
mite como regular y válido en la forma el recurso de apela-
ción interpuesto: a) por el Dr. Néstor Díaz Fernández, a
nombre de Juan R. Ramírez Guzmán y Francisco Rodolfo
Ramírez, parte civilmente responsable y la Compañía de
Seguros, San Rafael, C. por A.; b) por el Dr. Fermín Pérez
Peña, por sí y por el Dr. José Matos Rivera a nombre de
Mercedes Calderón Hernández, contra la sentencia dictada
por la Cuarta Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, en fecha 3 de febrero de
1977; cuya parte dispositiva dice así: 'Falla: Primero: Se
pronuncia el defecto en contra del nombrado Juan R. rta"

rriírez Guzmán de generales que constan no obstante haber
sido citado legalmente; Segundo: Se declara culpable de vio-
lación al artículo 49 letra C, de la Ley 241, en consecuencia
se condena a pagar una multa de cien pesos oro (RD$100.00)
y al pago de las costas penales; Tercero: Se declara regular
y válido la constitución en cuanto a la forma en parte civil
hecha por Mercedes Calderón Hernández en contra de Juan
R. Ramírez Guzmán y Francisco Rodolfo Ramírez, en cuan-
to al fondo condena a los ya mencionados al pago de una
indemnización de ocho mil pesos oro (RD$8,000.00) a fa-
vor de la señorita Mercedes Calderón Hernández, como
justa reparación por los daños y perjuicio morales y mate-
riales sufridos por ella en dicho accidente; b) más al pago
de los intereses legales de dicha suma a partir de la fecha
de la demanda; e) al pago de las costas civiles en favor de
los Dres. Juan José Matos Rivera y José Fermín Pérez Pe-
ña; quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte;
Cuarto: Se declara dicha sentencia común y oponible a la
Cía. de Seguros San Rafael, C. por A., entidad aseguradora
del vehículo que causó el accidente'; SEGUNDO: Pronuncia
el defecto contra el prevenido Juan R. Ramírez Guzmán,
por no haber comparecido a la audiencia a la cual fuera le-
galmente citado; TERCERO: Modifica la sentencia recurri-
da en su ordinal 3ro., en lo que respecta a la indemnización
acordada en la suma de cinco mil pesos oro (RD$5,000.00);
CUARTO: Condena al prevenido al pago de las costas pena-
les de la alzada; QUINTO: Condena al prevenido Juan R.
Ramírez Guzmán y Francisco Rodolfo Ramírez, al pago de
las costas civiles de la alzada con distracción de las mismas
en provecho de los Dres. Fermín Pérez Peña y Juan Matos
Rivera ,abogados que afirman haberlas avanzado en su tota-
lidad; SEXTO: Declara la presente sentencia común y opo-
nible a la Cía. de Seguros San Rafael, C. por A.; por ser
la entidad aseguradora del vehículo que causó el accidente";

Considerando, que ni la parte civilmente responsable
Puesta en causa, Francisco Rodolfo Ramírez, ni la asegura-
dora de la responsabilidad civil de éste, la Compañía de
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Seguros San Rafael, C. por A., han expuesto los medios en
que fundan sus recursos, como lo exige a pena de nulidad el
artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, que
por lo tanto sólo se procederá al examen del recurso del
prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar la cul-
pabilidad del prevenido recurrente, dio por establecido, des-
pués de ponderar los elementos de juicio regularmente ad-
ministrados en la instrucción de la causa: a) que el día 15
de mayo de 1975, en horas de la noche, mientras el preve-
nido Juan R. Ramírez Guzmán, conducía de Oeste a Este
por la Avenida "27 de Febrero", la camioneta placa N9 512-
771, asegurada en la Seguros San Rafael, C. por A., median-
te Póliza N9 AL.200.16, propiedad del señor Francisco Ro-
dolfo Ramírez; b) que al llegar a la Avenida Abraham Lin-
coln, atropelló a la señorita Mercedes Calderón Hernández,
quien cruzaba la vía, a pie, ocasionándole lesiones corpora-
les que curaron después de 20 días (14 meses); que la ca-
mioneta siguió y chocó con el carro placa N° 127-200, ase-
gurado en la "Universal de Seguros, C. por A.", mediante
Póliza N9 A-600, propiedad de Isidro González y conducido
por Roberto Jiménez, quien transitaba e/1 la misma vía y
dirección paralelo con el primero; y c) que el hecho se de-
bió a negligencia, imprudencia y torpeza del prevenido Juan
R. Ramírez Guzmán, al conducir un vehículo de 'una ma-
nera descuidada y atolondrada y a una velocidad superior
a. la indicada por la ley y de tal manera que no pudo domi-
nar su vehículo al ver que la señorita iba a cruzar la ave-
nida, y la tropelló, contiunando su marcha sin pararse a re-
cogerla, chocando el carro placa N9 127-200, produciéndole
desperfectos;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del prevenido recurrente, el delito previsto por
el artículo 49 de la Ley No. 241, de 1967, de Tránsito y Ve-
hículos, de causar golpes y heridas por imprudencia con el
manejo de un vehículo de motor, sancionado en la letra c)

del mismo texto legal con las penas de seis (6) meses a dos
(2) años de prisión y multa de cien pesos (RD$100.00) a
quinientos pesos (RD$500.00), si la enfermedad o imposi-
bilidad para el trabajo durare veinte días o más, como su-
cedió en la especie, que por tanto, al condenar al prevenido
recurrente al pago de una multa de cien pesos oro (RDS-
100.00), acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte 1:-qua
le aplicó una pena ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua apreció
que el hecho del prevenido había causado a la persona cons-
tituida en parte civil, Mercedes Calderón Hernández, daños
y perjuicios materiales y morales que evaluó en la suma de
RD$5,000.00, que por tanto, al condenar al prevenido Juan
R. Ramírez Guzmán y a la persona civilmente responsable,
Francisco Rodolfo Ramírez, conjuntamente, al pago de la
citada suma como indemnización principal, y a los intere-
ses legales de la misma, a partir de la demanda, como in-
demnización complementaria, la Corte a-qua hizo una co-
rrecta aplicación del artículo 1383 del Código Civil;10111- Considerando, que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada, en lo que concierne al prevenido re-
currente, no contiene vicio alguno que justifique su casa-
ción;

Por tales motivos, Primero: Declara nulos los recursos
de casación interpuestos por Francisco Rodolfo Ramírez y
Seguros San Rafael, C. por A., contra la sentencia dictada
en sus atribuciones correccionales el 2 de junio de 1977, por
la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo
aperece copiado en parte anterior del presente fallo; Se-
gundo: Rechaza el recurso de casación interpuesto por Juan
R. Ramírez, contra la indicada sentencia y lo condena al
pago de las costas penales.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista
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Seguros San Rafael, C. por A., han expuesto los medios en
que fundan sus recursos, como lo exige a pena de nulidad el
artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, que
por lo tanto sólo se procederá al examen del recurso del
prevenido:

-
Considerando, que la Corte a-qua, para declarar la cul-

pabilidad del prevenido recurrente, dio por establecido, des-
pués de ponderar los elementos de juicio regularmente ad-
ministrados en la instrucción de la causa: a) que el día 15
de mayo de 1975, en horas de la noche, mientras el preve-
nido Juan R. Ramírez Guzmán, conducía de Oeste a Este
por la Avenida "27 de Febrero", la camioneta placa N9 512-
771, asegurada en la. Seguros San Rafael, C. por A., median-
te Póliza N9 AL.200.16, propiedad del señor Francisco Ro-
dolfo Ramírez; b) que al llegar a la Avenida Abraham Lin-
coln, atropelló a la señorita Mercedes Calderón Hernández,
quien cruzaba la vía, a pie, ocasionándole lesiones corpora-
les que curaron después de 20 días (14 meses); que la ca-
mioneta siguió y chocó con el carro placa N 9 127-200, ase-
gurado en la "Universal de Seguros, C. por A.", mediante
Póliza N9 A-600. propiedad de Isidro González y conducido
por Roberto Jiménez, quien transitaba en la misma vía y
dirección paralelo con el primero; y c) que el hecho se de-
bió a negligencia, imprudencia y torpeza del prevenido Juan
R. Ramírez Guzmán, al conducir un vehículo de *una ma-
nera descuidada y atolondrada y a una velocidad superior
za la indicada por la ley y de tal manera que no pudo domi-
nar su vehículo al ver que la señorita iba a cruzar la ave-
nida, y la tropelló. contiunando su marcha sin pararse a re-
cogerla, chocando el carro placa N9 127-200. produciéndole
desperfectos;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del prevenido recurrente, el delito previsto por
el artículo 49 de la Ley No. 241, de 1967, de Tránsito y Ve-
hículos, de causar golpes y heridas por imprudencia con el
manejo de un vehículo de motor, sancionado en la letra c)
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del mismo texto legal con las penas de seis (6) meses a dos
(2 ) arios de prisión y multa de cien pesos (RD$100.00) a
quinientos pesos (RD$500.00), si la enfermedad o imposi-
bilidad para el trabajo durare veinte días o más, como su-
cedió en la especie, que por tanto, al condenar al prevenido
recurrente al pago de una multa de cien pesos oro (RD$-
100.00), acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte a-qua

le aplicó una pena ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua apreció
que el hecho del prevenido había causado a la persona cons-
tituida en parte civil, Mercedes Calderón Hernández, daños
y perjuicios materiales y morales que evaluó en la suma de
RD$5,000.00, que por tanto, al condenar al prevenido Juan
R. Ramírez Guzmán y a la persona civilmente responsable,
Francisco Rodolfo Ramírez, conjuntamente, al pago de la
citada suma como indemnización principal, y a los intere-
ses legales de la misma, a partir de la demanda, como in-
demnización complementaria, la Corte a-qua hizo una co-
rrecta aplicación del artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada, en lo que concierne al prevenido re-
currente, no contiene vicio alguno que justifique su casa-
ción;

Por tales motivos, Primero: Declara nulos los recursos
de casación interpuestos por Francisco Rodolfo Ramírez y
Seguros San Rafael, C. por A., contra la sentencia dictada
en sus atribuciones correccionales el 2 de junio de 1977, por
la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo
aperece copiado en parte anterior del presente fallo; Se-
gundo: Rechaza el recurso de casación interpuesto por Juan
R. Ramírez, contra la indicada sentencia y lo condena al
pago de las costas penales.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista
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Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joa-
quín L. Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 
losseñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 
la

audiencia públiica del día, mes y año en él expresados 
yfue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE FEBRERO DEL 1981

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Barahona, de fecha
17 de abril de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrente: José Antonio Carrasco.
ahogado: Dr. Justo Gómez Vásquez.

Dios, Patria y Libertad,
República Domilnioana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
icia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-

tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Es-
paillat y Leonte Rafael Alburqu•rque Castillo, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 11 de febrero de 1981, años 137' de la In-
dependencia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, corno Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por José An-
tonio Carrasco, dominicano, mayor de edad, electricista, do-
miciliado en la calle Sánchez de la ciudad de Barahona, con-
tra la sentencia dictada en sus atribuciones correcionales
por la Corte de Apelación de Barahona, el 5 de abril de
1977, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Justo Gómez Vásquez, abogado del inter-
viniente en la lectura de sus conclusiones; interviniente que
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Nacional, hoy día 11 de febrero de 1981, años 137' de la In-
dependencia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por José An-
tonio Carrasco, dominicano, mayor de edad, electricista, do-
miciliado en la calle Sánchez de la ciudad de Barahona, con-
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viniente en la lectura de sus conclusiones; interviniente que
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lo es José María Rocha, dominicano, mayor de edad, sol-
ro, agricultor, domiciliado en la ciudad de Barahona;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, el 14 de junio de 1977, a re-
querimiento del Dr. Carlos A. Castillo, actuando en repre-
sentación del recurrente, en la que no se expone ningún
medio determinado de casación;

Visto el escrito del interviniente del 6 de noviembre
de 1976, suscrito por su abogado;

Vista la Resolución dictada en fecha 10 de febrero del
corriente año 1981, por el Magistrado Primer Sustituto de
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio de
la cual en su indicada calidad, llama a los Magistrados Nés-
tor Contín Aybar, Francisco Elpidio Beras, Felipe Osvaldo
Perdomo Báez y Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Jue-
ces de este Tribunal, para completar la Corte en la delibe-
ración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos lo sartículos 355 y 463 del Código Penal;
1382 del Código Civil; y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los do-
cumentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo
de una querella por sustracción de una menor, el Juzgado
de PrLmera Instancia del Distrito Judicial de Barahona,
dictó el 3 de febrero de 1977, una sentencia cuyo dispositivo
dice así: "FALLA: PRIMERO: Declarar como al efecto De-
clara, regular y válida la constitución en parte civil, hecha
por el señor José María Rocha, por órgano de su abogado
legalmente constituido el Dr. Justo Gómez Vásquez, contra
el prevenido José Antonio Carrasco por haber sido hecha

de acuerdo con la Ley; SEGUNDO: Declarar como al efecto

Declara , al nombrado José Antonio Carrasco, de generales
anotadas que constan en el expediente culpable de viola-
ción al artículo 355 del Código Penal (sustracción de me-
nor) en perjuicio de Belkis Rocha y en consecuencia se con-
dena a sufrir la pena de dos años de prisión correccional y
al pago de las costas penales; TERCERO: Condenar, como
al efecto condena al nombrado José Antonio Carrasco al pa-
go de una indemnización ele Mil pesos oro (RD$1,000.00) en
favor de la parte civilmente constituida José María Rocha.
como justa reparación por los daños morales y materiales
sufridos por éste con motivo del hecho delictuoso; CUARTO:
Declarar. como al efecto Declara, que en caso de insolven-
cia del prevenido, sea compensable dicha indemnización en
razón de un día de prisión, por cada peso dejado de pagar;
QUINTO: Condenar como al efecto condena al procesado
José Antonio Carrasco al pago de las costas civiles del pro-
cedimiento con distracción de las mismas en provecho del
Doctor Justo Gómez Vásquez quien afirma haberlas avan-
zado en su mayor parte"; b) que sobre los recursos inter-
puestos intervino la sentencia ahora impugnada en casa-
ción, cuyo dispositivo es como sigue: "FALLA: PRIMERO:
Declara regular y válido en la forma los recursos de apela-
ción interpuestos Prmero: Por el prevenido José Antonio
Carrasco, y Segundo: Por la parte civil constituida José
María Rocha, de fecha 3 y 28 del mes de febrero 1977, res-
pzetivamente, contra la sentencia correccional dictada por
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Barahona, en fecha 3 del mes de febrero 1977, cuyo dispo-
sitivo figura en otra parte del presente fallo; SEGUNóDO:
Modifica la sentencia recurrida, en cuanto a la sanción pe-
nal impuesta a dicho prevenido José Antonio Carrasco, y
en consecuencia, se condena a tres (3) meses de prisión co-
rreccional, acogiendo a su favor circunstancias atenuantes;
TERCERO: Confirma dicha sentencia, en todos los demás
aspectos: CUARTO: Condena al prevenido al pago de las
costas de la presente instancia, ordenando la distracción de
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
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sentación del recurrente, en la que no se expone ningún
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de 1976, suscrito por su abogado;
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tor Contín Aybar, Francisco Elpidio Beras, Felipe Osvaldo
Perdomo Báez y Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Jue-
ces de este Tribunal, para completar la Corte en la delibe-
ración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos lo sartículos 355 y 463 del Código Penal;
1382 del Código Civil; y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los do-
cumentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo
de una querella por sustracción de una menor, el Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Barahona,
dictó el 3 de febrero de 1977, una sentencia cuyo dispositivo
dice así: "FALLA: PRIMERO: Declarar como al efecto De-
clara, regular y válida la constitución en parte civil, hecha
por el señor José María Rocha, por órgano de su abogado
legalmente constituido el Dr. Justo Gómez Vásquez, contra
el prevenido José Antonio Carrasco por haber sido hecha
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de acuerdo con la Ley; SEGUNDO: Declarar como al efecto

Declara, al nombrado José Antonio Carrasco, de generales
anotadas que constan en el expediente culpable de viola-
ción al artículo 355 del Código Penal (sustracción de me-
nor) en perjuicio de Belkis Rocha y en consecuencia se con-
dena a sufrir la pena de dos años de prisión correccional y
al pago de las costas penales; TERCERO: Condenar, como
al efecto condena al nombrado José Antonio Carrasco al pa-
go de una indemnización de Mil pesos oro (RD$1,000.00) en
favor de la parte civilmente constituida José María Rocha,
como justa reparación por los daños morales y materiales
sufridos por éste con motivo del hecho delictuoso; CUARTO:

Declarar, como al efecto Declara, que en caso de insolven-
cia del prevenido, sea compensable dicha indemnización en
razón de un día de prisión, por cada peso dejado de pagar;
QUINTO: Condenar como al efecto condena al procesado
José Antonio Carrasco al pago de las costas civiles del pro-
cedimiento con distracción de las mismas en provecho del
Doctor Justo Gómez Vásquez quien afirma haberlas avan-
zado en su mayor parte"; b) que sobre los recursos inter-
puestos intervino la sentencia ahora impugnada en casa-
ción, cuyo dispositivo es como sigue: "FALLA: PRIMERO:
Declara regular y válido en la forma los recursos de apela-
ción interpuestos Prmero: Por el prevenido José Antonio
Carrasco, y Segundo: Por la parte civil constituída José
María Rocha, de fecha 3 y 28 del mes de febrero 1977, res-
pectivamente, contra la sentencia correccional dictada por
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Barahona, en fecha 3 del mes de febrero 1977, cuyo dispo-
sitivo figura en otra parte del presente fallo; SEGUNóDO:
Modifica la sentencia recurrida, en cuanto a la sanción pe-
nal impuesta a dicho prevenido José Antonio Carrasco, y
en consecuencia, se condena a tres (3) meses de prisión co-
rreccional, acogiendo a su favor circunstancias atenuantes;
TERCERO: Confirma dicha sentencia, en todos los demás
aspectos: CUARTO: Condena al prevenido al pago de las
costas de la presente instancia, ordenando la distracción de
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las civiles, en favor del abogado Doctor Justo Gómez Vás-
quez, quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte";

Considerando, que la Corte a-qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de juicio, que fueron regularmente
administrados en la instrucción de la causa, dio por esta-
blecido, que José Antonio Guerrero sustrajo de la casa de
José María Rocha a la menor de 15 años Belkis Rocha, hija
de éste y la tras1F.dó a la casa de su tío donde sostuvo rela-
ciones carnales con dicha menor por algún tiempo;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran el delito de sustracción de menor previsto y castigado
por el artículo 355, modificado por la ley 4999 de 1958, que
dispone que "todo individuo que sustrajere de la casa pa-
terna o de sus mayores, tutores o curadores a una joven
menor de 15 años por cualquier otro medio que no sea de
los enunciados en el artículo anterior, incurrirá en la pena
de uno a dos años de prisión y multa de RD$200.00 a RD$-
500.00; que en consecuencia, la Corte a-qua al condenar al
prevenido recurrente, después de declararlo culpable, a tres
meses de prisión correccional, acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes, hizo una correcta aplicación de la
ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua, apreció
que el hecho del prevenidc, había ocasionado daños y per-
juicios morales y materiales al padre de la menor José Ma-
ría Rocha, constituído en parte civil, que evaluó en la suma
de un mil pesos oro; que en consecuencia al condenar al
prevenido recurrente al pago de esa suma, en favor de la
parte civil constituída, a título de indemnización, la Corte
a-qua hizo una correcta aplicación, del artículo 1382 del
Código Civil;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos, en cuanto pueda interesar al preve-
nido recurrente, no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente
a José María Rocha, en el recurso de casación interpuesto
por José Antonio Carrasco, contra la sentencia dictada por
ja Corte de Apelación de Barahona el 15 de abril de 1977,
cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente fa-

llo; Segundo: Rechaza dicho recurso y condena al recurrente
al pago de las costas, distrayendo las civiles en favor del
Dr. Justo Gómez Vásquez, abogado del interviniente, quien
afima haberlas avanzado en su mayor parte.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L.

Hernández Espaillat.— Leonte R. Alburquerque Castillo.—
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.



BOLETIN JUDICIAL	 179178	 BOLETIN JUDICIAL1

las civiles, en favor del abogado Doctor Justo Gómez Vás-
quez, quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte",

Considerando, que la Corte a-qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de juicio, que fueron regularmente
administrados en la instrucción de la causa, dio por esta-
blecido, que José Antonio Guerrero sustrajo de la casa de
José María Rocha a la menor de 15 años Belkis Rocha, hija
de éste y la tras1F.dó a la casa de su tío donde sostuvo rela-
ciones carnales con dicha menor por algún tiempo;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran el delito de sustracción de menor previsto y castigado
por el artículo 355, modificado por la ley 4999 de 1958, que
dispone que "todo individuo que sustrajere de la casa pa-
terna o de sus mayores, tutores o curadores a una joven
menor de 15 años por cualquier otro medio que no sea de
los enunciados en el artículo anterior, incurrirá en la pena
de uno a dos años de prisión y multa de RD$200.00 a RD$-
500.00; que en consecuencia, la Corte a-qua al condenar al
prevenido recurrente, después de declararlo culpable, a tres
meses de prisión correccional, acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes, hizo una correcta aplicación de la
ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua, apreció
que el hecho del prevenide, había ocasionado daños y per-
juicios morales y materiales al padre de la menor José Ma-
ría Rocha, constituído en parte civil, que evaluó en la suma
de un mil pesos oro; que en consecuencia al condenar al
prevenido recurrente al pago de esa suma, en favor de la
parte civil constituida, a título de indemnización, la Corte
a-qua hizo una correcta aplicación del artículo 1382 del
Código Civil;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos, en cuanto pueda interesar al preve-
nido recurrente, no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente

a José María Rocha, en el recurso de casación interpuesto
por »sé Antonio Carrasco. contra la sentencia dictada por
la Corte de Apelación de Barahona el 15 de abril de 1977,
cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente fa-
llo; segundo: Rechaza dicho recurso y condena al recurrente
al pago de las costas, distrayendo las civiles en favor del
Dr. Justo Gómez Vásquez, abogado del interviniente, quien
afima haberlas avanzado en su mayor parte.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L.
Hernández Espaillat.— Leonte R. Alburquerque Castillo.—
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.



180	 BOLETIN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL	 181

SENTENCIA DE FECHA 13 DE FEBRERO DEL 1981
Sentencia impugnada: Tercera Cámara Penal del Distrito N

nal, de fecha 31 de enero de 1978.

Materia: Penal.

Recurrentes: Ramón Henríquez, María Martínez y la Compañía
de Seguros, Pepín, S. A.

Abogado: Lic. Digno Florentino.

Interviniente: Alejo A. Durán Rodríguez.
Abogado: Dr. Luis E. Florentino.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jlt
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández Es-
paillat, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 13 de febrero de 1981,
años 137' de la Independencia y 118' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como Corte de Casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Ramón Henríquez, María Pérez Martínez y la
Compañía de Seguros Pepín, S. A., los dos primeros domi-
nicanos, mayores dé edad, domiciliados en la casa N o 8 de
la calle "C", Respaldo Samaná, de esta ciudad, conductor
propietario respectivamente; y la última con asiento social
en la casa No 470, de la calle Mercedes, de esta ciudad, con-
tra la sentencia dictada en sus atribuciones correccionales

por la Tercera Cámara Penal. del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, el 31 de enero de 1978, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Luis E. Florentino, abogado del intervinien-
te Alejo A. Durán Rodríguez, dominicano, mayor de edad,
soltero, comerciante, cédula N9 11504, serie 32, domiciliado
en Vill2s Agrícolas, de esta ciudad, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en
la Secretaría de la Cámara a-qua, el 13 de febrero de 1978,
a requerimiento de la Dra. María Navarro Miguel, actuando
en representación de los recurrentes, en la que no se pro-
pone ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes del 11 de diciem-
bre de 1978, suscrito por su abogado Lic. Digno Sánchez,
en el que se proponen contra la sentencia impugnada, los
medios de casación que se indican más adelante;

Visto el escrito del interviniente del 11 de diciembre
de 1978, suscrito por su abogado;

MI' La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes que se mencionan más adelante; y los artículos 1,
2, 43 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

4110 Considerando, que en la sentencia impugnada y los do-
cumentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad, el 6
de octubre de 1976, en que sólo resultaron los vehículos con
desperfectos, el Juzgado de Paz de la Tercera Circunscrip-
ción del Distrito Nacional, dictó el 14 de septiembre de 1977,
una sentencia cuyo dispositivo aparece en el de la ahora
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tancia del Distrito Nacional, el 31 de enero de 1978, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Luis E. Florentino, abogado del intervinien-
te Alejo A. Durán Rodríguez, dominicano, mayor de edad,
soltero, comerciante, cédula N9 11504, serie 32, domiciliado
en Villas Agrícolas, de esta ciudad, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en
la Secretaría de la Cámara a-qua, el 13 de febrero de 1978,
a requerimiento de la Dra. María Navarro Miguel, actuando
en representación de los recurrentes, en la que no se pro-
pone ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial dé los recurrentes del 11 de diciem-
bre de 1978, suscrito por su abogado Lic. Digno Sánchez,
en el que se proponen contra la sentencia impugnada, los

`411.° medios de casación que se indican más adelante;

Visto el escrito del interviniente del 11 de diciembre
de 1978, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes que se mencionan más adelante; y los artículos 1,

2, 43 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los do-
cumentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad, el 6
de octubre de 1976, en que sólo resultaron los vehículos con

. desperfectos, el Juzgado de Paz de la Tercera Circunscrip-
ción del Distrito Nacional, dictó el 14 de septiembre de 1977,
una sentencia cuyo dispositivo aparece en el de la ahora
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impugnada; b) que sobre los recursos interpuestos intervino
la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo
es como sigue: "FALLA: PRIMERO: Declara bueno y válido
los recursos de apelación hechos por María Pérez Martínez,
Ramón Henríquez y la Compañía de Seguros Pepín, S. A.,
y Alejo A. Durán, contra la sentencia N 9 3636, dictada por
el Juzgado de Paz de la 3ra. Circunscripción del Distrito
Nacional, de fecha 14 del mes de septiembre de 1977, cuyo
dispositivo dice así: 'Primero: Se declaran ambos conducto-
res de violar el artículo 65 de 1.11 Ley 241, y en conse-
cuencia se condenan a RD$5.00 (Cinco pesos) de multa ca-
da uno, y al pago de las costas; Segundo: Se declaran bue-
nas y válidas las constituciones en parte civil interpuesta
por Alejo Durán y Ramón Henríquez, por intermedio de
sus abogados Dres. Luis E. Florentino y María Navarro Mi-
guel, en cuanto a la forma y en cuanto al fondo se rechazan
por improcedentes y mal fundadas; En cuanto a la forma
y en cuanto a 1 fondo, Confirma, la sentencia recurrida en
su aspecto penal y Revoca, en cuanto a su aspecto civil de
la manera siguiente: A.— Primero: Declara, buena y válida
la constitución en parte civil hecha por Alejo A. Durán Ro-
dríguez, contra Ramón Henríquez y María Pérez Martínez
de Henríquez, en la forma y en cuanto al fondo, los condena
al pago solidario de la suma de Un mil trescientos setenta
y cuatro pesos (RD$1,374.00), moneda de curso legal, como
justa indemnización por los daños y perjuicios sufridos por
dicha parte civil a causa del referido accidente, y además,
al pago de los intereses legales de esa suma a partir de la
fecha de la demanda a título de indemnización complemen-
taria; Segundo: Declara, oponible la presente sentencia a la
Compañía de Seguros, Pepín, S. A., por ser la entidad ase-
guradora del vehículo propiedad de la señora María Pérez
Martínez de Henríquez; Tercero: Condena a Ramón Henrí-
quez y a María Pérez de Henríquez al pago solidario de las
costas civiles, distraídas en provecho del Dr. Luis Ernesto
Florentino Lorenzo, quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad'; B.— Declara, buena y válida la constitución en

parte civil hecha por Ramón Pérez Olivarez y María Pérez
de Henríquez contra Alejo Durán Rodríguez, en la forma

y en cuanto al fondo, se Rechaza por improcedente";

'15 Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada, los siguientes medios de casación:
primer Medio: Violación, por falsa aplicación del artículo
65 de la Ley 241, falta de tiempo y espacio para conducir
de manera temeraria y descuidada, al producirse el acci-
dente por desperfectos del semáforo.— Consecuentemente

violación del artículo 1382 y siguientes del Código Civil, en
cuanto a la condenación divil impuesta; Segundo Medio:
Violación del artículo 1315 del Código Civil, en cuanto a
falta de pruebas sobre la condenación civil impuesta.—
Violación del principio de que nadie puede fabricarse su
propio título.— Falta de motivos y de Base Legal, en cuan-
to a lo que se reclama y en cuanto a lo que se condena;
Tercer Medio: Violación del artículo 1382 y siguientes del
Código Civil, al no tenerse en cuenta la división de faltas
atribuidas a los dos conductores por la sentencia recurrida;
Cuarto Medio: Violación del artículo 1382 y siguientes del
Código Civil al comprobar faltas en el coprevenido Alejo
A. Durán y descargarlo de la demanda en reclamación de
daños y perjuicios interpuesta por María Pérez de Henrí-
quez; Falta de Base Legal;

Considerando, que en desarrollo de sus medios de ca-
sación reunidos, los recurrentes alegan en síntesis: que se-
gún las declaraciones de los prevenidos y el acta policial,
el accidente de que se trata ocurrió por desperfectos del
semáforo, ya que indicaba luz verde para ambos, y sus de-
claraciones no habiendo sido desmentidas, hay que aceptar-
las como ciertas, lo que hace que el accidente, al ser casual,
no se podía atribuir falta a ninguno de los inculpados, y
procedía su descargo; que el hecho del Juez a-quo condenar
a ambos conductores en base a que "conducían de una ma-
nera temeraria y descuidada", fue un puro invento, sin
asiento jurídico, puesto que si los mismos se pararon en
las calles Padre Castellanos y Yolanda Guzmán fue porque
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impugnada; b) que sobre los recursos interpuestos intervino
la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo
es como sigue: "FALLA: PRIMERO: Declara bueno y válido
los recursos de apelación hechos por María Pérez Martínez,
Ramón Henríquez y la Compañía de Seguros Pepín, S. A.,
y Alejo A. Durán, contra la sentencia N° 3636, dictada por
el Juzgado de Paz de la 3ra. Circunscripción del Distrito
Nacional, de fecha 14 del mes de septiembre de 1977, cuyo
dispositivo dice así: 'Primero: Se declaran ambos conducto-
res de violar el artículo 65 de 1 Ley 241, y en conse-
cuencia se condenan a RD$5.00 (Cinco pesos) de multa ca-
da uno, y al pago de las costas; Segundo: Se declaran bue-
nas y válidas las constituciones en parte civil interpuesta
por Alejo Durán y Ramón Henríquez, por intermedio de
sus abogados Dres. Luis E. Florentino y María Navarro Mi-
guel, en cuanto a la forma y en cuanto al fondo se rechazan
por improcedentes y mal fundadas; En cuanto a la forma
y en cuanto a 1 fondo, Confirma, la sentencia recurrida en
su aspecto penal y Revoca, en cuanto a su aspecto civil de
la manera siguiente: A.— Primero: Declara, buena y válida
la constitución en parte civil hecha por Alejo A. Durán Ro-
dríguez, contra Ramón Henríquez y Marí.g. Pérez Martínez
de Henríquez, en la forma y en cuanto al fondb, los condena
al pago solidario de la suma de Un mil trescientos setenta
y cuatro pesos (RDS1,374.00), moneda de curso legal, como
justa indemnización por los daños y perjuicios sufridos por
dicha parte civil a causa del referido accidente, y además.
al pal:o de los intereses legales de esa suma a partir de la
fecha de la demanda a título de indemnización complemen-
taria; Segundo: Declara, oponible la presente sentencia a la
Compañía de Seguros, Pepín, S. A., por ser la entidad ase-
guradora del vehículo propiedad de la señora María Pérez
Martínez de Henríquez; Tercero: Condena a Ramón Henrí-
quez y a María Pérez de Henríquez al pago solidario de las
costas civiles, distraídas en provecho del Dr. Luis Ernesto
Florentino Lorenzo, quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad'; B.— Declara, buena y válida la constitución en
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parte civil hecha por Ramón Pérez Olivarez y María Pérez
de Henríquez contra Alejo Durán Rodríguez, en la forma

y en cuanto al fondo, se Rechaza por improcedente";
Considerando, que los recurrentes proponen contra la

sentencia impugnada, los siguientes medios de casación:
Primer Medio: Violación, por falsa aplicación del artículo
63 de la Ley 241, falta de tiempo y espacio para conducir
de manera temeraria y descuidada, al producirse el acci-
dente por desperfectos del semáforo.— Consecuentemente
violación del artículo 1382 y siguientes del Código Civil, en
cuanto a la condenación civil impuesta; Segundo Medio:

Violación del artículo 1315 del Código Civil, en cuanto a
falta de pruebas sobre la condenación civil impuesta.—
Violación del principio de que nadie puede fabricarse su
propio título.— Falta de motivos y de Base Legal, en cuan-
to a lo que se reclama y en cuanto a lo que se condena;
Tercer Medio: Violación del artículo 1382 y siguientes del
Código Civil, al no tenerse en cuenta la división de faltas
atribuidas a los dos conductores por la sentencia recurrida;
Cuarto Medio: Violación del artículo 1382 y siguientes del
Código Civil al comprobar faltas en el coprevenido Alejo
A. Durán y descargarlo de la demanda en reclamación de
daños y perjuicios interpuesta por María Pérez de Henrí-
quez; Falta de Base Legal;

Considerando, que en desarrollo de sus medios de ca-
sación reunidos, los recurrentes alegan en síntesis: que se-
gún las declaraciones de los prevenidos y el acta policial,
el accidente de que se trata ocurrió por desperfectos del
semáforo, ya que indicaba luz verde para ambos, y sus de-
claraciones no habiendo sido desmentidas, hay que aceptar-
las como ciertas, lo que hace que el accidente, al ser casual,
no se podía atribuir falta a ninguno de los inculpados, y
procedía su descargo; que el hecho del Juez a-quo condenar
a ambos conductores en base a que "conducían de una ma-
nera temeraria y descuidada", fue un puro invento, sin
asiento jurídico, puesto que si los mismos se pararon en
las calles Padre Castellanos y Yolanda Guzmán fue porque
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observaron las señales de tránsito y si iniciaron luego ir
marcha, simultáneamente, fue también obedeciendo a las
mismas señales de tránsito, nunca por conducción de ma-
nera temeraria y descuidada; en otro aspecto alegan los
recurrentes, que en la sentencia impugnada, se les condena
al pago de una indemnización aceptando como prueba docu-
mentos fabricados por su contraparte, como si uno mismo
se pudiera fabricar su propia prueba, violando así las dis-
posiciones del artículo 1315 del Código Civil; que ademó
en todo caso, lós presupuestos sólo sumaban RD$942.41
sín embargo se les condenó al pago de la suma de RD$1.-
374.00 sin dar motivos en que consistía la diferencia; que
no obstante ambos conductores haber sido condenados a
RD$5.00 de multa, el Juez a-quo condenó a los recurrente:,
al pago de una indemnización sin tomar en cuenta que en
el caso se atribuyó faltas iguales a los dos conductores; por
último, alegan los recurrentes, que el Juez a-quo para acor-
dar indemnización a Alejo Durán, tomó en cuenta el Acta
Policial y facturas de gastos depositadas por éste, y sin em-
bargo rechazó la demanda hecha por María Pérez de Hen-
ríquez, por improcedente, desconociendo que en la misma
acta policial figuran los daños que recibió el vehículo de
ésta, que fueron: abolladura de la puerta delantera izquier-
da, guardalodo delantero izquierdo, bonette, vidrio de L
misma puerta etc.; que en consecuencia, en la sentencia
impugnada se incurrió en la violación de lartículo 1382 en
varios aspectos; dicho fallo carece de base legal, por lo que
debe ser casado;

Considerando, que la Cámara a-qua, mediante la pon-
deración de los elementos de juicio que fueron regularmente
administrados en la instrucción de la causa, al igual que
el Juez de primer grado, dio por establecido: a) que el 6
de octubre de 1976, en horas de la tarde, Alejo Durán Ro-
dríguez, transitaba de Oeste a Este, por la calle Padre Cas-
tellanos, de esta ciudad, en el carro de su propiedad, placa
N° 123-342, con Póliza N 9 4869, de la Compañía de Seguros
Royal Insurance Company, en momento en que también lo

hacía de Sur a Norte por la calle Yolanda Guzmán, el cho-
fer Ramón Henríquez, en el carro placa N 9 135-824, propie-
dad de María Pérez Martínez de Henríquez, asegurado con

póliza N9 A-34983, en la Compañía de Seguros Pepín, S. A.,
nroduciéndose un choque entre ambos vehículos, en el que

no 
hubo lesionados corporalmente, sino desperfectos de am-

bos vehículos; b) que lo que motivó el accidente fue que
ambos conductores conducían sus respectivos vehículos de
manera temeraaria y descu idada, no respetando la luz roja

del s ce mo násfiodreor

;ando, que lo dicho precedentemente, pone de
manifiesto, que la Cámara a-qua, contrariamente a lo alega-
do por los recurrentes, pudo formar su convicción, en el
sentido en que lo hizo, sobre la culpabilidad "de los preve-
nidos, basándose en la fuerza probatoria dél acta de la po-
licía donde consta cómo sucedieron los hechos, y en las
declaraciones de los prevenidos que no contradicen dicha
acta; y su apreciación como cuestión de hecho, escapa a la
censura de la casación, por lo que el alegato relativo al as-
pecto penal, que se examina, carece de fundamento y debe
ser desestimado;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del, prevenido recurrente, él delito previsto por
el artículo 65 de la Ley 241 de 1967, que dispone que "toda
persona que conduzca su vehículo de motor de manera des-
cuidada etc., que ponga o pueda poner en peligro las vidas
o propiedades, será culpable de conducción temeraria etc.,
y se castigarán con multa no menor de RD$50.00 ni mayor
de RD$200.00, o prisión por término no menor de un mes,
ni mayor de tres meses o ambas penas a la vez; que en
consecuencia la Cámara a-qua, al condenar al prevenido re-
currente, después de declararlo culpable a RDS5.00 de mul-
ta , confirmando la pena que se le había aplicado en pri-
mera instancia, se le impuso una pena inferior a la indicada
P Or la ley, pero no se le podía aplicar una pena mayor, en
ausencia de apelación del Ministerio Público;
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observaron las señales de tránsito y si iniciaron luego la
marcha, simultáneamente, fue también obedeciendo a las
mismas señales de tránsito, nunca por conducción de ma-
nera temeraria y descuidada; en otro aspecto alegan los
recurrentes, que en la sentencia impugnada, se les condena
al pago de una indemnización aceptando como prueba docu-
mentos fabricados por su contraparte, como si uno mismo
se pudiera fabricar su propia prueba, violando así las dis-
posiciones del artículo 1315 del Código Civil; que además
en todo caso, lbs presupuestos sólo sumaban RD$942.41 y
sín embargo se les condenó al pago de la suma de RD$1.-
374.00 sin dar motivos en que consistía la diferencia; que
no obstante ambos conductores haber sido condenados a
RD$5.00 de multa, el Juez a-quo condenó a los recurrentes
al pago de una indemnización sin tomar en cuenta que en
el caso se atribuyó faltas iguales a los dos conductores; por
último, alegan los recurrentes, que el Juez a-quo para acor-
dar indemnización a Alejo Durán, tomó en cuenta el Acta
Policial y facturas de gastos depositadas por éste, y sin em-
bargo rechazó la demanda hecha por María Pérez de Hen-
ríquez, por improcedente, desconociendo que en la misma
acta policial figuran los daños que recibió el vehículo de
ésta, que fueron: abolladura de la puerta delantera izquier-
da, guardalodo delantero izquierdo, bonette, vidrio de la
misma puerta etc.; que en consecuencia, en la sentencia
impugnada se incurrió en la violación de lartículo 1382 en
varios aspectos; dicho fallo carece de base legal, por lo que
debe ser casado;

Considerando, que la Cámara u-qua, mediante la pon-
deración de los elementos de juicio que fueron regularmente
administrados en la instrucción de la causa, al igual que
el Juez de primer grado, dio por establecido: a) que el 6
de octubre de 1976, en horas de la tarde, Alejo Durán Ro-
dríguez, transitaba de Oeste a Este, por la calle Padre Cas-
tellanos, de esta ciudad, en el carro de su propiedad, placa
N° 123-342, con Póliza N° 4869, de la Compañía de Seguros
Royal Insurance Company, en momento en que también lo

hacía de Sur a Norte por la calle Yolanda Guzmán, el cho-
fer Ramón Henríquez, en el carro placa N° 135-824, propie-
dad de María Pérez Martínez de Henríquez, asegurado con
póliza N 9 A-34983, en la Compañía de Seguros Pepín, S. A.,

produciéndose  un choque entre ambos vehículos, en el que
110 hubo lesionados corporalmente, sino desperfectos de am-
bos vehículos; b) que lo que motivó el accidente fue que
ambos conductores conducían sus respectivos vehículos de
manera temeraaria y descuidada, no respetando la luz roja
del semáforo;

Considerando, que lo dicho precedentemente, pone de
manifiesto, que la Cámara a-qua, contrariamente a lo alega-
do por los recurrentes, pudo formar su convicción, en el
sentido en que lo hizo, sobre la culpabilidad 'de los preve-
nidos, basándose en la fuerza probatoria del acta de la po-
licía donde consta cómo sucedieron los hechos, y en las
declaraciones de los prevenidos que no contradicen dicha
acta; y su apreciación como cuestión de hecho, escapa a la
censura de la casación, por lo que el alegato relativo al as-
pecto penal, que se examina, carece de fundamento y debe
ser desestimado;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del, prevenido recurrente, él delito previsto por
el artículo 65 de la Ley 241 de 1967, que dispone que "toda
persona que conduzca su vehículo de motor de manera des-
cuidada etc., que ponga o pueda poner en peligro las vidas
o propiedades, será culpable de conducción temeraria etc.,
Y se castigarán con multa no menor de RD$50.00 ni mayor
de RD$200.00, o prisión por término no menor de un mes,
ni mayor de tres meses o ambas penas a la vez; que en
consecuencia la Cámara a-qua, al condenar al prevenido re-
currente, después de declararlo culpable a RDS5.00 de mul-
ta , confirmando la pena que se le había aplicado en pri-
mera instancia, se le impuso una pena inferior a la indicada
Por la ley, pero no se le podía aplicar una pena mayor, en
ausencia de apelación del Ministerio Público;
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Considerando, que la sentencia impugnada pone de /Tia.
nifiesto que, tal como lo alegan los recurrentes, la Cámara
a-quo, luego de establecer en el accidente de que se trata
lá existencia de falta común de parte de ambos prevenidos

'
'

y condenarlos a ambos a RD$5.00 de multa, sin ponderar
esas circunstancias y sin tomar en cuenta que ambos ve.
hiculos sufrieron deterioros, acogió pura y simplemente las
conclusiones de Alejo Durán Rodríguez y rechazó las pre-
sentadas por Ramón Henríquez y María Pérez Martínez
de Henríquez, constituidos ambos en parte civil; c ircunstan-
cias que de haber sido penderadas en su verdadero sentido
y alcance, como era necesario, otra pudo haber sido even-
tualmente la solución que se le hubiese dado ,en el aspecto
civil al presente proceso; por todo lo cual, procede la casa-
ción de la sentencia impugnada en el aspecto que se exa-
mina, por falta de base legal;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente
a Alejo Durán Rodríguez, en los recursos de casación inter-
puestos por Ramón Henríquez, María Pérez Martínez y la
Seguros Pepín, S. A., contra la sentencia dictada en sus
atribuciones correccionales, por la Tercera Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, el
31 de enero de 1978, cuyo dispositivo se ropia en parte an-
terior del presente fallo; Segundo: Rechaza el mencionado
recurso en su aspecto penal y condena al prevenido Ramón
Henríquez, al pago de las costas penales; Tercero: Casa di-
cha sentencia en su aspecto civil, exclusivamente, y envía
el asunto así delimitado por ante la Primera Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional;
Cuarto: Compensa las costas civiles entre las partes.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez
Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo
Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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Considerando, que la sentencia impugnada pone de /Tia,
nifiesto que, tal como lo alegan los recurrentes, la Cámara
a-que, luego de establecer en el accidente de que se trata
la existencia de falta común de parte de ambos prevenidos'
y condenarlos a ambos a RD$5.00 de multa, sin ponderar:
esas circunstancias y sin tomar en cuenta que ambos ve.
hiculos sufrieron deterioros, acogió pura y simplemente las
conclusiones de Alejo Durán Rodríguez y rechazó las pre-
sentadas por Ramón Henríquez y María Pérez Martínez
de Henríquez, constituidos ambos en parte civil; c ircunstan-
cias que de haber sido penderadas en su verdadero sentido
y alcance, como era necesario, otra pudo haber sido even-
tualmente la solución que se le hubiese dado ,en el aspecto
civil al presente proceso; por todo lo cual, procede la casa-
ción de la sentencia impugnada en el aspecto que se exa-
mina, por falta de base legal;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente
a Alejo Durán Rodríguez, en los recursos de casación inter-
puestos por Ramón Henríquez, María Pérez Martínez y la
Seguros Pepín, S. A., contra la sentencia dictada en sus
atribuciones correccionales, por la Tercera Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, el
31 de enero de 1978, cuyo dispositivo se ropia en parte an-
terior del presente fallo; Segundo: Rechaza el mencionado
recurso en su aspecto penal y condena al prevenido Ramón
Henríquez, al pago de las costas penales; Tercero: Casa di-
cha sentencia en su aspecto civil, exclusivamente, y envía
el asunto así delimitado por ante la Primera Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional:
Cuaito: Compensa las costas civiles entre las partes.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez
Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo
Perdomc Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat._ Miguel
Jaeobo, Secretario General.



188	 BOLETIN JUDICIAL 130LETIN JUDICIAL	 189

1

SENTENCIA DE FECHA 13 DE FEBRERO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Maco-
rís, de fecha 15 de diciembre de 1979.

Materia: Civil.

Recurrentes: Flor de Oro del Castillo Vda. Piantiní y compartes.
Abogados: Lic. Federico Nina hijo y Ramón Tapia Espinal.

Recurrido: Teresa Amada Piantini.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín Hernández Es-
paillat, y Leonte R. Alburquerque C., asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 13 del mes de Febrero de 1981, años 137' de la In-
dependencia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Flor de
Oro del Castillo viuda Piantini, dominicana, mayor de edad,
soltera, de quehaceres domésticos, domiciliada y residente
en esta ciudad, cédula N° 4529, serie 51; Guillermo Piantini,
dominicano, mayor de edad, casado, ingeniero, domiciliado
y residente en esta ciudad, cédula N9 27688, serie lra.; César
Augusto Piantini del Castillo, dominicano, mayor de edad,
soltero, propietario, domiciliado y residente en esta ciudad,
cédula N9 28874, serie Ira.; Leda Ondina del Castillo Pian-

tini, dominicana, mayor de edad, soltera, de quehaceres do-
mésticos, domiciliada y residente en esta ciudad, cédula

N9 
4530. serie lra.; Indiana Eunice Piantini del Castillo de

Gautreaux, dominicana, mayor de edad, casada, de queha-
ceres domésticos, cédula N 9 4542, serie lra., domiciliada y

residen te en esta ciudad; y Aurelio Gautreaux, dominicano,
mayor de edad, casadr„ comerciante, de este domicilio y re-
sidencia, cédula NO 7701, serie 56, contra la sentencia dicta-
da por la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en
sus atribuciones civiles, el 15 de diciembre de 1978, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

dial Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Doctor
Roosse.velt Comarazamy, cédula N O 133783, serie lra., en
representacia del Licenciado Federico Nina hijo, cédula
1\19 670, serie 23; y del Doctor Ramón Tapia Espinal, cédula
N9 23550, serie 47, abogados de los recurrentes;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Doctor Fran-
cisco Herrera Mejía, cédula N O 19640, serie lra., por sí y
por el Doctor Rafael Euclides Vicioso Vendrell, cédula N9
45820, serie lra., abogados de la recurrida Teresa Amada
Piantini Martínez, dominicana, mayor de edad, soltera, em-
pleada pública, domiciliada y residente en la calle Cambro-
nal NO 51, segundo piso, apartamiento 5, de esta ciudad, cé-
dula NO 59957, serie lra.;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de los recurrentes, depo-
sitado el 16 de marzo de 1979, suscrito por su abogado Li-
cenciado Federico Nina hijo, por sí y por el Doctor Ramón
Tapia Espinal;

'eh Visto el memorial de defensa de la recurrida, de fecha
1 8 de abril de 1979, suscrito por su abogado, Doctor Fran-
cisco Herrera Mejía, por sí y por el Doctor Rafael Euclides
Vicioso Vendrell;



Recurrentes: Flor de Oro del Castillo Vda. Piantini y compartes.
Abogados: Lic. Federico Nina hijo y Ramón Tapia Espinal.
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tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
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cédula N9 28874, serie lra.; Leda Ondina del Castillo Pian-

tird, dominicana, mayor de edad, soltera, de quehaceres do-
mésticos, domiciliada y residente en esta ciudad, cédula
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da por la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en
sus atribuciones civiles, el 15 de diciembre de 1978, cuyo
dispositivo se copia más adelante;
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N9 670, serie 23; y del Doctor Ramón Tapia Espinal, cédula
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nal NO 51, segundo piso, apartamiento 5, de esta ciudad. cé-
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de los recurrentes, depo-
sitado el 16 de marzo de 1979, suscrito por su abogado Li-
cenciado Federico Nina hijo, por sí y por el Doctor Ramón
Tapia Espinal;
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante, y los artículos 1
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de una demanda en partición y liquidación de la
comunidad de bienes que existió entre los esposos Luis Ma-
nuel Piantini y Flor de Oro del Castillo, hoy viuda Piantini
y de partición de los bienes relictos por el primero, fallecido,
intentada por Teresa Amanda Piantini Martínez, actual re-
currida, la Cámara Civil y Comercial de la Segunda Cir-
cunscripción del Distrito Nacional, dictó en sus atribuciones
civiles, el 7 de noviembre del año 1972, una sentencia con
el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: rechaza las con-
clusiones presentadas por la parte demandante Teresa
Amanda Piantini Martínez, por las razones precedentes ex-
puestas; Segundo, acoge las conclusiones formuladas por la
parte demandada Flor de Oro del Castillo Vda. Piantini,
Indiana Eunice Piantini de Gautreaux, Aurelio Gautreaux,
Federico Guillermo Piantini del Castillo, César Augusto
Piantini del Castillo y Leda Ondina Piantini del Castillo,
por los motivos señalados antes, y en consecuencia: Rechaza
por improcedente y mal fundada, la demanda en partición
de la sucesión del finado señor Luis Manuel Piantini y de
la comunidad de bienes que existió entre este señor y la
señora Flor de Oro del Castillo hoy Vda. Piantini, intentada
por la demandante Teresa Amanda Piantini Martínez, se-
gún acto de fecha 29 de octubre de 1971, del ministerial
Manuel de Jesús Acevedo Pérez, Alguacil de Estrados de
la Suprema Corte de Justicia; Tercero: Condena a la de-
mandante Teresa Amanda Piantini Martínez, parte que su-
cumbe, al pago de las costas del procedimiento"; b) que so-
bre recurso interpuesto por Teresa Amanda Piantini Mar-
tínez, la Corte de Apelación de Santo Domingo, dictó el 17
de diciembre de 1976, una sentencia cuyo dispositivo es el
siguiente: "Falla: Primero: Admite como regular y válido
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el 
recurso de apelación interpuesto por Teresa Amanda

piantini Martínez, contra sentencia dictada por la Segunda
Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, en fecha 7 de noviembre de
1972, en sus atribuciones civiles, por haber sido hecho de
acuerdo con las prescripciones legales; Segundo: Rechaza
las conclusiones presentadas por la parte intimante Teresa
Amanda Piantini Martínez; Tercero: Acoge en todas sus
partes las conclusiows producidas por la parte intimada, y
en consecuencia confirma en todas sus partes la sentencia
apelada; Cuarto: Condena a Teresa Amanda Piantini Martí-
nez, al pago de las costas, con distracción en provecho de
los Doctores Ramón Tapia Espinal y Juan Sully Bonnelly
B., quienes afirman haberlas avanzado en su mayor parte";
c) que sobre recurso de casación interpuesto por la actual
recurrida, la Suprema Corte de Justicia, en funciones de
Corte de Casación, el 14 de julio de 1978, dictó una senten-
cia, con el dispositivo siguiente: "Primero: Casa la senten-
cia dictada por la Corte de Apelación de Santo Domingo,
en sus atribuciones civiles, el 17 de diciembre de 1976, cuyo
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente
fallo, y envía el asunto por ante 'la Corte de Apelación de
San Pedro de Macorís; y Segundo: Se compensan las costas
entre las partes"; d) que como consecuencia dei señalado
envío, el 15 de diciembre de 1978, dictó la sentencia ahora
impugnada en casación con el siguiente dispositivo: "FA-
LLA: PRIMERO: Admite por regular en la forma, el re-
curso de apelación incoado por la señorita Teresa Amanda
Piantini Martínez, contra sentencia dictada, en sus atribu-
ciones civiles y en fecha 7 del mes de noviembre del año
1972, por la Cámara Civil y Comercial de 'a Segunda Cir-
cunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, cuyo dispositivo figura precedentemente copiado;
Segundo: Rechaza, por improcedentes y mal fundadas. en
lo que al fondo se refiere las conclusiones de los recurridos,
y en consecuencia, acogiendo las conclusiones de la apelan-
te, revoca en todas sus partes, por los motivos expuestos,

1,
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mandante Teresa Amanda Piantini Martínez, parte que su-
cumbe, al pago de las costas del procedimiento"; b) que so-
bre recurso interpuesto por Teresa Amanda Piantini Mar-
tínez, la Corte de Apelación de Santo Domingo, dictó el 17
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la sentencia apelada; Tercero: Declara inaplicable al reco-nocimiento de la señorita Teresa Amanda Piantini Martí-
nez, por los motivos antes señalados, el "Párrafo" del ar-
tículo 4 de la Ley 357 de 1940, agregado por dicha ley al
artículo 4 de la Ley 121 del 26 de mayo de 1939; Cuarto:
Ordena: a) la partición y liquidación de la comunidad exis-
tente entre el finado Luis Manuel Piantini y Doña Flor de
Oro del Castillo viuda Piantini y 12) la partición, rendición
de cuentas, y liquidación de los bienes relictos por el finado
Luis Manuel Piantini, a fin de que la demandante señorita
Piantini Martínez, reciba la cuota parte qua legalmente le
corresponde de dichos bienes en su indicada calidad de hija
natural reconocida de su finado padre, el señor Luis Ma-
nuel Piantini; Quinto: a) Para el caso en que las partes en
causa no se pongan de acuerdo en la designación de uno o
tres peritos para que realicen una inspección de los inmue-
bles pertenecientes a la sucesión, hagan la descrinción y
evaluó de los mismos y den cumplimientos a todas las obli-
gaciones legales correspondientes a su cargo, previo jura-
mento por ante el Presidente de la Cámara Civil y Comer-
cial de la Segunda Circunscripción del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, esta Corte, designa, de ofi-
cio, para la realización de las operaciones antes señaladas,
a los Doctores José Ramón Jiménez, Manuel A. Tapia Cu-
nillera y René Mueses Henríquez, todos del domi';ilio y re-
sidencia de la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional;
y b) para el caso también de que las partes en causa no se
pusieren de acuerdo en la norn:nación de un Notario Pú-
blico, para que previo inventario, realice las operaciones
de cuenta, partición y liquidación, haga el alojamiento co-
rrespondiente y el sorteo de los lotes entre las partes, esta
Corte designa, de oficio, para que realice las operaciones
pertinentes, al Doctor Domingo Caonabo Jiménez Paulino,
Notario Público de los del Número de la ciudad de Santo
Domingo, Distrito Nacional; Sexto: Ordena que los gastos
y honorarios propios de la partición, sean puestos a cargo
de la masa a partir; Séptimo: Compensa, pura y simple-
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mente, entre las partes en causa, las costas causadas por
ante ambas jurisdicciones, en razón de tratarse de litis en-
tre hermanos";

Considerando, que contra la sentencia que impugnan
los recurrentes proponen los siguientes medios de casación:
primer Medio:— Falta de base legal, por aplicación de las
Leyes inexistentes y desenvolvimiento de reglas legales
aplicables al reconocimiento de Teresa Amanda Piantini
Martínez ; Segundo Medio:— Falta de base legal, en otro
aspecto, por falsa aplicación de las disposiciones de los Ar-
tículos 47 de la Constitución de la República, y 2 del Código
Civil y desconocimiento de las disposiciones de la Ley 357,
año 1940, todas vigentes en el momento en que se dio aper-
tura a la sucesión del señor Luis Manuel Piantini, cuyo fa-
ll ecimiento había ocurrido en el mes de julio de 1942, es
decir, durante la vigencia de la prealudida Ley 357;

Considerando, que en el desarrollo de sus dos medios
reunidos, los recurrentes exponen y alegan, en síntesis, lo
siguiente: a) que el nacimiento de Teresa Amanda Piantini
Martínez ocurrió estando vigente el matrimonio entre Luis
Manuel Piantini, su padre, y María Flor de Oro del Castillo,
por lo cual está calificada como hija adulterina del padre;
b) que la Ley N° 121 fue publicada el 29 de mayo de 1939
mientras Teresa Amanda había nacido el 3 de octubre de
1931, es decir, antes de dicha publicación; pero el 2 de no-
viembre de 1940 fue publicada la Ley N° 357, que sustituyó
la 121, de 1939; c) que el 25 de octubre de 1940, Luis Ma-
nuel Piantini declaró y reconoció a Teresa Amanda como
su hija procreada con Isabel Martínez, durante su matri-
monio con María Flor de Oro del Castillo; d) que Luis Ma-
nuel Piantini falleció el 24 de julio de 1942; e) que es de
doctrina y jurisprudencia que la sucesión se rige por las
leyes vigentes en el momento de la apertura de la sucesión,
esto es, a la muerte del de-cujus; f) que, en la espelie, de
acuerdo con los hechos establecidos en la sentencia impug-
nada, y admitidos sin discusión por ambas partes, Teresa
Amanda Piantini Martínez fue reconocida durante la vigen-
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la sentencia apelada; Tercero: Declara inaplicable al reto.
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artículo 4 de la Ley 121 del 26 de mayo de 1939; Cuarto:
Ordena: a) la partición y liquidación de la comunidad exis-
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corresponde de dichos bienes en su indicada calidad de hija
natural reconocida de su finado padre, el señor Luis Ma-
nuel Piantini; Quinto: a) Para el caso en que las partes en
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a los Doctores José Ramón Jiménez, Manuel A. Tapia Cu-
nillera y René Mueses Henríquez, todos del domicilio y re-
sidencia de la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional;
y b) para el caso también de que las partes en causa no se
pusieren de acuerdo en la nominación de un Notario Pú-
blico,  para que previo inventario, realice las operaciones ..
de cuenta, partición y liquidación, haga el alojamiento co-
rrespondiente y el sorteo de los lotes entre las partes, esta
Corte designa, de oficio, para que realice las operaciones
pertinentes, al Doctor Domingo Caonabo Jiménez Paulino,
Notario Público de los del Número de la ciudad de Santo
Domingo, Distrito Nacional; Sexto: Ordena que los gastos
y honorarios propios de la partición, sean puestos a cargo e
de la masa a partir; Séptimo: Compensa, pura y simple-
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tículos 47 de la Constitución de la República, y 2 del Código
Civil y desconocimiento de las disposiciones de la Ley 357,
año 1940, todas vigentes en el momento en que se dio aper-
tura a la sucesión del señor Luis Manuel Piantini, cuyo fa-
llecimiento había ocurrido en el mes de julio de 1942, es
decir, durante la vigencia de la prealudida Ley 357;

Considerando, que en el desarrollo de sus dos medios
reunidos, los recurrentes exponen y alegan, en síntesis, lo
siguiente: a) que el nacimiento de Teresa Amanda Piantini
Martínez ocurrió estando vigente el matrimonio entre Luis
Manuel Piantini, su padre, y María Flor de Oro del Castillo,
por lo cual está calificada como hija adulterina del padre;
b) que la Ley N° 121 fue publicada el 29 de mayo de 1939
mientras Teresa Amanda había nacido el 3 de octubre de
1931, es decir, antes de dicha publicación; pero el 2 de no-
viembre de 1940 fue publicada la Ley N° 357, que sustituyó
la 121, de 1939; c) que el 25 de octubre de 1940, Luis Ma-
nuel Piantini declaró y reconoció a Teresa Amanda como
su hija procreada con Isabel Martínez, durante su matri-
monio con María Flor de Oro del Castillo; d) que Luis Ma-
nuel Piantini falleció el 24 de julio de 1942; e) que es de
doctrina y jurisprudencia que la sucesión se rige por las
leyes vigentes en el momento de la apertura de la sucesión,
esto es, a la muerte del de-cujus; f) que, en la espelie, de
acuerdo con los hechos establecidos en la sentencia impug-
nada, y admitidos sin discusión por ambas partes, Teresa
Amanda Piantini Martínez fue reconocida durante la vigen-
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a

cia de la Ley N9 121 de 1939, pero la sucesión de Luis Ma-
nuel Piantini se abrió a partir del 24 de julio de 1942; g)
que el reconocimiento en favor de Teresa Amanda, por su
padre Luis Manuel Piantini, produjo para ella, de manera
definitiva e irrevocable, el derecho a usar el apellido del
padre que le reconocía inmediatamente, y también la ad-
quisición de una vocación hereditaria, sujeta a un aconteci-
miento eventual, que era el fallecimiento de su padre; h)
que la sucesión de Luis Manuel. Piantini estaba regida, sin
discusión alguna por la Ley vigente el 24 de julio de 1942,
que era la 357 de 1940, que sustituyó la 121 de 1939, la cual
contiene un párrafo, a seguidas del artículo 4, en que se•
expresa que los hijos naturales reconocidos de acuerdo con
dicha Ley, no tendrán derecho alguno en la sucesión del
padre que le haya reconocido; i) que, por el contrario, la
sentencia impugnada ha dispuesto que el párrafo del ar-
tículo 4 de la Ley 357, no es aplicable al reconocimiento
de Teresa Amanda Piantini Martínez, con lo que se incu-
rre en la falta de base legal", al hacer uso de las disposi-
ciones de una ley, la N o 121, que no existe en la legislación
dominicana", porque la misma ha sido sustituída por la N9
357, vigente en el momento en que ocurrió el fallecimiento
del padre que la había reconocido; que asimismo, incurre
en falta de base legal la sentencia impugnada cuando afir-
ma que la sentencia dictada por la Cámara Civil contra la
cual recurrió la señorita Teresa Amanda Piantiní Martínez
había desconocido las disposiciones del artículo 47 de la
Constitución y el artículo 2 del Código Civil; j) que, en
otro aspecto, si bien las disposiciones constituciorales y le-
gales mencionadas "proclaman, de un modo general, la
irrertoactividad de la Ley, esa irreroactividad debe refe-
rirse y limitarse, necesariamente a los casos en que la Ley
debe ser aplicaba por la ocurrencia de los hechos a los cua-
les se aplicará, por lo que la sentencia impugnada, incurre
también, en falta de base legal por falsa aplicación de di-
chos textos; pero,

Considerando, que el examen de la sentencia impug-
nada pone de manifiesto que la Corte a-qua, dio por esta-
blecido lo siguiente: a) que el 3 de octubre de 1931 nació
en esta ciudad Teresa Amanda Piantini Martínez, hija na-
tural de Isabel Martínez; b) que el 26 de mayo de 1939, fue
promulgada la Ley N9 121 sobre filiación de los hijos natu-

publicada en la Gaceta Oficial 5317 del 29 de mayo
de 1939,

ón natural establecida por el reconocimiento volunta-939,
la que, según su artículo lro., dispone que "la fi-

rio produce los mismos efectos que al filiación legítima";
c) que el día 25 de octubre de 1940, Luis Manuel Piantini
declaró y reconoció a Teresa Amanda como su hija, procrea-
da con Isabel Martínez; d) que el 31 de octubre de 1940,
es promulgada la Ley N9 357, publicada en la Gaceta Ofi-
cial N9 5517, del 2 de noviembre de 1940, la cual sustituye
a la anterior marcada con el número 121, del 26 de mayo
de 1939, "las cuales son casi idénticas, excepto en la última
agregó un párrafo al artículo 4, concebido en esta forma:
"Párrafo: Los hijos reconocidos en uso de las disposiciones
de este artículo no tendrán ningún derecho en la sucesión
del padre o la madre que los hubieren reconocido. Sin em-
bargo, llevarán el apellido del padre si el reconocimiento
ha sido hecho por éste y podrán recibir por donación o por
testamento de cualquiera de ellos conforme al título de las
donaciones y testamentos del Código Civil, hasta el límite
de lo que pudieren percibir en caso de ser legítimos"; e)
que el 24 de julio de 1942, murió en la ciudad rie Santo Do-
mingo, Luis Manuel Piantini; f) que el 31 de agosto de 1945
fue promulgada la ley 985, que deroga, de modo general,
las disposiciones del Código Civil que estén en conflicto con
ella, dar,ydee1m94o0d; modo especial, los de la Ley N 9 357 del 31 de oc-tu

Considerando, que esas comprobaciones permiten esta-
blecer: a) que la recurrida Teresa Amanda Piantini Martí-
nez fue reconocida el día 25 de octubre de 1940 por Luis
Manuel Piantini, como su hija, procreada con Isabel Martí-
nez , de conformidad con la Ley N9 121, del 26 de mayo de
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cia de la Ley N9 121 de 1939, pero la sucesión de Luis Ma-
nuel Piantini se abrió a partir del 24 de julio de 1942; g)
que el reconocimiento en favor de Teresa Amanda, por su
padre Luis Manuel Piantini, produjo para ella, de manera
definitiva e irrevocable, el derecho a usar el apellido del
padre que le reconocía inmediatamente, y también la ad-
quisición de una vocación hereditaria, sujeta a un aconteci-
miento eventual, que era el fallecimiento de su padre; h)
que la sucesión de Luis Manue l. Piantini estaba regida, sin
discusión alguna por la Ley vigente el 24 de julio de 1942,
que era la 357 de 1940, que sustituyó la 121 de 1939, la cual
contiene un párrafo, a seguidas del artículo 4, en que se
expresa que los hijos naturales reconocidos de acuerdo con
dicha Ley, no tendrán de/echo alguno en la sucesión del
padre que le haya reconocido; i) que, por el contrario, la
sentencia impugnada ha dispuesto que el párrafo del ar-
tículo 4 de la Ley 357, no es aplicable al reconocimiento
de Teresa Amanda Piantini Martínez, con lo que se incu-
rre en la falta de base legal", al hacer uso de las disposi-
ciones de una ley, la N° 121, que no existe en la legislación
dominicana", porque la misma ha sido sustituída por la N9
357, vigente en el momento en que ocurrió el fallecimiento
del padre que la había reconocido; que asimismo, incurre
en falta de base legal la sentencia impugnada cuando afir-
ma que la sentencia dictada por la Cámara Civil contra la
cual recurrió la señorita Teresa Amanda Piantini Martínez
había desconocido las disposiciones del artículo 47 de la
Constitución .y el artículo 2 del Código Civil; j) que, en
otro aspecto, si bien las disposiciones constituciorales y le-
gales mencionadas "proclaman, de un modo general, la
irrertoactividad de la Ley, esa irreroactividad debe refe-
rirse y limitarse, necesariamente a los casos en que la Ley
debe ser aplicaba por la ocurrencia de los hechos a los cua-
les se aplicará, por lo que la sentencia impugnada, incurre
también, en falta de base legal por falsa aplicación de di-
chos textos; pero,

Considerando, que el examen de la sentencia impug-
nada pone de manifiesto que la Corte a-qua, dio por esta-
blecido lo siguiente: a) que el 3 de octubre de 1931 nació
en esta ciudad Teresa Amanda Piantini Martínez, hija na-
tural de Isabel Martínez; b) que el 26 de mayo de 1939, fue
promulgada la Ley N9 121 sobre filiación de los hijos natu-

epublicada en la Gaceta Oficial 5317 del 29 de mayo
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 y reconoció a Teresa Amanda como su hija, procrea-

1939,

o9'

la que, según su artículo lro., dispone que "la fi-
natural establecida por el reconocimiento volunta-
duce los mismos efectos que al filiación legítima";
el día 25 de octubre de 1940, Luis Manuel Piantini

d
da con Isabel Martínez; d) que el 31 de octubre de 1940,
es promulgada la Ley N° 357, publicada en la Gaceta Ofi-
cial N9 5517, del 2 de noviembre de 1940, la cual sustituye
a la anterior marcada con el número 121, del 26 de mayo
de 1939, "las cuales son casi idénticas, excepto en la última
agregó un párrafo al artículo 4, concebido en esta forma:
"Párrafo: Los hijos reconocidos en uso de las disposiciones
de este artículo no tendrán ningún derecho en la sucesión
del padre o la madre que los hubieren reconocido. Sin em-
bargo, llevarán el apellido del padre si el reconocimiento
ha sido hecho por éste y podrán recibir por donación o por
testamento de cualquiera de ellos conforme al título de las
donaciones y testamentos del Código Civil, hasta el límite
pe lo que pudieren percibir en caso de ser legítimos"; e)
que el 24 de julio de 1942, murió en la ciudad de Santo Do-
mingo, Luis Manuel Piantini; f) que el 31 de agosto de 1945
fue promulgada la ley 985, que deroga, de modo general,
las disposiciones del Código Civil que estén en conflicto con
ella, dar,ydee1m94o0d; o especial, los de la Ley N° 357 del 31 de oc-tu

Considerando, que esas comprobaciones permiten esta-
blecer: a) que la recurrida Teresa Amanda Piantini Martí-
nez fue reconocida el día 25 de octubre de 1940 por Luis
Manuel Piantini, como su hija, procreada con Isabel Martí-
nez, de conformidad con la Ley N9 121, del 26 de mayo de
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1939; b) que esta última ley fue sustituída por la N 9 357
del 31 de octubre de 1940; y c) que Luis Manuel Piantini
falleció el 24 de julio de 1942, en momentos en que estaba
vigente la Ley últimamente citada, por lo que era ésta la
que regía al abrirse su sucesión, con motivo de su muerte;

Considerando, que en relación con estas comprobacio-
nes constantes en la sentez.cia impugnada, que son las que
establecen y relacionan los hechos decisivos de la causa con
las leyes que rigen sus implicaciones y consecuencias jurí-
dicas, las partes en litis están contestes, y sólo difieren en
la interpretación que debe darse al Párrafo del artículo 4
de la Ley No 357, del 31 de octubre de 1940;

Considerando, que el texto del artículo últimamente
citado, ya transcrito anteriormente, se inicia con esta frase:
"Los hijos reconocidos en uso de las disposiciones de este
artículo. .."; esto es, los reconocimientos hechos al tenor de
lo dispuesto por el artículo 4 de la Ley N 9 357, del 31 de
octubre de 1940, nunca los hechos en uso de disposiciones
de leyes anteriores, como es el caso de Teresa Amanda Pian-
tini Martínez, que fue reconocida, tal como las partes acep-
taron y comprobó la Corte a-qua, correctamente, al amparo
de la Ley 121, del 26 de mayo de 1939, que fue sustituída
por la Ley 357, precisamente, que era la que regía en el
momento de la apertura de la sucesión de Luis Manuel Pian-
tini, con motivo de su muerte ocurrida, como se ha expre-
sado ya, repetidas veces, el 24 de julio de 1942; que, conse-
cuentemente, la disposición del Párrafo del artículo 4 de
la Ley 357, del 1940, que priva a los hijos reconocidos en
los casos previstos por el referido artículo 4, de la indicada
ley, que no podría regir sino para lo porvenir, esto es, des-
pués de su entrada en vigencia, de todo "derecho en la
sucesión del padre o la madre que los hubiesen reconocido";
que, por tanto, es la propia Ley 357, del 1940, al establecer
que serán los hijos reconocidos, "en uso de las disposic i o-
nes" de su artículo 4 los que "no tendrán ningún derecho
en la sucesión del padre o madre que los hubiere reconoc i

-do", la que excluye, implícitamente, a Teresa Amanda Pian-

Martínez, de su aplicación, ya que su reconocimiento
no lo fue "en uso de las disposiciones" del repetido artículo
4 de la Ley Núm. 357, del 1940; que, por otra parte, una
interpretación contraria a la realizada por la Corte a-qua
en presencia de las precisas disposiciones del texto citado
constituiría una violación no sólo del artículo 47 de la Cons-
titución de la República, sino también del artículo 2 del
Código Civil;

Considerando, que de todo lo anteriormente expuesto
se pone de manifiesto: que la Corte a-qua no hizo uso de las
disposiciones de la Ley N9 121, del 1939, como alegan los
recurrentes, en el momento, de la apertura de la sucesión
de Luis Manuel Piantini sino de la N9 357, del 1940, que
era la que estaba vigente en el instante de su muerte, ocu-
rrida el 24 de julio de 1942, por lo cual este algato carece
de fundamento y debe, por tanto, ser desestimado; que,
asimismo, por todo lo anteriormente establecido de modo
principal y preponderante al decidir la no aplicación del
Párrafo del artículo 4, de la prec i tada Ley 357, de 1940, al
reconocimiento de Teresa Amanda Piantini Martínez, por
no haber s i do hecho este se repite, "en caso de lardisposi-
ciones de este artículo", sino en virtud de la Ley N 9 121
dei 1939, puesto que fue realizado el 25 de octubre de 1940,
durante la vigencia de esta ley, la Corte a-qua no descono-
ció reglas legales aplicables al reconocimiento de Teresa
Amanda Piantini, sino que, por el contrario, hizo una co-
rrecta aplicación de las mismas a su caso; que, por tanto,
también este otro alegato, debe ser desestimado;

Considerando, por otra parte, que el estado de las per-
sonas sirve para determinar el número y la naturaleza de
sus derechos y obligaciones que, como la retroactividad, pe-
ro en sentido exatamente inverso, la sobrevivencia de la
ley antigua se opone al efecto inmediato de la ley y ella
consiste en mantener tales como existían bajo el. imperio
de la ley antigua, los derechos subjetivos o las situaciones
legales que la ley nueva no sanciona o no reconoce ya, o,
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1939; b) que esta última ley fue sustituída por la N 9 357
del 31 de octubre de 1940; y c) que Luis Manuel Piantini
falleció el 24 de julio de 1942, en momentos en que estaba
vigente la Ley últimamente citada, por lo que era ésta la
que regía al abrirse su sucesión, con motivo de su muerte;

Considerando, que en relación con estas comprobacio-
nes constantes en la sente:_cia impugnada, que son las que
establecen y relacionan los hechos decisivos de la causa con
las leyes que rigen sus implicaciones y consecuencias jurí-
dicas, las partes en litis están contestes, y sólo difieren en
la interpretación que debe darse al Párrafo del artículo 4
de la Ley N9 357, del 31 de octubre de 1940;

Considerando, que el texto del artículo últimamente
citado, ya transcrito anteriormente, se inicia con esta frase:
"Lcs hijos reconocidos en uso de las disposiciones de este
artículo..."; esto es, los reconocimientos hechos al tenor de
lo dispuesto por el artículo 4 de la Ley N 9 357, del 31 de
octubre de 1940, nunca los hechos en uso de disposiciones
de leyes anteriores, como es el caso de Teresa Amanda Pian-
tini Martínez, que fue reconocida, tal como las partes acep-
taron y comprobó la Corte a-qua, correctamente, al amparo
de la Ley 121, del 26 de mayo de 1939, que fue sustituída
por la Ley 357, precisamente, que era la que regía en el
momento de la apertura de la sucesión de Luis Manuel Pian-
tini, con motivo de su muerte ocurrida, como se ha expre-
sado ya, repetidas veces, el 24 de julio de 1942; que, conse-
cuentemente, la disposición del Párrafo del artículo 4 de
la Ley 357, del 1940, que priva a los hijos reconocidos en
los casos previstos por el referido artículo 4, de la indicada
ley, que no podría regir sino para lo porvenir, esto es, des-
pués de su entrada en vigencia, de todo "derecho en la
sucesión del padre o la madre que los hubiesen reconocido";
que, por tanto, es la propia Ley 357, del 1940, al establecer
que serán los hijos reconocidos, "en uso de las disposic i o-
nes" de su artículo 4 los que "no tendrán ningún derecho
en la sucesión del padre o madre que los hubiere reconoci-
do", la que excluye, implícitamente. a Teresa Amanda Pian-

tini Martínez, de su aplicación, ya que su reconocimiento
no lo fue "en uso de las disposiciones" del repetido artículo
4 de la Ley Núm. 357, del 1940; que, por otra parte, una
interpretación contraria a la realizada por la Corte a-qua

en presencia de las precisas disposiciones del texto citado
constituiría una violación no sólo del artículo 47 de la Cons-
titución de la República, sino también del artículo 2 del
Código Civil;

Considerando, que de todo lo anteriormente expuesto
se pone de manifiesto: que la Corte a-qua no hizo uso de las
dispos i ciones de la Ley N9 121, del 1939, como alegan los
recurrentes, en el momento, de la apertura de la sucesión
de Luis Manuel Piantini sino de la N9 357, del 1940, que
era la que estaba vigente en el instante de su muerte, ocu-
rrida el 24 de julio de 1942, por lo cuJ.-.1 este algato carece
de fundamento y debe, por tanto, ser desestimado; que,
asimismo, por todo lo anteriormente establecido de modo
principal y preponderante al decidir la no aplicación del
Párrafo del artículo 4, de la prec i tada Ley 357, de 1940, al
reconocimiento de Teresa Am,anda Piantini Martínez, por
no haber s i do hecho este se repite, "en caso de las disposi-
ciones de este artículo", sino en virtud de la Ley N 9 121
del 1939, puesto que fue realizado el 25 de octubre de 1940,
durante la vigencia de esta ley, la Corte a-qua no descono-
ció reglas legales aplicables al reconocimiento de Teresa
Amanda Piantini, sino que, por el contrario, hizo una co-
rrecta aplicación de las mismas a su caso; que, por tanto,
también este otro alegato, debe ser desestimado;

Considerando, por otra parte, que el estado de las per-
sonas sirve para determinar el número y la naturaleza de
sus derechos y obligaciones que, como la retroactividad, pe-
ro en sentido exatamente inverso, la sobrevivencia de la
ley antigua se opone al efecto inmediato de la ley y ella
consiste en mantener tales como existían bajo el. imperio
de la ley antigua, los derechos subjetivos o las situaciones
legales que la ley nueva no sanciona o no reconoce ya, o,
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de la cual ella determina de otra manera su contenido o
reglamentación; que, al aplicar al caso la Ley 357 del 1940,
haciendo una correcta aplicación del Párrafo de su artículo
4, ni desconoció la Corte a -qua reglas legales relativas al
reconocimiento de los hijos naturales ni a su vocación he-
reditaria, ni aplicó falsamente los artículos 47 de la Cons-
titución de la República y 2 del Código Civil que, conse-
cuentemente, los dos medios del recurso carecen de funda-

v deben, por tanto, ser desestimados;

Considerando, que procede compensar las
tratarse de una litis entre hermanos;

Poi tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Flor de Oro del Castillo viuda Pian-
tini, Guillermo Piantini, César Augusto Piantini del Casti-
llo, Leda Ondina del Castillo Piantini, Indiana Eunioe Pian-
tini del Castillo de Gautreaux y Aurelio Gautreaux, contra
la sentencia dictada por la Corte de Apelación de San Pe-
dro de Macorís, en sus atribuciones civiles, el 15 de diciem-
bre de 1978, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte ante-.
rior del presente fallo; Segundo: Compensa las costas entre
las partes.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe
Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín Hernández Espaillat.—
Leonte R. Alburquerque.— Miguel Jacobo, Secretario Ge-
neral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año, en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 13 del mes de Febrero del año 1981, años 137' de la In-
dependencia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan Bau-
tista Pérez, dominicano, mayor de edad, soltero, obrero, do-
miciliado en la calle Corazón de Jesús No. 18 del barrio
Gualey de esta capital, cédula N 9 30338, serie 12, contra la
sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, el 7 de febrero
de 1978, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

costas por
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de la cual ella determina de otra manera su contenido o
reglamentación; que, al aplicar al caso la Ley 357 del 1940,
haciendo una correcta aplicación del Párrafo de su artículo
4, ni desconoció la Corte a-qua reglas legales relativas al
reconocimiento de los hijos naturales ni a su vocación he-
reditaria, ni aplicó falsamente los artículos 47 de la Cons-
titución de la República y 2 del Código Civil que, conse-
cuentemente, los dos medios del recurso carecen de funda-
ment ,, , v deben, por tanto, ser desestimados;

Considerando, que procede compensar las costas por
tratarse de una litis entre hermanos;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Flor de Oro del Castillo viuda Pian-
tini, Guillermo Piantini, César Augusto Piantini del Casti-
Do, Leda Ondina del Castillo Piantini, Indiana Euniee Pian-
tini del Castillo de Gautreaux y Aurelio Gautreaux, contra
la sentencia dictada por la Corte de Apelación de San Pe-
dro de Macorís, en sus atribuciones civiles, el 15 de diciem-
bre de 1978, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte ante-
rior del presente fallo; Segundo: Compensa las costas entre
las partes.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe
Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín Hernández Espaillat.—
Leonte R. Alburquerque.— Miguel Jacobo, Secretario Ge-
neral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año, en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo. 	 .4111
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En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 13 del mes de Febrero del año 1981, años 137' de la In-
dependencia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de ca-sación interpuesto por Juan Bau-
tista Pérez, dominicano, mayor de edad, soltero, obrero, do-
miciliado en la calle Corazón de Jesús No. 18 del barrio
Gualey de esta capital, cédula N 9 30338, serie 12, contra la
sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, el 7 de febrero
de 1978, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

siob
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Oído al Dr. Rafael A. Sierra, cédula N 9 19047 serie 2
abogado del recurrente, en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. Alejandro Asmar Sánchez ; cédula N9 55307,
serie lra., abogado del recurrido, en la lectura de sus con-
clusiones; recurrido que es José Ramón Lluberes, domini-
cano, mayor de edad, casado, comerciante. cédula N 9 61430,
serie Ira.;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado el 12 de mayo
de 1978, suscrito por el abogado del recurrente, en el cual
se propone contra la sentencia impugnada el medio único,
que se indica más adelante;

Visto el memorial de defensa del recurrido, del 29 de
mayo de 1978, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recu-
rrente, que se mencionan más adelante, y los artículos
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que, en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que, con motivo de una reclamación laboral que no pudo
ser conciliada, y subsecuente demanda del ahora recurrente
Pérez contra José Ramón Lluberes, el Juzgado de Paz de
Trabajo del Distrito Nacional dictó el 20 de febrero de 1977
una sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRI-
MERO: Se rechaza por falta de prueba, la demanda laboral
intentada por el señor Juan Bautista Pérez, en contra del
señor Juan Ramón Lluberes; SEGUNDO: Se condena a la
parte demandante al pago de las costas, ordenando su dis-
tracción en favor del Dr. Alejandro Asmar Sánchez, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad"; b) que sobre
apelación del demandante Pérez, intervino el 7 de febrero
de 1978 la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo
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dispcsitivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular

y válido en cuanto a la forma el recurso de apelación inter-
Puesto por Juan Bautista Pérez contra sentencia del Juzga-
d- o de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 2 de
febrero del 1977, en favor de José Ramón Lluberes, cuyo
dispositivo figura copiado en parte anterior de esta misma
sentencia; SEGUNDO: Relativamente al fondo del mismo
lo rechaza y se confirma totalmente dicha sentencia impug-
nada; TERCERO: Condena a la parte sucumbiente señor
Juan Bautista Pérez a] pago de las costas del procedimiento,
ordenando su distracción en provecho del Dr. Alejandro
Asmar Sánchez, quien afirma haberlas avanzado en su tota-
lidad, todo de conformidad con los artículos 5 y 16 de la
Ley N9 302 de Gastos y Honorarios, 691 del Código de Tra-
bajo y 62 de la Ley No. 637, sobre Contrato de Trabajo ,vi-
gente";

41014 Considerando, que, contra esa sentencia el recurrente
Pérez propone el siguiente medio único de casación: Medio
Unico: Violación por desconocimiento de los artículos 1 y
16 del Código de Trabajo.— Interpretación acomodaticia y
desnaturalización al testimonio dado por el testigo Patricio
Ramírez, del contrainformativo.— Falta de base legal;

C	 •4111101.	 onsiderando, que, en apoyo de ese medio único, el re-
currente alega, en su memorial, que l a Cámara a -qua al fa-
llar como lo ha hecho rechazando su demanda sobre la base
de que no había existido un contrato de trabajo entre el
apelante y el recurrido, dicha Cámara violó por desconoci-
miento los artículos 1 y 16 del Código de Trabajo que de-
finen ese tipo de contrato, cuyas condiciones, en el caso
ocurrente, estaban reunidos según las declaraciones del tes-
tigo del contrainformativo, Patricio Ramírez; que esas de-
claraciones indicaban claramente que Pérez era un traba-
jador de Lluberes, que éste le pagaba por su trabajo, y que
lo despidieron de ese trabajo; que al juzgar lo contrario,
la Cámara a - qua ha desnaturalizado ese testimonio y lo ha
interpretado acomodaticiamente; que como consecuencia de

1
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y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;	

1111
Considerando, que, en la sentencia impugnada y en los

documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que, con motivo de una reclamación laboral que no pudo
ser conciliada, y subsecuente demanda del ahora recurrente
Pérez contra José Ramón Lluberes, el Juzgado de Paz de
Trabajo del Distrito Nacional dictó el 20 de febrero de 1977
una sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRI-
MERO: Se rechaza por falta de prueba, la demanda laboral
intentada por el señor Juan Baut ista Pérez, en contra del
señor Juan Ramón Lluberes; SEGUNDO: Se condena a la
parte demandante al pago de las costas, ordenando su dis-
tracción en favor del Dr. Alejandro Asmar Sánchez, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad"; b) que sobre
apelación del demandante Pérez, intervino el 7 de febrero
de 1978 la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo

dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular

y válido en cuanto a la forma el recurso de apelación inter-
puesto por Juan Bautista Pérez contra sentencia del Juzga-
do de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 2 de
febrero del 1977, en favor de José Ramón Lluberes, cuyo
dispositivo figura copiado en parte anterior de esta misma
sentencia; SEGUNDO: Relativamente al fondo del mismo
lo rechaza y se confirma totalmente dicha sentencia impug-
nada; TERCERO: Condena a la parte sucumbiente señor
Juan Bautista Pérez a] pago de las costas del procedimiento,
ordenando su distracción en provecho del Dr. Alejandro
Asmar Sánchez, quien afirma haberlas avanzado en su tota-
lidad, todo de conformidad con los artículos 5 y 16 de la
Ley N9 302 de Gastos y Honorarios, 691 del Código de Tra-
bajo y 62 de la Ley No. 637, sobre Contrato de Trabajo ,vi-
gente";

Considerando, que, contra esa sentencia el recurrente
Pérez propone el siguiente medio único de casación: Medio
Unico: Violación por desconocimiento de los artículos 1 y
16 del Código de Trabajo.— Interpretación acomodaticia y
desnaturalización al testimonio dado por el testigo Patricio
Ramírez, del contrainformativo.— Falta de base legal;

Considerando, que, en apoyo de ese medio único, el re-
currente alega, en su memorial, que la Cámara a -qua al fa-
llar corno lo ha hecho rechazando su demanda sobre la base
de que no había existido un contrato de trabajo entre el
apelante y el recurrido, dicha Cámara violó por desconoci-
miento los artículos 1 y 16 del Código de Trabajo que de-
finen ese tipo de contrato, cuyas condiciones, en el caso
ocurrente, estaban reunidos según las declaraciones del tes-
tigo del contrainformativo, Patricio Ramírez; que esas de-
claraciones indicaban claramente que Pérez era un traba-
j ador de Lluberes, que éste le pagaba por su trabajo, y que
l o despidieron de ese trabajo; que al juzgar lo contrario,
la Cámara a- qua ha desnaturalizado ese testimonio y lo ha
interpretado acomodaticiamente; que como consecuencia deo



tÍ todo ello la sentencia debe ser totalmente anulada por falta
de base legal; pero, 4

Considerando, que, según consta claramente en la sea.
tencia impugnada la Cámara a-que para resolver el casa
como lo ha hecho, se fundó en que conforme a la deposi-
ción del testigo Ramírez, el obrero Pérez no fue objeto de
un despido del lugar donde se dedicaba al lavado (le carros
sino que se retiró de allí por su propia voluntad a causa de
que se le requirió que saca'-a del lugar un tubo de su pro-
piedad personal que allí había depositado; que, por otra
parte, el examen hecho por la Suprema Corte de la decla-
ración del mismo testigo Etamírez, pone de manifiesto :la-
ramente que: según ese testigo, el obrero no trabajaba en
el centro de trabajo de Lluberes bajo la dependencia de
éste, sino por su propia cuenta en el lavado de carros, utili-
zando las facilidades de la empresa por tolerancia, pero sin
recibir ningún salario de la empresa, sino al contrario, pa-
gando el obrero a la empresa una parte de lo que le pagaban
a él los clientes cuyos carros lavaba; que, por lo expuesto
la Suprema Corte estima que la Cámara a-qua no ha incu-
rrido en los vicios denunciados por el obrero Pérez, por lo
que el medio único de casación prepuesto por dicho recu-
rrente carece de fundamento y debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Juan Bautista Pérez, contra la sen-
tencia dictada el 7 de febren- de 1978 por la Cámara de
Trabajo del Juzgado de Primera Instanc..a. del Distrito Na-
cional, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Condena a dicho recurrente al pago
de las costas, y las distrae en provecho del Dr. Alejandro
A. Asmar Sánchez, abogado del recurrido.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco ElPi'
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista
Rojas Almánzar.— Joaquín L. Hernández Espaillat.—
guel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que cert i fico .(Fdo.): Miguel Jacobo.
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todo ello la sentencia debe ser totalmente anulada por falta
de base legal; pero,

Considerando, que, según consta claramente en la sea.
tencia impugnada la Cámara a-qua para resolver el caso
como lo ha hecho, se fundó en que conforme a la deposi-
ción del testigo Ramírez, el obrero Pérez no fue objeto de
un despido del lugar donde se dedicaba al lavado cte carros,
sino que se retiró de allí por su propia voluntad a causa de
que se le requirió que sacw.•a del lugar un tubo de su pro-
piedad personal que allí había depositado; que, por otra
parte, el examen hecho por la Suprema Corte de la decla-
ración del mismo testigo fLamírez, pone de manifiesto cla-
ramente que: según ese testigo, el obrero no trabajaba en
el centro de trabajo de Lluberes bajo la dependencia de
éste, sino por su propia cuenta en el lavado de carros, utili-
zando las facilidades de la empresa por tolerancia, pero sin
recibir ningún salario de la empresa, sino al contrario, pa-
gando el obrero a la empresa una parte de lo que le pagaban
a él los clientes cuyos carros lavaba; que, por lo expuesto
la Suprema Corte estima que la Cámara a-qua no ha incu-
rrido en los vicios denunciados por el obrero Pérez, por lo
que el medio único de casación propuesto por dicho recu-
rrente carece de fundamento y debe ser desestimado;

Por tales motivos, Priimcro: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Juan Bautista Pérez, contra la sen-
tencia dictada el 7 de febrero de 1978 por la Cámara de
Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Condena a dicho recurrente al pago
de las costas, y las distrae en provecho del Dr. Alejandro
A. Asmar Sánchez, abogado del recurrido.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Arniama.— Francisco Elpí-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista
Rojas Almánzar.— Joaquín L. Hernández Espaillat.— Mi-

guel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada , leída y publicada por mí, Secretario General,

Q ue cert i fico .(Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 16 DE FEBRERO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de
Macorís, de fecha 19 de mayo de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Doctores Francisco José Rojas y Sarah Tabar de
Rojas.

Abogado: Dr. Bienvenido Amaro.

Recurrido: Ing. José Rafaael Mera.
Abogados: Dr. Luis A. Bircann Rojas y Dr. José A. Vega Lnbert,

Dios, Patria y Libertad,
República! Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente.
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Felipe Osvaldo Perdomo Báez,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 16 del mes de Febrero del año
1981, años 137' de la Independencia y 118' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como Corte de Casación
la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por los Docto-
res Francisco José Rojas y Sarah Tabar de Rojas, dominica-
nos, mayores de edad, casados, odontólogo el primero y mé-r
dico la segunda, cédulas Nos. 5955, serie 55 y 422, serie 55;1'
respectivamente, domiciliados en esta ciudad, contra la sen-
tencia dictada por la Corte de Apelación de San. Francisco
de Macorís el 19 de mayo de 1977, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. R. Bien-

venido Amaro, cédula N9 21463, serie 47 ,abogado de los
recurrentes;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. José Mar-
tín Cuello, cédula N9 76136, serie 31, en representación de
los Dres. José Augusto Vega Imbert, cédula N 9 44605, serie
31 y Luis A. Bircann Rojas, cédula N 9 43324, serie 31, abo-
gados del recurrido, Ingeniero José Rafael Mera, domini-
cano, mayor de edad, casado, domiciliado en la ciudad de
Santiago, cédula N 9 3444, serie 42;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
e la República;

Visto el memorial de casación, depositado en la Secre-
ría de la Suprema Corte de Justicia el 2 de agosto del

1977, suscrito por el abogado de los recurrentes, en el cual
se proponen los medios de casación que se indican más
adelante;

' Visto el memorial de defensa y recurso incidental del
recurrido, suscrito por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos lcr textos legales in ,Tocados por los recu-
rrentes en sus memoriales, que se indican más adelante, y
los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación;

'112411 Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de una demanda en daños y perjuicios el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Sal-
cedo, dictó en sus atribuciones civiles, una sentencia el 5
de junio del 1975, cuyo dispositivo aparece inserto en el de
la ahora impugnada; b) que sobre el recurso interpuesto
intervino la sentencia ahora impugnada en casación cuyo
dispositivo es como sigue: "FALLA: PRIMERO: Declara re-
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Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de
Macorís, de fecha 19 de mayo de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Doctores Francisco José Rojas y Sarah Tabar
Rojas.

Abogado: Dr. Bienvenido Amaro.

Recurrido: Ing. José Rafaael Mera.
Abogados: Dr. Luis A. Bircann Rojas y Dr. José A. Vega Iinbert,

Dios, Patria y Libertad,
República! Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Felipe Osvaldo Perdomo Báez,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra,
sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 16 del mes de Febrero del año
1981, años 137' de la Independencia y 118' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como Corte de Casación
la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por los Docto-
res Francisco José Rojas y Sarah Tabar de Rojas, dominic a

-nos, mayores de edad, casados, odontólogo el primero y iné-
dico la segunda, cédulas Nos. 5955, serie 55 y 422, serie 55,
respectivamente, domiciliados en esta ciudad, contra la sea"
tencia dictada por la Corte de Apelación de San Francisco
de Macorís el 19 de mayo de 1977, cuyo dispositivo se copia
más adelante;
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Oía:, al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, z . 1 Dr. R. Bien-
venido Amaro, cédula N9 21463, serie 47 ,abogado de los
recurrentes;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. José Mar-
tín Cuello, cédula N9 76136, serie 31, en representación de
los Dres. José Augusto Vega Imbert, cédula N 9 44605, serie
31 y Luis A. Bircann Rojas, cédula N 9 43324, serie 31, abo-
gados del recurrido, Ingeniero José Rafael Mera, domini-
cano, mayor de edad, casado, domiciliado en la ciudad de
Santiago, cédula N 9 3444, serie 42;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación, depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia el 2 de agosto del
1977, suscrito por el abogado de los recurrentes, en el cual
se proponen los medios de casación que se indican más
adelante;

Visto el memorial de defensa y recurso incidental del
recurrido, suscrito por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos lor textos legales invocados por los recu-
rrentes en sus memoriales, que se indican más adelante, y
los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de una demanda en daños y perjuicios el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Sal-
cedo, dictó en sus atribuciones civiles, una sentencia el 5
de junio del 1975, cuyo dispositivo aparece inserto en el de
la ahora impugnada; b) que sobre el recurso interpuesto
intervino la sentencia ahora impugnada en casación cuyo
dispositivo es como sigue: "FALLA: PRIMERO: Declara re-
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Bircann Rojas, abogados que afirman haberlas avanzado en
su mayox parte";

En cuanto al recurso principal:

Considerando, que los recurrentes proponen en su me-
morial los siguientes medios de casación: Primer Medio:

Violación de las disposiciones del artículo 153 del Código
de Procedimiento Civil.— Segundo Medio: Violación de las
reglas de la prueba. Violación del derecho de defensa. Ter-
cer Medio: Falta de motivación o motivación insuficiente.
Cuarto Medio: Violación del Derecho de Defensa. Falta de
motivación en otro aspecto del proceso. Quinto Medio: Vio-
lación del artículo 1384 del Código Civil. Desnaturalización
de documentos del expediente;

Considerando, que en el primer medio de su memorialION los recurrentes alegan, en síntesis, lo siguiente: que en la
demanda originaria el Ingeniero José Rafaael Mera solicitó
condenaciones contra Francisco Rojas Tabar, e incluso anun-
ció que este último sería emplazado por acto separado; que
el demandante no notificó a los demandados e ldesistimien-
to de su demanda contra Juan Bautista Rojas Tabar; que
al no haber éste constituido abogado es claro que los impe-
trantes tenían derecho a solicitar la acumulación del de-
fecto en beneficio de la causa, a fin de que fuera emplazada

ik	 la parte que no había comparecido, Juan Bautista Rojas
Tabar; que en estas condiciones la Corte a-que ha violado' el
artículo 153 del Código de Procedimiento Civil., al no de-
clarar la nulidad de la sentencia del primer grado que re-

~15.	 chazó su pedimento tendente a que se acumulara el defecto;
F Considerando, que en la sentencia impugnada se ex-

lililí. presa al respecto lo siguiente: que solamente fueron de-
mandados los Dres. Francisco José Rojas y Sarah Tabar de
Rojas y ambos comparecieron ya que constituyeron aboga-
do; que mal podría pretenderse la acumulación d-,..1 defecto
en beneficio de la causa, por el simple enunciado de que

II.	 se pondrían en causa, por separado, a Juan Bautista Rojas

guiar y válido en cuanto a la forma el recurso de apelación
interpuesto por los esposos Dres. Francisco José Rojas y
Sarah de Rojas contra sentencia civil N9 32 de fecha 5 de
junio de 1975, dictada por el Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de Salcedo, en sus atribuciones civiles,
cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Rechaza las con-
clusiones presentadas por las partes demandadas Doctores
Francisco José Rojas y Sarah de Rojas, por improcedentes
e infundadas; Segundo: Acoge las conclusiones presentadas
por la parte demandante Ingeniero José Rafael Mera, y en
consecuencia, condena a los esposos doctores Francisco José
Rojas y Sarah Tabar de Rojas al pago de una indemnización
de nueve mil doscientos setenta pesos oro con noventa cen-
tavos (RD$9,270.90) en favor del Ingeniero José Rafael Me-
ra; Tercero: Condena a los demandados Doctores Francisco
José Rojas y Sarah Tabar de Rojas al pago de los intereses
legales a partir de la fecha de la demanda en justicia;
Cuarto: Condena a las demandados Doctores Francisco Jo-
sé Rojas y Sarah Tabar de Rojas al pago de las costas del
procedimiento, ordenando la distracción de las mismas en
provecho de los Doctores José Augusto Vega Imbert y Luis
A. Bircann Rojas, quienes afirman haberlas avanzado en su
mayor parte'; SEGUNDO: Modifica el ordinal Segundo de
la sentencia apelada, en cuanto al monto de la indemniza- r
ción acordada y la Corte obrando por propia autoridad fija j`.
en Dos Mil Setecientos Ochenta y Cinco Pesos Oro con No- !,
venta Centavos (RD$2,785.90) la indemnización que los es- !'
posos Dres. Francisco José Rojas y Sarah de Rojas deberán '
pagar al Ing. José Rafael Mera como justa reparación por
los daños materiales sufridos por su vehículo como conse-
cuencia del hecho imputado a su hijo y preposé Cadete Juan
Bautista Rojas Tabar; TERCERO: Condena a los demanda-
dos esposos Rojas Tabar al pago de los intereses legales de
la suma acordada a partir de la demanda; CUARTO: Con-
dena a los demandados Dres. Francisco José Rojas y Sarah
de Rojas al pago de las costas, ordenando su distracción a
favor de los Doctores José Augusto Vega Imbert y Luis A.
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guiar y válido en cuanto a la forma el recurso de apelación
interpuesto por los esposos Dres. Francisco José Rojas y
Sarah de Rojas contra sentencia civil N9 32 de fecha 5 de
junio de 1975, dictada por el Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de Salcedo, en sus atribuciones civiles,
cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Rechaza las con-
clusiones presentadas por las partes demandadas Doctores
Francisco José Rojas y Sarah de Rojas, por improcedentes
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consecuencia, condena a los esposos doctores Francisco José
Rojas y Sarah Tabar de Rojas al pago de una indemnización
de nueve mil doscientos setenta pesos oro con noventa cen-
tavos (RD$9,270.90) en favor del Ingeniero José Rafael Me-
ra; Tercero: Condena a los demandados Doctores Francisco
José Rojas y Sarah Tabar de Rojas al pago de los intereses
legales a partir de la fecha de la demanda en justicia;
Cuarto: Condena a los demandados Doctores Francisco Jo-
sé Rojas y Sarah Tabar de Rojas al pago de las costas del
procedimiento, ordenando la distracción de las mismas en
prgvecho de los Doctores José Augusto Vega Imbert y Luis
A. Bircann Rojas, quienes afirman haberlas avanzado en su
mayor parte'; SEGUNDO: Modifica el ordinal Segundo de
la sentencia apelada, en cuanto al monto de la indemniza-
ción acordada y la Corte obrando por propia autoridad fija
en Dos Mil Setecientos Ochenta y Cinco Pesos Oro con No-
venta Centavos (RD$2,785.90) la indemnización que los es-
posos Dres. Francisco José Rojas y Sarah de Rojas deberán
pagar al Ing. José Rafael Mera como justa reparación por
los daños materiales sufridos por su vehículo como conse-
cuencia del hecho imputado a su hijo y preposé Cadete Juan
Bautista Rojas Tabar; TERCERO: Condena a los demanda-
dos esposos Rojas Tabar al pago de los intereses legales de
la suma acordada a partir de la demanda; CUARTO: Con-
dena a los demandados Dres. Francisco José Rojas y Sarah
de Rojas al pago de las costas, ordenando su distracción a
favor de los Doctores José Augusto Vega Imbert y Luis A.
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Bircann Rojas, abogados que afirman haberlas avanzado en
su mayor parte";

En cuanto al recurso principal:

Considerando, que los recurrentes proponen en su me-
morial los siguientes medios de casación: Primer Medio:

Violación de las disposiciones del :artículo 153 del Código
de Procedimiento Civil.— Segundo Medio: Violación de las
reglas de la prueba. Violación del derecho de defensa. Ter-
cer Medio: Falta de motivación o motivación insufic'‘ente.
Cuarto Medio: Violación del Derecho de Defe.nsa. Falta de
motivación en otro aspecto del proceso. Quinto Medio: Vio-
lación del artículo 1384 del Código Civil. :Desnaturalización
de documentos del expediente;

Considerando, que en el primer medio de su memorial
los recurrentes alegan, en síntesis, lo siguiente: que en la
demanda originaria el Ingeniero José Rafaael Mera solicitó
condenaciones contra Francisco Rojas Tabar, e incluso anun-
ció que este último sería emplazado por acto separado; que
el demandante no notificó a los demandados e ldesistimien-
to de su demanda contra Juan Bautista Rojas Tabar; que
al no haber éste constituido abogado es claro que los impe-
trantes tenían derecho a solicitar la acumulación del de-
fecto en beneficio de la causa, a fin de que fuera emplazada
la parte que no había comp2secido, Juan Bautista Rojas
Tabar; que en estas condiciones la Corte a-qua ha violado el
artículo 153 del Código de Procedimiento Civil, al no de-
clarar la nulidad de la sentencia del primer grado que re-
chazó su pedimento tendente a que se acumulara el defecto;

Considerando, que en la sentencia impugnada se ex-
presa al respecto lo siguiente: que solamente fueron de-
mandados los Dres. Francisco José Rojas y Sarah Tabar de
Rojas y ambos comparecieron ya que constituyeron aboga-
do; que mal podría pretenderse la acumulación d •A defecto
en beneficio de la causa, por el simple enunciado de que
se pondrían en causa, por separado, a Juan Bautista Rojas
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1,4 	 Tabar, sino que es necesario cumplir con las reglas de for-
ma que la ley instituye;

Considerando, que, en efecto, de acuerdo con el ar-
tículo 153 del Código de Procedimiento Civil el beneficio
del defecto se acumulará si de dos o más partes emplazadas
una comparece y la otra no; que en la especie las dos partes
que fueron emplazadas comparecieron a juicio; que si bien
por el emplazamiento introductivo de la demanda se pro-
dujeron conclusiones en contra de Juan Bautista Rojas Ta-
bar, éste no fue emplazado, y el demandante Mera no esta-
ba obligado a hacerlo, por el solo hecho de haberlo enun-
ciado en el emplazamiento y haber concluído en el mismo
contra el mencionado Rojas Tabar; que, por tanto, en la
sentencia impugnada no se ha violado, como lo alegan los
recurrentes, el texto legal mencionado;

Considerando, que en los medios segundo, tercero y
cuarto de su memorial reunidos, los recurrentes alegan, en
síntesis, que el demandante originario invocó por ante la
Corte de Apelación y en Primer Grado, una carta dirigida
por la Dra. Sarah Tabar de Rojas, en su calidad de goberna-
dora civil de Salcedo, al Secretario de Estado de Interior y
Policía, en la que le relata las incidencias de la colisión que
originó esta litis, en vista de que el vehículo que conducía
Juan Bta. Rojas Tabar usaba una placa oficial de dicha fun-
cionaria, y también invocó un memorandum dirigido por la
mencionada gobernadora al Presidente de la República, re-
lativo a dicha colisión; que tales documentos no podían ser
admitidos, como prueba ante los tribunales de justicia por
su carácter confidencial; que al ser admitidos por la Corte
a-que en esta litis, en la sentencia impugnada se violaron
las reglas de la prueba y el derecho de defensa de los ac-
tuales recurrentes; pero,

Considerando, que aún cuando, como lo alegan los re-
currentes, en el caso se tratara de documentos confidencia-
les que, como tales, no podían servir de prueba ante los
tribunales de justicia, la Corte a-qua no se basé solamente

en esos documentos, para establecer el lazo de comitencia

entre 
Francisco José Rojas y Sarah Tabar de Rojas con su

hijo Juan Bta. Rojas Tabar, conductor del vehículo que ori-
ginó el accidente, sino también en una certificación de la
Dirección General de Rentas Internas del 14 de octubre del
1970 en la que consta que dichc , vehícul() es de la propie-
dad de la Sra. Sarah Taoar de Rojas, Gobernadora Civil
de la Provincia de Salcedo, certificación a que se hace re-
ferencia en la letra b) del segundo considerando de la sen-
tencia impugnada; que, por tanto, los medios segundo, ter-
cero y cuarto del recurso carecen de fundamento y deben
ser desestimados;

Considerando, qne en el quinto medio de su memorial
los recurrentes alegan, en síntesis, lo siguiente: que el ve-
hículo que conducía Juan Bautista Rojas Tabar usaba una
placa oficial, con el número 726, y estaba matriculado a
nombre de Sarah Tabar de Rojas, y era del uso de ella en
su condición de Gobernadora Civil de Salcedo; que, por
tanto, como desempeñaba una función y un trabajo distinto
de la profesión de su esposo, Francisco José Rojas, era un
bien reservado de ella en el sentido de la Ley N 9 390 que
confiere la capacidad civil a la mujer casada, y por tanto,
Francisco José Rojas no podía ser considerado como comi-
tente o guardián de dicho vehículo; pero,

Considerando, que la Ley N 9 390 del 1940 que concede
plena capacidad de los derechos civiles a la mujer domini-
cana no ha derogado las disposiciones del Código Civil que
rigen el régimen de la comunidad legal entre esposos; que
el derecho que por el artículo 59 de dicha Ley se le concede
a la mujer casada sobre el producto c.:e su trabajo personal
y las economías que de éste provengan, se concretan a la
administración y disposición ¿ie ese producto, y, por tanto,
el marido no pierde, por ello, los derechos que le corres-
ponden dentro de la comunidad; que, por otra parte, los
recurrentes no han demostrado que el vehículo en cuestión
fuera adquirido por la esposa con el producto de su trabajo
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tribunales de justicia, la Corte a-qua no se basó solamente

en esos documentos, para establecer el lazo de comitencia

entre 
Francisco José Rojas y Sarah Tabar de Rojas con su

hijo Juan Bta. Rojas Tabar, conductor del vehículo que ori-
giné el accidente, sino también en una certificación de la
Dirección General de Rentas Internas del 14 de octubre del
1970 en la que consta que dichr , vehículo ) es de la propie-
dad de la Sra. Sarah 'radar de Rojas, Gobernadora Civil
de la Provincia de Salcedo, certificación a que se hace re-
ferencia en la letra b) del segundo considerando de la sen-
tencia impugnada; que, por tanto, los medias segundo, ter-
cero y cuarto del recurso carecen de fundamento y deben
ser desestimados;

Considerando, qne en el quinto medio de su memorial
los recurrentes alegan, en síntesis, lo siguiente: que el ve-
hículo que conducía Juan Bautista Rojas Tabar usaba una
placa oficial, con el número 726, y estaba matriculado a
nombre de Sarah Tabar de Rojas, y era del uso de ella en
su condición de Gobernadora Civil de Salcedo; que, por
tanto, como desempeñaba una función y un trabajo distinto
de la profesión de su esposo, Francisco José Rojas, era un
bien reservado de ella en el sentido de la Ley N 9 390 que
confiere la capacidad civil a la mujer casada, y por tanto,
Francisco José Rojas no podía ser considerado como comi-
tente o guardián de dicho vehículo; pero,

Considerando, que la Ley N 9 390 del 1940 que concede
plena capacidad de los derechos civiles a la mujer domini-
cana no ha derogado las disposiciones del Código Civil que
ligen el régimen de la comunidad legal entre esposos; que
el derecho que por el artículo 59 de dicha Ley se le concede
a la mujer casada sobre el producto óe su trabajo personal
y las economías que de éste provengan, se concretan a la
administración y disposición ele ese producto, y, por tanto,
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ponden dentro de la comunidad; que, por otra parte, los
recurrentes no han demostrado que el vehículo en cuestión
fuera adquirido por la esposa con el producto de su trabajo
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personal, siendo indiferente el hecho de que fuera usado por
ella en sus funciones de Gobernadora Provincial de Salcedo.
por todo lo cual el quinto y último medio del recurso carece'
de fundamento y debe ser desestimado;

Recurso ineSdanllal del recurriJo:

Consliderando, que el recurrido alega en su único me-
dio de casación incidental que reclamó como daños los gas-
tos incurridos en la compra de repuestos que ascendieron a
RD$2,170.90; los gastos en la reparación, ascendentes a

1	 RD$614.00 y la depreciación del vehículo y el lucro cesante,41
le que fue evaluado por el juez del primer grado en la suma
de RD$9,270.90; que la Corte a - qua sólo consideró proceden-
tes las dos primeras partidas y redujo la indemnización a
RD$2,785.90, por estimar que se trataba pura y simplemen-
te, de un daño a la propiedad y, por tanto, no existía daño
moral; que de este modo en la sentencia impugnada se des-
naturalizaron los hechos al aplicar una calificación impro-
cedente que sirvió a la Corte a-qua para rechazar una parte
de las indemnizaciones reclamadas por el Ingeniero José
Rafael Mera; pero,

Considerando, que los jueces del fondo son soberanos
para evaluar el monto de los daños y perjuicios que les son
reclamados, lo que, como cuestión de hecho, no está sujeto
al control de la casación, salvo que la suma acordada sea
irrazonable; que la Corte a - qua estimó que, de acuerdo con
las facturas y documentos justificativos, los gastos de repa-
ración del vehículo de José Rafael Mera ascendieron a RDS-
2,170.90, más RD$614.00 por concepto de los trabajos de la
reparación, o sea a la cantidad total de RD$2,785.90; la que
restada de la suma de RD$9,270.90, acordada por el. Juez
de Primera Instancia, arroja una diferencia de RD$6,585.00
"que no tiene justificación, y el Juez del primer grado no
da motivos que la justifiquen", que la Corte a - qua estimó
también que como en el caso se trata de un daño a la pro-
piedad, donde el daño moral no existe, dicho Juez debió

ceñirse a los daños materiales; que en tales condiciones el
único medio del recurso incidental carece de fundamento

debe ser desestimado;

Considerando, que de acuerdo con el attículo 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación, cuando las partes su-
cumben respectivamente en algunos puntos de la demanda,
las costas pueden ser compensadas;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Francisco José Rojas y Sarah Tabar
de Rojas contra la sentencia dictada por la Corte de Apela-
ción de San Francisco de Macorís, en sus atribuciones ci-
viles, el 19 de mayo de 1977, cuyo dispositivo se ha copiado
en parte anterior del presente fallo; Segundo: Rechaza el
recurso incidental interpuesto contra la misma sentencia
por José Rafael Mera; Teregsro: Compensa las costas de ea-

. sación entre las partes.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Felipe Osvaldo
Perdomo Báez.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada ,leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE FEBRERO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de
Macorís, de fecha 2 de septiembre de 1975.

Merla: Correccional.

Recurrente: Alejandro Gómez Mejía.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-
fin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández
Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo
de c'iuzmán, Distrito Nacional, hoy día 18 de febrero de
1981, años 137' de la Independencia y 118' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como Corte de Casación, ,
la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Alejandro;
Gómez Mejía, domincano, mayor de edad, casado, chofer,
domiciliado en la calle Duvergé esq. 17, casa N° 1, de la
ciudad de San Francisco de Macorís, cédula N 9 28688, serie ,•
56, contra la sentencia dictada el 2 de septiembre de 1975,
en sus atribuciones ;.correccionales, por la Corte de Apela-
ción de San Francisco de Macorís, cuyo dispositivo dice así:
"FALLA: PRIMERO: Declara al coprevenido Lic. Pedro
Eugenio Curiel Grullón no culpable de violar la Ley 241,
y en consecuencia, se descarga por no haber cometido nin-
guna de las faltas previstas por dicha ley; SEGUNDO: De-

clara al coprevenido Alejandro Gómez Mejía culpable de
violar la Ley 241, en perjuicio del Lic. Pedro Eugenio Cu-
riel Grullón , de Adalgisa Victoria de Curiel, Mercedes Ilea-
aa Victoria, y se condena al pago de una multa de Quince
pesos oro (RD$15.00) acogiendo en su favor circunstancias
atenuantes; TERCERO: Se condena al coprevenido Alejan-
dro Gómez Mejía al pago de las costas, y se declaran de
oficio en cuanto al Lic. Pedro Eugenio Curiel Grullón";

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación, levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, el 15 de octubre de 1975, a
requerimiento del Dr. César Darío Pimentel, cédula N°
77512, serie lra., en representación del recurrente ya nom-
brado, Acta en la cual no se propone contra la sentencia
impugnada ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 71, párrafo 2 de la Constitu-
ción; 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido el 29
de marzo de 1975, en la autopista San Francisco de Macorís-
Nagua, en el cual varias personas resultaron con lesiones
corporales, la Corte de Apelación de San Francisco de Ma-
corís dictó en primera instancia una sin . t,?.ncia cuyo dispo-
sitivo ha sido copiado precedentemente;

Considerando, que la Corte a-qua, conoció en primera
instancia del asunto de que se trata, en virtud de lo que
dispone el artículo 71, en su párrafo 2do., de la Constitu-
ción , y en tales circunstancias al estar abierto contra dicha
sentencia el recurso ordinario de la apelación, no se podía
como se hizo interponer válidamente un recurso de casa-
ción , por lo que procede declarar dicho recurso inadmisible;

li

411».



BOLETIN JUDICIAL	 213212	 BOLETIN JUDICIAL

SENTENCIA DE FECHA 18 DE FEBRERO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de
Macorís, de fecha 2 de septiembre de 1975.

Materia: Correccional.

Recurrente: Alejandro Gómez Mejía.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.
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ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
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Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández
Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 18 de febrero de
1981, años 137' de la Independencia y 118' de la Restaura-
ción. dicta en audiencia pública, como Corte de Casación,
la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Alejandro
Gómez Mejía, domincano, mayor de edad, casado, chofer,
domiciliado en la calle Duvergé esq. 17, casa N• 1, de la
ciudad de San Francisco de Macorís, cédula N 9 28688, serie
56, contra la sentencia dictada el 2 de septiembre de 1975,
en sus atribuciones ..sorreccionales, por la Corte de Apela-
ción de San Francisco de Macorís, cuyo dispositivo dice así:
"FALLA: PRIMERO: Declara al coprevenido Lic. Pedro
Eugenio Curiel Grullón no culpable de violar la Ley 241,
y en consecuencia, se descarga por no haber cometido nin-
guna de las faltas previstas por dicha ley; SEGUNDO: De-

clara al coprevenido Alejaadro Gómez Mejía culpable de
violar la Ley 241, en perjuicio del Lic. Pedro Eugenio Cu-
riel Grullón, de Adalgisa Victoria de Curiel, Mercedes Ilea-
da Victoria , y se condena al pago de una multa de Quince
pesos oro (RD$15.00) acogiendo en su favor circunstancias
atenuantes; TERCERO: Se condena al coprevenido Alejan-
dro Gómez Mejía al pago de las costas, y se declaran de
oficio en cuanto al Lic. Pedro Eugenio Curiel Grullón";

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación, levantada en la

Secretaría de la Corte • -qua, el 15 de octubre de 1975, a
requerimiento del Dr. César Darío Pimentel, cédula N9
77512, serie ira., en representación del recurrente ya nom-
brado, Acta en la cual no se propone contra la sentencia
impugnada ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 71, párrafo 2 de la Constitu-
ción; 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido el 29
de marzo de 1975, en la autopista San Francisco de Macorís-
Nagua. en el cual varias personas resultaron con lesiones
corporales, la Corte de Apelación de San Francisco de Ma-
corís dictó en primera instancia una set . t?.ncia cuyo dispo-
sitivo ha sido copiado precedentemente;

Considerando, que la Corte a-qua, conoció en primera
instancia del asunto de que se trata, en virtud de lo que
dispone el artículo 71, en su párrafo 2do., de la Constitu-
ción , y en tales circunstancias al estar abierto contra dicha
sentencia el recurso ordinario de la apelación, no se podía
como se hizo interponer válidamente un recurso de casa-
ción, por lo que procede declarar dicho recurso inadmisible;
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Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re,
curso de casación interpuesto por Alejandro Gómez Mejía
contra la sentencia dictada en atribuciones correccionales'
por la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, el
2 de septiembre de 1975, cuyo dispositivo se ha copiado en
parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena al re-
c:irrente al pago de las costas penales.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la -iuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L.
Hernan.dez Fspaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 18 DE FEBRERO DEL 1981

senterocia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 28 de abril de 1977.

materia: Correccional.

Recurrentes: Jesús Altagracia Hernández, Partido Quisqueyano
Demócrata y la Seguros Pepín, S. A.

Abogado: Dr. J. O. Viñas Bonnelly.

Interyiniente: Bienvenido Hernández Radríguez.
Abogado: Dr. César A. Medina.

Dios, Patria y Liberead,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
fín 	 Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama ; Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio &ras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín I.. Hernández Es-
paillat, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santc Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 18 de febrero del 1981,
años 137' de la Independencia y 118' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como Corte de Casación, la si-
guient 2 sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por José Altagracia Hernández, dominicano, mayor
de edad, casado, chofer, domiciliado y residente en la calle
16 de Agosto N9 8, Pedernales, cédula N O 3562, serie 20;
Partido Quisqueyano Demócrata, con su domicilio en la
calle Nicolás de Ovando NO del Ensanche Ozama y la Se-
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guros Pepín, S. A., con su asiento social en la casa N9 39
de la calle Isabel la Católica, de esta ciudad, contra senten-
cia dictada, en atribuciones correccionales, el 28 de abril
de 1977, por la Corte de Apelación de Santo Dorn'utgo, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Germán Alvarez, en la lectura de sus con-
clusiones, en representación del Dr. César A. Medina, cé-
dula 8325, serie 22, abogado del intervinien te Bienvenido
Hernández Rodríguez, dominicano, mayor de edad, soltero.
cédula 6835, serie 65, domiciliado en esta ciudad en la calle
38 N9 45, Barrio Las Flores:

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, el 17 de mayo de 1977, a re-
querimiento del Dr. Diógenes Amare cédula N9 10655, se-•
rie 55, en representación de los recurrentes, en la cual no
se propone contra la sentencia impugnada, ningún medio
determinado de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes, del
19 de junio de 1978, suscrito por el Dr. J. O. Viñas Bonnelly,
cédula 13849, serie 56, en el cual se proponen contra la sen-
tencia impugnada los medios que se indican más adelante;

Visto el escrito del interviniente, del 19 de junio de
1978, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, d'espués de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley 241 de 1967
sobre tránsito y vehículos; 1384 del Código Civil, y 1 y 10
de la Ley 4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio de Vehícu-
los de Motor y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en
esta ciudad, el 19 de junio de 1973, en el cuál resultó una
persona con lesiones corporales, la Sexta Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó
en atribuciones correccionales, el 20 de enero de 1975, una
sentencia cuyo dispositivo aparece inserto en el de la ahora
impugnada; b) que sobre los recursos interpuestos, intervino
la sentencia ahora impugnada en caslción con el siguiente
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Admite como regular y
válido en la forma el recurso de apelación interpuesto por:
a) por el Dr. César Augusto Medina a nombre de Bienveni-
do Hernández Rodríguez; b, por el Dr. Augusto César Canó
González, Magistrado Procurador Fiscal del D. N., a nombre
y representación del Magistrado Procurador General de la
Corte de Apelación de Santo Domingo, contra sentencia dic-
tada por la Sexta Cámara de lo Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del D. N., en fecha 20 de enero de 1975, cuya
parte dispositiva dice así: 'Falla: Primero: Se declara al
nombrado José Alt. Hernández, culpable de violar la Ley
241, en perjuicio de Bienvenido H. Rodríguez y en conse-
cuencia se condena a pagar una multa de Cincuenta pesos
oro (RDS50.00) y al pago de las costas; Segundo: Se declara
buena y válida la constitución en parte civil intentada por
Bienvenido H. Rodríguez en contra del Partido Quisqueyano
Demócrata, al pago de una indemnización de dos mil pesos
oro (RD$2,000.00) a favor de la parte civil constituida, por
los daños morales y materiales sufridos por ella con mo-
tivo del accidente; más al pago de los intereses legales de
la suma acordada a partir de la fecha de la demanda en
justicia, nds al pago de las costas de modo solidario de las
mismas en favor o distracción en provecho del Dr. César
Augusto Medina, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad; Tercero: Se declara la presente sentencia le sea
común y oponible a la Compañía de Seguros Pepín, S. A.,
entidad aseguradora del vehículo; Cuarto: Se rechazan las
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conclusiones del abogado de la defensa y de la Cía. Asegu-
radora por improcedente y mal fundada'. Por haber sido
hecho dentro del plazo y las demás formalidades legales:—
SEGUNDO: Rechaza las conclusiones incidentales emitidas
por el Dr. Diógenes Amaro a nombre y representación del
Partido Quisqueyano Demócrata, parte civil responsable,
por improcedente y mal fundada:— TERCERO: En cuar.to
al fondo pronuncia el defecto contra el Partido Quisqueyano
Demócrata, por falta de concluir al fondo; b) Contra la
Compañía de Seguros Pepín, S. A., por no haber compare-
cido a la audiencia a la cual fuera legalmente citada y em-
piazada;— CUARTO: Modifica la sentencia recurrida en su
ordinal 2do., lo que respecta a la indemnización acordada
y la Corte por propia autoridad la fija en la suma de Tres
mil pesos Gro (RD$3,000.00) por estar más en armonía con
los hechos y los daños recibidos por la víctima:- - QUINTO:
Confirma la sentencia recurrida en sus demás aspectos;—
SEXTO: Condena a José Altagracia Hernández, al pago de
las costas penales de la alzada;— SEPTIMO: Condena a
José Alt. Hernández, y al Partido Qu;squeyano Demócrata
al pago de las costas civiles de la alzada con distracción de
las mismas en provecho del Dr. César Augusto Medina, abo-
gado que afirma haberlas avanzado en su totalidad;— OC-
TAVO: Declara esta sentencia común y oponible a la Com-
pañía de Seguros Pepín, S. A., por ser la enti-lad asegura-
dora del vehículo que causó el accidente en virtud del ar-
tículo 10 de la Ley 4117";

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada, los siguientes medios de casación:
Primer Medio: Violación Art. 180 drtl Código de Instrucción
Criminal; Segundo Medio: Violación Art. 69 del Código de
Procedimiento Civil, aplicable a la materia y violación al
derecho de defensa; Tercer Medio: Desconocimiento de los
Arts. 214 y siguientes del Código de Procedimiento Civil y
exceso de poder; Cuarto Medio: Falta de base legal y au-
sencia total de motivos.; Quinto Me,dio: Violación Art. 10 de
la Ley N9 4117;

111111Y Considerando, que en el desarrollo de su primer y se-
gundo medios de casación, los recurrentes alegan "que 3a
primera obligación en que estaba la Corte a-qua, era citar
al Partido Quisqueyano Demócrata en su verdadero domi-
cilio, a requerimiento de alguien con calidad para hacerlo";
que la Corte a-qua, se conformó a una afirmación ligera del
alguacil actuante, dejando condenación en acta levantada
al efecto, de que ese partido político no tenía domicilio co-
nocido en Santo Domingo, tratándose de una organización
política cuyas oficinas están en la ciudad de Santo Domingo,
que le hubiera bastado al Alguacil apersonarse a la Junta
Central Electoral o la Junta del Distrito a los fines de co-
nocer el domicilio de la mencionada organización, que al no
ser citado debidamente sin cumplirse las lormalidades le-
gales, la sentencia debe ser casada;

Considerando, que sólo se procede a la aplicación del
procedimiento establecido en el artículo 69 del Código de
Procedimiento Civil, en caso de que la persona o entidad
pública que se debe citar no tenga domicilio conocido en la
República, que en la especie, por trata...se de un partido po-
lítico y antes de recurrir al procedimiento excepcional del
Art. 69 ya mencionado, era deber del Alguacil actuante,
obtener en la Junta Central Electoral o donde fuere nece-
sario, la información referente al domicilio de la entidad
política ya mencionada, que al no hacerlo así no fue lo su-
ficiente diligente y en consecuencia la sentencia intervenida
en esas condiciones debe ser casa la sin nece&dad de pon-
derar los demás medios del presente recurso;

Por tales motivos, Pr:.merc: Admite como interviniente
a Bienvenido Hernández Rodríguez en los recursos de casa-
ción interpuestos por José Altagracia Hernández, el Partido
Quisqueyano Demócrata y la Seguros Pepín, S. A., contra
sentencia dictada en sus atribuciones con eccionales. el 28
de abril de 1977, por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, cuyo dispositivo aparece copiado en parte anterior
del presente fallo; Segundo: Casa la mencionada sentencia
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sario, la información referente al domicilio de la entidad
política ya mencionada, que al no hacerlo así no fue lo su-
ficiente diligente y en consecuencia la sentencia intervenida
en esas condiciones debe ser casa la sin neces i dad de pon-
derar los demás medios del presente recurso;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente
a Bienvenido Hernández Rodríguez en los recursos de casa-
ción interpuestos por José Altagracia Hernández, el Partido
Quisqueyano Demócrata y la Seguros Pepín, S. A., contra
sentencia dictada en sus atribuciones con eccionales. el 28
de abril de 1977, por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, cuyo dispositivo aparece copiado en parte anterior
del presente fallo; Segundo: Casa la mencionada sentencia
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y envía el asunto por ante la Corte de Apelación de San
Cristóbal en las mismas atribuciones; y Tercero: Declara las
costas penales de oficio y compens2 las costas civiles entre
las partes.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista
Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joa-
quín L. Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 18 DE FEBRERO DEL 1981

sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha
9 de septiembre de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Procurador General de la Corte de La Vega y com-
partes.

Abogados: Dr: José Joaquín Madera, Manuel de Js. Disla Suárez,

curridos: Clyde E. Rosario, Pedro Antonio Lora, 'lector Valen-
zuela, Berto Veloz.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
fin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Joaquín Hernández Espaillat, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 18 del mes de febrero del ario 1981, arios 137' de
la Independencia y 118' ,de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como Corte de Casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por el Ma-
gistrado Procurador General de la Corte de Apelación de
La Vega; por Juan Bautista Vélez y María Joaquina de
León, dominicana, mayor de edad, casada, domiciliada en
Arenoso, La Vega, cédulas Nos. 30530 y 2090, series 31 y 39,
respectivamente; por Altagracia Vélez de León, dominica-
na, mayor de edad, domiciliada en la ciudad de La Vega;
Por Rafaael Rosa de León o Eubracio Rosa de León, domi-



y envía el asunto por ante la Cor';e de Apelación de San
Cristóbal en las mismas atribuciones; y Tercero: Declara las
costas penales de oficio y compensa las costas civiles entre
las partes.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez PerellO.— Juan Bautista
Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joa-
quín L. Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y ario en él expresados y
'fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 18 DE FEBRERO DEL 1981

seatencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha
, 9 de septiembre de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Procurador General de la Corte de La Vega y com-

.
partes.

abogados: Dr: José Joaquín Madera, Manuel de Js. Disla Suárez,

Recurridos: Clyde E. Rosario, Pedro Antonio Lora, Héctor Valen-
zuela, Berto Veloz.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.
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En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Joaquín Hernández Espaillat, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 18 del mes de febrero del año 1981, arios 137' de
la Independencia y 118' ,de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como Corte de Casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por el Ma-
gistrado Procurador General de la Corte de Apelación de
La Vega; por Juan Bautista Vélez y María Joaquina de
León, dominicana, mayor de edad, casada, domiciliada en
Arenoso, La Vega, cédulas Nos. 30530 y 2090, series 31 y 39,
respectivamente; por Altagracia Vélez de León, dominica-
Pa, mayor de edad, domiciliada en la ciudad de La Vega;
Por Rafaael Rosa de León o Eubracio Rosa de León, domi-
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!i nicano, mayor de edad; por Ana Julia de León, dominicana,
mayor de edad, y por José Domingo de León, dominicano'
mayor de edad, soltero, domiciliado en Arenoso, municipio'
de Santiago, cédula N 9 81239, serie 31, contra la sentencia
dictada en sus atribuciones correccionales, por la Corte
de Apelación de La Vega el 9 de septiembre de 1977, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

i
Oído al Alguacil de turno en la lectura del sol;

Oído al Dr. Manuel de Jesús Disla Suárez, por sí y por
el Dr. Clyde Eugenio Rosario, abogados del recurrente Eu-
fracio Rosario León o Rafael Rosa de León, en la lectura
de sus conclusiones;

Oído al Dr. Héctor Valenzuela, cédula N 9 68516, serie
lra., en representación del Dr. Pedro Antonio Lora, abo-
gado de la recurrente Ana Julia de León, en la lectura de
sus conclusiones;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Héctor
Valenzuela, abogado de los recurrentes Juan Bautista Vélez
y María Joaquina de León;

Oído al Dr. Héctor Valenzuela, en representación del
Dr. Berto E. Veloz, abogados del recurrente José Domingo
de León, en da lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría de
la Corte a-qua el 12 de septiembre de 1977, a requerimiento
del Dr. Mario José Mariot Eró, en la cual no se propone nin-
gún medio determinado de casación;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua el 12 de septiembre de 1977, a requer i

-miento del Dr. Héctor Valenzuela, cédula 68516, serie lra.,
en representación de los recurrentes Juan Bautista Vélez
y María Joaquina de León, en la cual no se propone nin-

gún medio determinado de casación;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua el 12 de septiembre de 1977, a requeri-
miento del Dr. José Joaquín Madera, cédula N 9 49779, serie
31 en representación de la recurrente Altagracia Vélez de
León, en la cual no se propone ningún medio determinado
de casación;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua el 12 de septiembre de 1977, a requeri-
miento del Dr. Héctor Valenzuela, en representación del
Dr. Manuel de Jesús Disla, quien a su vez representa al
recurrente Rafael Rosa de León, acta en la cual no se pro-
pone ningún medio determinado de casación;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a•qua el 12 de septiembre de 1977,
a requerimiento del Dr. Pedro Ant. Lora, en representa-
ción de la recurrente Ana Julia de León, en la cual no se
propone ningún medio determinado de casación;

Vista, el acta de casación levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua el '12 de septiembre de 1977, a requeri-
miento del Dr. Berto Emilio Veloz, en representación del
recurrente José Domingo de León;

Visto el memorial del Magistrado Procurador General
de la Corte de Apelación de La Vega, del 13 de octubre de
1978, en el cual se propone el medio que se indica más
adelante;

Visto el memorial de la recurrente Altagracia Vélez
de León, del 13 de octubre de 1978, suscrito por el Dr. José
Joaquín Madera, en el cual se propone el medio de casa-
ción que luego se indica;

Visto el memorial del recurrente, José Domingo de
León, del 13 de octubre de 1978, suscrito por el Dr. BPrto
Emilio Veloz, en el cual se propone el medio que se indica
más adelante;

Visto el memorial de los recurrentes Juan Bautista
Vélez y María Joaquina de León, del 13 de octubre de 1978,
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nicano, mayor de edad; por Ana Julia de León, dominicana
mayor de edad, y por José Domingo de León, dominicano'
mayor de edad, soltero, domiciliado en Arenoso, municipio'
de Santiago, cédula N9 81239, serie 31, contra la sentencia
dictada en sus atribuciones correccionales, por la Corte
de Apelación de La Vega el 9 de septiembre de 1977. cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del sol;

Oído al Dr. Manuel de Jesús Disla Suárez, por sí y por
el Dr. Clyde Eugenio Rosario, abogados del recurrente Eu-
fracio Rosario León o Rafael Rosa de León, en la lectura
de sus conclusiones;

Oído al Dr. Héctor Valenzuela, cédula N9 68516, serie
ira., en representación del Dr. Pedro Antonio Lora, abo-
gado de la recurrente Ana Julia de León, en la lectura de
sus conclusiones;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Héctor
Valenzuela, abogado de los recurrentes Juan Bautista Vélez
y María Joaquina de León;

Oído al Dr. Héctor Valenzuela, en representación del
Dr. Berto E. Veloz, abogados del recurrente José Domingo
de León, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría de
la Corte a-qua el 12 de septiembre de 1977, a requerimiento
del Dr. Mario José Mariot Eró, en la cual no se propone nin-
gún medio determinado de casación;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua el 12 de septiembre de 1977, a requeri-
miento del Dr. Héctor Valenzuela, cédula 68516, serie ira.,
en representación de los recurrentes Juan Bautista Vélez
y María Joaquina de León, en la cual no se propone nin-
gún medio determinado de casación;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua el 12 de septiembre de 1977, a requeri-
miento del Dr. José Joaquín Madera, cédula N9 49779, serie
31 en representación de la recurrente Altagracia Vélez de
/;5n, en la cual no se propone ningún medio determinado
de casación;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua el 12 de septiembre de 1977, a requeri-
miento del Dr. Héctor Valenzuela, en representación del
Dr. Manuel de Jesús Disla, quien a su vez representa al
recurrente Rafael Rosa de León, acta en la cual no se pro-
pone ningún medio determinado de casación;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua el 12 de septiembre de 1977,
a requerimiento del Di. Pedro Ant. Lora, en representa-
ción de la recurrente Ana Julia de León, en la cual no se
propone ningún medio determinado de casación;

Vista, el acta de casación levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua el 12 de septiembre de 1977, a requeri-
miento del Dr. Berto Emilio Veloz, en representación del
recurrente José Domingo de León;

Visto el memorial del Magistrado Procurador General
de la Corte de Apelación de La Vega, del 13 de octubre de
1978, en el cual se propone el medio que se indica más
adelante;

Visto el memorial de la recurrente Altagracia Vélez
de León, del 13 de octubre de 1978, suscrito por el Dr. José
Joaquín Madera, en el cual se propone el medio de casa-
ción que luego se indica;

Visto el memorial del recurrente, José Domingo de
León, del 13 de octubre de 1978, suscrito por el Dr. Bort°
Emilio Veloz, en el cual se propone el medio que se indica
más adelante;

Visto el memorial de los recurrentes Juan Bautista
Vélez y María Joaquina de León, del 13 de octubre de 1978,
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de Ramón Bolívar de León (fallecido); Dulce Natividad
Ureña y Juana Dolores Ureña, y en consecuencia se le
condena al pago de una multa de RD$50.00; Segundo: Se
le condena además al pago de las costas penales; Tercero:
Se acogen como buenas y válidas en cuanto a la forma las
constituciones en partes civiles formuladas por los señores
Juan Bautista Vélez de León y María Joaquina de León,
en sus calidad de padres de la víctima Ramón Bolívar de
León, a través de su abogado Dr. Héctor Valenzuela; Ra-
fael Rosas de León (hermano) a través del Dr. MI. de Je-
sús Disla Suárez; Altagracia Vélez (hermana) del Dr. José
Joaquín Madera; Ana Julia de León, del Dr. Pedro Ant.
Lora; José Domingo de León (hermano) del Dr. Berto Ve-
loz, en contra de Luis Ml. Cabral Amiama y/o Transporte
La Cigüeña, S. A., y la Cía. de Seguros Primera Holandesa
de Seguros, C. por A., por haber sido intentada conforme
a la Ley; Cuarto: En cuanto al fondo se condena a Luis Ma-
nuel Cabral Amiama y/o Transporte La Cigüeña, S. A., al
pago de RD$2,000.00 (Dos Mil Pesos Oro) para cada una
de las partes Civiles Constituidas; Quinto: Se condena ade-
más a Luis MI. Cabral Amiama y/o Transporte La Cigüeña,
S. A., al pago de los intereses legales de esas sumas a par-
tir de la fecha de la demanda a título de indemnización
supletoria ; Sexto: Se condena a Luis Ml. Cabral Amiama
y/o Transporte La Cigüeña, S. A., y la Compañía de Segu-
ros La Primera Holandesa de Seguros, C. por A., al pago
de las costas civiles con distracción de las mismas en pro-
vecho de los Dres. Héctor Valenzuela, José Joaquín Madera,
Ml. de Js. Disla Suárez, Pedro Ant. Lora, Berto E. Veloz,
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad; Sépti-
mo: Se declara la presente sentencia común y oponible a.
la Compañía aseguradora La Primera Holandesa de Segu-
ros, C. A., aseguradora de la responsabilidad civil de Luis
Ml. Cabral Amiama y /o Transporte La Cigüeña, S. A.'; por
haber sido hechos de conformidad con la Ley; SEGUNDO:
Revoca en todas sus partes la decisión recurrida y obrando
por propia autoridad y contrario imperio decide: a) Declara

suscrito por su abogado en el cual se propone el medio que
se indica más adelante;

Visto el memorial de la recurrente Ana Julia de León
del 13 de octubre de 1978, suscrito por su abogado, en el
cual se propone el medio que luego se indica;

Visto el memorial del recurrente Eufracio Rosa de
León o Rafaael Rosa de León, del 13 de octubre de 1978,
suscrito por su abogado, en el cual se propone el medio
que se indica más adelante: 	 41

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de I
liberado, y vistos los textos legales invocados por los re-
currentes, que se mencionan más adelante, y los artículos
1, 20, 43 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en el
kilómetro 90 de la autopista Duarte el 21 de mayo de 1975,
en el cual una persona resultó muerta y otras con lesiones
corporales, la Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de La Vega dictó el 11 .,
de noviembre de 1976 una sentencia cuyo dispositivo se
copia más adtlante, inserto en el de la ahora impugnada;
b) que sobre las apelaciones interpuestas, intervino el 9 de
septiembre de 1977 el fallo ahora impugnado en casación
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara re-
gulares y válidos en la forma los recursos de apelación in-
terpuestos por el prevenido Luis Peguero, la persona civil-
mente responsable; Luis Manuel Amiama y/o Transporte
"La Cigüeña, S. A.", y la Compañía de Seguros La Primera
Holandesa de Seguros, C. por A., contra sentencia correc-
cional Núm. 1357, dictada por la Primera Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La
Vega, en fecha 11 de noviembre de 1976, la cual tiene el dis- ,,,,
positivo siguiente: 'Primero: Se declara culpable al preve

-nido Luis Peguero, de violar la Ley No 241, en perjuicio



suscrito por su abogado en e', cual se propone el medio quc
se indica más adelante;

224	 BOLETIN JUDICIAL	 BOLETIN JUDICIAL	 225

Visto el memorial de la recurrente Ana Julia de León
del 13 de octubre de 1978, suscrito por su abogado, en el
cual se propone el medio que luego se indica;

Visto el memorial del recurrente Eufracio Rosa de an
León o Rafaael Rosa de León, del 13 de octubre de 1978,
suscrito por su abogado, en el cual se propone el medio
que se indica más adelante:

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los textos legales invocados por los re-
currentes, que se mencionan más adelante, y los artículos
1, 20, 43 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en el
kilómetro 90 de la autopista Duarte el 21 de nayo de 1975,
en el cual una persona resultó muerta y otras con lesiones
corporales, la Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de La Vega dictó el 11
de noviembre de 1976 una sentencia cuyo dispositivo se
copia más adtlante, inserto en el de la ahora impugnada;
b) que sobre las apelaciones interpuestas, intervino el 9 de
septiembre de 1977 el fallo ahora impugnado en casación
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara re-
gulares y válidos en la forma los recursos de apelación in-
terpuestos por el prevenido Luis Peguero, la persona civil-
mente responsable; Luis Manuel Amiama y/o Transporte
"La Cigüeña, S. A.", y la Compañía de Seguros La Primera
Holandesa de Seguros, C. por A., contra sentencia correc-
cional Núm. 1357, dictada por la Primera Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La
Vega, en fecha 11 de noviembre de 1976, la cual tiene el dis-
positivo siguiente: 'Primero: Se declara culpable al preve- 9

nido Luis Peguero, de violar la Ley N9 241, en perjuicio

de Ramón Bolívar de León (fallecido); Dulce Natividad
Ureña y Juana Dolores Ureña, y en consecuencia se le
condena al pago de una multa de RDS50.00; Segundo: Se
le condena además al pago de las costas penales; Tercero:
Se acogen como buenas y válidas en cuanto a la forma las
constituciones en partes civiles formuladas por los señores
Juan Bautista Vélez de León y María Joaquina de León,
en sus calidad de padres de la víctima Ramón Bolívar de
León, a través de su abogado Dr. Héctor Valenzuela; Ra-
fael Rosas de León (hermano) a través del Dr. MI. de Je-
sús Disla Suárez; Altagracia Vélez (hermana) del Dr. José
Joaquín Madera; Ana Julia de León, del Dr. Pedro Ant.
Lora; José Domingo de León (hermano) del Dr. Berto Ve-
loz, en contra de Luis Ml. Cabral Amiama y/o Transporte
La Cigüeña, S. A., y la Cía. de Seguros Primera Holandesa
de Seguros, C. por A., por haber sido intentada conforme
a la Ley; Cuarto: En cuanto al fondo se condena a Luis Ma-
nuel Cabral Amiama y/o Transporte La Cigüeña, S. A., al
pago de RD$2,000.00 (Dos Mil Pesos Oro) para cada una
de las partes Civiles Constituidas; Quinto: Se condena ade-
más a Luis MI. Cabral Amiama y/o Transporte La Cigüeña,
S. A., al pago de los intereses legales de esas sumas a par-
tir de la fecha de la demanda a título de indemnización
supletoria ; Sexto: Se condena a Luis Ml. Cabral Amiama
y/o Transporte La Cigüeña, S. A., y la Compañía de Segu-
ros La Primera Holandesa de Seguros, C. por A., al pago
de las costas civiles con distracción de las mismas en pro-
vecho de los Dres. Héctor Valenzuela, José Joaquín Madera,
Ml. de Js. Disla Suárez, Pedro Ant. Lora, Berto E. Veloz,
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad; Sépti-
mo: Se declara la presente sentencia común y oponible a
la Compañía aseguradora La Primera Holandesa de Segu-
ros, C. A., aseguradora de la responsabilidad civil de Luis
MI. Cabral Amiama y /o Transporte La Cigüeña, S. A.'; por
haber sido hechos de conformidad con la Ley; SEGUNDO:
Revoca en todas sus partes la decisión recurrida y obrando
por propia autoridad y contrario imperio decide: a) Declara
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no culpable al prevenido Luis Peguero, de violar la Ley
Núm. 241, por no haberse aportado la prueba de su falta y
en consecuencia lo descarga de toda responsabilidad penal;
b) Declara regulares y válidos en la forma, las constitucio-
nes en parte civil hechas por María Joaquina de León, Juan
Bautista Vélez, Ana Julia de León, José Domingo de León,
Rafael Rosa de León y Altagracia Vélez de León, al través
de sus respectivos abogados, en contra de la persona civil-
mente responsable Luis Manuel Cabral Amiama y/o Trans-
porte La Cigüeña, S. A y la Primera Holandesa de Segu-
ros, C. A., por llenar los requisitos legales; c) En cuanto
al fondo rechaza dichas constituciones en partes civiles por
improcedentes y mal fundadas; d) Declara las costas pena-
les relativas a Luis Peguero, de oficio; e) Condena a las
Supras Indicadas partes civiles constituídas al pago de las
costas civiles; 'distrayendo las mismas en provecho de los
letrados Lic. Constantino Benoit y Dr. Rubén Francisco
Castellanos, quienes afirman haberlas avanzado en su ma-
yor parte";

Considerando, que el Magistrado Procurador General
de la Corte de Apelación de La Vega propone, en su me-
morial, el siguiente medio único de casación:— Desnatura-
lización de los hechos y falta de base legal;

Considerando, que la recurrente Altagracia Vélez de
León propone el siguiente medio de casación:— Desnatura-
lización de los hechos, falta de base legal y motivos contra-
dictorios;

Considerando, que el recurrente José Domingo de León
propone, contra la sentencia que impugna, los siguientes
medios de casación: Primer Media:— Desnaturalización de
los hechos y errónea y contradictoria ponderación de los
mismos; Segundo Medio:— Falta de base legal en lo que
concierne a los testimonios dados por los testigos de la
causa, errónea ponderación de los mismos;

Considerando, que en su memorial los recurrentes Juan
Bautista Vélez y María Joaquina de León, proponen el si-
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diente medio único de casación: Desnaturalización de los
lechos, motivos contradictorios y falta de base legal;

Considerando, que a su vez la recurrente Ana Julia de
León, propone el siguiente medio de casación: Desnaturali-
zación de los hechos, falta de base legal y motivos contra-

cdiiIrcliulsy; circunstancias de la causa; motivos contradicto-

Considerando, que el recurrente Rafael Eufracio Rosa
de 

León o Rafael Rosa de León propone el medio de casa-
sigue: Media Unico:-- Falta de ponderación de los

h
rios; Desnaturalización de los hechos de la causa; Violación
del artículo 141, del Código de Procedimiento Civil; Falta
de base legal; Violación al artículo N• 49 de la Ley N 9 241,
y a los artículos 1382, 1383 y 1384 del Código Civil y 10 de
la Ley N 9 4117;

1	 Considerando, que los recurrentes proponen en su me-
morial, que por su igualdad se reúnen para su examen, en
síntesis, lo siguiente: que la Corte a-qua en la motivación
que hace en la sentencia recurrida expresa: que con el im-
pacto el camión quedó a su derecha, después de romper unos
alambres de un poste de una cerca, siempre a la derecha del
camión, y el carro quedó en el carril izquierdo; que nada
más falso que esta afirmación de la Corte a-qua, pues la
testigo Teresa Tavarez y el propio Luis Peguero, mandes-

4 taron por ante el Juzgado de Primera Instancia, que el ca-
go rro quedó encima de la pista, en la derecha; que Luis Pe-

guero declaró, en ambas instancias, lo siguiente: yo ví el
carro un poquito cargado a la raya del centro, pero a su
derecha, ya íbamos pasando el Típico Bonao, con la luz
puesta, al paso, en una recta de como 2 kilómetros, no ve-
nía vehículo de ningún lado, el carro no venía recargado
a la raya negra, le quité la luz, al pasarle no sé debido a
qué dio en lado izquierdo, el carro siguió, yo salí afuera a
ver y ví el carro que estaba parado a su derecha, con el
frente hacia la pista, pero el tránsito no se obstaculizó; que
en la Corte, el conductor Peguero robustece esta declara-
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no culpable al prevenido Luis Peguero, de violar la Ley
Núm. 241, por no haberse aportado la prueba de su falta y
en consecuencia lo descarga de toda responsabilidad penal;
b) Declara regulares y válidos en la forma, las constitucio-
nes en parte civil hechas por María Joaquina de León, Juan
Bautista Vélez, Ana Julia de León, José Domingo de León,
Rafael Rosa de León y Altagracia Vélez de León, al través
de sus respectivos abogados, en contra de la persona civil-
mente responsable Luis Manuel Cabral Amiama y/o Trans-
porte La Cigüeña, S. A., y la Primera Holandesa de Segu-
ros, C. A., por llenar los requisitos legales; c) En cuanto
al fondo rechaza dichas constituciones en partes civiles por
improcedentes y mal fundadas; d) Declara las costas pena-
les relativas a Luis Peguero, de oficio; e) Condena a las
Supras Indicadas partes civiles constituidas al pago de las
costas civiles; distrayendo las mismas en provecho de los
letrados Lic. Constantino Benoit y Dr. Rubén Francisco
Castellanos, quienes afirman haberlas avanzado en su ma-
yor parte";

Considerando, que el Magistrado Procurador General
"I	 de la Corte de Apelación de La Vega propone, en su me-
i I	 morial, el siguiente medio único de casación:— Desnatura-

lización de los hechos y falta de base legal;
Considerando, que la recurrente Altagracia Vélez de

León propone el siguiente medio de casación:— Desnatura-
lización de los hechos, falta de base legal y motivos contra-
dictorios;

Considerando, que el recurrente José Domingo de León
propone, contra la sentencia que impugna, los siguientes
medios de casación: Primer Medio:— Desnaturalización de
los herhos y errónea y contradictoria ponderzeión de los
mismos; Segundo Medio:— Falta de base legal en lo que
concierne a los testimonios dados por los testigos de la
causa, errónea ponderación de los mismos;

Considerando, que en su memorial los recurrentes Juan
Bautista Vélez y María Jo:--tquina de León, proponen el si-

guient e medio único de casación: Desnaturalización de los
echos, motivos contradictorios y falta de base legal;h 

Considerando, que a su vez la recurrente Ana Julia de
León, propone el siguiente medio de casación: Desnaturali-
zación de los hechos, falta de base legal y motivos contra-
dictorios;

Considerando, que el recurrente Rafael Eufracio Rosa
de

León o Rafael Rosa de León propone el medio de casa-
ción que sigue: Me4io Unico:-- Falta de ponderación de los
hechos y circunstancias de la causa; motivos contradicto-
rios; Desnaturalización de los hechos de la causa; Violación
del artículo 141, del Código de Procedimiento Civil; Falta
de base legal; Violación al artículo N9 49 de la Ley N9 241,
y a los artículos 1382, 1383 y 1384 del Código Civil y 10 de
la Ley N9 4117;

1 0- - Considerando, que los recuentes proponen en su me-111v recurrentes,
• morial, que por su igualdad se reúnen para su examen, en

síntesis, lo siguiente: que la Corte a-qua en la motivación
que hace en la sentencia recurrida expresa: que con el im-
pacto el camión quedó a su derecha, después de romper unos
alambres de un poste de una cerca, siempre a la derecha del
camión, y el carro quedó en el carril izquierdo; que nada
más falso que esta afirmación de la Corte a - qua, pues la
testigo Teresa Tavarez y el propio Luis Peguero, manifes-
taron por ante el Juzgado de Primera Instancia, que el ca-
rro quedó encima de la pista, en la derecha; que Luis Pe-
guero declaró, en ambas instancias, lo siguiente: yo ví el
carro un poquito cargado a la raya del centro, pero a su
derecha, ya íbamos pasando el Típico Bonao, con la luz
puesta, al paso, en una recta de como 2 kilómetros, no ve-
nía vehículo de ningún lado, el carro no venía recargado
a la raya negra, le quité la luz, al pasarle no sé debido a
qué dio en lado izquierdo, el carro siguió, yo salí afuera a
ver y ví el carro que estaba parado a su derecha, con el
frente hacia la pista, pero el tránsito no se obstaculizó; que
en la Corte, el conductor Peguero robustece esta declara-
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ción cuando afirma: el carro quedó con las dos gomas de
atrás en el pasillo y el frente en la pista; que frente a estas
declaraciones, de dónde saca la Corte que el carro quedó
ocupándole el carril al camión; que la Corte a-qua desna.
turalizó los hechos de la causa al afirmar que el carro que-
dó totalmente a la izquierda, ocupando el carril del camión;
que constituye otra desnaturalización cuando la Corte a-qua
dice -en su motivación, que todo sucedió como lo relató la
testigo Teresa Tavárez, que el accidente ocurrió al llegar
al kilómetro 90 de la autopista Duarte, cuando se estableció
que la testigo Teresa Tavárez vivía en el kilómetro 83 de
la referida autopista y manifestó que el accidente ocurrió
10 metros aproximadamente de su casa, cuando el accidente
ocurrió realmente en el kilómetro 90 de la autopista; que
se desnaturalizan los hechos de la causa al decir la Corte
a-qua que el carro que conducía Ramón Bolívar de León
quedó en el carril izquierdo de la vía por donde transitaba;
que también se desnaturalizan los hechos de la causa al
afirmar la Corte a-qua que por donde transitaba el carro.
después del Típico Bonao, hay una curva; que nada más
falso, pues el lugar donde ocurrió el accidente es el deno-
minado la recta de Bonao; que si la Corte a-qua hubiera
ponderado las declaraciones del testigo Eugenio Mendoza,
las que descartó injustificadamente, por ser un testigo pre-
sencial, ocupante del carro, y le hubiera dado su verdade-
ro sentido y alcance a las demás declaraciones, como lo hizo
el Juez de primer grado ,otro hubiese sido el fallo: máxime,
cuando el propio Luis Peguero, mantuvo siempre, en ambos
grados de jurisdicción, que el carro transitaba a su derecha;
que por todas esas razones, procede casar la sentencia im-
pugnada;

Considerando, que en efecto, el examen de la sentencia
impugnada pone de manifiesto que la Corte a-qua para de-

clarar la no culpabilidad de Luis Peguero, lo hizo sobre la
base de que: "con el impacto el camión quedó a su derecha.
después de romper unos alambres y un poste de una cerca,
siempre a la derecha del camión y el carro quedó en el

carril izquierdo, es decir, ocupando el que no le correspon-
día; que se comprueba que el único culpable fu-e De León,
y que, por sus faltas cometidas, exclusivamente de él, fue-
ron la causa generadora de la tragedia, y que el contrario,
el chofer Peguero conducía correctamente, marchando com-
pletamente a su derecha, donde fue chocado al invadir y
abarcar el occiso su vía"; que, sin embargo, tal y como lo
afirman los recurrentes en sus memoriales, del estudio de
las piezas del expediente y de los documentos a que se re-
fiere la sentencia impugnada, no se infiere que el carro
que conducía Ramón Bolívar de León, muerto en el acci-
dente a consecuencia de les golpes recibidos, ocupara la vía
que correspondía al camión conducido por Luis Peguero, ni
que dicho carro quedara en el lado izquierdo, después del
accidente; que al fallar como lo hizo, la Corte a-qua incu-
rrió en el fallo impugnado en una desnaturalización de los
hechos de la causa, por cuanto dio a esos hechos un sentido
y un alcance que no tienen, por lo que procede casar la
sentencia impugnada;

Considerando, que las ccstas podrán ser compensadas
cuando una sentencia fu-ere casada por desnaturalización
de los hechos;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por la Corte de Apelación de La Vega, en sus atribuciones
correccionales, el 9 de septiembre de 1977, cuyo dispositivo
se ha copiado en parte anterior del presente fallo, y envía
el asunto por ante la Corte de Apelación de Santiago, -en
las mismas atribuciones; Segundo: Declara las costas pena-
les de oficio y compensa las civiles entre las partes.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Joa-
quín Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario Ge-
neral.
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ción cuando afirma: el carro quedó con las dos gomas de
atrás en el pasillo y el frente en la pista; que frente a esta
declaraciones, de dónde saca la Corte que el carro queda
ocupándole el carril al camión; que la Corte a-qua desna.
turalizó los hechos de la causa al afirmar que el carro que.
dó totalmente a la izquierda, ocupando el carril del camión;
que constituye otra desnaturalización cuando la Corte a-qua
dice en su motivación, que todo sucedió como lo relató la
testigo Teresa Tavárez, que el accidente ocurrió al llegar
al kilómetro 90 de la autopista Duarte, cuando se estableció
que la testigo Teresa Tavánez vivía en el kilómetro 83 de
la referida autopista y manifestó que el accidence ocurrió
10 metros aproximadamente de su casa, cuando el accidente
ocurrió realmente en el kilómetro 90 de la autopista; que
se desnaturalizan los hechos de la causa al decir la Corte
-qua que el carro que conducía Ramón Bolívar de León

quedó en el carril izquierdo de la vía por donde transitaba;
que también se desnaturalizan los hechos de la causa al
afirmar la Corte a-qua que por donde transitaba el carro,
después del Típico Bonao, hay una curva; que nada más
falso, pues el lugar donde ocurrió el accidente es el deno-
minado la recta de Bonao; que si la Corte a-qua hubiera
ponderado las declaraciones del testigo Eugenio Mendoza.
las que descartó injustificadamente, por ser un testigo pre-
sencial, ocupante del carro, y le hubiera dado su verdade-
ro sentido y alcance a las demás declaraciones, como lo hizo
el Juez de primer grado ,otro hubiese sido el fallo; máxime,
cuando el propio Luis Peguero, mantuvo siempre, en ambos
grados de jurisdicción, que el carro transitaba a su derecha;
que por todas esas razones, procede casar la sentencia im-
pugnada;

Considerando, que en efecto, el examen de la sentencia
impugnada pone de manifiesto que la Corte 'a-qua para de-
clarar la no culpabilidad de Luis Peguero, lo hizo sobre la'
base de que: "con el impacto el camión quedó a su derecha,
después de romper unos alambres y un poste de una cerca,
siempre a la derecha del camión y el carro quedó en el

pi

carril izquierdo, es decir, ocupando el que no le correspon-
día; que se comprueba que el único culpable fue De León,
y que, por sus faltas cometidas, exclusivamente de él, fue-
ron la causa generadora de la tragedia, y que el contrario,
el chofer Peguero conducía correctamente, marchando com-
pletamente a su derecha, donde fue chocado al invadir y
abarcar el occiso su vía"; que, sin embargo, tal y como lo
afirman los recurrentes en sus memoriales, del estudio de
las piezas del expediente y de los documentos a que se re-
fiere la sentencia impugnada, no se infiere que el carro
que conducía Ramón Bolívar de León, muerto en el acci-
dente a consecuenc:a de les golpes recibidos, ocupara la vía
que correspondía al camión conducido por Luis Peguero, ni
que dicho carro quedara en el lado izquierdo, después del
accidente; que al fallar como lo hizo, la Corte a-qua incu-
rrió en el fallo impugnado en una desnaturalización de los
hechos de la causa, por cuanto dio a esos hechos un sentido
y un alcance que no tienen, por lo que procede casar la
sentencia impugnada;

Considerando, que las costas podrán ser compensadas
cuando una sentencia fuere casada par desnaturalización
de los hechos;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por la Corte de Apelación de La Vega, en sus atribuciones
correccionales, el 9 de septiembre de 1977, cuyo dispositivo
se ha copiado en parte anterior d..1l presente fallo, y envía
el asunto por ante la Corte de Apelación de Santiago, en
las mismas atribuciones; Segundo: Declara las costas pena-
les de oficio y compensa las civiles entre las partes.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Joa-
quín Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario Ge-
neral.
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año, en él expresado, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Juan A. Marte Romano, Fernando Marte y la Segu-
ros Pepín, S. A.

Abogado: Dr. Luis A. Bircann Rojas.

Dios, PaCria y Libertad,
República DornInicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar. Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández
Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domihgo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 20 del mes de Febrero
del año 1981, años 137' de la Independencia y 118' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de Casa-
ción, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Juan A. Marte Romero, dominicano, mayor de
edad, casado, chofer, domiciliado en la calle Sánchez N9 56
de la ciudad de Salcedo, cédula N9 27347, serie 47; Fernando
Marte, dominicano, mayor de edad, domiciliado en La To-
rre, Municipio de La Vega, y la Seguros Pepín, S. A., con
su domicilio en la calle Restauración N9 122 de la ciudad
de Santiago, contra la sentencia dictada, en sus atribucio-
nes correccionales, por la Corte de Apelación de La Vega
el 11 de septiembre de 1978, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

SENTENCIA DE FECHA 20 DE FEBRERO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha
11 de septiembre de 1978.
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
seriores Jueoes que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y ario, en él expresado, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 20 DE FEBRERO DEL 1981

Sentencia impuguada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha
11 de septiembre de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Juan A. Marte Romano, Fernando Marte y la Segu-
ros Pepín, S. A.

Abogado: Dr. Luis A. Bircann Rojas.

Dios, Pat,ria y Libertad,
República Domi.nicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar. Presidente: Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández
Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 20 del mes de Febrero
del ario 1981, arios 137' de la Independencia y 118' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de Casa-
ción, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Juan A. Marte Romero, dorffinicano, mayor de
edad, casado, chofer, domiciliado en la calle Sánchez N 9 56
de la ciudad de Salcedo, cédula N 9 27347, serie 47: Fernando
Marte, dominicano, mayor de edad, domiciliado en La To-
rre, Municipio de La Vega, y la Seg,uros Pepí-3., S. A., con
su domicilio en la calle Restauración N 9 122 de la ciudad
de Santiaeo. contra la sentencia dictada, en sus atribucio-
nes correccionales, por la Corte de Apelación de La Vega
el 11 de septiernbre de 1978, cuyo dispositivo se copia más
adelante ;
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído .el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de Casación levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua el 13 de septierrbre de 1978, a requeri-
miento del Dr. Gregorio de Js. Batista Gil, cédula N9 29612,
serie 47, en representación de los recurrentes, acta en la
cual no se propone, contra la sentencia impugnada, ningún
medio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 11 dc diciem-
bre de 1978, suscrito por el Dr. Luis A. Bircann Rojas, cé-
dula N9 43324, serie 31, en el cual se proponen los medios
que se indican más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante, y los artículos 49
y 52 de la Ley N9 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos;
1383 y 1384 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955,
sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor, y 1 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que la sentencia impugnada y en los do-
cumentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
co nmotivo de un accidente de tránsito ocurrido en la auto-
pista Duarte el lro. de noviembre de 1976, .en el cual una
menor resultó muerta, la Segunda Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega
dictó el 21 de junio de 1977 una sentencia cuyo dispositivo
se copia más adelante, inserto en el de la ahora impugnada;
b) que sobre las apelaciones interpuestas, intervino el 11
de septie.mbre de 1978 el fallo ahora impugnado en easa-
ción, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Decla-
ra regulares y válidos, en la forma, los recursos de apela-
ción interpuestos por el prevenido Juan A. Marte Romano,
la parte civil constituída María o Marina Cruz o de la
Cruz, la persona civilmente responsable Fernando Marte y

cornpariía Seguros Pepín, S. A., contra la sentencia co-
reeeional Núm. 681 de fecha 21 de jun:o de 1977, dictada

por r la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
"tancia del Distrito Judicial de La Vege, la cual tiene el dis-
positivo siguiente: `Primero: Se declara culpable al nom-
brado Juan A. Marte Romano, inculpado de Viol. a la Ley
241, en perjuicio del que en vida se llamó Miledys Cruz
v en consecuencia se le condena al pago de una m,ulta de
ED$50.00 acogiendo a su favor circunstancias atenuantes;
segundo: Se le condena al pago de las costas; Tercero: Se
acoge como buena y válida la constitución en parte civil
intentada por la señora IVIarina o María Cruz o de la Cruz
en contra de Juan A. Marte Romano y Fernando Marte al
través del Dr. Jaime Cruz Tejada po r ser regular en la for-
rna y admisible en el fondo; Cuarte: Se condena a los serio-
res Juan A. Marte Romano y Ferrrindo Marte al pago soli-
dario de una indemnización de RD$3,000.00 en favor de la
seriora María Cruz o de la Cruz como justa reparación de
los daños materiales que le causaron; Quinto: Se condena a
Juan Marte Romano y Fernando Marte al pago de los inte-
reses legales de la suma de la indemnización acordada;
Sexto: Se conden:t a los nombrados Juan A. Marte Romano
y Fernando Marte al pago de las costas civiles con distrac-
ción de las mismas en provecho del Dr. Jairne Cruz Tejada
quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte.; Séptimo:
La presente sentencia es común y oponible a la Compañía
de Seguros Pepín, S. A.'; SEGUNDO: Pronuncia el defecto
contra el prevenido Juan A. Marte Romano y la persona
civilmente responsable Fernando Marte, por no haber com-
parecido no obstante haber sido citados legalmente; TER-
CERO: Confirma la decisión recurrida los ordinales: Pri-
rnero , agregando en este faltas recíprocas de la víctima Mi-
ladys Delgado Victoriano y el prevenido, manteniendo la
rnulta de RD$50.00, por considerarla ajustada al hecho; el
Tercero, el Cuarto, manteniendo en éste el monto de la in-
demnización de RD$3,000.00 (tres mil pesos oro) en favor
de la parte civil constituída, suma que esta Corte estima
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta de Casación levantada en la Secretaría

de la Corte a-qua el 13 de septierrbre de 1978, a requeri-
miento del Dr. Gregorio de Js. Batista Gil, cédula N 9 29612,
serie 47, en representación de les recu.rrentes, acta en la
cual no se propone, contra la sentencia impugnada, ningún
medio determinado de casación;

Vistc, el memorial de los recurrentes, del 11 dc diciem-
bre de 1978, suscrito por el Dr. Luis A. Bircann Rojas, cé-
dula N9 43324, serie 31, en el cual se proponen los medios
que se indican más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante, y los artículos 49
y 52 de la Ley N9 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos;
1383 y 1384 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955,
sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor, y 1 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que la sentencia impugnada y en los do-
cumentos a que efia se refiere, consta lo siguiente: a) que
co nmotivo de un accidente de tránsito ocurrido en 13 auto-
pista Duarte el lro. de noviembre de 1976, en el cual una
menor resultó muerta, la Segunda Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega
dictó el 21 de junio de 1977 una sentencia cuyo dispositivo
se copia más adelante, inserto en el de la ahora impugnada;
b) que sobre las apelaciones interpuestas, intervino el 11
de septiembre de 1978 el fallo ahora impugnado en casa-
ción, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Decla-
ra regulares y válidos, en la forma, los recursos de apela-
ción interpuestos por el prevenido Juan A. Marte Romano,
la parte civil constituída María o Marina Cruz o de la
Cruz, la Persona civilmente responsable Fernando Marte y

ow- orp,
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ornpariía Seguros Pepín, S. A., contra la sentencia co-
rareccional Núm. 681 de fecha 21 de jun:o de 1977, dictada
por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins

ncla	
-

e• d 1 Distrito Judicial de La Vege, la ci,:al tiene el dis-ta
ositivo siguiente: Primero: Se declara culpable al nom-

o Juan A. Marte Romano, inculpado de Viol. a la Ley
2Pb4ria,d en perjuicio del que en vida se llamó Miledys Cruz
y en consecuencia se le condena al pago de una multa de
RD$50.00 acogiendo a su favor circunstancias atenuantes;
Segundo: Se le condena al pago de las costas; Tercero: Se
acoge como buena y válida la constitución en parte civil
intentada por la seriora Marina o María Cruz o de la Cruz
en contra de Juan A. Marte Romano y Fernando Marte al
través del Dr. Jaime Cruz Tejada	 ser regular en la for-
ma y admisible en el fonde; Cuarto: Se condena a los serio-
res Juan A. Marte Remano y Ferreindo Marte al pago soli-
dario de una indemnización de RD$3.000.00 en favor de la
seriora María Cruz o de la Cruz como justa reparación de
los darios materiales que le causar on; Quinto: Se condena a
Juan Marte Romano y Fernando Marte al pago de los inte-
reses legales de la suma de la indemnización acordada;
Sexto: Se condenr2. a los nombrados Juan A. Marte Romano
y Fernando Marte al pago de las costas civiles con distrac-
ción de las mismas en provecho del Dr. Jaime Cruz Tejada
quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte; Sépthno:
La presente sentencia es común y oponible a la Compariía
de Seguros Pepín, S. A.': SEGUNDO: Pronuncia el defecto
contra el prevenido Juan A. Marte Romano y la persona
civilmente responsable Fernan,do Maxte, por no haber com-
parecido no obstante haber sido citados legalmente; TER-
CERO: Confirma la decisión recurrida los ordinales: Pri-
Inero , agregando en este faltas recíprocas de la víctima Mi-
ladys Delgado Victoriano y el prevenido, manteniendo la
multa de RD$50.00, por considerarla ajustada al hecho; el
Tercero, el Cuarto, manteniendo en éste el monto de la in-
dernnización de RD$3,000.00 (tres mil pesos oro) en favor
de la parte civil constituída, suma que esta Corte estima

1
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la ajustada para reparar los dai; os de la dicha parte eivii
constituída aún acogiendo faltas de la víctima, confirrna
además el Quinto y el Séptimo; CUARTO: Condena al pre.
venido Juan A. Marte Romano al pago de las costas pena.
les de esta alzada y a éste juntamente con la persona eivz
mente responsable a las civiles con distracción de las mis.
mas, en favor del Dr. Jaime Cruz Tejada quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que los recurrentes proponen, contra la
sentencia que impugnan, los siguientes medios de casaci,Sn:
Primer Medio: Falta de motivos; motivación contradictoria
en la comprobación de la forma en que se produjo el acci-
dente; Segundo Medio: Mala aplicación del artículo 1382 y
siguiente del artículo 1382 y siguientes del Código Civil,
en lo que respecta al monto de la indemnización;

Considerando, que en apoyo de su primer medio de ca-
sación, los recurrentes alegan, en síntesis, lo siguiente: que
la Corte a-qua hace la relación de una serie de hechos que
según ella postulan la responsabilidad del conductor Juan
A. Marte Rom.ano en el accidente, pero sin identificar sobre
qué documentos o la declaración de cuál testigo se funda-
menta; que. la Corte a-qua• se basa, principalmente en que
la menor, víctima del accidente, ya estaba terminando de
pasar la autopista cuando ocurrió el accidente, sin tornar
en consideración que el testigo Nicolás Guzmán declaró que
"la niria cayó al lado de los padres" y éstos no habían cru-
zado la autopista, lo que da lugar a deducir es que la me-
nor inició el cruce en el mismo rnomento en que el vehícu-
lo pasaba frente de ella; que el hecho de que el vehículo
transitara a una velocidad de 70 a 75 kilómetros por hora,
no es una velocidad excesiva, es una velocidad moderada
en una autopista donde se permite hasta un límite de 100
Kmes. por hora; que al iniciar el cruce la menor en .e.1 m is-
mo momento en que pasaba el vehículo, el accidente 110

hubiera poclido ser e ,.7itado ni a 75 Kms. por hora ni a 40
Kmes. por hora, pues se trata de una culpa exclusiva de

ja menor; que los hechos postulan la ab3oluta exculpacíón
del conductor del vehículo, por lo que la sentencia
nada debe ser casada; pero,

1011: Considerando, que, en materia penal domina el prin-
cipio de la íntima convicción de los jueces; que los jileces
pueden fundar sus decisiones sobre las declaraciones de
los prevenidos, .especialmente cuando esas declaraciones es-
tén robustecidas por otros elementos de prueba admisible
por la Ley, entre ellos las deposiciones de testigos; que en
la esPecie, no sólo se produjo declaración del prevenido,
sino deposiciones de personas que no eran prevenidas; que,
sobre la base de las declaraciones que se produjeron ante
la Corte a-qua, y de otros elementos y circunstancias del
proceso, ésta dio por establecido lo siguiente: "a) que en
horas de la tarde del 1 9 de noviembre de 1976, mientras el
prevenido Juan A. Marte Romano conducía el c.arro Datsun,
placa pública 207-805, transitando de Sur a Norte por la
autopista Duarte, al llegar al Km. 4 atropelló a la menor
Miladys Cruz, quien falleció a consecuencia de los golpes
recibidos; b) que el sitio de la ocurrencia .es un pequerio
caserío, existiendo diversos negocios, tales como expendio
de gasolina, pequerios puestos de frutas, pulperías, etc., y
muy transitado y concurrido; c) que tanto delante como
atrás del prevenido transitaban vehículos; d) que el propio
prevenido reconoce conducía a una velocidad entre 75 ó 70
kms. por hora; e) que la occisa trató de cruzar de un lado
a otro de la vía, y estaba alcanzando la acera contraria
cuando fue atropellada, tanto así que cayó en el lado dere-
cho del contén o zanja de la vía, lo que demuestra que ésta
ya había casi alcanzado la derecha; f) que repetimos que
fue en el cruce de la vía, casi y pasador obligatorio para
los peatones; g) que .ese sitio es peligroso transitado, si no
se toman las precauciones necesarias, y han ocurrido en el
mismo varios accidentes, de todos conocidos; h) que el pre-
venido sabía lo peligroso del paso por ese tramo; ya que
es nativo de esa región; i) que si el prevenido hubiera con-
ducido con la prudencia exigida por la Ley, y no de form=,
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la ajustada para reparar los dabos de la dicha parte eivn
constituída aún acogiendo faltas de la víctima, confirrna
además el Quinto y el Séptimo; CUARTO: Condena al pre,
venido Juan A. Marte Romano al pago de las costas pena,
les de esta alzada y a éste juntamente con la persona civil-
mente responsable a las civiles con distracción de las rnis,
rnas, en favor del Dr. Jaime Cruz Tejada quien afirma ha.
berlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que los recurrentes proponen, contra la
sentencia que impugnan, los siguientes medios de casaci,5n:
Primer Medio: Falta de motivos; motivación contradictoria
en la comprobación de la forma en que se produjo el acci-
dente; Segundo Medio: Mala aplicación del artículo 1382 y
siguiente del artículo 1382 y siguientes del Código Civil,
en lo que respecta al monto de la indemnización;

Considerando, que en apoyo de su primer medio de ca-
sación, los recurrentes alegan, en síntesis, lo siguiente: que
la Corte a-qua hace la relación de una serie de hechos que
según ella postulan la responsabilidad del conductor Juan
A. Marte Romano en él accidente, pero sin identificar sobre
qué documentos o la declaración de cuál testigo se funda-
menta; qu.e la Corte a-qua• se basa, principalrnente en que
la menor, víctima del accidente, ya estaba terminando de
pasar la autopista cuando ocurrió el accidente, sin tomar
en consideración que el testigo Nicolás Guzmán declaró que
"la niria cayó al lado de los padres" y éstos no habíz.n cru-
zado la autopista, lo que da lugar a deducir es que la me-
nor inició el cruce en el mismo momento en que el vehícu-
lo pasaba frente de ella; que el hecho de que el vehículo
transitara a una velocidad de 70 a 75 kilómetros por hora,
no es una velocidad excesiva, es una velocidad moderada
en una autopista donde se permite hasta un límite de 100
Kmes. por hora; que al iniciar el cruce la menor en .el rnis"
mo momento en que pasaba el vehículo, el accidente no
hubiera podido ser evitado ni a 75 Kms. por hora ni a 40
Kmes. por hora, pues se trata de una culpa exclusiva de

la rnenor; que los hechos postulan la alnoluta exculpacíón
del conductor del vehículo, por lo que la sentencia impug-
oada debe ser casada; pero,

92 '	 Considerando, que, en materia penal domina el prin-
cipio de la íntima convicción de los jueces; que los jiteces
pueden fun.dar sus decisiones sobre las declaraciones de
los prevenidos, .especialmente cuando esas declaraciones es-
tén robustecidas por otros elementos de prueba admisible
por la Ley, entre ellos las deposiciones de testigos; que en
la esp' ecie, no sólo se proclujo declaración del prevenido,
sino deposiciones de personas que no eran prevenidas; que,
sobre la base de las declaraciones que se produje.ron ante
la Corte a-qua, y de otros elementos y circunstancias del
proceso, ésta dio por establecido lo siguiente: "a) que en
horas de la tarde del 1 9 de noviembre de 1976, mientras el
prevenido Juan A. Marte Romano conducía el carro Datsun,
placa pública 207-805, transitando de Sur a Norte por la
autopista Duarte, al llegar al Km. 4 atropelló a la menor
Miladys Cruz, quien falleció a consecuencia de los golpes
recibidos; b) que el sitio de la ocurrencia es un pequeño
caserío, existiendo diversos negocios, tales como expendio
de gasolina, pequerios puestos de frutas, pulperías, etc., y
muy transitado y concurrido; c) qu .e tanto delante como
atrás del prevenido transitaban vehículos; d) que el propio
prevenido reconoce conducía a una velocidad entre 75 ó 70
kms. por hora; e) que la occisa trató de cruzar de un lado
a otro de la vía, y estaba alcanzando la acera contraria
cuando fue atropellada, tanto así que cayó en el lado dere-
cho del contén o zanja de la vía, lo que demuestra our ésta
ya había casi alcanzado la derecha; f) que repetimos que
fue en el cruce de la vía, casi y pasador obligatorio para
los peatones; g) que .ese sitio es peligroso transitado, si no
se toman las precauciones necesarias, y han ocurrido en el
m ismo varios accidentes, de todos conocidos; h) que el pre-
venido sabía lo peligroso del paso por es.e tramo; ya que
es nativo de esa región; i) que si el prevenido hubiera con-
ducido con la prudencia exigida por la Ley, y no de forrwi
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tememaria, descuidada, atolondrada, sobre todo conducir a
una velocidad que le permitiera el control de su vehículo,
pudo perfectamente ,si guiara a una velocidad moderada,
evitar el accidente, previendo la eventualidad de que al-
guien saliera, como ocurrió, de improviso para ir a 2ruzar,
sin ningún miramiento la expresada vía; y j) que el carro
es propiedad de Fernando Marte y estaba asegurado con
póliza vigente, no discutida, la N 9 A-20322-S, expedida por
la Compariía de Seguros Pepín. S. A.; que, por lo trauscrito,
es evidente que la sentencia impugnada tiene motivos su-
ficientes, pertinentes y congruentes que justifican su dispo-
sitivo, por lo que, el medio que se examina carece de fun-
damento y debe ser desestimado; 	 •

Considerando, que en su segundo y último meclio los
recurrentes alegan, en síntesis, lo que sigue: que la Corte
a-qua cc,nsideró que tanto el conductor como la víctima ha-
bían cometido falta que incidieron en el accidente; que
cuando esto ocurre es de principio que el co-autor con la
víctima del dario sufrido por ésta sólo debe responder por
la mitad de la indemnización, absorbiendo la víctima la otra
mitad consecuencia de su propia falta; que así las cosas.
los recurrentes sólo deben responder por la suma de RD$-
1,500.00 que es la mitad de la totalidad del dario evaluado
por los tribunales	 fondo; que sin embargo la Corte a- qua,
contra todo derecho, condenó a los exponentes al pago de la
totalidad de los darios estimados en RD$3,000.00, con lo que
hizo una mala aplicación del texto ind i eado en el presente
medio; pero.

Considerando, que, si es cierto que cuando en. la rea-
lización del dario concurre la falta de la víctima, los jueces
del fondo están obligados a tomar en cuenta la incidencia
de dicha falta sobre la responsabilidad civil y fijar el mon-
to del perjuicio a reparar por los demandados en propor-
ción de la gravedad respectiva de las faltas; no es menos
cierto, que los jueces gozan, aún en esos casos, de un poder
de apreciación para fijar el monto de la reparación; que, *

a la especie, la Corte a-qua tomó en consideración la falta
de la víctima para fijar en RD$3,000.00 «el monto de la re-
paración cuando expresa "suma que esta Corte estima la
ajustada para reparar los daños de la parte civil constituída
aún acogiendo faltas de la víctima"; que, en consecuencia,
los alegatos de los recurrentes contenidos en su segundo
medio también carecen de fundamentos y deben ser deses-
timados;

Considerando, que los hechos antes establecidos a car-
go del prevenido recurrente configuran el delito de ocasio-
nar la muerte involuntariamente con el manejo de un ve-
hículo de motor previsto y sancionado en el inciso lro., del
Art. 49 de la Ley No. 241 de 1967, con las penas de 2 a 5
arios de prisión y multa de. RD$50.00 a RD$2,000.00; que al
condenar a Juan A. Marte Romano a una multa de RD$-
50.00, acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte Erqua
le aplicó una pena ajustada a la Ley;

Considerando, que, asimismo, la Corte a-qua apreció
que el hecho del prevenido reeurrente había causado a Ma-
rina o María Cruz o de la Cruz, parte civil constituída, da.-
rios y perjuicios, materiales y morale,: que evaluó en la su-
ma de RD$3,000.00; que al condenar a Juan A. Marte Ro-
mano solidariamente con Fernando Marte, civilmente res-
ponsable, al pago de esa suma, más los intereses legales de
la misma, a título de indemnización complementaria soli-
citada, la Corte a-qua hizo ur_a correcta aplicación de los
artículos 1383 y 1384 del Código Civil, y 1 y 10 de la Ley
4117, sobre Seguro Obligatecio de Vehículos de Motor al
declarar oponible a la Seguros Pepín, S. A., las condena-
ciones civiles;

Considerando, que exarninada la sentencia impugnada,
en sus demás aspectos, en lo que concierne al prevenido
recurrente, no presenta vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de ca-
sación interpuestos por Juan A. Marte Rom,ano, Fernando

Wit



iI

236	 BOLETIN JUDICIAL
	

BOLETIN JUDICIAL
	 237

tememaria, descuidada, atolondrada, sobre todo conducir a
una velocidad que le permitiera el control de su vehículo,
pudo perfectamente ,si guiara a una velocidad moderada,
evitar el accidente, previendo la eventualidad de que al-
guien saliera, como ocurrió, de improviso para ir a nuzar,
sin ningún miramiento la expresada vía; y j) que el carro
es propiedacl de Fernando Marte y estaba asegurado con
póliza vigente, no discutida, la N 9 A-20322-S, expedida por
la Compariía de Seguros Pepín, S. A.; que, por lo trauscrito,
es evidente que la sentencia impugnada tiene motivos su-
ficientes, pertinentes y congruentes que justifican su dispo-
sitivo, por lo que, el medio que se examina carece de fun-
damento y debe ser desestimado;

Considerando, que en su segundo y último meclio los
recurrentes alegan, en síntesis, lo que sigue: que la Corte
a-qua consideró que tanto el conductor como la víctima ha-
bían cometido falta que incidieron en el accidente; que
cuando esto ocurre es de principio que el co-autor con la
víctima del daño sufrido por ésta sólo debe responder por
la mitad de la indemnización, absorbiendo la víctima la otra
mitad consecuencia de su propia falta; que así las cosas,
los recurrentes sólo deben responder por la suma de RDS-
1,500.00 que es la mitad de la totalidad del dario evaluado
por los tribunales del fondo; que sin embargo la Corte a-qua,
contra todo derecho, condenó a los exponentes al pago de la
totalidad de los darios estimados en RD$3,000.00, con lo que
hizo una mala aplicación del texto ind ; eado en el presente
medio; pero,

Considerando, que, si es cierto que cuando en la rea-
lización del dario concurre la falta de la víctima, los jueces
del fondo están obligados a tomar en cuenta la incidencia
de dicha falta sobre la responsabilidad civil y fijar el mon-
to del perjuicio a reparar por los demandados en propor-
ción de la gravedad respectiva de las faltas; no es menos
cierto, que los jueces gozan, aún en esos casos, d.e un poder
de apreciación para fijar el monto de la reparación; que,

a la especie, la Corte a-qua tomó en consideración la falta
de la víctima para fijar en RDS3,000.00 el monto de la re-
paración cuando expresa "suma que esta Corte estima la
ajustada para reparar los dafíos de 11,1 parte civil constituída
aún acogiendo faltas de la víctima"; que, en consecuencia,
los alegatos de los recurrentes contenidos en su segundo
medio también carecen de fundamentos y deben ser deses-
timados;

Considerando, que los hechos antes establecidos a car-
go del prevenido recurrente configuran el delito de ocasio-
nar la muerte involuntaria-nente cen el manejo de un ve-
hículo de motor previsto y sancionado en el inciso lro.,
Art. 49 de la Ley No. 241 de 1967, con las penas de 2 a 5
arios de prisión y multa de RD$50.00 a RD$2,000.00; que al
condenar a Juan A. Marte Romano a una multa de RD$-
50.00, acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte a-qua
le aplicó una pena ajustada a la 1,ey;

Considerando, que, asimismo, la Corte a-qua apreció
que el hecho del prevenido recurrente había causado a Ma-
rina o María Cruz o de la Cruz, parte civil constituída, da-
rios y perjuicios, materiales y morale r; que evaluó en la su-
ma de RD.53,000.00; que al condenar a Juan A. Marte Ro-
mano solidariamente con Fernando Marte, civilmente res-
ponsable, al pago de esa suma, más los intereses legales de
la misma, a título de indemnización complementaria soli-
citada, la Corte a-qua hizo ur_a correcta aplicación de los
artículos 1383 y 1384 del Código Civil, y 1 y 10 de la Ley
4117, sobre Segruro Obligatorio de Vehículos de Motor al
declarar oponible a la Seguros Pepín, S. A., las condena-
ciones civiles;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada,
en sus demás aspectos, en lo que concierne al prevenido
recurrente, no presenta vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de ca-
sación interpuestos por Juan A. Marte Romano, Fernando
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Marte y la Seguros Pepín, S. A., contra la sentencia de la
Corte de Ape1ación de La Vega dictada en sus atribu.ciones
correccionales, el 11 de septiembre de 1978, cuyo dispositivo
se ha copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Condena al prevenido Juan A. Marte Romano al pago de
las costas penales;

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Pere116.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe
Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.—
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmacia por los
seriores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y ario en él expresados y
fue firmada, leída y- publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

11110« SENTENCIA DE FECHA 20 DE FEBRERO DEL 1981

sentenela impugnada: Corte de Aprlación de Santo Domingo, de
fecha 7 de febrero de 1978.

gateria: Correccional.

Recurrentes: Bienvenido Antonio Reynoso de Jesívs, Lina M. Men-
doza y la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.

Abogado: Dr. Luis A. Ca.stillo Mejía.

Intervinientes: Juan Bautista Salazar y compartes.
Abogados: Dres. PecIto A. Rodríguez y Eligio A. Rodríguez.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicania.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Nestor Con-
tín Aybar. Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
g-undo Sustituto de P res i dente ; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín Hernández Espai-
11at, asistidos del Secretario General, en la Sala donde ce-
lebran sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 20 del mes de Febrero
del año 1981, arios 137' de la Independencia y 118' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre 1os recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Bienvenido Antonio Reynoso de Jesús, dornini-
cano, mayor de edaci, casado, chofer, domiciliado en la
Avenida Independencia N 9 118, de esta ciudad, cédula N9
32655, serie 54; Lina M. Mendoza de Rodríguez, dominicana,
mayor de edad, domiciliada en la Avenida Las Américas

are
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sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 7 de febrero de 1978.
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Marte y la Seguros Pepín, S. A., contra la sentencia de la
Corte de Apelación de La Vega dictada en sus atribuciones
correccionales, el 11 de septiembre de 1978, cuyo dispositivo
se ha copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Condena al prevenido Juan A. Marte Romano al pago de
las costas penales;

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe
Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat—
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y ario en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 	 1
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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teria: Correccional.

Recurrentes: Bienvenido Antonio Reynoso de Jesús., Lina M. Men-
doza y la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.

Ahogado: Dr. Luis A. Castillo Mejía.

Intervinientes: Juan Bautista Salazar y compartes.
Abogados: Dres. Pedto A. Rodríguez y Eligio A. Rodríguez.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente: Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama. Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín Hernández Espai-
llat, asistidos del Secretario General, en la Sala donde ce-
lebran sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 20 del mes de Febrero
del ario 1981, arios 137' de la Independencia y 118' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Bienvenido Antonio Reynoso de Jesús, domini-
cano, mayor de edaa, casado, chofer, domiciliado en la
Avenida Independencia N9 118, de esta ciudad, cédula N9

abia 32655, serie 54; Lina M. Mendoza de Rodríguez, dominicana,
mayor de edad, domiciliada en la Avenida Las Américas
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N9 116 de esta ciudad, y la Compañía Dominicana de Se-
guros, C. por A., con su domicilio en la Avenida Indepen-
dencia N° 55 de esta Capital, contra la sentencia dictada en
sus atribuciones correccionales, por la Corte de Apelación
de Santo Domingo el 7 de febrero de 1978, cuyo dispositivo
se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua el 27 de febrero de 1978, a requerimiento
del Dr. Luis R. Castillo Mejía, cédula N 9 18933, serie 3ra.,
en representación de los recurrentes, acta en la cual no se
popone, contra la sentencia impugnada, ningún medio de-
terminado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 6 de diciem-
bre de 1978, suscrito por el Dr. Luis Rodolfo Castillo Mejía,
en el cual se proponen los medios que se indican más ade-
lante;

Visto el escrito de los intervinientes, del 8 de diciem-
bre de 1978, suscrito por los Dres. Pedro Antonio Rodríguez
y Julio Eligoo Rodríguez, cédulas Nos. 22427 y 19665, serie
18, respectivamente, intervinientes ente son Juan Bautista
Salazar y Quírico Romero Tiburcio, dominicanos, mayores
de edad, domiciliados en las calles Manzana 1, Los Minas
y Horacio Ortiz Alvarez Nos. 7 y 79 de esta Capital, cédu-
las Nos. 4956 y 3916, series 18 y 71 respectivamente;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes que se mencionan más adelante, y los artículos 1,
20, 43, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en esta

ciudad el 25 de febrero de 1975, en el cual una persona re-
sultó con lesiones corporales y los vehículos con desperfec-
tos, la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional dictó él 19 de julio de 1976, en
sus atribuciones correccionales, una sentencia cuyo disposi-
tivo se copia más adelante, inserto en el de la ahora impug-
nada; b) que sobre las apelaciones interpuestas, Intervino
el 7 de febrero de 1978 el fallo ahora impugnado en casa-
ción cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite
como regular y válido en cuanto a la forma, el recurso de
apelación interpuesto por el Dr. Luis R. Castillo Mejía, a
nombre de Bdo. A. Reynoso de Js., Lina Mercedes Mendoza
Rodríguez y la Cía. Dominicana de Seguros, C. por A., en
fecha 19 de julio de 1976 contra sentencia de la Tercera Cá-
mara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, el día antes señalado, cuyo dispositivo dice
así: 'Falla: Primero: Declara culpable al nombrado Bienve-
nido Reynoso de Jesús, inculpado del delito de golpes y he-
ridas en perjuicio de Juan B. Acosta Salazar, en violación
a los artículos 49 letra "C" de 13. Ley 241, de Tránsito de
Vehículos y en consecuencia se le condena al pago de una
multa de Veinticinco Pesos Oro (RD$25.00), y además al
pago de las costas penales; Segundo: Descarga al nombrado
Quírico Romero Tiburcio, inculpado conjuntamente con
Bienvenido A. Reynoso de Jesús, de violación a la Ley N°
241 de Tránsito de Vehículos, por no haber violado la citada
Ley; y declara las costas de oficio; Tercero: Declara buena
y válida la constitución en parte civil hecha a los señores
Juan Bautista Salazar y Quírico Romero Tiburcio, contra
Bienvenido A. Reynoso de Jesús y Lina M. Mendoza Rodrí-
guez, en la forma y en cuanto al fondo se condena solida-
riamente al pago de las siguientes indemnizaciones: a) la
suma de Ochocientos Pesos Oro (RD$800.00) a favor de Juan
Bautista Salazar, por los daños morales y materiales sufri-
dos; b) la suma de Seiscientos Pesos Oro (RD$600.00) a fa-
vor de Quírico Romero Tiburcio, como justa reparación por
los daños y desperfectos mecánicos recibidos por el carro

aa



N9 116 de esta ciudad, y la Compañía Dominicana de Se-
guros, C. por A., con su domicilio en la Avenida Indepen-
dencia N° 55 de esta Capital, contra la sentencia dictada en
sus atribuciones correccionales, por la Corte de Apelación
de Santo Domingo el 7 de febrero de 1978, cuyo dispositivo
se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua el 27 de febrero de 1978, a requerimiento
del Dr. Luis R. Castillo Mejía, cédula N 9 18933, serie 3ra.,
en representación de los recurrentes, acta en la cual no se
pcpone, contra la sentencia impugnada, ningún medio de-
terminado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 6 de diciem-
bre de 1978, suscrito por el Dr. Luis Rodolfo Castillo Mejía,
en el cual se proponen los medios que se indican más ade-
lante;

Visto el escrito de los inter vinientes, del 8 de diciem-
bre de 1978, suscrito por los Dres. Pedro Antonio Rodríguez
y Julio Eligoo Rodríguez, cédulas Nos. 22427 y 19665, serie
18, respectivamente, intervinientes eme son Juan Bautista
Salazar y Quírico Romero Tiburcio, dominicanos, mayores
de edad, domiciliados en las calles Manzana 1, Los Minas
y Horacio Ortiz Alvarez Nos. 7 y 79 de esta Capital, cédu-
las Nos. 4956 y 3916, series 18 y 71 respectivamente;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes que se mencionan más adelante, y los artículos 1,
20, 43, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en esta

c iudad el 25 de febrero de 1975, en el cual una persona re-
sultó con lesiones corporales y los vehículos con desperfec-
tos, la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional dictó el 19 de julio de 1976, en
sus atribuciones correccionales, una sentencia cuyo disposi-
tivo se copia más adelante, inserto en el de la ahora impug-
nada; b) que sobre las apelaciones interpuestas, intervino
el 7 de febrero de 1978 el fallo ahora impugnado en casa-
ción cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite
como regular y válido en cuanto a la forma, el recurso de
apelación interpuesto por el Dr. Luis R. Castillo Mejía, a
nombre de Bdo. A. Reynoso de Js., Lina Mercedes Mendoza
Rodríguez y la Cía. Dominicana de Seguros, C. por A., en
fecha 19 de julio de 1976 contra sentencia de la Tercera Cá-
mara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, el día antes señalado, cuyo dispositivo dice
así: 'Falla: Primero: Declara culpable al nombrado Bienve-
nido Reynoso de Jesús, inculpado del delito de golpes y he-
ridas en perjuicio de Juan B. Acosta Salazar, en violación
a los artículos 49 letra "C" de la Ley 241, de Tránsito de
Vehículos y en consecuencia se le condena al pago de una
multa de Veinticinco Pesos Oro (RD$25.00), y además al
pago de las costas penales; Segundo: Descarga al nombrado
Quírico Romero Tiburcio, inculpado conjuntamente con
Bienvenido A. Reynoso de Jesús, de violación a la Ley N9
241 de Tránsito de Vehículos, por no haber violado la citada
Ley; y declara las costas de oficio; Tercero: Declara buena
y válida la constitución en parte civil hecha a los señores
Juan Bautista Salazar y Quírico Romero Tiburcio, contra
Bienvenido A. Reynoso de Jesús y Lina M. Mendoza Rodrí-
guez, en la forma y en cuanto al fondo se condena solida-
riamente al pago de las siguientes indemnizaciones: a) la
suma de Ochocientos Pesos Oro (RD$800.00) a favor de Juan
Bautista Salazar, por los daños morales y materiales sufri-
dos; b) la suma de Seiscientos Pesos Oro (RD$600.00) a fa-
vor de Quírico Romero Tiburcio, como justa reparación por
los daños y desperfectos mecánicos recibidos por el carro
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placa N9 90164, de su propiedad; y además, se condenan so-
lidariamente, al pago de los intereses legales de esas sumas
a partir de la fecha de la demanda; Cuarto: Declara opo-
nible la presente sentencia, a la Cía. de Seguros Compañía
Dominicana de Seguros, C. por A., (SEDOMCA), entidad
aseguradora del vehículo placa N9 93875, producto del re-
ferido accidente, dentro de la cuantía del seguro; Quinto:
Condena solidariamente a Bienvenido A. Reynoso de Jesús
y Lina Mendoza Rodríguez, al pago de las costas civiles,
distraídas en provecho del Dr. Pedro Antonio Rodríguez
Acosta, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad';
Por haber sido hecho de acuerdo a la Ley; SEGUNDO: En
cuanto al fondo confirma en todas sus partes la sentencia
recurrida por haber sido dictada conforme a derecho; TER-
CERO: Condena a los recurrentes al pago de las costas de
la presente alzada, distrayendo las civiles en provecho de
los Dres. Pedro Ant. y Julio Eligio Rodríguez, quienes afir-
man estarlas avanzando en su totalidad";

Considerando, que los recurrentes proponen, contra la
sentencia que impugnan, los siguientes medios de casación:
Primer Medio: Violación del artículo 195 del Código de
Procedimiento Criminal; falta de motivos respecto pedi-
mento exclusión culpabilidad, aplicación caso fortuito o
fuerza mayor (rotura de los frenos); Segundo Medio:— Vio-
lación del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil;
falta de motivos; omisión de estatuir; violación inciso 2 del
artículo 23 Ley de Cacasión; violación artículo 1384 del
Código Civil; Tercer Medio: Falta de base legal; Cuarto
Medio: Violación artículo 130 y 133 del Código de Procedi-
miento Civil al fallar ultra y extra petita;

Considerando, que en sus medios primero y tercero,
que per su estrecha relación se reúnen para su examen,
los recurrentes exponen y alegan, en síntesis lo siguiente:
que por conclusiones formales que ligaban a la Corte a-qua
los recurrentes pidieron el oescargo de Bienvenido A. Rey-
noso de Jesús, aduciendo el hecho de la rotura de los frenos

del vehículo que conducía; que nc obstante ello, la Corte
a.qua guardó absoluto silencio al respecto; que el hecho se
debió no a una falta imputable al recurrente Reynoso de
Jesús, sino a un hecho exterior imprevisible e inevitable,
tal cual lo es el caso fortuito o de fuerza mayor que repre-
sentó la roturo del sistema de frenos de su vehículo que
hasta esos momentos venían funcionando a toda capacidad;
que para confirmar la sentencia del tribunal a-quo, la Corte
lo hace de una manera mecánica, ya que no hace una ex-
posición de los elementos de hecho que puedan permitirle
a esa Honorable Corte comprobar si la ley fue bien o mal
aplicada; que no explica en qué consistió la imprudencia,
negligencia e inobservancia o los reglamentos que puso a
cargo de Bienvenido A. Reynoso de Jesús, por lo que la
sentencia debe ser casada;

Considerando, que tal corno lo afirman los recurrentes,
por ante los jueces del fondo, el prevenido Bienvenido A.
Reynoso de Jesús declaró: "yo entré por la calle Central
a la Albert Thomas se me fueron los frenos y entonces
choqué con el carro de Quírico"; y que, no obstante dar la
sentencia impugnada como establecido este hecho, en la
misma no consta que se ordenaran las medidas de instruc-
ción necesarias para determinar si, en la especie, hubo la
rotura de los frenos como lo alegó el prevenido recurrente
y si esa circunstancia, de ser cierta, podía haber tenido o
no alguna influencia en la solución del caso; que en esas
conclusiones, es indudable que la Corte a-qua ha incurrido
en los vicios denunciados, por lo que la sentencia impugna-
da debe ser casada sin necesidad de ponderar los demás
medios del recurso;

41» Considerando, que las costas podrán ser compensadas
cuando la sentencia fuere casada por falta de base legal,
falta o insuficiencia de motivos;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente
a Juan Bautista Salazar y Quírico Romero Tiburcio en los
recursos de casación interpuesto por Bienvenido Antonio
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placa N9 90164, de su propiedad; y además, se condenan so-
lidariamente, al pago de los intereses legales de esas sumas
a partir de la fecha de la demanda; Cuarto: Declara opo-
nible la presente sentencia, a la Cía. de Seguros Compañía
Dominicana de Seguros, C. por A., (SEDOMCA), entidad
aseguradora del vehículo placa N° 93875, producto del re-
ferido accidente, dentro de la cuantía del seguro; Quinto:
Condena solidariamente a Bienvenido A. Reynoso de Jesús
y Lina Mendoza Rodríguez, al pago de las costas civiles,
distraídas en provecho del Dr. Pedro Antonio Rodríguez
Acosta, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad';
Por haber sido hecho de acuerdo a la Ley; SEGUNDO: En
cuanto al fondo confirma en todas sus partes la sentencia
recurrida por haber sido dictada conforme a derecho; TER-
CERO: Condena a los recurrentes al pago de las costas de
la presente alzada, distrayendo las civiles en provecho de
los Dres. Pedro Ant. y Julio Eligio Rodríguez, quienes afir-
man estarlas avanzando en su totalidad";

Considerando, que los recurrentes proponen, contra la
sentencia que impugnan, los siguientes medios de casación:
Primer Medio: Violación del artículo 195 del Código de
Procedimiento Criminal; falta de motivos respecto pedi-
mento exclusión culpabilidad, aplicación caso fortuito o
fuerza mayor (rotura de los frenos); Segundo Medio:— Vio-
lación del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil;
falta de motivos; omisión de estatuir; violación inciso 2 del
artículo 23 Ley de Cacasión; violación artículo 1384 del
Código Civil; Tercer Medio: Falta de base legal; Cuarto
Medio: Violación artículo 130 y 133 del Código de Procedi-
miento Civil al fallar ultra y extra petita;

Considerando, que en sus medios primero y tercero,
que per su estrecha relación se reúnen para su examen,
los recurrentes exponen y alegan, en síntesis lo siguiente:
que por conclusiones formales que ligaban a la Corte a-qua
los recurrentes pidieron el oescargo de Bienvenido A. Rey-
noso de Jesús, aduciendo el hecho de la rotura de los frenos

del vehículo que conducía; que nc obstante ello, la Corte
a_qua guardó absoluto silencio al respecto; que el hecho se
debió no a una falta imputable al recurrente Reynoso de
Jesús, sino a un hecho exterior imprevisible e inevitable,
tal cual lo es el caso fortuito o de fuerza mayor que repre-
sentó la roturo del sistema de frenos de su vehículo que
hasta esos momentos venían funcionando a toda capacidad;
que para confirmar la sentencia del tribunal a-quo, la Corte
lo hace de una manera mecánica, ya que no hace una ex-
posición de los elementos de hecho que puedan permitirle
a esa Honorable Corte comprobar si la ley fue bien o mal
aplicada; que no explica en qué consistió la imprudencia,
negligencia e inobservancia o los reglamentos que puso a
cargo de Bienvenido A. Reynoso de Jesús, por lo que la
sentencia debe ser casada;

Considerando, que tal corno lo afirman los recurrentes,
por ante los jueces del fondo, el prevenido Bienvenido A.
Reynoso de Jesús declaró: "yo entré por la calle Central
a la Albert Thomas se me fueron los frenos y entonces
choqué con el carro de Quírico"; y que, no obstante dar la
sentencia impugnada como establecido este hecho, en la
misma no consta que se ordenaran las medidas de instruc-
ción necesarias para determinar si, en la especie, hubo la
rotura de los frenos como lo alegó el prevenido recurrente
y si esa circunstancia, de ser cierta, podía haber tenido o
no alguna influencia en la solución del caso; que en esas
conclusiones, es indudable que la Corte a-qua ha incurrido
en los vicios denunciados, por lo que la sentencia impugna-
da debe ser casada sin necesidad de ponderar los demás
medios del recurso;

11111/ Considerando, que las costas podrán ser compensadas
cuando la sentencia fuere casada por falta de base legal,
falta o insuficiencia de motivos;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente
a Juan Bautista Salazar y Quírico Romero Tiburcio en los
recursos de casación interpuesto por Bienvenido Antonio
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Reynoso de Jesús, Lina Mercedes Mendoza Rodríguez y la
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., contra la sen-
tencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Domingo,
en sus atribuciones correccionales, el 7 de febrero de 1978,
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presen-
te fallo; Segundo: Casa la sentencia impugnada y envía el
asunto por ante la Corte de Apelación de San Cristóbal,
en las mismas atribuciones; Tercero: Declara las costas pe-
nales de oficio y compensa las civiles entre las partes.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista
Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joa-
quín Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario Ge-
neral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y ario, en él expresado, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo. 	 .:•!arOg
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE FEBRERO DEL 1981

impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 8 de marzo de 1978.

;roe

Materia: Correccional.

Recurrentes: Juan Puello mino, Víctor Alejandro Aponte Serrano
y Seguros Pepín, S. A.

Abogado: Dr. J. O. Viñas Bonnelly.

Interviniente: Alfonso Monge García.
Abogado: Dr. Luis E. Florentino L.

Picos, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Cone de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández Es-
paillat asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 20 de febrero de 1981.
arios 137 de la Independencia y 118' de la Restauración,
dieta en audiencia pública, como Corte de Casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Juan Fuello mino, dominicano, mayor de edad,
casado, chofer, domiciliado en la calle San Luis N9 29 del
Barrio Domingo Sabio, de esta ciudad, cédula N9 1273, serie
25; Víctor Alejandro Aponte Serrano, dominicano, mayor
de edad, domiciliado en la calle Presidente Vásquez N9 12,
Ensanche Ozama, de esta ciudad, cédula N9 3984, serie 19,

111110.1'senteneia
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Reynoso de Jesús, Lina Mercedes Mendoza Rodríguez y la
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., contra la sen-
tencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Domingo,
en sus atribuciones correccionales, el 7 de febrero de 1978,
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presen-
te fallo; Segundo: Casa la sentencia impugnada y envía el
asunto por ante la Corte de Apelación de San Cristóbal,
en las mismas atribuciones; Tercero: Declara las costas pe-
náles de oficio y compensa las civiles entre las partes.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista
Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joa-
quín Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario Ge-
neral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año, en él expresado, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Juan Puello Inirio, dominicano, mayor de edad,
casado, chofer, domiciliado en la calle San Luis N° 29 del
Barrio Domingo Sabio, de esta ciudad, cédula N° 1273, serie
25 ; Víctor Alejandro Aponte Serrano, dominicano, mayor
de edad, domiciliado en la calle Presidente Vásquez N9 12,
Ensanche Ozama, de esta ciudad, cédula N° 3984, serie 19,

En Nombre de la República, la Suprema Corle de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández Es-
paillat asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 20 de febrero de 1981.
años 137' de la Independencia y 118' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como Corte de Casación, la si-
guiente sentencia:

SENTENCIA DE FECHA 20 DE FEBRERO DEL 1981

Materia: Correccional.

Recurrentes: Juan Puello Inirio, Víctor Alejandro Aponte Serrano
y Seguros Pepín, S. A.

Abogado: Dr. J. O. Viñas Bonnelly.

Interviniente: Alfonso Monge García.
Abo gado: Dr. Luis E. Florentino L.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 8 de marzo de 1978.
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y Seguros Pepín, S. A., domiciliada en la calle Palo Hincado
N° 67, altos, de esta ciudad, contra la sentencia dictada por
la Corte de Apelación de Santo Domingo, el 8 de marzo de
1978, en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo
se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Luis
Ernesto Florentino Lorenzo, abogado del interviniente Al-
fonso Monge García, español, mayor de edad, casado, car-
pintero, domiciliado en la calle Primera d'el Cacique, N 9 1,
(calle D N9 15, Barrio Invi), cédula N° 41034, serie lra.;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en
la Secretaría de la Corte Irqua, el 4 de abril de 1978, a re-
querimiento del Dr. Diógenes Amaro, cédula N9 10658, se-
rie 58, en representación de los recurrentes, en la cual no
se propone ningún medio de casación;

Visto el memorial del 11 de septiembre de 1978, sus-
crito por el abogado de la Seguros Pepín, S. A., Dr. J. O.
Viñas Bonnelly, en el cual se propone el medio que se
indica más adelante;

Visto el escrito del 11 de septiembre de 1978, firma
por el abogado del interviniente;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente que se mencionan más adelante; y los artículos 49
y 52 de la Ley 241, de 1967. sobre Tránsito y Vehículos;
1383 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley 4117, de 1955, so-
bre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor; y 1, 37, 62
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo

de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad el 26
de noviembre de 1975, en el que una persona sufrió lesio-
nes corporales, la Octava Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 20 de oc-
tubre de 1977, una sentencia en sus atribuciones correc-
cionales, cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que
sobre los recursos interpuestos, la Corte a-qua dictó el fallo
ahora impugnado en casación, con el siguiente dispositivo:
"FALLA: PRIMERO: Admite como regular y válido en
cuanto a	 forma, el recurso de apelación interpuesto en
fecha 17 de noviembre de 1977, por el Dr. Diógenes Amaro,
a nombre y representación del prevenido Juan Fuello Ini-
rio, dominicano, mayor de edad, identificado por la cédula
NQ 12473-25, residente en la calle San Luis N 9 29, del Ba-
rrio Domingo Sabio, Distrito Nacional; de la persona ci-
vilmente responsable, señor Víctor A. Aponte y de la Com-
pañía de Seguros Pepín, S. A., contra sentencia de fecha
20 de octubre de 1977, dictada por la Octava Cámara de lo
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, cuyo dispositivo dice así: T'Ala: Primero: Se pro-
nuncia el defecto contra el nombrado Juan Fuello Inirio,
dominicano, de 46 años de edad, casado, chofer, portador
de la cédula personal de identidad N 9 12473, serie 25, do-
miciliado y residente en la calle San Luis del Barrio Do-
mingo Sabio, casa N9 29 en esta ciudad, por no haber com-
parecido no obstante haber sido legalmente citado; Segun-
do: Se declara al prevenido Juan Fuello Inirio, de genera-
les anotadas, culpable de violar el Art. 49 letra (b) de la
Ley 241, y en consecuencia se le condena al pago de una
multa de RD$20.00 (Veinte pesos oro) y al pago de las cos-
tas penales, acogiendo en su favor circunstancias atenuan-
tes; Tercero: Se declara buena y válida, en cuanto a la for-
ma, la constitución en parte civil hecha por el señor Al-
fonso Monge García, por mediación de su abogado Dr. Luis
Ernesto Florentino Lorenzo contra Juan Puello Inirio y
Víctor Alejandro Aponte Serrano, por haber sido hecha de
conformidad con la ley, y en cuanto al fondo, se condena
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y Seguros Pepín, S. A., domiciliada en la calle Palo Hincado
N9 67, altos, de esta ciudad, contra la sentencia dictada por
la Corte de Apelación de Santo Domingo, el 8 de marzo de
1978, en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo
se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Luis

Ernesto Florentino Lorenzo, abogado del interviniente Al-
fonso Monge García, español, mayor de edad, casado, car-
pintero, domiciliado en la calle Primera del Cacique, N° 1,
(calle D N9 15, Barrio Invi), cédula N° 41034, serie lra.;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República:

Vista el acta de los recursos de casación levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua, el 4 de abril de 1978, a re-
querimiento del Dr. Diógenes Amaro, cédula N° 10658, se-
rie 58, en representación de los recurrentes, en la cual no
se propone ningún medio de casación;

Visto el memorial del 11 de septiembre de 1978, sus-
crito por el abogado de la Seguros Pepín, S. A., Dr. J. O.
Viñas Bonnelly, en el cual se propone el medio que se
indica más adelante;

Visto el escrito del 11 de septiembre de 1978, firmad
por el abogado del interviniente;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente que se mencionan más adelante; y los artículos 49
y 52 de la Ley 241, de 1967, sobre Tránsito y Vehículos;
1383 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley 4117, de 1955, so-
bre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor; y 1, 37, 62
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
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de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad el 26
de noviembre de 1975, en el que una persona sufrió lesio-
nes corporales, la Octava Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 20 de oc-
tubre de 1977, una sentencia en sus atribuciones correc-
cionales, cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que
sobre los recursos interpuestos, la Corte a-qua dictó el fallo
ahora impugnado en casación, con el siguiente dispositivo:
"FALLA: PRIMERO: Admite como regular y válido en
cuanto a 1 forma, el recurso de apelación interpuesto en
fecha 17 de noviembre de 1977, por el Dr. Diógenes Amaro,
a nombre y representación del prevenido Juan Fuello Ini-
rio, dominicano, mayor de edad, identificado por la cédula
N° 12473-25, residente en la calle San Luis N9 29, del Ba-
rrio Domingo Sabio, Distrito Nacional; de la persona ci-
vilmente responsable, señor Víctor A. Aponte y de la Com-
pañía de Seguros Pepín, S. A., contra sentencia de fecha
20 de octubre de 1977, dictada por la Octava Cámara de lo
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, cuyo dispositivo dice así: Tala: Primero: Se pro-
nuncia el defecto contra el nombrado Juan Puello Inirio,
dominicano, de 46 años de edad, casado, chofer, portador
de la cédula personal de identidad N O 12473, serie 25, do-
miciliado y residente en la calle San Luis del Barrio Do-
mingo Sabio, casa N9 29 en esta ciudad, por no haber com-
parecido no obstante haber sido legalmente citado; Segun-
do: Se declara al prevenido Juan Fuello Inirio, de genera-
les anotadas, culpable de violar el Art. 49 letra (b) de la
Ley 241, y en consecuencia se le condena al pago de una
multa de RD$20.00 (Veinte pesos oro) y al pago de las cos-
tas penales, acogiendo en su favor circunstancias atenuan-
tes; Tercero: Se declara buena y válida, en cuanto a la for-
ma, la constitución en parte civil hecha por el señor Al-
fonso Monge García, por mediación de su abogado Dr. Luis
Ernesto Florentino Lorenzo contra Juan Puello Inirio y
Víctor Alejandro Aponte Serrano, por haber sido hecha de
conformidad con la ley, y en cuanto al fondo, se condena
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a Juan Fuello Inirio y a Víctor Alejandro Aponte Serrano,
prevenido y persona civilmente responsable, respectiva-
mente, al pago de una indemnización de RD$2,030.00 (Dos
mil pesos oro) a favor de Alfonso Monge García, como
justa reparación por los daños y perjuicios morales y ma-
teriales, sufridos por él en el accidente; al pago de los in-
tereses legales de dicha suma, a contar de la fecha de la
demanda, a título de indemnización supletoria; y al pago
de las costas civiles, con distracción de las mismas en pro-
vecho del Dr. Luis Ernesto Florentino Lorenzo, quien afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad; y Cu :o: Se declara
la presente sentencia común y oponible en su aspecto civil
a la Compañía de Seguros Pepín, S. A., entidad aseguradora
del vehículo causante del accidente, de conformidad con
el Art. 10 Mod. de la Ley N° 4117 sobre Seguro Obligatorio
de Vehículos de Motor.— Por haberlo hecho de conformi-
dad con la ley'; SEGUNDO: En cuanto al fondo de dicho
recurso, se pronuncia el defecto contra el prevenido y la
persona civilmente puesta en causa, por no comparecer a
la audiencia no obstante haber sido legalmente citado y
emplazado; TERCERO: Confirma en todas sus partes la
sentencia apelada por haber sido dictada conforme a de-
recho; CUARTO: Condena al prevenido al pago de las cos-
tas penales de la alzada y solidariamente con la persona
civilmente responsable al pago de las costas civiles de la
alzada con distracción de éstas en provecho del Dr. Luis
Ernesto Florentino Lorenzo, quien afirma haberlas avan-
zado en su mayor parte; QUINTO: Declara la presente sen-
tencia común y oponible en su aspecto civil a la Cía. de
Seguros Pepín, S. A., de conformidad con lo dispuesto por
el Art. 10 de la Ley 4117, sobre seguro obligatorio de ve-
hículos de motor";

Considerando, que la persona puesta en causa como
civilmente responsable, Víctor Alejandro Aponte Serrano,
no ha depositado escrito alguno en apoyo de su recurso, co:
mo lo exige a pena de nulidad, el artículo 37 de la Ley so-

bre procedimiento de Casación, por lo que en su recurso
debe ser declarado nulo;

Considerando, que la Seguros Pepín, S. A., propone en
su memorial, el siguiente único medio: Violación a la Ley
N9 359 de 1968, por inaplicación y violación a la Ley Nc.'
126, artículo 68, sobre constitución de Compañías de Segu-
ros en la República Dominicana, por falsa o errónea invo-
cación y aplicación de la misma;

Considerando, que la Compañía de Seguros Pepín, S.
A., alega ,en síntesis, en el desarrollo de su único medio
de casación no acogió la tesis de que la póliza no proteje
a los pasajeros del vehículo asegurado violando- así lo dis-
puesto por la Ley N 9 359 del año 1968, por inaplicación y
violación de la Ley N9 126 en su artículo 68; que, "al indi-
carse en el texto del artículo 68 de la Ley 126, citada, que
las exclusiones no serán oponibles a terceros, cuando se
trate del Seguro obligatorio, es natural que el legislador,
con bastante clara enunciación, se refiere a los riesgos con-
signados en el contrato y en la especie no se contempla tal
situación"; que por tales razones, procede la casación de la
sentencia impugnada; pero,

Considerando, que los riesgos a que v., refiere la Ley
4117 sobre Seguro Obligatorio, son todos aquellos que re-
sulten de un accidente ocasionado con el manejo de un ve-
hículo de motor; que en el caso ocurrente, los golpes y he
ridas sufridos por la víctima Alfonso Monge García, fueron
causarlos con el manejo de la guagua conducida por el pre-
venido, es decir, el riesgo asegurado, que no se a licaba a
terceros erg virtud de la Ley 359 de 1968, antes de ictada
la Ley 126 de 1971; que en la espe ei.¿ef hecho que ha dado
lugar a este litigio ocurrido el 26 de noviembre de 1975, es
decir, ya vigente la última Ley citada; que en esas circuns-
tancias, la Corte a-qua al expresar que: "En cuanto a lo ale-
gado por Seguros Pepín, S. A., sobre una nota referente a
que esta Póliza no cubre el riesgo a los pasajeros y de que
se depositó el original del contrato de la referida Póliza er
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a Juan Fuello Inirio y a Víctor Alejandro Aponte Serrano,
prevenido y persona civilmente responsable, respectiva-
mente, al pago de una indemnización de RD$2,000.00 (Dos
mil pesos oro) a favor de Alfonso Monge García, como .,
justa reparación por los daños y perjuicios morales y ma- 11

teriales, sufridos por él en el accidente; al pago de los in-
tereses legales de dicha suma, a contar de la fecha de la
demanda, a título de indemnización supletoria; y al pago
de las costas civiles, con distracción de las mismas en pro-
vecho del Dr. Luis Ernesto Florentino Lorenzo, quien afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad; y Cuaelo: Se declara
la presente sentencia común y oponible en su aspecto civil
a la Compañía de Seguros Pepín, S. A., entidad aseguradora
del vehículo causante del accidente, de conformidad con
el Art. 10 Mod. de la Ley N 9 4117 sobre Seguro Obligatorio
de Vehículos de Motor.— Por haberlo hecho de conformi-
dad con la ley'; SEGUNDO: En cuanto al fondo de dicho
recurso, se pronuncia el defecto contra el prevenido y la 111,

persona civilmente puesta en causa, por no comparecer a
la audiencia no obstante haber sido legalmente citado y
emplazado; TERCERO: Confirma en todas sus partes la
sentencia apelada por haber sido dictada conforme a de-
recho; CUARTO: Condena al prevenido al pago de las cos-
tas penales de la alzada y solidariamente con la persona
civilmente responsable al pago de las costas civiles de la
alzada con distracción de éstas en provecho del Dr. Luis
Ernesto Florentino Lorenzo, quien afirma haberlas avan-
zado en su mayor parte; QUINTO: Declara la presente sen-
tencia común y oponible en su aspecto civil a la Cía. de
Seguros Pepín, S. A., de conformidad con lo dispuesto por
el Art. 10 de la Ley 4117, sobre seguro obligatorio de ve-
hículos de motor";

Considerando, que la persona puesta en causa como
civilmente responsable, Víctor Alejandro Aponte Serrano,
no ha depositado escrito alguno en apoyo de su recurso, co:
mo lo exige a pena de nulidad, el artículo 37 de la Ley so-

bre Procedimiento de Casación. por lo qu,_ en su recurso
debe ser declarado nulo;

Considerando, que la Seguros Pepín, S. A., propone en
su memorial, el siguiente único medio: Violación a la Ley
N9 359 de 1968, por inaplicación y violación a la Ley N(.'
126, artículo 68, sobre constitución de Compañías de Segu-
ros en la República Dominicana, por falsa o errónea invo-
cación y aplicación de la misma;

Considerando, que la Compañía de Seguros Pepín, S.
A., alega ,en síntesis, en el desarrollo de su único medio
de casación no acogió la tesis de que la póliza no proteje
a los pasajeros del vehículo asegurado violandc, así lo dis-
puesto por la Ley N 9 359 del año 1968, por inaplicación y
violación de la Ley N9 126 en su artículo 68; que, "al indi-
carse en el texto del artículo 68 de la Ley 126, citada, que
las exclusiones no serán oponibles a terceros, cuando se
trate del Seguro obligatorio, es natural que el legislador,
con bastante clara enunciación, se refiere a los riesgos con-
signados en el contrato y en la especie no se contempla tal
situación"; que por tales razones, procede la casación de la
sentencia impugnada: pero,

Considerando, que los riesgos a que s(, refiere la Ley
4117 sobre Seguro Obligatorio, son todos aquellos que re-
sulten de un accidente ocasionado con el manejo de un ve-
hículo de motor; que en el caso ocurrente, los golpes y he
ridas sufridos por la víctima Alfonso Monge García, fueron
causados con el manejo de la guagua conducida por el pre-
venido, es decir, el riesgo asegurado, que no se a licaba a
terceros eiLyirtud de la Ley 359 de 1968, antes de ictada
la Ley 126 de 1971; que en la especiE, e l hecho que ha dado
lugar a este litigio ocurrido el 26 de noviembre de 1975, es
decir, ya vigente la última Ley citada; que en esas circuns-
tancias, la Corte a-qua al expresar que: "En cuanto a lo ale-
gado por Seguros Pepín:, S. A., sobre una nota referente a
que esta Póliza no cubre el riesgo a los pasajeros y de que
se depositó el original del contrato de la referida Póliza er
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donde se excluye: "Personas que se encuentren al oeurri,
el accidente montando, viajando sobre o apeándose del ve.
hículo, esta Corte estima que la Ley 41/7 del 27 de abril .-.1.e
1955 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor es de
orden público e interés social y en consecuancia ninguna
estipulación o cláusula de carácter privado puede derogar.
la"; que la indicada Corte en otro considerando se expresa
así: "que el accidente de que se trata ocurrió bajo el impe-
rio de las leyes 359 de 1968 y 126 de 1971, y si bien en vir- i
tud de la primera los pasajeros para estar favorecidos por
el seguro obligatorio debían pagarse una prima especial,
no es menos cierto que luego de estar en vigor de la Ley
126 de 1971, como resultó en la especie, la sentencia a in-
tervenir contra el asegurado puede válidamente declararse
oponible a la Compañía aseguradora"; que el criterio así
externado por la Corte a-qua, es correcto por lo que el me-
dio que se examina carece de fundamento y debe ser deses-
timado;

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar culpa-
ble del accidente a Juan Fuello Irinio y fallar como lo hi-
zo, dio por establecido que el 26 de noviembre de 1975, di-1
cho prevenido conducía un autobús (guagua) por la carre-
tera Sánchez, y al llegar al Barrio Invi en el D. N., frenó
bruscamente en el momento en que Alfonso Monge García, 'll'

que viajaba en dicho vehículo se disponía a bajar de la
guagua cayó y rodó hasta la puerta de salida de la misma,
produciénddle varios golpes curables después de 10 días y
menos de veinte; que el prevenido fue imprudente al apli-
car los fronos del autobús bruscamente sin tener en cuenta' I ;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran el delito de golpes y heridas ocasionados involuntaria-
mente con el manejo de un vehículo de motor en violación
al artículo 49 de la Ley 241 de 1967, sobre Tránsito y Ve-
hículos y sancionado por ese mismo texto legal en la letra
b) de Tres meses a un año de prisión y multa de cincuenta

pesos a quinientos pesos oro, si el lesionado resultare en-
fermo o imposibilitado de dedicarse a su trabajo por diez
días o más, per- por menos de veinte, corno sucedió en la
especie; que en consecuencia la Corte a-qua, al condenar a
Juan Puello Inirio al pago de una multa de RD$20.00, aco-
giendo circunstancias atenuantes, le aplicó una pena ajus-
tada a la Ley;

Considerando, que así mismo la Corte a-qua, apreció
que el hecho del prevenido había ocasionado daños y per-
j uicios materiales y morales a Alfonso Monge García, cons-
tituido en parte civil, daños que evaluó en la suma de RD$-
2,000.00; que, en consecuencia, al condenar al prevenido re-
currente solidariamente con Víctor Alejandro Aponte Se-
rrano, dueño del vehiculo, al pago de esa suma más los in-
tereses legrles a contar de la fecha de la demanda, a título
de indemnización complementaria, y al hacer esas conde-
naciones común y oponibles a la Seguros Pep ín, S. A., ase-
guradora del vehículo, hizo una correcta aplicación de los
artículos 1383 del Código Civil y 1 y 10 de la Ley 4117 de
1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos, en lo que pueda interesar al preve-
nido recurrente, no presenta vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente
a Alfonso Monge García en los recursos de casación inter-
puestos por Juan Pauello Inirio, Víctor Alejandro Aponte
Serrano y Seguros Pepín, S. A., contra la sentencia de la
Corte de Apelación de Santo Domingo, dictada en sus atri-
buciones correccionales, el 8 de marzo de 1978, cuyo dispo-
sitivo ha sido copado en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Declara nulo el recurso interpuesto contra dicha
sentencia, por Víctor Alejandro Aponte Serrano; Tercero:
Rechaza los de Juan Fuello Irinio y la Seguros Pepín, S. A.,
contra la misma sentencia; Cuarto: Condena a Juan Puello
Irinio, al pago de las costas penales, y a éste y a Víctor

que la víctima se paraba en ese momento;
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donde se excluye: "Personas que se encuentren al ocurrir
el accidente montando, viajando sobre o apeándose del ve.
hículo, esta Corte estima que la Ley 4177 del 27 de abril ;i.e
1955 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor es de
orden público e interés social y en consecuancia ninguna
estipulación o cláusula de carácter privado puede derogar.
la"; que la indicada Corte en otro considerando se expresa
así: "que el accidente de que se trata ocurrió bajo el impe-
rio de las leyes 359 de 1968 y 126 de 1971, y si bien en vir-
tud de la primera los pasajeros para estar favorecidos por
el seguro obligatorio debían pagarse una prima especial,
no es menos cierto que luego de estar en vigor de la Ley
126 de 1971. como resultó en la especie, la sentencia a in-
tervenir contra el asegurado puede válidamente declararse
oponible a la Compañía aseguradora"; que el criterio así
externado por la Corte a-qua, es correcto por lo que el me-
dio que se examina carece de fundamento y debe ser deses-
timado;

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar culpa-
ble del accidente a Juan Puello Irinio y fallar como lo hi-
zo, dio por establecido que el 26 de noviembre de 1975, di-
cho prevenido conducía un autobús (guagua) por la carre-
tera Sánchez, y al llegar al Barrio Invi en el D. N., frenó
bruscamente en el momento en que Alfonso Monge García,
rae viajaba en dicho vehículo se disponía a bajar de la
guagua cayó y rodó hasta la puerta de salida de la misma,
produciéndole varios golpes curables después de 10 días y
menos do veinte; que el prevenido fue imprudente al apli-
car los fy....snos del autobús bruscamente sin tener en cuenta
que la víctima se paraba en ese momento;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran el delito de golpes y heridas ocasionados involuntaria-
mente con el manejo de un vehículo de motor en violación
al artículo 49 de la Ley 241 de 1967, sobre Tránsito y Ve
hículos y sancionado por ese mismo texto legal en la letra
b) de Tres meses a un año de prisión y multa de cincuenta

pesos a quinientos pesos oro, si el lesionado resultare en-
fermo o imposibilitado de dedicarse a su trabajo por diez
días o más, pero por menos de veinte, corno sucedió en la
especie; que en consecuencia la Corte a-qua, al condenar a
Juan Puello Inirio al pago de una multa de RD$20.00, aco-
giendo circunstancias atenuantes, le aplicó una pena ajus-
tada a la Ley;

Considerando, que así mismo la Corte a-qua, apreció
que el hecho del prevenido había ocasionado daños y per-
juicios materiales y morales a Alfonso Monge García, cons-
tituido en parte civil, daños que evaluó en la suma de RD$-
2,000.00; que, en consecuencia, al condenar al prevenido re-
currente solidariamente con Víctor Alejandro Aponte Se-
rrano, du(=ño del vehiculo, al pago de esa suma más los in-
tereses lego les a contar de la fecha de la demanda, a título
de indemnización complementaria, y al hacer esas conde-
naciones común y oponibles a la Seguros Pepín, S. A., ase-
guradora del vehículo, hizo una correcta aplicación de los
artículos 1383 del Código Civil y 1 y 10 de la Ley 4117 de
1955, sobre Seguro Obligato rio de Vehículos de Motor;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada
n sus demás aspectos, en lo que pueda interesar al preve-

nido recurrente, no presenta vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente
a Alfonso Monge García en los recursos de casación inter-
puestos por Juan Palien° Inirio, Víctor Alejandro Aponte
Serrano y Seguros Pepín, S. A., contra la sentencia de la
Corte de Apelación de Santo Domingo, dictada en sus atri-
buciones correccionales, el 8 de marzo de 1978, cuyo dispo-
sitivo ha sido cop l ado en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Declara nulo el recurso interpuesto contra dicha
sentencia, por Víctor Alejandro Aponte Serrano; Tercero:
Rechaza los de Juan Fuello Irinio y la Seguros Pepín, S. A.,
(e›ntra la misma sentencia; Cuarto: Condena a Juan Puello
i ts inio, al pago de las costas penales, y a éste y a Víctor
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Alejandro Aponte Serrano, al pago de las civiles, ordenando
su distracción a favor del Dr. Luis Ernesto Florentino Lo-
renzo, abogado del interviniente, quien declara haberlas
avanzado en su totalidad, y las hace oponibles la Seguros
Pepín, S. A., dentro de los términos de la Póliza.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F E. Ravelo de
la Fuente.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín N. Alvarez
Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo
Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguel
jaeobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA. DE FECHA 20 DE FEBRERO DEL 1981

tencia impugnada: Sexta Cámara Penal del Distrito Nacional,
de fecha 29 de agosta de 1978.

materia: Correccional.

pe:urrente: Oscar Díaz Alcántara.
abogado: Dr. Gabriel A. Estrella Martínez.

Dios, ratria y Libertad.
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por 1 ,-;s Jueces :stor Con-
fín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; 1%.,lanl.ie1 A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elp'clio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar
y Felipe Osvaldo Perdomo Báez asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 20 de febrero del 1981, años 137' de la Independencia
y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Oscar Díaz
Alcántara, dominicano, mayor de edad, casado. chofer, cé-
dula 21664, serie 18, domiciliado y residente en esta ciudad,
contra la sentencia dictada en atribuciones correccionales
por la Sexta Cámara Penal del Juzgado de Primera instan-
cia del Distrito Nacional, el 29 de agosto de 1978, cuyo dis-
positivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Gabriel A. Estrella Martínez, cédula 11038,

serie 32, abogado del recurrente, en la lectura de sus con-
clusiones;
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Sobre el recurso de casación interpuesto por Oscar Díaz
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dula 21664, serie 18, domiciliado y residente en esta ciudad,
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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clusiones;

de fecha 29 de agosta de 1978.
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Oído el dictamen del Magstra rio Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, el 31 de agosto de 1978, a
requerimiento del Dr. Estrella Martínez, a nombre del re-
currente Díaz Alcántara; acta en la que no se propone nin-
gún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por el recu-
rrente, y los artículos 97 :7 100 de la Ley 241, de 1967, sobre
Tráns i to y Vehículos, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se rejaere consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido el 15 de
junio de 1977, en e-9'm ciudad, entre los automóvils placas
128-338, conducido por Gilda A. Lara de M i chel, y el placa
128-925, conducido por el prevenido Oscar Díaz Alcántara,
en que ambos ve::iículos resultaron con deterioros diversos,
el Tribunal Especial de Tránsito 1-A, del Distrito Nacional,
dictó el 25 de febrero de 1978, una sentencia cuyo dispositivo
se resume en el de la ahora impugnada; y b) que sobre los
recursos interpuestos, la Sexta Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia 'del Distrito Nacional, dictó A 29 de
agosto de 1979, la sentencia ahora impugnada en casación
de la que es el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO:
Se declaran buenos y válidos los recursos de apelación in-
coados por el Dr. Gabriel Estrella a nombre y representa-
ción de Oscar Díaz Alcántara, y la Fis, alizadora del Tribu-
nal Especial de Tránsito 1-A, del Distrito Nacional, en fe-
cha 25 del mes de febrero de 1978, contra la sentencia dic-
tada por el Tr i bunal Especial de TránRito l -A, del Distrito
Nacional, de fecha 25 de febrero de 1978, que condenó al
nombrado Oscar Díaz Alcántara, al pago de una multa de
RD$5.00 y costas, por 'violación al artículo 97 de la Ley 241
y descargó de ese mismo hecho a la nombrada Gilda A.

fiara de Michel, declaró buena y válida la constitución en
r.1.-te civil intentada por Oscar Díaz Alcántara, en cuanto
aia forma, y en cuanto al fondo la rechazó por improcedente
Y real fundada, por haberlas hecho de acuerdo a las dispo-
siciones legales;— SEGUNDO: Se confirma en todas sus
partes la sentencia objeto del presente recurso;— TERCE
RO: Se condena al recurrente Oscar Díaz Alcántara, al pa-
go de las s icdoesrt aa ns ';d'

o, que en apoyo del medio único de su me-
morial el recurrente expone y alega, en síntesis, que la
Cámara a-qua, para declarar como único culpable del acci-
dente al prevenido Díaz Alcántara, se basó en que dicho
prevenido, que transitaba de Este a Oeste por la calle Juan
de Dios Ventura Simó, al penetrar con el vehículo que con-
ducía, en la intersección con la Avenida Jiménez Moya, lo
hizo a excesiva velocidad, chocando con el automóvil que
conducía por la citada aven i da, de 'Norte a Sur, Gilda Lara
de Michel; que para llegar a tal conclusión, la Cámara a-
gua no se fundamentó en hecho alguno que apoyara su apre-
ciación; pues si ciertamente en la vía por donde t • ansitaba
el prevenido, antes de cruzar la Jiménez Moya, había un ró-
tulo con la indicación de "Pare", ello no autorizaba a la
Lara de Michel a penetrar en la intersección ya antes men-
cionada sin tomar precaución alguna, probado ésto por el
hecho de que el vehículo conducido por (.1 prevenido Díaz
Alcántara sólo fue chocado en el extremo del guardalodo
derecho, vale decir, terminando de cruzar la vía; que, por
otra parte, es obvio que la Lara de Michel, con su compor-
tamiento, incurrió en la violación del artículo 74, letra a),
de la Ley N 9 241, sobre Tránsito y Vehículos, pues confor-
me con dicho texto legal ella debió ceder el paso al preve-
nido recurrente, ya que éste penetró a la intersección por
el lado izquierdo de la vía por donde transitaba Gilda Lara
de Michel; todo ello sin descontar que ésta declaró, y así
se cons'gna en el acta policial correspondientz, que al ocu-
rrir el hecho ella transitaba a unos 40 kilómetros por hora,
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se resume en el de la ahora impugnada; y b) que sobre los
recursos interpuestos, la Sexta Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia 'del Distrito Nacional, dictó el 29 de
agosto de 1979, la sentencia ahora impugnada en casación
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partes la sentencia objeto del presente recurso;— TERCE
RO: Se condena al recurrente Oscar Díaz Alcántara, al pa-
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 que en apoyo del medio único de su me-
morial el recurrente expone y alega, en síntesis, que la
Cámara a-qua, para declarar como único culpable del acci-
dente al prevenido Díaz Alcántara, se basó en que dicho
prevenid o, que transitaba de Este a Oeste por la calle Juan
de Dios Ventura Simó, al penetrar con el vehículo que con-
ducía, en la intersección con la Avenida Jiménez Moya, lo
hizo a excesiva velocidad, chocando con el automóvil que
conducía por la citada avenida, de Norte a Sur, Gilda Lara
de Michel; que para llegar a tal conclusión, la Cámara a-

qua no se fundamentó en hecho alguno que apoyara su apre-
ciación; pues si ciertamente en la vía por donde t' ansitaba
el prevenido, antes de cruzar la Jiménez Moya, había un ró-
tulo con la indicación de "Pare", ello no autorizaba a la
Lara de Michel a penetrar en la intersección ya antes men-
cionada sin tomar precaución alguna, probado ésto por el
hecho de que el vehículo conducido por (.1 prevenido Díaz
Alcántara sólo fue chocado en el extremo del guardalodo
derecho, vale decir, terminando de cruzar la vía; que, por
otra parte, es obvio que la Lara de Michel, con su compor-
tamiento, incurrió en la violación del artículo 7, letra a),
de la Ley N 9 241, sobre Tránsito y Vehículos, pues confor-
me con dicho texto legal ella debió ceder el paso al preve-
nido recurrente, ya que éste penetró a la intersección por
el lado izquierdo de la vía por donde transitaba Gilda Lara
de Michel; todo ello sin descontar que ésta declaró, y así
se cons i gna en el acta policial correspondiente, que al ocu-
rrir el hecho ella transitaba a unos 40 kilómetros por hora,
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lo que denuncia una flagrante violación de las reglas del
tránsito; que, por tanto, la sentencia impugnada debe ser
casada; pero,

Considerando, que el examen de la sentencia impu g-
nada pone de manifiesto que la Cámara a-qua, para decla-rar la culpabilidad del prevenido se basó, fundamental-
mente, en que éste desconoció la señal de "Pare", que le
impedía la entrada a la intersección de las vías ya antes
citadas, hasta que pudiera cruzarla sin riesgo; y al hacerlo
además, a excesiva velocidad, lo que pudo inferir de que
el vehículo conducido por el prevenido recurrente fuera
chocado en el sitio en que se alega, saliendo ya de la inter-
sección, por el vehículo conducido por la La .ia de Michel,
que entró al cruce de las vías, en el entendido de su con-
ductora, de que el prevenido Díaz Alcántara obedecería la
señal que le ordenaba detener su automóvil; que si cierta-
mente, y tal como ha sido alegado, el acta policial consta
que la Lara de Michel declaró que ella iba, al momento de
penetrar al cruce de las vías a unos 40 kilómetros por hora,
no lo es menos que como se hace constar en el acta de au-
diencia, ella se retractó de lo así dicho en base a las consi-
deraciones que en la misma acta constan, sosteniendo, por
el contrario, que al ver aproximarse el autordovil del preve-
nido recurrente, se detuvo un poco y acababa de reiniciar la
marcha, cuando se produjo el choque; declaración esta úl-
tima que los jueces del fondo pudieron atribuir, en uso
de su soberano poder cie apreciación de los hechos de la
causa, entero crédito, sin incurrir en violación alguna; que,
por último, en cuanto a la alegada violación del ai cículo
74 letra b) de la Ley N9 241, según el cual debe cederse
paso a todo vehículo que viniere de otra vía y ya hubiese
entrado en la intersección, aparte de que de las comproba-
ciones efectuadas por la jurisdicción de fondo no resulta
que tal hecho fuera establecido, no lo es menos que de la
interpretación de la parte final del inciso b), del mismo
artículo, resulta que la mencionada disposición del inciso
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al del articulo citado, no tiene aplicación cuando el tránsito
,

de las vías está controlado por semáforos, señales, rótulos
o la Policía; que de lo anteriormente expuesto resulta que
en la sentencia impugrra¿. a, al ser dictada, no se ha incu-

rrido en ninguna de las violaciones invocadas, por lo que el
medio que se examina debe ser desestimado;

Considerando, que la Cama'.a a-qua dio por establecido
mediante la .ponderación de los ekmentas de juicio que fue-
ron administrados en la instrucción de la causa, lo siguiente:
a) que la tarde del 15 de junio de 1977, transitaba de Norte
a Sur por la Avenida Jiménez Mo7;a, el automóvil placa
N9 128-336, conducido por Gilda A. Lara de Michel; b) que
al llegar a la intersección de dicha vía, con la Juan de Dios
Ventura Simó, por la que transitaba de Este a Oeste el
preven i do recurrente Oscar Díaz Alcántara, quien condu-
cía el automóvil de su propiedad placa privada 128-925, se
produjo una colisión entre ambos vehículos, los que resul-
taron con deterioros diversos;	 e) que el hecho se debió
a que el prevenido recurrente, Oscar Díaz Alcántara, tran-
sitaba de manera atolondrada y a exceso de velocidad;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran la infracción prevSta en la letra a) del artículo 97 de
la Ley N9 241, sobre Tránsito y Veb :culos, sancionado en
e lartículo 100 de la misma Ley, con multa no menor de
RD$5.00, ni mayor de RD$25.00; que por tanto, al condenar
al prevenido recurrente a hD$5.00 de multa, la Cámara
a-qua aplicó al prevenido recurrente una pena ajustada a
la Ley;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Oscar Día:, Al .antara, contra la sen-
tencia dictada en atribucones correccionales por la Sexta
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, cuyo dispositivo se ha transcrito en parte
anterior del presente fallo; y Segundo: Condena al recu-
rrente al pago de las costas penales.
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que la Lara de Michel declaró que ella iba, al momento de
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no lo es menos que como se hace constar en el acta de au-
diencia, ella se retractó de lo así dicho en base a las consi-
deraciones que en la misma acta constan, sosteniendo, por
el contrario, que al ver aproximarse el autoriovil del preve-
nido recurrente, se detuvo un poco y acababa de reiniciar la
marcha, cuando se produjo el choque; declaración esta úl-
tima que los jueces dei fondo pudieron atribuir, en uso
de su soberano poder de apreciación de los hechos de la
causa, entero crédito, sin incurrir en violación alguna; que.
por último, en cuanto a la alegada violación del artículo
74 letra b) de la Ley N 9 241, según el cual debe cederse
paso a todo vehículo que viniere de otra vía y ya hubiese
entrado en la intersección, aparte de que de las comproba-
ciones efectuadas por la jurisdicción de fondo no resulta
que tal hecho fuera establecido, no lo es menos que de la
interpretación de la parte final del inciso b), del mismo
artículo, resulta que la mencionada disposición del inciso
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a) del artículo citado, no tiene aplicación cuando el tránsito
de las vías está controlado por semáforos, señales, rótulos
o la Policía; que de lo anteriormente expuesto resulta que
en la sentencia impugtvir'. a, al ser dictada, no se ha incu-
rrido en ninguna de las violaciones invocadas, por lo que el
medio que se examina debe ser desestimado;

Considerando, que la Cama,. a a-qua dio por establecido
mediante la ponderación de los elementas de juicio que fue-
ron administrados en la instrucción de la causa, lo siguiente:
a) que la tarde del 15 de junio de 1977, transitaba de Norte
a Sur por la Avenida Jiménez Mo7:a, el automóvil placa
N9 128-336, conducido por Gilda A. Lara de Michel; b) que
al llegar a la intersección de dicha vía, con la Juan de Dios
Ventura Simó, por la que transitaba de Este a Oeste el
preven : do recurrente Oscar Díaz Alcántara, quien condu-
cía el automóvil de su propiedad placa privada 128-925, se
produjo una colisión entre ambos vehículos, los que resul-
taron con deterioros diversos;	 c) que el hecho, se debió
a que el prevenido recurrente, Oscar Díaz Alcántara, tran-
sitaba de manera atolondrada y a exceso de velocidad;

Considerando, que los hechos así establec.dos configu-
ran'la infracción prev'sta en la letra a) del artículo 97 de
la Ley N 9 241, sobre Tránsito y Veb.:culos, sancionado en
e lartículo 100 de la misma Ley, con multa no menor de
RDS5.00, ni mayor de RD$25.00; que por tanto, al condenar
al prevenido recurrente a hD$5.00 de multa, la Cámara
a-qua aplicó al prevenido recurrente una pena ajustada a
la Ley;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Oscar Día:, Al :antara, contra la sen-
tencia dictada en atribucones correccionales por la Sexta
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, cuyo dispositivo se ha transcrito en parte
anterior del presente fallo; y Segundo: Condena al recu-
rrente al pago de las costas penales.
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(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco El-
p'dio Beras.— Joaquín M. Alvatez Perelló.— Juan Bautista
Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 20 DE FEBRERO DEL 1981

sentencia impugnada: Segunda Cámara Penal de La Vega, de
fecha 21 de diciembre de 1977.

teria: Correccional.

Recurrentes: Juan Reynaldo Jiminián y la Unión de Seguros, C.
por A.

fntervinientes: Demetrio García y compartes.
Abogado : Dr. Gregorio de Js. Batista Gil.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Cc,rte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar
y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 20 defebrero del 1981, años 137' de la Independencia
y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Juan Reynaldo Jiminián Salcedo, dominicano,
mayor de edad, soltero, industrial, con licencia de conduc-
tor, domiciliado en la casa N9 4 de la calle Colón, de la
ciudad de La Vega, cédula N O 38750, serie 51, y la Unión
de Seguros, C. por A., con domicilio social en la ciudad de
Santiago, en la calle Beller N° 8, contra la sentencia dictada
en sus atribuciones correccionales, el 21 de diciembre de

1
1

ú



BOLETIN JUDICIAL258 BOLETIN JUDICIAL 259

1170114•01511.M.,n151.11.........•

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco El-
pidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista
Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 20 DE FEBRERO DEL 1981

Sentencia impugnada: Segunda Cámara Penal de La Vega, de
fecha 21 de diciembre de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Juan Reynaldo Jiminián y la Unión de Seguros, C.

1111PP
Intervinientes: Demetrio García y compartes.
Abogado: Dr. Gregorio de Js. Batista Gil.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema CGrte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar
y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 20 defebrero del 1981, años 137' de la Independencia
y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Juan Reynaldo Jiminián Salcedo, dominicano,
mayor de edad, soltero, industrial, con licencia de condud-
tor, domiciliado en la casa. N° 4 de la calle Colón, de la
ciudad de La Vega, cédula N9 38750, serie 51, y la Unión
de Seguros, C. por A., con domicilio social en la ciudad de
Santiago, en la calle Beller N9 8, contra la sentencia dictada
en sus atribuciones correccionales, el 21 de diciembre de

por A.
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1977, por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de La Vega, cuyo dispositivo
se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; .

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recua so de casación levantada en la -
Secretaría de la Cámara a-qua, el 21 de diciembre de 1977,
a requerimiento del Dr. Ramón A. González Hardy, actuan-
do en representación de los recurrentes, en la que se propo-
ne contra la sentencia impugnada, falta de base legal, e
insuficiencia de motivos;

Visto el escrito de los intervinientes, DemeIzo García,
José María Polanco, Blas Rafael Fernández Gómez, José
Asunción Lantigua y Mariano de Jesús Ureña, del 10 de
noviembre de 1978, suscrito por su abogado Gregorio de
Jesús Batista Gil

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley 241 de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos; 141, 1383 y 1384 del Cóc;igo
Civil; 1 y 10 de la Ley •117 de 1955; y 1, 62 y 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la ser tencia impugnada consta: a)
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en la
ciudad de La Vega, en que resultaron varias personas con
golpes y heridas curables antes de los 10 d'as. el Juzgado
de Paz de la Primera Circunscripción del Distrito Judicial
de La Vega, dictó el 4 de may-c de 1977, una sentencia cuyo
dispositivo dice que "condenó a los nombrados Juan Rey-
naldo Jiminián Salcedo y a Ramón Florentino Brito a p a-
gar una multa de RDS6.00 y descargó del hecho al nombra-

do Rafael Jiminián Salcedo; por la misma sentencia recha-
zó la parte civil intentada por los señores Demetrio García,
José María Polanco, Blas Rafael Fernández Gómez, José

Asunción Lantigua y Mariano de Jesús Uxeña al través del
Dr. Gregorio de Jesús Batista, por improcedente y mal fun-
dadas; así como las conclusiones prestadas en audiencia
por el Dr. Ramón A. González .Hardy"; b) que sobre los
recursos interpuestos intervino la sentencia ahora impug-
nada en casación, cuyo dispositivo es como sigue: "FALLA:
PRIMERO: Se acoge como bueno y válido el recurso de
Apelación interpuesto por el Magistrado Procurador Fiscal
y por el Dr. Gregorio de Js. Batista a nombre de sus repre-
sentados por el señor Florentino Brito, y por Juan R.Pynal-
do Jiminián Salcedo por ser regular en la forma y por ha-
berlos hecho en tiempo hábil; SEGUNDO: En cuanto al fon-
do se confirma en todas sus partes los ordinales 1 9 y 29
de la sentencia del Juzgado de Paz que declaró culpables
a los nombrados Reynaldo Jiminián Salcedo y Ramón Flo-
rentino Brito y descargó 2 Rafael Jiminián Salceda; TER-
CERO: Se condena a Reynaldo Jiminián Salcedo y Ramón
Florentino Brito al pago de las costas penales; CUARTO:
Se acoge como buena y valide la u. nstitución en parte civil
intentada por los señores Demetrio García, José María Po-
lanco, Blas Rafael Fernández Gómez, José Asunción Ba-
tista y Mariano de Jesús Ureña en contra de Reynaldo Ji-
minián Salcedo y/o Alcibíades G. García al través del Dr.
Gregorio de Jesús Batista ps.r ser regular en la forma y
admisible en el fondo; QUINTO: Se condena a Reynaldo
Jiminián Salcedo y/o Alcibíades García al pago solidario
de una indemnización de RD$2,500.00 en favor da Demetrio
García por los daños que experimentó su vehículo; una in-
demnización de RD$300.00 en favor de José María Polan-
co; una indemnización de RD$300.00 en favor de Blas Ra-
faael Fernández; una indemnización de RDS300.00 en favor
de José Asunción Batista; y una indemnización de RD$-
300.00 en favor de Mariano de Js. Ureña por los golpes y
heridas recibidos en el accidente; SEXTO: Se condena a
Reynaldo Jiminián Salcedo y/o Alcibíades García al pago
de los intereses legales de las sumas a que ascienden las
indemnizaciones a partir de la demanda en justicia; SEP-
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1977, por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de La Vega, cuyo dispositivo
se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; .

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, él 21 de diciembre de 1977,
a requerimiento del Dr. Ramón A. González Hardy, actuan-
do en representación de los recurrentes, en la que se propo-
ne contra la sentencia impugnada, falta de base legal, e
insuficiencia de motivos;

Visto el escrito de los intervinientes, Demet.ro García,
José María Polanco, Blas Rafael Fernández Gómez, José
Asunción Lantigua y Mariano de Jesús Ureña, del 10 de
noviembre de 1978, suscrito por su abogado Gregorio de
Jesús Batista Gil	 .4441

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley 241 de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos; 141, 1383 y 1384 del Cód,go
Civil; 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955; y 1, 62 y 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la ser tencia impugnada consta: a)
que con motivo de un accidente de tránsito ocur ido en la
ciudad de La Vega, en que resultaron varias personas con
golpes y heridas curables antes de los 10 d =as. el Juzgado
de Paz de la Primera Circunscripción del Distrito Judicial
de La Vega, dictó el 4 de mayc de 1977, una sentencia cuyo
dispositivo dice que "cone.enó a los nornl.,rados Juan Rey-
naldo Jiminián Salcedo y a Ramón Florentino Brito a p a-
gar una multa de RDS6.00 y descargó del hecho al nombra-

do Rafael Jiminián Salcedo; por la misma sentencia recha-
zó la parte civil intentada por los señores Demetrio García,
José María Polanco, Blas Rafael Fernández Gómez, José
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Asunción Lantigua y Mariano de Jesús Ureña al través del
Dr. Gregorio de Jesús Batista, por improcedente y mal fun-
dadas; así como las conclusiones prestadas en audiencia
por el Dr. Ramón A. González Hardy"; b) que sobre los
recursos interpuestos intervino la sentencia ahora impug-
nada en casación, cuyo dispositivo es como sigue: "FALLA:
PRIMERO: Se acoge como bueno y válido el recurso de
Apelación interpuesto por el Magistrado Procurador Fiscal
y por el Dr. Gregorio de Js. Batista a nombre de sus repre-
sentados por el señor Florentino Brito, y por Juan Rrynal-
do Jiminián Salcedo por ser regular en la forma y por ha-
berlos hecho en tiempo hábil; SEGUNDO: En cuanto al fon-
do se confirma en todas sus partes los ordinales 1 9 y 2°
de la sentencia del Juzgado de Paz que declaró culpables
a los nombrados Reynaldo Jiminián Salcedo y Ramón Flo-
rentino Brito y descargó e Rafael Jiminián Salceda; TER-
CERO: Se condena a Reynaldo Jiminián Salcedo y Ramón
Florentino Brito al pago de las costas penales; CUARTO:
Se acoge como buena y válida- la cc nstitución en parte civil
intentada por los señores Demetrio García, José María Po-
lanco, Blas Rafael Fernández Gómez, José Asunción Ba-
tista y Mariano de Jesús Ureña en contra de Reynaldo Ji-
minián Salcedo y/o Alcibíades G. García al travé', del Dr.
Gregorio de Jesús Batista per ser regular en la forma y
admisible en el fondo; QUINTO: Se condena a Reynaldo
Jiminián Salcedo y/o Alcibíades García al pago solidario
de una indemnización de RD$2,500.00 en Favor de Demetrio
García por los daños que experimentó su vehículo; una in-
demnización de RD$300.00 en favor de José María Polan-
co; una indemnización de RD$300.00 en favor de Blas Ra-
faael Fernández; una indemnización de RD$300.00 en favor
de José Asunción Batista; y una indemnización de RD$-
300.00 en favor de Mariano de Js. Ureña por los golpes y
heridas recibidos en el accidente; SEXTO: Se condena a
Reynaldo Jiminián Salcedo y/o Alcibíades García al pago
de los intereses legales de las sumas a que ascienden las
indemnizaciones a partir de la demanda en justicia; SEP-
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515-291, asegurado con la Unión de Seguros, C. por A., me-
diante póliza N9 19175, de Este a Oeste, por la avenida Ri-
vas de la ciudad de La Vega, se produjo una colisión entre
dicho vehículo y el carro público placa 1\19 207-828, propie-
dad de Demetrio García, con póliza N9 A-1936-S, que con-
ducido por el chofer Ramón Florentino Brito, transitaba
por la misma vía, y en la misma dirección, detrás del pri-
mero; b) que con motivo de dicha colisión sufrieron golpes
y heridas curables antes de 10 días los pasajeros que iban
en el carro: Jorge María Polanco, Blas Fernández, José
Asunción Batista y Mariano de Js. Ureña, eomo así mismo
sufrió serios deteriores el carro, propiedad de Demetrio
García; c) que el accidente se debió a la • lta cM conductor
del camión, Juan Reynaldo Jiminián, al tratar de hacer gi-
rar dicho vehículo, sin antes percatarse de la presencia del
vehículo, que venía detrás, como tamb'én a la velocidad en
que transitaba el carro, conducido por Florentino Brito;

Considerando, que según se evidencia por lo dicho pre-
cedentemente, contrariamente a lo alegado por los recu-
rrentes, en el desarrollo de la primera parte de su medio
de casac'ón, en la sentencia impugnada consta, rue la Cá-
mara a-qua, llegó al establecimiento de los hechos ya ex-
puestos, luego de haber oído los testigos cita(' as, las decla-
raciones de las partes, y de haber ponderadc todos les ele-
mentos de juicio y circunstancias del proceso, por lo que,
los alegatos concernientes al aspecto penal que se han exa-

L

minado carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, que los hechos así estab lecid->s configu-
ran a cargo del prevenido recurrente, el delite de golpes y
heridas por imprudencia previsto por el artículo 49 de la
Ley 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehícu i_o3, y sancionado
en la letra a) de dicho texto legal, con 6 días a 6 meses de
prisión y multa de RDS6.00 a R0S150 00, si del accidente
resultare al lesionado una enfermedad o imposibil i dad de
dedicarse P. su trabajo por un tiempo menor de diez días,
corno sucedió a las víctimas en el presente caso; que por

TIMO: Se condena a Reynaldo Jimnnián Salcedo y/o Alci-
bíades García al pago de las costas civiles con distracció'n
de las mismas en provecho del Dr. Gregorio de Js. Batista
quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte; OCTA-
VO: Se acoge como buena y válida la constitución en parte
civil intentada por Reynaldo Jiminián Salcedo en contra de
Demetrio García por ser regular en la forma; NOVENO:
En cuanto al fondo se rechaza dicha parte civil por impro-
cedente y mal fundada y en consecuencia se le condena al
pago de las costas civiles; DECIMO: La presente centencia
es común y oponible a la Compañía de Seguros "Unión de
Seguros, C. por A.";

Considerando, que los recurrentes, proponen contra la
sentencia impugnada el siguiente medio único de casación;
falta de motivos y de base legal;

Considerando, que en el desarrollo de su único medio
de casación, los recurrentes alegan en síntesis, que el Juez
a-quo, por el efecto devolutivo de la apelación, estaba en el
deber de repetir la instrucción y no lo hizo, haciendo oir,
los testigos y a las partes, y dando lectura a todas las pie-
zas del expediente; que no dio razones valederas ,para re-
chazar la constitución en parte civil hecha a nombi e de
Reynaldo Jiminián Salcedo; que por último la sentencia
impugnada no contiene motivos suficientes que justifiquen
las indemnizaciones acordadas, ni tampoco una exposición
de los hechos, que permitan determinar si la ley ha sido
o no bien aplicada, por lo que se ha incurrido en la misma
en los vicios y violaciones denunciados y debe ser casada;
pero,

Considerando, que la sentencia impugnada pone de
manifiesto, que la Cámara a-qua, mediante la ponderación
de los elementos de juicio que fueron regularmente admi-
nistrados en la instrucción de la causa, dio por establecido:
a) que el 5 de agosto de 1976, como a eso de las 8:30 horas
de la noche, mientras Juan Reynaldo Jiminiár. Salcedo con-
ducía el camión propiedad de Alcibíades García, placa N°
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TIMO: Se condena a Reynaldo Jimnnián Salcedo y/o Alci-
bíades García al pago de las costas civiles con distracción
de las mismas en provecho del Dr. Gregorio de Js. Batista
quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte; OCTA-
VO: Se acoge corno buena y válida la constitución en parte
civil intentada por Reynaldo Jiminián salcedo en contra de
Demetrio García por ser regular en la forma; NOVENO:
En cuanto al fondo se rechaza dicha parte civil por impro-
cedente y mal fundada y en consecuencia se le condena al
pago de las costas civiles; DECIMO: La presente centencia
es común y oponible a la Compañía de Seguros "Unión de
Seguros, C. por A.";

Considerando, que los recurrentes, proponen contra la
sentencia impugnada el siguiente medio único de casación;
falta de motivos y de base legal;

Considerando, que en el desarrollo de su único medio
de casación, los recurrentes alegan en síntesis, que el Juez
a-quo, por el efecto devolutivo de la apelación, estaba en el
deber de repetir la instrucción y no lo hizo, haciendo oir,
los testigos y a las partes, y dando lectura a todas las pie-
zas del expediente; que no dio razones valederas ,para re-
chazar la constitución en parte civil hecha a nombi e de
Reynaldo Jiminián Salcedo; que por último la sentencia
impugnada no contiene motivos suficientes ve justifiquen
las indemnizaciones acordadas, ni tampoco una exposición
de los hechos, que permitan determinar si la ley ha sido
o no bien aplicada, por lo que se ha incurrido en la misma
en los vicios y violaciones denunciados y debe ser casada;
pero,

Considerando, que la sentencia impugnada pone de
manifiesto, que la Cámara 'a-qua, mediante la ponderación
de los elementos de juicio que fueron regularmente admi-
nistrados en la instrucción de la causa, dio por establecido:
a) que el 5 de agosto de 1976, como a eso de las 8:30 horas
de la noche, mientras Juan Reynaldo Jiminián Salcedo con-
ducía el camión propiedad de Alcibíades García, placa N9
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515-291, asegurado con la Unión de Seguros, C. por A., me-
diante póliza N9 19175, de Este a Oeste, por la avenida Ri-
vas de la ciudad de La Vega, se produjo una colisión entre
dicho vehículo y el carrc público placa N 9 207-828, propie-
dad de Demetrio García, con póliza N9 A-1936-S, que con-
ducido por el chofer Ramón Florentino Brito, transitaba
por la misma vía, y en la misma dirección, detrás del pri-
mero; b) que con motivo de dicha colisión sufrieron golpes
y heridas curables antes de 10 días los pasajeros que iban
en el carro: Jorge María Polanco, Blas Fernández, José
Asunción Batista y Mariano de Js. Ureña, como así mismo
sufrió serios deteriores el carro, propiedad de Demetrio
García; c) que el accidente se debió a la bita del conductor
del camión, Juan Reynaldo Jiminián, al tratar de hacer gi-
rar dicho vehículo, sin antes percatarse de la presencia del
vehículo, que venía detrás, como tamlo s én a la velocidad en
que transitaba el carro, conducido por Florentino Brito;

Considerando, que según se evidencia por lo dicho pre-
cedentemente, contrariamente a lo alegado por los recu-
rrentes, en el desarrollo de la primera parte de su medio
de casac'ón, en la sentencia impugnada ccnsta, nue la Cá-
mara a-qua, llegó al establecimiento de los hechos ya ex-
puestos, luego de haber oído los testigos eita¿ .)s, las decla-
raciones de las partes, y de haber ponderado todos les ele-
mentos de juicio y circunstancias del proceso, por lo que,
los alegatos concernientes al aspecto p enal que se han exa-
minado carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, que los hechos así estat .l.ecid-)s configu-
ran a cargo del prevenido recurrente, el delito de golpes y
heridas por imprudencia previsto por el artículo 49 de la
Ley 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehícule3, y sancionado
en la letra a) de dicho texto legal, con 6 días a 6 meses de
prisión y multa de RDS6.00 a RDS150 00, si del accidente
resultare al lesionado una enfermedad o imposibil i dad de
dedicarse P. su trabajo por un tiempo menor de diez días,
como sucedió a las víctimas en el presente caso; que por
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tanto, la Cámara a-qua al condenar al prevenido recurrente
a RD$6.00 de multa, acogiendo circnnstancias atenuantes le
aplicó una pena ajustada a la ley;

Considerando, que así mismo, 13 Cámara a-qua apreció
que el hecho del prevenido Juan Reynaldo Jiminián Salce-
do, había ocasionado daños y perjuicios materiales y mora-
les a las perscnas constituidas en parte civil, que evaluó en
la forma siguiente: RD$300.00 en favor de José Mar la Po-
lanco; RD$300.00 en fa vor de Blas Rafael Fernández Gó-
mez; RD$300.00 en favor de José Asunción Bautista; RD$-
300.00, en favor de Mariano de 	 Ureña, y así mismo apre-
ció que el mismo hecho había ocasionado daños materiales
a Demetrio García, constituido en parte civil, por deterio-
ros de su vehículo, que evaluó en la suma de RDS2,500.00
que en consecuencia, al condenar a dicho prevenido recu-
rrente, solidariamente con Alcibíades García, propietario.
del vehículo, puesto en causa, al pago de las sumas ya in-
dicadas, a título de indemnización, más los intereses legales
de las mismas a partir de la demanda, como indemnización
complementaria, y hacer oponibles dichas condenaciones a
la Unión de Seguros, C. por A., compañía aseguradora, tam-
bién puesta en causa, la Cámara n-qua, hizo una correcta
aplicación de los artículos 1383 y 1384 del Código Civil y
1 y 10 de la Ley 4117, sobre Seguro Obligatorio de Vehículo
de Motor;

Considerando, que lo expuesto precedentemente y la
motivación especial y correcta que dio la Cámara on-qua,
para proceder al rechazamiento de la constitución en parte
civil hecha por el prevenido recurrente, contra Demetrio
García, propietario del vehículo, sobre el fundamento de
que éste al no haber sido emplazado no podía ser condena-
do como civilmente responsable, ponen de manifiesto que
contrariamente a lo alegado por los recurrentes, la senten-
cia impugnada contiene motivos suficientes y pertinentes
que just ; fican su dispositivo, y una exposición de hechos,
que ha permitido determinar que la ley ha sido bien apli-

cada, por lo que estos últimos alegatos que se examinan,
cl,, r.cen de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada
en cuanto pueda intereser al prevenido recurrente, no con-
tiene vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a Demetrio García, José María Polanco, Blas Rafael
Fernández Gómez, José Asunción Lantigua y Mariano de
Jesús Ureña, en los recursos de casación interpuestos por
Juan Reynaldo Jiminián Salcedo y la Un i ón de Seguros,
C. por A., contra la sentencia dictada por la Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Dbtrito Judicial de
La Vega, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Rechaza dichos recursos, y conde-
na al prevenido recurrente al pago de las costas, distayendo
las civiles en favor del Dr. Gregorio de Jesús Batista, abo-
gado de los intervinientes, quien afirma haberlas avanzado
en su mayor parte, y hace oponibles esas últimas a la
Unión de Seguros, C. por A., dentro de los términos de la
Póliza.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la
Fuente.— Manuel A. Amiarna.— Francisco Elr.idio Beras.—
Joaquén M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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n:nn•n•.1[0.1.71•1n110•}11.1..W.:

1tanto, la Cámara a-qua al condenar al prevenido recurrente
a RD$6.00 de multa, acogiendo circnnstancias atenuantes le
aplicó una pena ajustada a la ley;

Considerando, que así mismo, la Cámara a-qua apreció
que el hecho del prevenido Juan Revnaldo Jiminián Salce-
do, había ocasionado daños y perjuicios materiales y mora-
les a las personas constituidas en parte civil, que evaluó en
la forma siguiente: RD$300.00 en favor de José Maria Po-
lanco; RD$300.00 en fe por de Blas Rafael Fernández Gó-
mez; RD$300.00 en favor de José Asunción Bautista; RD$-
300.00, en favor de Mariano de s. Ureña, y así mismo apre-
ció que el mismo hecho había ocasionado daños materiales
a Demetrio García, constituido en parte civil, por deterio-
ros de su vehículo, que evaluó en la suma de RD$2,500.00
que en consecuencia, al condenar a dicho prevenido recu-
rrente, solidariamente con Alcibíades García, propietario.
del vehículo, puesto en causa, al pago de las sumas ya in-
dicadas, a título de indemnización, más los intereses legales
de las mismas a partir de la. demanda, como indemnización
complementaria, y hacer oponibles dichas condenaci rnes a
la Unión de Seguros, C. por A., compañía aseguradora, tam-
bién puesta en causa, la Cámara 11-qua, hizo una correcta
aplicación de los artículos 1383 y 1384 del Código Civil y
1 y 10 de la Ley 4117, sobre Seguro Obligatorio de Vehículo
de Motor;

Considerando, que lo expuesto precedentemente y la
motivación especial y correcta que dio la Cámara 7.-qua,
para proceder al rechazamiento de la constitución en parte
civil hecha por el prevenido recurrente, contra Demetrio
García, propietario del vehículo, sobre el fundamento de
que éste al no haber sido emplazado no podía ser condena-
do como civilmente responsable, ponen de manifiesto que
contrariamente a lo alegado por los recurrentes, la senten-
cia impugnada contiene motivos suficientes y pertinentes
que just i fican su dispositivo, y una exposición de hechos,
que ha permitido determinar que la ley ha sido bien apli-

ceda, por lo que estos últimos alegatos que se examinan,
carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada
en cuanto pueda intereser al prevenido recurrente, no con-
tiene vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a Demetrio García, José María Polanco, Blas Rafael
Fernández Gómez, José Asunción Lantigua y Mariano de
Jesús Ureña, en los recursos de casación interpuestos por
Juan Reynaldo Jiminián Salcedo y la Un i ón de Seguros,
C. por A., contra la sentencia dictada por la Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del D i strito Judicial de
La Vega, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Rechaza dichos recursos, y conde-
na al prevenido recurrente al pago de las ccstas, distayendo
las civiles en favor del Dr. Gregorio de Jesús Batista, abo-
gado de los intervinientes, quien afirma haberlas avanzado
en su mayor parte, y hace oponibles esas últimas a la
Unión de Seguros, C. por A., dentro de los términos de la
Póliza.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de la
Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elnidio Beras.—
Joaqu.én M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.



Materia: Correcional.

Recurrentes: Rafael C. Pérez, Xerox Dominicana, C. por A., y
Compañía Nacional de Seguros, C. por A.

Abogado: Dr. Pedro Flores Ortiz.

Interviniente: Herman Tejeda Nieves.
Abcgades: Dres. Manuel Ferreras Pérez y Rafael Vidal Espino

Dios, Patritl. y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Pres'clente; Manuel A. Amiama, Segun-
do Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Juan
Bautista Rojas Almánzar y Joaquín L. Hernández Espaillat,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Ustrito Nacional, hoy día 23 de febrero del 1981, arios 137'
cle la Independencia y 118' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos, conjunta-
mente, por Rafael C. Pérez, dominicano, mayor de edad, sol•
tero, chofer, cédula N9 68217, serie lra., domiciliado en 1a
casa N9 80 de la calle Bienvenido Creriles, de la ciudad de
La Romana; la Xerox Dcminicana, C. por A., domiciliada
en la casa N9 218 de la Avenida Bolívar, de esta eiudad, Y
la Compariía Nacional de Seguros, C. por A., con su asiento
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soeial en la Avenida Máximo Gómez, N 31, esquina a la
calle Pedro Henríquez Ureña, de esta ciudad, contra la sen-
tencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Domingo,
ei 8 de diciembre del 1977, en sus atribuciones correcciona-
les, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus co-nclusiones, al Dr. Rafael

Vidal Espinosa, cédula N 9 114486, serie lra., por sí y en
representación del Dr. Manuel Ferreras Pérez, cédula N9
58913, abogados del interviniente, Hernán W. Tejada Nie-
ves, dominicano, mayor de edad, casaclo, empleKlo privado,
cédula N 9 13686, con domicilio en la casa N9 45 de la. ealle
Proyecto de Villa Duarte, de esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recurscs de casación, levantada en
la Secretaría de. la Corte a -qua el 25 de enero del 1978, a
requerimiento del Dr. Pedro Filores Ortiz, cédula N 9 47715,
serie lra., en representación de los recurrentes, en la cual
no se propone ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial clel 14 de diciembre del 1978, sus-
crito por el abogado de los recurrentes, D. Pedro Flores
Ortiz, en la cual no se proponen los medios que se indican
rriás adelante;

Visto el escrito del intervinlente del 18 de diciembre
del 1978, firmado por sus abogacios;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos lo sartículos 49 y 52 de la Ley N 9 241 de
Tránsito y Vehículos; 1383 y 1384 del Código Civil, y 1 y
10 de la Ley N9 4117 del 1955, y 1, 62 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que ..en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refirxe, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en es-
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Sentencia impuguada: Corte de Apelación de Santo Domingo,
fecha 8 de diciembre de 1977.

Materia: Correcional.

Recurrentes: Rafael C. Pérez, Xerox Dominica-na, C. por A., y la
Compañía Nacional de Seguros, C. por A.

Abogado: Dr. Pedro Flores Ortiz.

Interviniente: Herman Tejeda Nieves.
Abcgados: Dres. Manuel Ferreras Pérez y Rafael Vidal Espinosa.

Dios, Patrin y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprerna Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Pres'dente; Manuel A. Amiama, Segun-
do Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Juan
Bautista Rojas Almánzar y Joaquín L. Hernández Espaillat,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
D'strito Nacional, hoy día 23 de febrero del 1981, arios 137'
de la Independencia y 118' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos, conjunta-
mente, por Rafael C. Pérez, dominicano, mayor de edad, sol
tero, chofer, cédula N9 68217, serie lra., domiciliado en la
casa N9 80 de la cálle Bienvenido Crertles, de la ciudad de
La Romana; la Xerox Dcminicana, C. por A., domiciliada
en la casa N9 218 de la Avenida Bolívar, de esta ciudad, Y
la Compariía Nacional de Seguros, C. por A., con su asiento

social en la Avenida Máxireo Gómez, N 31, esquina a la
calle Pedro Henríquez Ureriá, de esta ciudad, contra la sen-
tencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Domingo,
el 8 de diciembre del 1977, en sus atribuciones correcciona-

cuyo dispositivo se copia más adelante;
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Rafael

Vídal Espinosa, cédula N 9 114486, serie lra., por sí y en
representación del Dr. Manuel Ferreras Pérez, cédula N9
58913, abogados del interviniente, Hernán W. Tejada Nie-
ves, dominicano, mayor de edad, casado, emplea r.lo privado,
cédula N9 13686, con domicilio en la casa N9 4 de la. calle
Proyecto de Villa Duarte, de esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recurscs de casación, levantada en
la Secretaría de. la Corte a-qua el 25 de enero del 1978, a
requerimiento del Dr. Pedro P.ores Ortiz, cédula N 9 47713,
serie lra., en representación de los recurrentes, en la cual
no se propone ningún medio determinado de casación;

Vinto el memoriai del 14 de dieiembre del 1978, sus-
crito por el abogado de los recurrentes, D. Pedro Flores
Ortiz, en la cual no se proponen los medios .que se indican
más adelante;

Visto el es.crito del intervin:ente del 18 de diciemhre
del 1978, firmado por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos lo sartículos 49 y 52 de la Ley N 9 241 de
Tránsito y Vehículos; 1383 y 1384 del Código Civil, y 1 y
10 de la Ley N9 4117 del 1955, y 1, 62 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que .en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tri.insito ocurrido en es-
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ta ciudad el 19 de octubre del 1975, en que una persona
resultó con lesiones corporales, la Octava Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional die-
tó una sentencia el 8 de ju'lio de 1977 cuyo dispositivo se
copia más adelante; b) que sobre los recursos interpuestos
interv'no la sentencia ahora impugnada en casación cuyo
dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIVIERO: Admite co-
mo regular y válido, en cuanto a la forma, el recurso de
apelación interpuesto por el Dr. Pedro Flores Ortiz, a norn-
bre y representación de Rafael C. Pérez, Xerox, C. por A.,
y la Cía. de Seguros La Nacional, C. por A.. contra senten-
cia dictada por	 Octava Cámara de lo Penal del Juzgado
de Primera Instanc3a de.1 Distrito Nacior.al, en fecha 8 de
julio de 1977, cuyo dispositivo dice así: 	 Primero: Se
pronuncia el defecto contra el nombrado Rafael C. Pérez,
dominicano, mayor de edad, soltero, portador de la cédula
de identidad personal N9 68217, serie 26, domiciliado y re-
s'dente en la calle Ing. Bienvenido Creales N 9 30, de esta
cludad de	 Romana, por no haber comparecido no obstan-
te haber sido legalmente citado; Segundo: Se declara al
nombrado Rafael C. Pérez, de generales anotadas, culpable
de violación al Art. 49 de la Ley 241, y en consecuencia,
se le condena al pago de la pena de dos (2) meses de pri-
sión correceional y al pago de las costas penales; Tercero:
Se declara al nombrado Hernán W. Tejada Nieves, domini-
cano de 36 arios de edad, casado, chofer, portador de la cé-
dula personal de identidad N9 13686. serie 13	 dorniciliado
y residente en la calle Proyecto N9 45 de Villa Duarte, no
culpaWe de violación a las disposiciones de la Ley NQ 241,
y en consecuencia se le descarga de toda responsabilidad
penal y se declaran las costas de oficio; Cuarto: Se declara
regular y válido en cuanto a la forma, la constitución
parte civil hecha por el serior Hernán W. Tejeda Nieves,
per mediación de su abogado Dr. Manuel Ferreras P¿rez,
contra Rafael C. Pérez y Xerox Dominicana, C. por A., pre-
venido y persona civilmente responsaUe, respectivamente,
por haber sido hecha de conformidad con la ley, y en cuanto

BOLETIN JUDICIAL	 269

al 
fondo, se condena a Rafael C. Pérez, conjunta y solida-

riarnente con Xerox Dominicana, C. por A., en sus respecti-
vas calidades, al pago de una indemnización de cinco mil
pesos oro (RD$5,000.00) a favor de Hernán W. Tejeda Nie-
ves, como justa reparación por los daños y perjuicios rio-

materiales sufridos por él en el accidente, al pago

drdaeeleil demanda, y al pago de las costas civiles con rlistrac-la 
Ysinter	 rneses legales de dicha sua, a contar de la fecha

eión de las mismas en provecho del Dr. Manuel Ferreras
Pérez, por haberlas avanzado en su totalidad; Quintc: Se
declara la presente sentencia común y oponible en su
pecto civil a la Cía. de Seguros Nacional de Seguros, C.
por A., entidad aseguradora rIel vehículo causante del ac-
cidente, de conformidad con el artículo 10 Mod. de la Ley
N94117, sobre seguros obligatorios de vehículos de motor';—
Por haber sido hecho dentro del plazo y demás
des legales;— SEGUNDO: Pronunc i a el defecto ceirtra Ra-
fael C. Pérez, por no haber a3istido a la audiencia, no obs-
tante haber sido legalmente citado y emplazado;— TERCE-
RO: Modifica el ordinal 4to., de la sentencia apelada en
cuanto al monto de la indemnización acordada por el Tri-
bunal a -qtto y la Corte por propia autoridad y contrar i o im-
perio, fija dicha indemnización en la suma de un mil pesos
oro (RD$1,000.00) por considerar la Corte que ésta suma
está más en armonía con la magnitud de los darios y per-
juicios recibidos por la víctima;— CUARTO: Condena a Ra-
faael C. Pérez, al pago de las costas penales;— QUINTO:
Conf'rma en sus demás aspectos la sentencia apelada;—
SEXTO: Condena a Rafael C. Pérez y Xerox Dominicana,
C. por A., solidariamente al pago de las costas civiles, con
distracción de las mismas en provecho del Dr. Manuel Fe-
rreras Pérez, abogado que afirma haberlas avar.zado en su
totalidad;— SEPTIMO: Declart esta sentencia común y opo-
nible a la Cía. de Seguros La Nacional de Seguros, C. por
A. , por ser la entidad aseguradora del vehículo que causó
el accidente";
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ta ciudad el 19 de octubre del 1975, en que una persona
resultó con lesiones corporales, la Octava Cámara r'enal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional dic-
tó una sentencia el 8 de julio de 1977 cuyo dispositivo se
copia más adelante; b) que sobre los recursos interpuestos
interv'no la sentencia ahora impugnada en casación cuyo
dispositivo es e.1 siguiente: "FALLA: PRIMERO: Admite co-
mo regular y válido, en cuanto a la fcrma, el recurso de
apelación interpu.esto por el Dr. Pedro Flores Ortiz, a norn-
bre y representacibn de Rafael C. Pérez, Xerox, C. por A
y la Cía. de Seguros La Naciona'., C. por A., contra senten-
cia dictada por	 Octava Cámara de lo Penal del Juzgado
de Primera Instancja del Distrito Nacional, en fecha 8 de
julio de 1977, cuyo dispositivo dice así: 	 Primero: Se
prcnuncia el defecto contra el nombrado Rafael C. Pérez,
dominicano, mayor de edad, soltero, portador de la cédula
de. identidad personal N9 68217, serie 26, domicniado y re-
s'clente en la calle Ing. Bienvenido Creales N9 30, de esta
ciudad de Lo Romana, por no haber comparecido no obstan-
te haber sido legalmente citado; Segundo: Se declara al
nombrado Rafael C. Pérez, de generales anotadas, culpable
de violación al Art. 49 de la Ley 241, y en consecuencia,
se le condena al pago de la pena de dos (2) meses de pri-
sión correccional y al pago de las costas penales; Tercero:
Se declara al nombrado Hernán W. Tejada Nieves, domini-
cano d.e 36 arios de edad, casado, chofer, portador d.e la cé-
dula p.ersonal de identidad N9 13686. serie 13	 dorniciliado
y residente en la calle Proyecto N9 45 de Villa Duarte, no
culpaWe de violación a las disposiciones de la Ley N 9 241,
y en consecuencia se le descarga de toda responsabilidad
penal y se declaran las costas de oficio; Cuarto: Se declara
regular y válido en cuanto a la forma, la const i tución en
parte civil hecha p gr el serior Hernán W. Tejeda Nieves,
por mediación de su abogado Dr. Ma.nuel Ferreras Fárez,
contra Rafael C. Pérez y Xerox Dominicana, C. por A. , pre-
venido y persona civilmente responsab'.e, respectivamente,
por haber sido hecha de conformidad con la ley, y en eu&nto

fondo, se condena a Rafael C. Pérez, conjunta y solida-
riarnente con Xerox Dominicana, C. por A., en sus respecti-
vas calidades, al pago de una indemnización de cinco mil
pesos oro (RD$5,000.00) a favor de Hernán W. Tejeda Nie-
ves, como justa reparación por los daños y perjuicios nic-
rajes y materiales sufridos por él en el accidente, al pago
de los intereses legales de dicha suma, a contar de la fecha
de la demanda, y al pagc de las costas civiles con rUstrac-
ción de las mismas .en provecho del Dr. Manuel Ferreras
Pérez, por haberlas avanzado en su totalidad; Quinte: Se
declara la presente sentencia común y oponible en su as-
pecto civil a la Cía. de Seguros Nacional de Seguros, C.
por A., entidad aseguradora del vehículo causante del ac-
cidente, de conformidad con el artículo 10 Mod. c3.e la Ley
NQ 4117, sGbre seguros obligatorios de vehículos de motor';—
Por haber sido hecho dentro del plazo y demás formalid.a-
des legale.s:— SEGUNDO: Pronunc i a el defecto centra Ra-
fael C. Pérez, por no haber a3istido a a audiencia, no obs-
tante haber sido legalmente citado y emplazado;— TERCE-
RO: Modifica el ordinal 4to., de la sentencia apelada en
cuanto al mcnto de la indemnizac:ón acordada por el Tri-
bunal a -quo y la Corte por propia autoridad y contrar ; o im-
perio, fija dicha indemnización en la suma de un mil pesos
oro (RD$1,000.00) por considerar la Corte que ésta suma
está más en armonía con la magnitud de los darios y per-
juicios recibidos por la víctima;— CUARTO: Condena a Ra-
faael C. Pérez, al pago de las costas penales;— QUINTO:
Conf rma en sus demás aspectos la sentencia apelada;—
SEXTO: Condena a Rafael C. Pérez y Xerox Dominicana,
C. por A., solidariamente al pago de las costas civiles, con
distracción de las mismas en prov.echo del Dr. Wanuel Fe-
rreras Pérez, abogado quc.- afirma haberlas avanz.ado en su
totalidad;— SEPTIMO: Declara esta sentencia común y opo-
nible a la Cía. de Seguros La Nacional de Seguros, C. por
A. , por ser la entidad aseguradora d .el vehículo que causó
el accidente";
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Cons'derando, que los recurrentes proponen en su rne.
morial los siguientes medios de casación: Primer
Desnaturalización de los hechos de la causa; Segundo
d5o: Falta de base legal e insuficiencia de motivos;

Considerando, que en el primer medio de sus recursos
los recurrentes alegan, en síntesis, lo siguiente: que el exa-
men de las declaraciones del recarrido ante el Juez del pri-
rner grado revela que en ellas existen contradicciones res-
pecto del lugar en donde se originó la colisión, puesto que
dicho recurrido afj rma, primero, que el acciden¿e ocurrió
después de haber cruzado la Avenida Winston Churchill, y
luego declaró en la misma audiencia que el accidente se
produjo antes de cruzar la referida Avenida; que en el jul-
cio no se oyeron otros testigos que esclarecieran este punto
contradictor i o de las declaraciones del recurrido; que, sin
embargo, la Corte a-qtta afirma en su sentenciet que el
cidente ocurrió después que el rr_otorista había atravesado
dicha Avenida; pero,

Considerando, que el examen del acta de la audiencia
del 8 de marzo del 1977, celebrada por la Octava Cámara
Penal, revela que él coprevenido Hernán W. Tejada Nieves
declaró, tal como lo alegan los recurrentes, que el accidente
ocurrió después que el vehículo conducido por el prevendo
Rafael E. Pérez había cruzado la Avenida Winston Chur-
chill, per lo que la colisión se produja en la Autcpista Daar-
te; -que lo que dicho declaz. ante infr.rnló, según consta más
adelante en el acta, fue que él vio al automóvil antes
cruzar la Avenida Winston Churchill, todo lo que queda
aclarado al informar, después, que él iba en el carril de la
derecha y el conductor del av.tomóvil lo quiso rebasar en el
paseo de la autop5sta; que, por tanto, la Suprema Corte de
Justicia, estima que no hubo en el casa una desnaturaliza-
ción del testimonio, y, en consecuencia, el primer medio
del recurso carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que en el segundo med ; o de su memo-
rial, les recurrentes alegan, en síntesis, lo siguiente: que la

sentencia centiene una motivación inadecuada e impropia
que no justifica su dispositivo, ya que se serialan como es-

tablec idos hechos que en la instrucción de la causa no fue-
ron comprobados como afirmar que la causa eficicnte del
accidente se debió a un rebase temerario del vehículo que
eonducía Rafael C. Pérez, afirmación que basó la Corte de
las declaraciones interesadas del recurrido, censtituído en
parte civil, y no están avaladas por otras pruebas; pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada se
por establecido lo siguiente: a) que el 19 de octubre del
1975 el chofer Rafael C. Pérez corducía el automóvil placa
No 112-114, propiedad de Xerox Dominicana, C. por A., con
Póliza N9 LNA-4245 de la Compariía de Seguros La Nacio-
nal, C. por A., después de cru7ar la Avenida W'nston Chur
chill y entrar en la Autopista Duarte, viniendo de Oeste a
Este, chocó por detrás la motocicleta, placa N 9 33599, pro-
piedad de la Compariía Tuberías y Materiales Plásticos,
conducida por Hernán W. Tepeda Nieves, quien resultó con
golpes en distintas partes del cuerpo que curaron después
de 20 días; b) que el accidente se debió a la imprudencia
del conductor del automóvil al tratar de rebasar la motoci-
cleta sin tomar las precauciones de lugar;

Considerando, que lo antes expuesto y el examen de la
sentencia impugnada ponen de manifiesto que dicho fallo
contiene motivos suficientes, pert I nentes y congruentes, y
une exposición com. pleta de los her:les de la causa, que han
permitido a la Suprema Corte de Justicia, verificar que en
la referida se.ntencia no se ha incurrido en los vicios alega-
dos por los recurrentes, por lo que el segundo y último me-
dio del recurso carecen de fundamento y deben ser tam-
bién desestimados;

Considerando, que los hechas así establecidos por la
Corte a-qua configuran el delito de golpes y heridas ocasio-
nados involuntariamente a las personas con la conducc'ón
de vehículos de motor; previsto .e.n e 1 artículo 49 de la Ley
N9 241 del 1967, de Tránsito y Vehículos, y sancionado en
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Cons'derando, que los recurrentes proponen en su
morial los siguientes medios de casación: Primer
Desnaturalización de los hechos de la causa; Segundo Me.
d5o: Falta de base legal e insuficiencia de motivos;

Considerando, que .en el primer medio de sus recursos
los recurrentes alegan, en síntesis, lo siguiente: que el exa-
men de las declaraciones del recarrido ante el Juez del pri-
mer grado rev .esla que en ellas existen contradicciones res-
pecto del lugar en donde se originó la colisión, puesto que
dicho recurrido afirma, primero, que el accidence ocurrió
después de haber cruzado la Avenida Winston Churchill, y
luego declaró en la misma audiencia que el accidente se
produjo antes de cruzar la referida Avenida; que en el jul-
cio no se oyeron otros testigos que esclarecieran este punto
contradictoro de las declaraciones del recurrido; que, sin
embargo, la Corte a-qua afirma er. su sentenci g que el ac-
cidente ocurrió después que el motorista había atravesado
dicha Avenida; pero,

Considerando, que el examen del acta de la audiencia
del 8 de marzo del 1977, celebrada por la Octava Cámara
Penal, revela que el coprevenido Hernán W. Tejada Nieves
d.eclaró, tal como lo alegan los recurrentes, que el accidente
ocurrió después que el vehículo conducido por el prevendo
Rafael E. Pérez había cruzado la Avenida Winston Chur-
chill, per lo que la colisión se produja en la Autcpista Daar-
te;-que lo que dicho declalante infr.rrnt.5, según consta
adelante en el acta, fue que él vio al automóvil antes de
cruzar la Avenida Winston Churchill, todo lo ri ue queda
aclarado al informar, después, que él iba en el carril de la
derecha y el conductor del automóvil lo quiso rebasar en el
paseo de la autop ; sta; que, por tanto, la Suprema Corte de
Justicia, estima que no hubo en el caso una desnaturaliza-
ción del testimonio, y, en consecuenc,a, el primer medío
del recurso carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que en el segunclo meel'o de su memo-
rial, les recurrentes alegan, en síntesis, lo siguiente: que la

sent'nlcia centiene una motivación inadecuada e impropia
que no justifica su dispositivo, ya que se serialan como es-

tablecidos hechos que en la instrucción de la causa no fue-
ron comprobados como afirmar que la causa eficiente del
accidente se debió a un rebase temerario del vehículo que
conducía Rafael C. Pérez, afirmación que basó la Corte de
las declaraciones interesafis del recurrido, ceustituído en
parte civil, y no están avaladas por otras pruebas; pero,

Considerando, que en la sente-ncia impugnada se
por establecido lo siguiente: a) que el 19 de octubre del
1975 el chofer Rafael C. Pérez corducía el automóvil p-aca
N9 112-114, propiedad de Xerox Dominicana, C. por A., con
Póliza N9 LNA-4245 de la Compariía de Seguros La
n.al, C. por A., después de cnizar la Avenida W'nston Chur
chill y entrar en la Autopista Duarte, viniendo de Oeste a
Este, chocó por detrás la motocicleta, placa N9 33599, pro-
piedad de la Compariía Tube.rías y Materiales Plásticos,
conducida por Hernán W. Tepeda Nieves, quien resultó con
golpes en distintas partes del cuerpo que curaron después
de 20 días; b) que el accidente se debió a la imprudencia
del conductor del automóvil al tratar de rebasar la motoci-
cle.ta sin tomar las precauciones de lugar;

Considerando, que lo antes expuesto y el examen de la
sentencia impugnada ponen de manifiesto que dicho fallo
contiene motivos suficientes, pert ; nentes y congruentes, y
una exposición completa de los her s'nos de la causa, que han
permitido a 1a Suprema Corte de Justicia, verificar que en
la referida sentencia no se ha incurrido en los v i cios alega-
dosPor los recurrentes, por lo que el scgundo y último me-
dio del recurso carecen de fundamento y deben ser tam-
bién desestimados;

Considerando, que los hechos así establecidos por la
Corte a-qua configuran el delito de golpes y heridas ocasio-
nados involuntariamente a las personas con la conduccIón
de vehículos de motor; previsto .e.n e 1 artículo 49 de la Ley
149 241 del 1967, de Tránsito y Vehículos, y sancionado en
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la letra c) de dicho texto legal con las penas de 6 meses a
2 arios de prisión, y multa de RD$100.00 a RD$500.00,
do la curación de las lesiones requieran 20 días o más, co..
mo ocurrió en la especie; que, por tanto, al condenar
prevenido Rafael C. Pérez, después de declararlo culpable
del delito puesto a su cargo, a 1as penas de dos meses de
pris'ón y RD$50.00 de multa, acogiendo en su favor eir.
cunstancias atenuantes, le aplicó una sanción ajustada a
la ley;

Considerando, que, asimismo, la Corte a-qua evaluó los
darios y perjuicios materiales y montles que recibió la vie-
tima del accidente, Hernán W. Tejeda Nieves, en la suma
de RD$1,000.00; que al condenar al prevenido, Rafael C.
Pérez, juntamente con Xerox Domiiiicana, C. por A., pro-
pietaria del vehículo que ocasionó el accidente, al pago de
esa suma, más los intereses legales de la misma a partir de
la demanda, a título de indemnización, la Corte a-qua apli-
có correctamente los artículos 1383 y 1384 del Código Civil;
y al hacer oponibles esas condenaciones a la Na&onal de
Seguros, C. por A., puesta en causa, aplicó también correc-
tamente los artículos 1 y 10 de la Ley Nc 4117 de 1955, so-
bre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada, en cuanto concierne al prevenido
recurrente, no contiene vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Hernán Tejeda Nieves en los recursos de casación in-
terpuestos por Rafael C. Pérez, Xerox Dominicana, C. por
A, y la Compariía Nacional de Seguros, C. por A., contra
la sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo
Domingo, el 8 de diciembre del 1977, .en sus atribuciones
correccionales, cuyo dispositivo se ha copiado en parte an-
terior del presente fallo; Segundo: Rechaza los menciona-
dos recursos de casación; Tercero: Condena al prevcnido
recurrente al pago de las coctas penales; Cuarto: Condena

este último y a Xerox Dgminicana al pago de las costas

Civiles y las distrae en provecho de los Dres. Manue1 Fe-
ry,ras y Rafael A. Vidal Espinosa, abogados del intervinien-
te, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad, ha-
ciéndolas opon i bles a la Compariía Nadonal de Seguros, C.

0or A., dentro de los términos de la Póliza.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiarna.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Joaquín L.
1-iernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
seriores Jueces que figura--1 en su encabezamento, en
audiencia pública del día, mes y ario en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

1



la letra c) de dicho texto legal con las penas de 6 meses a
2 arios de prisión, y multa de RD$100.00 a RD$500.00, cuarb
do la curación de las lesiones requieran 20 días o más, co.
mo ocurrió en la especie; que, por tanto, al condenar
prevenido Rafael C. Pérez, después de declararlo culpable
del delito puesto a su cargo, a las penas de dos meses de
pris'ón y RD$50.00 de multa, acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes, le aplicó una sanción ajustada a
la ley;

Considerando, que, asimismo, la Corte a-qua evaluó los
darios y perjuicios materiales y moniles que recibió la víe-
tima del accidente, Hernán W. Tejeda Nieves, en la suma
de RD$1,000.00; que al condenar al prevenido, Rafael C.
Pérez, juntamente con Xerox Domillicana, C. por A., pro-
pietaria del vehículo que ocasionó el accidente, al pago de
esa suma, más los intereses legales de la misma a partir de
la demanda, a título de indemnización, la Corte a-qua apli-
có correctamente los artículos 1383 y 1384 del Código Civil;
y al hacer oponibles esas condenaciones a la Nacional de
Seguros, C. por A., puesta en causa, aplicó también correc-
tamente los artículos 1 y 10 de la Ley Nc 4117 de 1955, so-
bre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada, en cuanto concierne al prevenido
recurrente, no contiene vicio alguno que justifique su ca-
sación;	 sgh.

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Hernán Tejeda Nieves en los recursos de casación in-
terpuestos por Rafael C. Pérez, Xerox Dominicana, C. por
A, y la Compariía Nacional de Seguros, C. por A., contra
la sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo
Domingo, el 8 de diciembre del 1977, .en sus atribuciones
correccionales, cuyo dispositivo se ha copiado en parte an-
terior del presente fallo; Segundo: Rechaza los menciona-
dos recursos cle casación; Tercero: Condena al prevcnido
recurrente al pago de las coctas penales; Cuarto: Condena

a éste último y a Xerox Dominicana al pago de las costas
civiles, y las distrae en provecho de los Dres. Manuel Fe-
rraras y Rafael A. Vidal Espinosa, abogados del intervinien-
te, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad, ha-
ciéndolas oponibles a la Compariía Nacional de Seguros, C.
por A., dentro de los términos de la Póliza.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiarna.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Joaquín L.
Fiernánclez Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
seriores Jueces que figura-, en su encabezam i ento, en
audiencia pública del día, mes y ario .en él expresados y
fue firmada, leícia y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.

BOLETIN JUDICIAL	 273272	 BOLETIN JUDICIAL



SENTENCIA DE FECHA 25 DE FEBRERO DEL 1981
fi

Sentencia impugnada: Cámara Civil, Comercial y de Trabajo cie
la lra. Circunscripción de Santiago, de fecha 28 de fe.
brero de 1978.

Materia: Trabajo.

Recurrente: La Font Gamundy Cía., C. por A.
Abogado: Dr. Hugo Alvarez Valencia.

Recurrido: Domingo Francisco Castillo L.
Abogadó: Dr. Rafael Sierra.

Dios, Pzeria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema e prte de. Jus-
ticia, regularmente constituída por los ,Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Segun-
do Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Felipe Osvaldo Perdomo	 y
Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito i\racional,
hoy día 25 de fe.brero de 1981, arios 137' de la Independencia
y 118' de la Restauración, clicta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la s ; guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por La Font
Gamundy y Cía., C. por A., con domicilio social en la casa
N9 70 de la calle Juan Rodríguez a esquina Saltitopa, de
la ciudad de La Vega, contra la sentencia de la Cámara Ci-
vil, Comercial y de Trabajo de la Primera Circunscripción
del Juzgado de Primera I l istancia del Distrito Judicial de
Santiago, del 28 de febrero de 1977, cuyo dispositivo se
copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Rafael Sierra, abogado del recurrido, Do-
mingo Francisco Castillo, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, cédula N9 30818, serie 47, domiciliado en la ciudad de
La Vega, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de ia República;

Visto el memorial de la recurrente del 17 de ene.ro de
1978, suscrito por su abogado, Dr. Hugo Francisco Aivarez
Valencia, en el que se proponen los medios de casación que
se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa del recun-ido del 11 de
abril de 1978, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, despn;s de haber deli-
berado y vistos los textos	 indicados por la recurren-
te, que se indican más adelante; y los artículos 1 y 65 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los do-
cumentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada y la
demanda siguiente, el Juzgado de Paz de la Primera Cir-
cunscripc'ón del Municipio de La Vega dictó, en fecha 9
de marzo de 1973, una se.ntencia como tribunal de trabajo,
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se declara
que el contrato que ligó a Domingo Francisco Liranzo Cas-
tillo y la casa Font, Gamundy & Co., C. por A., era por
tnempo indefinido; SEGUN00: Se declara resuelto por des-
pido injustificado el contrato que existió .entre Domingo
Francisco Liranzo Castillo y la casa Font Gamundy & Co.,
C. por A., por culpa de ésta última y con responsabilidad
para la misma; TERCERO: 3e condena a la Font Gamu.Ady
& Co., C. por A., a pagarle al reclamante Domingo D'rancisco
Liranzo Castillo, las prestaciones siguientes: 55 días de au-
xilio de cesantía, 24 días de preaviso, 7 días de regalía pas-
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SENTENCIA DE FECHA 25 DE FEBRERO DEL 1981

Sentencia impugnada: Cámara Civil, Comercial y de Trabajo de
la lra. Circunscripción de Santiago, de fecha 28 de fe.
brero de 1978.

1444.1

Materia: Trabajo.

Recurrente: La Font Gamundy Cía., C. por A.
Abogado: Dr. Hugo Alvarez Valencia.

Recurrido: Domingo Francisco Castillo L.
Abogada: Dr. Rafael Sierra.

Dios, Patria y Li7oertad,
.República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema CDrte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Nestor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente.
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Arniama, Segun-
do Sustituto de Presidente; Francisco E1pidBeras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Felipe Osvaldo Perdomo Wiez y
Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito iÇacional,
hoy día. 25 de febrero de 1981, años 137' de la Independencia
y 118' de la Restauración, dk-tta en audiencia pública, corno
Corte de Casación, la s ; guiente se.ntencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por La Font
Gamundy y Cía., C. por A., con domicilio social en la casa
N9 70 de la calle Juan Rodríguez a esquina Saltitopa, de
la ciudad de La Vega, contra la sentencia de la Cámara Ci-
vil, Comercial y de Trabajo de la Primera Circunscrjpción
del Juzgado de Primera I l ístancia del Distrito Judicial de
Santiago, del 28 de febrero de 1977, cuyo dispositivo se
copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Rafael Sierra, abogado del recurrido, Do-
- iningo Francisco Castillo, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, cédula N 30818, serie 47, domiciliulo en la ciudad de
La Vega, en la lectura de sus conclusiones;

411, Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de Ia República;

Visto el memorial de la recurrente del 17 de ene.ro de
1978, suscrito por su abogado, Dr. Hugo Francisco Aivarez
Valencia, en el que se proponen los medios de casación que

indican más adelante;

Visto el memorial de defensa del recuri-ido del 11 de
abril de 1978, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, despit;s de haber deli-
berado y vistos los textos J .Jgales indicados por la recurren-
te, que se indican más adelante; y los artículos 1 y 65 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los do-
cumentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada y la
demanda siguiente, el Juzgado de Paz de la Primera Cir-
cunscripc:ón del Municipio de La Vega dictó, en fecha 9
de marzo de 1973, una sentencia como tribunal de trabajo,
cuyo dispositivo dice así: "FALIA: PRIMERO: Se declara
que el contrato que ligó a Domingo Francisco Liranzo

y la casa Font, Gamundy & Co., C. por A., era por
tnempo indefinido; SEGUNii0: Se declara resuelto por des-
pido injustificado el contrato que existió .e.ntre Domingo
Francisco Liranzo Castillo y la casa Font Garnundy & Co.,
C. por A., por culpa de ésta última y con responsabilidad
para la misma; TERCERO: 3e conde-na a la Font Gamundy
& Co., C. por A., a pagarle al reclamante Domingo I'rancisco
Liranzo Castillo, las prestaciones siguientes: 55 días de au-
xilio de cesantía, 24 días de preaviso, 7 días de regalía pas-



cual correspondiente al ario 1972, 5 días de vacaciones co-
rrespondientes al ario 1972, y una suma igual a los salaáos
que habría recibido el trabajador demandante desde el día
de su demanda hasta la fecha de la sentencia dictada en
última instancia, sin que los mismos excedan de los salarios
correspond:entes a tres meses, por aplicación del artículo
84, párrafo 3ro , del Ciódigo de Trabajo; todas estas presta-
ciones e indernnizaciones a base d un salario ue RD$3.00
diarios; CUARTO: Se condena a la empresa demandada al
pago de las costas y se ordena su distisacción en provecho
clel Dr. Rafael A. Sierra C., quien afirma haberlas avanzado
en su totalidad"; b) que sobre ape:ación total de la actual
recurrente y parcial del actual recurrido, la Cámara a-qua,
dictó el fallo de lecha 11 de octu -ore de 1973, del cual es
el siguiente dispositivo: "FALI.A: PRIMERO: Acoge las
conclusiones prese.ntadas en audiencia por la parte inti-
mante y en parte las presentadas por la parte intimada, por
ser justas y reposar en prueba legal, y en consecuencia, de-
be: Fusiona las apelaciones de Domingo Francisca Castillo
Liranzo y la Font Gamundy & Co., C. por A., por ambas
tener conexidad; SEGUNDO: Declara bueno y válido por
regular en la forma y justo en el fondo, los recursos de ape-
lación que han hecho las partes, contra sentenc i a dictada
per e.1 Juzgado de Paz dela Primera Circunscripción de La
Vega, de fecha 15 de marzo de 1972; TERCERO: Confirma
dicha sentencia en cuanto dispone: 24 días de preaviso, así
como los ordinales primero, segundo y cuarto de dicha sen-
tencia; CUARTO: En todo lo dernás, revoca dicha sentencia,
y en consecuencia, condena a la Font Gamundy & Co., C.
per A., a pagar al trabajador 150 días de auxilio de cesant{.).,
14 días de Regalía Pascual que le corresponden del ario
1971, así como 4 días de Regalía Pascw correspondiente
al ario 1972, 30 días de vacaciones correspondientes al ario
1971, así como 90 días por concepto de las indemnizaciones
de que trata el artículo 84, párrafo 3rc., del Códlgo de Tra-
bajo, a razón de RD$3.00 diarios; 7 días de vacaelones co-
rrespondientes al ario 1972; QUINTO: Condena a la Font

Gamundy & Co., C. por A., al pago de las costas del proce-
dimiento, con distracción de las mismas en provecho del
Dr. Rafael A. Sierra C., quien afirma haberlas avanzado
en su totalidad"; c) que sobre recurso de casación inter-
puesto intervino el 8 de noviembre de 1974, una sentencia
de la Suprema Corte de Justicia, cuyo dispositivo es el si-
guiente: "Por tales motivos, Primero: Casa la santencia dic
tada por la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Dis-
trito Judicial de La Vega, en fecha 11 de octubre de 1973,
cuyo dispositivo se ha copiada en perte anterior del pre-
sente fallo, y envía el asunto ante la Cámara Civil, Comer-
cial y de Trabajo de la Primera Circunscripción del Distrito
Judicial de Santiago, como triLunal de segundo grado; y
Segundo: Compersa las costas entre las partes"; d) que por
último, el Tribunal de envío cUctó la sentencia ahora im-
pugnada en casación con el siguiente dispcsitivo: "FALLA:
PRIMERO: Declara bueno y válido en cuanto a la forma
los recursos de apelación interpuestos par: Domingo Fran-
cisco Liranzo Castillo o Domingo Francisco Castillo Liranzo
y Font Gamundy Co., C. iy;r A.; SLGUNDO: En cuanto al
fonda confirma los ordinales Primelo, Segundo y Cuarto
de la sentencia recurrida; TERCERO: Modifica el ordinal
Tercero de la sentencia recurrida porque diga así: Se con-
dena a Font Gamundy Co., C. poe A., a pagarle al Sr. Do-
mingo Franc i sco Liranzo Castillo o Domingo Francisco Cas-
tillo Liranzo, la cantidad de 1-0$957.00 correspondiente a
24 días de preaviso, 150 días de auxilio de cesantía; 90 días
por concepto de duración de los procedimientos; 30 días de
Regalía Pascual que debió percibir en el ario 1971; 7 das
de Regalía Pascual que deb'á percibir en el ario 1972, 14 días
de vacaciones que debió percibir en el ario 1971, y 4 días
de vacacione.s que debió percibir en el ario 1972; CUARTO:
Se ccndena a Font Gamundy Co., C. por A., al pago de las
costas con distracción de las mismas en lavor del Dr. Ra-
fael Sierra, quien afil .ma estarlas avanzando en su totali-
dad";

III
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cual correspondientc al ario 1972, 5 días de vacaciones co-
rrespondientes al ario 1972, y una suma igual a los sala.i.os
que habría recibido el trabajador demandante desde el día
de su demanda hasta la fecha de la sentencia dictada en
última instancia, sin que los mismos excedan de los salarios
correspond'e.ntes a tres meses, por aplicación del artículo
84, párrafo 3ro , del Código de Trabajo; todas estas presta-
ciones e indemnizaciones a base d€ un salario ue RD$3.00
diarios; iCUARTO: Se condena a la empresa demandada al
pago de las costas y se ordena su distracción en provecho
del Dr. Rafael A. Sierra C., quien afirma haberlas avanzado
en su totalidad"; b) que sobre ape:ación total de la actual
recurrente y parcial del actual recurrido, la Cámara a - qua,
dictó el fallo de fecha 11 de octubre de 1973, del cual es
el siguiente dispositivo: "FALIA: PRIMERO: Acoge las
conclusiones presentadas cn audiencia por la parte inti-
mante y en parte las presentadas por la parte intimada, por
ser justas y reposar en prueba legal, y en consecuencia, de-
be: Fusiona las apelaciones de Domingo F rancisco Castillo
Liranzo y la Font Gamundy & Co., C. por A., por ambas
tener conexidad; SEGUNDO: De.clara bueno y válido por
regular en la forma y justo en el fondo, los recursos de ape-
lación que han hecho las partes, contra sentenc i a dictada
per el Juzgado de Paz dela Primera Circunscripción de La
Vega, de fecha 15 de marzo de 1972; TERCERO: Confirma
dicha sentencia en cuanto dispone: 24 días de preaviso, así
como les ordinales primero, segundo y cuarto de dicha sen-
tencia; CUARTO: En todo lo demás, revoca dicha sentencia,
y en consecuenc i a, condena a la Font Gamundy & Co., C.
per A., a pagar al trabajador 150 días de auxilio de cesant,
14 días de Regalía Pascual que le corresponden del año
1971, así como 4 días de Regalía Pascw. correspondiente
al año 1972, 30 días de vacaciones correspondientes al ario
1971, así como 90 días por concepto de las indemnizaciones
de que trata ,e1 artículo 84, párrafo 3ro., del Códígo de Tra-
bajo, a razón de RDS3.00 diarios; 7 días de vacaciones co-
rrespondientes al ario 1972; QUINTO: Condena a la Font

Gamundy & Co., C. por A., al pago de las costas del proce-
dimiento, con distracción de las mismas en provecho del
Dr. Rafael A. Sierra C., quien afirma haberlas avanzado
en su totalidad"; c) que sobre recurso de casación inter-
puesto intervino el 8 de novíembre dc 1974, u.na sentencia
de la Suprema Corte de Justicia, cuyo dispositivo es el si-
guiente: "Por tales motivos, Primero: Casa la santencia dic
tada por la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Dis-
trito Judicial de La Vega, en fccha 11 de octubre C.e 1973,
cuyo dispositivo se ha copiado en prIrte anterior del pre-
sente fallo, y envía el asunto ante la Cámara Civil, Comer-
cial y de Trabajo de la Primera Circunscripción cie 7. Distrito
Judicia de Santiago, como tribunal de segundo grado; y
Segundo: Compersa las costas entre las partes"; d) que por
último, el Tribunal de envío oVetó la sentencia ahora im-
pugnada en casación con el siguiente dispcsitivo: "FALLA:
PRIMERO: Declara bueno y válido en cuanto a la forma
los recursos de apelación interpuestos por: Domingo Fran-
eisco Liranzo Castillo o Domingo Francisco Castillo Liranzo
y Font Gan.lundy Co., C. pr A.; SLGUNDO: En cuanto al
fondo confirma los ordinales Prime; o, Segundo .y Cuarto
de la sentencia recurrida; TERCERO: Modifica el ordinal
Tercero de la sentencia recurrida porque diga así: Se con-
dena a Font Gamundy Co., C. po: A., a pagarle al Sr. Do-
mingo Francsco Liranzo Castillo o Domingo Francisco Cas-
tillo Liranzo, la cantidad de RD$957.00 correspondiente a
24 días de preaviso, 150 días de auxilio de cesantía; 90 días
por concepto de duración de los procedimientos; 30 días de
Regalía Pascual que debió percibir en el ario 1971; 7 das
de Regalía Pascual que debló percibir en el ario 1972, 14 días
de vacaciones que debió percibir en el año 1971, y 4 días
de vacaciones que debió pe.rcibir en el ario 1972; CUARTO:
Se cendena a Font Gamundy Co., C. por A., al pago de las
costas con distracción de las mismas en iavor del Dr. Ra-
fael Sierra, quien afirma estarlas avanzando en su totali-
dad";



278	 BOLETIN JUDICIAL

Considerando, que la recurrente propone en su memo-
rial contra la sentencia impugnada '.os siguientes medios de
casación: Primer Medio: Violación de las reglas de la prue-
ba.— Motivos confusos y contradctcrios, .equivalentes a
falta de motivos; Segundo	 Falsa aplicación del Art.
64 del Código de Trabajo.— Violación de los artículos 1322
y 1341 del Código Civil;

Considerando, que la recurrente en el desarrollo de sus
dos medios de casación, que por su estrecha relación se
reúnen para su examen, alega en sntesis, que el Juez de
envío que estaba ob1jgado a examinar y ponderar los docu-
mentos aportados al debate por la recurrente, rechazó la
Certificación expedida por el Inspector de Trabajo, en ra-
zón de que la misma se basaba en informaciones dadas por
el propio patrono, al Departamento de Trabajo, y que al
emanar de éste pudo no incluir al trabajador reclamante,
no obstante estarle prestando sus servicios; que al razonar
así olvidó que en la materia de que se trata no se puede
clescartar ninguna prueba, y que .01 patrón sumin5strando
esa nómina, daba cumplimiento al artículo 24 del regla-
mento 7676 del 6 de octubre de 1951, que lo obligaba a dar
una relación mensual de sus trabajadores ocasionales; que
el Juez de envío, sin embargo, consideró que por lo contra-
rio, quedaba comprobado, que Francisco Castillo Liranzo,
no era trabajador ocasional, con la Certif i cación expedida
por el Instituto Dominicano de Seguros Sociales, en la que
consta que la recurrente yagó cotizaciones por dicho traba-
jador desde .21 ario 1963 hasta el 1972; lo que constituye a
juicio de la recurrente, "un galimatías"; sigue alegando la
recurrente, que para el Juez de envío, en el caso, fue des-
conocido el artíclo 64 del Código de Trabajo, pero, al razo-
nar así, olvidó que dicho texto enfoca la terminación del
Contrato a tiernpo indefinido, que no es el caso, pero que
aún refiriéndose a todos los contratos, en ici especie no se
trata del mutuo consentimiento de las partes, sino del reco-
nocimiento que hace un trabajador de que es ocasional o

BOLETIN JUDICIAL
	

279

por tiempo definiclo, retunciando a c'mlquier reclamación
fo que está prohibido; que otra cosa hubiese sido cuando el
trabajador recurrido hubiese alegado que él desconocía el
acto, pero él siempre lo reconoció, así como que recibió el
dinero, aunque alcgando que fue sorprendido, lo que no fue
establecido; por lo que, al desconocer el Juez el valor ju-
rídco del acto, desconoció lo dispuesto por el artículo 1322
del Código Civil; que se aplicó erróneamente el artículo 64
del Código de Trabajo; que por otra parte ,e1 artículo 1341
del Código Civi1 prohibe la prueba testimonial contra el
contenido de los actos, por lo que el Juez no podía como.
lo hizo atribuirle crédito a lo af i rmado por el tastigo "San-
tiago García Frías"; que en consecuencia al desconocerse
en la sentencia impugnada principios jurídicos, está viciada
de nulidad y debe ser easada; pero,

Considerando, que la sentencia impugnada y los docu-
mentos del expedie.nte ponen de manifiesto, que la Cámara
a-qua, frente al resuliado del informat'.vo celebrado en la
jurisdicción de primer grado, en el que el testigo "García
Frías", afirmó que ,e1 trabajador, hoy recurrido Domingo
Fco. Castillo, había trabajado como camionero, en la empre-
sa Font Gamundy y Cía., C. por A., por ur período de tjem-
po de unos diez arios y una Certif5cación del Seguro Social
donde se hace constar, que la Empresa mencionada .estuvo

.pagando perrnanentemente cotizaciones por dicho trabaja-
dor desde el ario 1963 al ario 1973, estinró que eran pruebas
suficie.ntes, para su edificación en el sentido de que ei tra-
bajador reclamante estaba ljgado a su patrono por un con.
trato por tiempo indefinido, y no de naturaleza ocasional,
corno lo pretendía la Empresa, hoy recurrente, La Font Ga-
mundy y Cía. C. por A.:

Considerando, que así mismo, la Cámara a-qua, dentro
e su poder soberano de apreciación, estimó que a una Cer-

tificación expedida por un Inspector de Trabajo donde se
hacía constar que la Empresa misma había declarado al
trabajaclor reclamante coino ocasional, y una constancia
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por tiempo ,definido, retiunciando a c'mlquier reclamación
jo que está prohibido; que otra cosa hubiese sido cuando el
trabajador recurrido hubiese alegado que él desconocía el
acto, pero él siempre lo reconoció, así como que recibió el
dinero, aunque alegando que fue sorprendido, lo que no fue
establecido; per lo que, al desconocer el Juez el valor ju-
rídco del acto, desconoció lo dispuesto por el artículo 1322
del Código Civil; que se aplicó erróneamente el artículo 64
del Código de Trabajo; que por otra parte .21 artículo 1341
del Código Civil prohibe la Drueba testimonial contra el
contenido de los actos, por lo que el Juez no podía como,
lo hizo atribuirle crédito a lo aPrmado por el testigo "San-
tiago García Frías"; que en consecuencia al. desconocerse
en la sentencia impugnada principios jurídicos, está viciada
de nulidad y debe ser casada; pero,

Considerando, que la sentencja impugnacla y los docu-
mentos del expediente ponen de manifieste, que la Cámara
a-qtta, frente al resulta.do del informat:vo celebrado en la
jurisdicción de primer grado, cn el que el testigo "García
Frías", afirmó que .el trabajador, hoy recurrido Domingo
Fco. Castillo, había trabajado como camionero, en la empre-
sa Font Gamundy y Cía., C. por A., por un período de tjem-
po de uncs diez arios y una Certifjcación del Seguro Social
donde se hace constar, que la Empresa mencionada estuvo
pagando permanentemente cotizaciones por dicho trabaja-
dor desde el ario 1963 al ario 1973, estimó que eran pruebas
suficie.ntes, para su edificación en el sentido de que ei tra-
bajador reclamante estaba ljgado a su patrono por un con-
trato por tiempo indefinido, y no de naturaleza ocasional,
como lo pretendía la Empresa, hoy recurrente, La Font Ga-
mundy y Cía. C. por A.

01.	 Considerando, que así mismo, la Cámara a-qua, dentro
de su poder soberano de apreciación, estimó que a una Cer-
tificación expedida por un Inspector de Trabajo cic,nde se
hacía constar que la Empresa misma había declarado al
trabajador reclamante como ocasional, y una canstancia

Considerando, que la recurrente propone en su memo-
rial contra la sentencia impugnada 'DS siguientes medies de
casación: Primer Medio: Violación de las reglas de la prue-
ba.— Motivos confusos y contrad ; ctcrios, .equivalentes a
falta de motivos; Segundo Med5o: Falsa aplicación del Art.
64 del Código de Trabajo.— Violación de los artículos 1322
y 1341 del Código Civil;

Considerando, que la recurrente en el desarrollo de sus
des medios de casación, que por su estrecha relación se
reúnen para su examen, alega en s1ntesis, que el Juez de
envío que estaba obligado a examinar y ponderar los docu-
mentos aportados al debate por la recurrente, rechazó la
Certificación expedida por el Inspector de Trabajo, en ra-
zón de que la misma se basaba en informaciones dadas por
el propio patrono, al Departamento de Trabajo, y que al
emanar de éste pudo no incluir al trabajador reclamante,
no obstante estarle prestando sus servicios; que al razonar
así olvidó quie en la materia de que se trata no se puede
ciescartar ninguna prueba, y que ,e1 patrón sumin5strando
esa nómina, daba cumplimiento al artículo 24 del regla-
mento 7676 del 6 de octubre de 1951, que lo obligaba a dar
una relación mensual de sus trabajadores ccasionales; que

,e1 Juez de envío, sin embargo, consideró que por lo contra-
rio, quedaba comprobado, que Francisco Castillo Liranzo,
no era trabajador ocasional, con la Certif i cación expedida
por el Instituto Dominicano de Segu.ros Sociales, en la que
consta que la recurrente -vagó cotizaciones por dicho traba-
jador dcsde .e.1 ario 1963 hasta el 1972; lo que constituye a
juicio de la recurrente, "un galimatías"; sigue alegando la
recurrente, que para el Juez de envío, en el caso, fue des-
conocido el artíclo 64 del Código de Trabajo, pero, al razo-
nar así, olvidó que dicho texto enfoca la ternainaci ,ón del
Contrato a tiempo indefinido, que no es el CaSO, pero que
aún refiriéndose a todos los contratos, en la especie no se
trata del mutuo consentimiento de las partes, síno del reco-
nocimiento que hace un trabajador de que es ocasional o

11
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bajo firma privada, otcrgada sin la intervencióu del De-
partamento de Trabajc„ ni de Notario Público, como lo dis-
pone el artículo 64 del Cóc'ágo le Trabajo, en estos casos,
donde aparece el trabajad9r Castillo, declarando ser un tra-
bajador ocasional, y haber recibido de su patrono una do-
nación de RD$100.00; al tratarse lo primero de una simple
declaración emanada de la misma parte interesada, que no
se podía fabricar su propia prueba, y no haoer constancia
además de que se hiriera la comprobación de lugar, por el
Departamento de Trabajo; y lo segaudo, c".e una constancia
confeccionada sin las formalidades de ley; no se les podía
reconocer a dichos documentos, corno lo pretendía la recu-
rrente, alcance probatorio saficiente para aniquilar otras
pruebas, a las que los jueces del fondo habían atribuído
mayor credibilidad y verosimilitud, apreciación que como
cuestión de hecho, .escapa al control de la casación;

Considerando, por últimc, que 	 la materia de que se
trata existe, contrariamente a lo alegado por la recurrente,
la libertad de las pruebas, reconociéndosele a los jueces
hasta un papel activo en la búsqueda de la verdad, por lo
que, la aplicación en el caso de las disp:)siciones contenidas
en los artículos 1322 y 3141 dei Código Civil, como la crítica
que se hace, al hecho de habérsele atribuído crédito al tes-
timonio de Santiago García Frías, carecen de fundamento
y deben ser desestimados;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Font Gamundy y Cía., C. por A.,
contra la sentencia dictada en sus atribuciones laborales,
per la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo de la Primera
Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santiago, el 23 de febrero de 1977, cuyo
dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo; -101

Segzindo: Condena a la recurrente, que sucumbe, al payo
de las costas, distrayéndolas en favor del Dr. Rafael A.
Sierra C., quien afirma estarlas avanzando en su totalidad.
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(Firrnados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Rafelo de la
Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.—
Joaquin M. Alvarez Perelló.— Felipe Osvaldo Perdomc>
Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo,
Secretario General.

tor La presente sentenc i a ha sido dada y firrnada por los
señores Jueces que figuran en su encab .ezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firrnada ,leída y publicada por mí, Secretario General,
cue certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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bajo firma privada, otcrgada sin la intervencióu del Dc
partamento de Trabajc„ ni de Notario Público, como lo di,
pone el artículo 64 del Cóc:igo de Trabajo, en estos caso
donde aparece el trabajador Castillo, declarando ser un
bajador ocasional, y haber recibido de su patrono una dc,
nación de RD$100.00; al tratarse lo primero de una simple
declaración emanada de la misma parte interesada, que no
se podía fabricar su propia prueba, y no haoer constancia
además de que se hiriera la comprobación de lugar, por el
Departamento de Trabajo; y lo segaucio, ü una constancia
confeccionada sin las formalidades de ley; no se les podía
reconocer a dichos documentos, como lo pretendía la recu-
rrente, alcance probatorio saficiente para aniquilar otras
pruebas, a las que los jueces del fondo habían atribuído
mayor credibilidad y verosimilitud, apreciación que como
cuestión de hecho, escapa al control de la casación;

Considerando, por último, que eu la materia de que se
trata existe, contrariamente a lo alegado por la re-currente,
la libertad de las pruebas, reconociéndosele a los jue.ces
hasta un papel activo en la búsqueda de la verdad, por lo
que, la aplicación en el caso de las disp:)siciones contenidas
en los artículos 1322 y 3141 del Código Civil, como la crítica
que se hace, al hecho de habérsale atribuído crédito al tes-
timonio de Santiago García Frías, carecen de fundamento
y deben ser desestimados;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Font Gamundy y Cía., C. por A.,
contra la sentencia dictada en sus atribuciones laborales,
per la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo de la Primera
Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santiago, el 28 de febrero de 1977, euyo
dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Condena a la recurrente, que sucumbe, al payo
de las costas, distrayéndolas en favor del Dr. Rafael A.
Sierra C., quien afirma estarlas avanzando en su totalidad.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Rafelo de la
Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.—
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Felipe Osvaldo Perdomo
Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo,
Secretario General.

La presente sentenci a ha sido dada y firrnada por los
seriores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
nudiencia pública del día, mes y ario en él expresados, y
ue firmada ,leída y publicada por mí, Secretario General,
Lie certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.



SENTENCIA DE FECHA 25 DE FEBRERO DEL 1981

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional.
de fecha 8 de noviembre de 1977.

Materia: Trabajo.

Recurrente: Productora Santo Domingo, S. A.
Abogado: Servio A. Pérez Perdomo.

Recurridos: José M. Castillo y compartes.
Abogado: Dr. Francisco Chía Troncoso.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Supiema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente.
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-

gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo
Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 25 del mes de Febrero de 1981, años 137' de la In-
dependencia y 119' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Pro-
ductora Santo Domingo, S. A., con su domicilio en la calle
San Juan de la Maguana N 9 21 (antigua 38), Villas Agríco-
las, de esta ciudad, contra la sentencia dictada por la Cámara
de Trabajo del Distrito Nacional el 8 de noviembre de 1977,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Servio A. Pérez Perdomo, cédula N9 6743,
serie 22, abogado de la recurrente, en la lectura de sus con-

loomr_ clusiones;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Lic. Luis
Vilchez González, en representación del Dr. Francisco L.
Chía Troncoso, cédula N 9 44919, serie 31, abogado de los
recurridos José Marcelino Castillo, Ricardo Polo Sosa y
Gregorio Lorenzo Comprés, dominicanos, mayores de edad,
solteros, obreros, domiciliados en Sabana Perdida, Villa

ella, el primero, en la calle López de Vega No. 144; el se-
gundo en la calle Arabia N9 454, de Herrera; el último, de
esta ciudad, cédulas Nos. 1155, serie 35; 1566, serie 51 y
4134, serie 82, respectivamente;

Visto el memorial de casación de la recurrente, el 16
de enero de 1978, suscrito por su abogado, en el que se pro-
ponen los medios de casación que luego se indican;

Visto el escrito de defensa de los recurridos, del 3- de
julio de 1978, firmado por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente, que se mencionan más adelante, y los artículos 1
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando: a) que con motivo de una reclamación
laboral, que no pudo ser conciliada y la siguiente demanda,
el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó
el 13 de diciembre de 1976, una sentencia cuyo dispositivo
dice así: "FALLA: PRIMERO: Se rechaza por improcedente
Y mal fundada, la demanda laboral intentada por los seño-
res José Marcelino Castillo, Ricardo Polo Sosa y Gregorio
Liranzo Comprés, contra la empresa Productora Santo Do-
mingo , S. A., y,'o Ing. Cecilio Vásquez; SEGUNDO: Se con-
dena a los demandantes al pago de las costas, ordenando su
distracción en favor del Dr. Servio Pérez Perdomo quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad"; b) que sobre
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SENTENCIA DE FECHA 25 DE FEBRERO DEL 1981          

sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional
de fecha 8 de noviembre de 1977.

Materia: Trabajo.         

Recurrente: Productora Santo Domingo, S. A.
ALogado: Servio A. Pérez Perdomo.             

Recurridos: José M. Castillo y compartes.
Abogado: Dr. Francisco Chía Troncoso.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus- á/lm
ticia, regularmente constituída por los Jueces Néstor Can-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente.
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo
Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secre- ,0,,
tarro General, en la Sala donde celebra sus audiencias en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 25 del mes de Febrero de 1981, años 137' de la In-
dependencia  y 119' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Pro-
ductora Santo Domingo, S. A., con su domicilio en la calle
San Juan de la Maguana N 9 21 (antigua 38), Villas Agríco-
las, de esta ciudad, contra la sentencia dictada por la Cámara
de Trabajo del Distrito Nacional el 8 de noviembre de 1977,
cuyo dispositivo se copia más adelante; 	 ItI

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído al Dr. Servio A. Pérez Perdomo, cédula N9 6743,
gene 22, abogado de la recurrente, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Lic. Luis
Vilchez González, en representación del Dr. Francisco L.
Chía Troncoso, cédula N 9 44919, serie 31, abogado de los
recurridos José Marcelino Castillo, Ricardo Polo Sosa y
Gregorio Lorenzo Comprés, dominicanos, mayores de edad,
solteros, obreros, domiciliados en Sabana Perdida, Villa
Mella, el primero, en la calle López de Vega No. 144; el se-
gundo en la calle Arabia N 9 454, de Herrera; el último, de
esta ciudad, cédulas Nos. 1155, serie 35; 1566, serie 51 y
4134, serie 82, respectivamente;

Visto el memorial de casación de la recurrente, el 16
de enero de 1978, suscrito por su abogado, en el que se pro-
ponen los medios de casación que luego se indican;

Visto el escrito de defensa de los recurridos, del 3- de
julio de 1978, firmado por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente, que se mencionan más adelante, y los artículos
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando: a) que con motivo de una reclamación
laboral, que no pudo ser conciliada y la siguiente demanda,
el Juzgado de Paz de Trabajo del Distr:to Nacional, dictó
el 13 de diciembre de 1976, una sentencia cuyo dispositivo
dice así: "FALLA: PRIMERO: Se rechaza por improcedente
Y mal fundada, la demanda laboral intentada por los seño-
res José Marcelino Castillo, Ricardo Polo Sosa y Gregorio
Liranzo Comprés, contra la empresa Productora Santo Do-
mingo, S. A., y/0 Ing. Cecilio Vásquez; SEGUNDO: Se con-
dena a los demandantes al pago de las costas, ordenando su
distracción en favor del Dr. Servio Pérez Perdomo quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad"; b) que sobre



BOLETIN JUDICIAL	 285284	 BOLETIN JUDICIAL

los recursos interpuestos, intervino la sentencia ahora im-
pugnada en casación, de la cual es el siguiente dispositivo:
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido tanto en la
forma como en el fondo el recurso de apelación interpuesto
por los señores José Marcelino Castillo, Ricardo Polo Sosa
y Gregorio Liranzo Comprés, contra la sentencia del Juz-
gado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional de fecha 13
de Diciembre de 1976, dictada en favor de Productora Santo
Domingo, S. A., cuyo dispositivo ha sido copiado en parte
anterior de esta misma sentencia y como consecuencia re-
voca en todas sus partes dicha sentencia impugnada; SE-
GUNDO: Declara injusto el despido en el caso de la especie:
TERCERO: Condena al patrono Productora Santo Domingo,
S. A., a pagarle a los reclamantes José Marcelino Castillo,
Ricardo Polo Sosa y Gregorio Liranzo Comprés, los valore,
siguientes: a José Marcelino Castillo y Ricardo Polo Sosa,
24 días de salario por concepto de preaviso; 120 días de au-
xilio de cesantía y a Gregorio Liranzo Comprés 24 días de
salario por concepto de preaviso y 15 días de auxilio de
cesantía; CUARTO: Condena a la empresa Productora San-
to Domingo, S. A., a pagarle a cada uno de los reclamantes: 1
José Marcelino Castillo, Ricardo Polo Sosa y Gregorio Li-
ranzo Comprés, 14 días de vacaciones, la regalía y bonifi-
cación del último año laborado, así como a una suma igual
a los salarios que habrían devengado desde el día de la de-
manda y hasta la sentencia definitiva, sin que excedan de
tres meses, todo calculado a base de RD$4.00 diarios para
cada uno; QUINTO: Condena a la parte que sucumbe Pro-
ductora Santo Domingo, S. A.. al pago de las costas del pro-
cedimiento de ambas instancias de conformidad con los ar-
tículos 5 y 16 de la Ley N 9 302 del 18 de junio de 1964 y
691 del Código de Trabajo, ordenando su distracción en
provecho del Dr. Francisco L. Chía Troncoso quien afirma
haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que la recurrente propone en su memo-
rial, los siguientes medios de casación: Primer Medio: Vio-
lación de los artículos 1, 7, 8 y 9 del Código de Trabajo;

desnaturalización de los hechos; Segundo Medía: Violación
dei artículo 509, ordinales segundo y tercero, del Código de
Trabajo; falta de base legal;

Considerando, que en el desarrollo de su primer medio
de casación, la recurrente alega, en síntesis, lo siguiente:
que para calificar de contrato por tiempo indefinido el he-
cho de que los hoy recurridos fueran utilizados por la re-
currente, en las laboes atinentes al procesamiento de frutas
del país, el Juez a - quo, se ha fundado en hechos no proba-
dos; que en efecto, fue establecido, en instrucción y me-
diante los distintos medios probatorios a los debates, la in-
terrupción con marcada frecuencia de las labores de la
empresa por falta de materia prima (frutas) y que, los re-
curridos iban al local de dicha empresa en procura de tra-
bajo y, si había frutas que procesarse les utilizaba y, en
caso contrario, sencillamente se le decía que no había tra-
bajo y, en este último caso, se iban libremente, pudiendo
realizar otros trabajos con cualquier otro empleador, puesto
que ellos no tenían un contrato fijo con la empresa, sino
que eran móviles y no estaban, por tanto, obligados a asis-
tir y trabajar en dicha empresa, ni llegar ni salir a hora
determinada; que los recurridos eran simples cargadores o
peladores de frutas, no técnicos aplicados al procedimiento,
por lo que mal podía una empresa, como la recurrente cuya
actividad se veía frecuentemente interrumpida por falta de
materia prima, mantener contratos de trabajo por tiempo
indefinido con ellos; que no cabe duda de que cuando el
Juez a-quo juzga que en la especie existió un contrato de
trabajo por tiempo indefinido entre los actuales intimados
Y la exponente y que, los primeros fueron despedidos in-
justamente por la última, ha tenido forzosamente que darle
a los hechos de la causa un sentido y alcance distinto al
inherente a su propia naturaleza, incurriendo en la desna-
turalización de tales hechos; pero,

Considerando, que, el Código de Trabajo establece una
clasificación de los contratos de trabajo, con caracteres y

1
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los recursos interpuestos, intervino la sentencia ahora im-
pugnada en casación, de la cual es el siguiente dispositivo:
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido tanto en la
forma como en el fondo el recurso de apelación interpuesto
por los señores José Marcelino Castillo, Ricardo Polo Sosa
y Gregorio Liranzo Comprés, contra la sentencia del Juz-
gado de Paz de Trabajo dei Distrito Nacional de fecha 13
de Diciembre de 1976, dictada en favor de Productora Santo
Domingo, S. A., cuyo dispositivo ha sido copiado en parte
anterior de esta misma sentencia y como consecuencia re-
voca en todas sus partes dicha sentencia impugnada; SE-

GUNDO: Declara injusto el despido en el caso de la especie:
TERCERO: Condena al patrono Productora Santo Domingo,
S. A., a pagarle a los reclamantes José Marcelino Castillo,
Ricardo Polo Sosa y Gregorio Liranzo Comprés, los valores
siguientes: a José Marcelino Castillo y Ricardo Polo Sosa,
24 días de salario por concepto de preaviso; 120 días de au-
xilio de cesantía y a Gregorio Liranzo Comprés 24 días de
salario por concepto de preaviso y 15 días de auxilio de
cesantía; CUARTO: Condena a la empresa Productora San-
to Domingo, S. A., a pagarle a cada uno de los reclamantes:
José Marcelino Castillo, Ricardo Polo Sosa y Gregorio Li-
ranzo Comprés, 14 días de vacaciones, la regalía y bonifi-
cación del último año laborado, así como a una suma igual
a los salarios que habrían devengado desde el día de la de-
manda y hasta la sentencia definitiva, sin que excedan de

rii	 tres meses, todo calculado a base de RD$4.00 diarios parl,
cada uno; QUINTO: Condena a la parte que sucumbe Pro-
ductora Santo Domingo, S. A., al pago de las costas del pro-
cedimiento de ambas instancias de conformidad con los ar-

1,1	 tículos 5 y 16 de la Ley N 9 302 del 18 de junio de 1964 n
691 del Código de Trabajo, ordenando su distracción e'
provecho del Dr. Francisco L. Chía Troncoso quien afirme,
haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que la recurrente propone en su memo-
rial, los siguientes medios de casación: Primer	 Vio-
lación de los artículos 1, 7, 8 y 9 del Código de Trabajo;

desnaturalización de los hechos; Segundo Medio: Violación
del artíctdo 509, ordinales segundo y tercero, del Código de
Trabajo ; falta de base legad;

Considerando, que en el desarrollo de su primer medio
de casación, la recurrente alega, en síntesis, lo siguiente:
que para calificar de contrato por tiempo indefinido el he-
cho de que los hoy recurridos fueran utilizados por la re-
currente, en las laboes atinentes al procesamiento de frutas
del país, el Juez a - quo, se ha fundado en hechos no proba-
dos; que en efecto, fue establecido, en instrucción y me-
diante los distintos medios probatorios a los debates, la in-
terrupción con marcada frecuencia. de las labores de la
empresa por falta de materia prima (frutas) y que, los re-
curridos iban al local de dicha empresa en procura de tra-
bajo y, si había frutas que procesarse les utilizaba y, en
caso contrario, sencillamente se le decía que no había tra-
bajo y, en este último caso, se iban libremente, pudiendo
realizar otros trabajos con cualquier otro empleador, puesto
que ellos no tenían un contrato fijo con la empresa, sino
que eran móviles y no estaban, por tanto, obligados a asis-
tir y trabajar en dicha empresa, ni llegar ni salir a hora
determinada; que los recurridos eran simples cargadores o
peladores de frutas, no técnicos aplicados al procedimiento.
por lo que mal podía una empresa, como la recurrente cuya
actividad se veía frecuentemente interrumpida por falta de
materia prima, mantener contratos de trabajo por tiempo
indefinido con ellos; que no cabe duda de que cuando el
Juez a- quo juzga que en la especie existió un contrato de
trabajo por tiempo indefinido entre los actuales intimados
y la exponente y que, los primeros fueron despedidos in-
justamente por la última, ha tenido forzosamente que darle
a los hechos de la causa un sentido y alcance distinto al
inherente a su propia naturaleza, incurriendo en la desna-
turalización de tales hechos; pero,

Considerando, que, el Código de Trabajo establece una
clasificación de los contratos de trabajo, con caracteres y
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consecuencias jurídicas diferentes, constituyendo la califica-
ción de dichos contratos, una cuestión de derecho cuya
lución cae bajo el control de la Suprema Corte de Justicia;
que, por consiguiente, los jueces del fondo, cuando surge
contención entre las partes, acerca de la naturaleza del
contrato de trabajo, deben consignar en sus sentencias las
circunstancias de hecho que les han permitido la caracteri-
zación de dicho contrato, a fin de que la Suprema Corte
pueda ejercer su derecho de crítica para determinar si la
calificación ha sido correcta; que para dar por establecida
la naturaleza del contrato de trabajo, que ligaba a las par-
tes, la Cámara a-qua ponderó, según resulta del examen del
fallo impugnado, la actividad industrial permanente a que
la empresa recurrente se dedicaba, o sea, el procesamiento
de frutas del país, así como el hecho, no desmentido, de
que utilizaba a los trabajadores recurridos, en todos los
momentos en que tenía necesidad de los mismos, siendo
ellos los que de una manera contínua, durante muchos años,
se dedicaban a esas labores, asistiendo todos los días al tra-
bajo; que siendo la recurrente una empresa que se dedicaba
a actividades de tipo permanente; los trabajadores que uti-
liza están unidos a ella por contrato de naturaleza indefi-
nida, aunque la prestación del servicio no sea contínua e
ininterrumpida; que, en tales condiciones, es obvio que la
Cámara a-qua hizo una correcta interpretación de los ar-
tículos 1, 7, 8 y 9 del Código de Trabajo, que, en consecuen-
cia, procede desestimar el primer medio del recurso por
carecer de fundamento; 	 421

Considerando, que en su segundo y último medio, la
recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que para descar-
tar pura y simplemente el informe rendido por el encargado
del Distrito de Trabajo. en relación con el despido y recla-
mación de los hoy recurridos, la Cámara 	 violó el ar-
tículo 509 del Código de Trabajo que establece, "que la
existencia de un hecho o de un derecho contestado, puede
establecerse por los siguientes modos de prueba; las actas
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registros de las autoridades administrativas de trabajo;
los libros, libretas, registros y otros papeles que las leyes
o los reglamentos de trabajo exijan a patronos o trabajado-
res"; que, en la especie, se trata de un documento emanado:
de la autoridad administrativa de trabajo en pleno y debido
ejercicio de sus funciones legales, válidamente certificado
por el Director General de Trabajo; que dicho informe fue
sometido desde el primer grado al debate contradictorio en-
tre las partes en causa y es la obra de la prealudida auto-
ridad administrativa de trabajo, no de la empresa, por lo
que ha podido imputársele a ésta habérseie fabricado su
propia prueba; que de cuanto queda consignado preceden-
temente, resulta obviamente que la sentencia impugnada
se ha violado el texto legal supraindicado que conduce a la
casación de la sentencia; pero,

Considerando, que, para descartar como medio de prue-
ba	 informe rendido por los Inspectores de Trabajo Mi-
guel Pérez G., y Vicente Guarionex M . transcrito en la
sentencia impugnada, el 5 de mayo de 1976, en la misma se
expresa lo siguiente: "que en cuanto a lo expresado por el
Inspector en su informe, esta es una prueba extrajudicial,
o sea en cuanto a lo aseverado por él y además lo que éste
dice en relación a las neminas y reportes que examinó en
la empresa, es claro que lo examinado por él. fue lo que la
propia empresa le mostró, esto es, documentos emanados
de ella y nadie puede fabricarse su propia prueba; que por
otra parte, lo dicho por el Inspector de oue había días que
no se trabajaba, corno se ha dicho, ello no desnaturaliza el
contrato por tiempo indefinido"; que, por consiguiente, es
evidente que en la sentencia impugnada no se ha olvidado
el indicado texto legal, por lo que, procede desestimar el
segundo y ífitimo medio por carec(,r de fundamento;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Productora Santo Domingo, S. A.,
contra la sentencia dictada el 8 de noviembre de 1977, por
la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del
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consecuencias jurídicas diferentes, constituyendo la califica-
ción de dichos contratos, una cuestión de derecho cuya so-
lución cae bajo el control de la Suprema Corte de Justicia;
que, por consiguiente, los jueces del fondo, cuando surge
contención entre las partes, acerca de la naturaleza del.
contrato	 trabajo, deben consignar en sus sentencias las
circunstancias de hecho que les han permitido la caracteri-
zación de dicho contrato, a fin de que la Suprema Corte
pueda ejercer su derecho de crítica para determinar si la
calificación ha sido correcta; que para dar por establecida
la naturaleza del contrato de trabajo, que ligaba a las par-
tes, la Cámara a-qua ponderó, según resulta del examen del
fallo impugnado, la actividad industrial permanente a que
la empresa recurrente se dedicaba, o sea, el procesamiento
de frutas del país, así como el hecho, no desmentido, de
que utilizaba a los trabajadores recurridos, en todos los
momentos en que tenía necesidad de los mismos, siendo
ellos los que de una manera contínua, durante muchos años.
se dedicaban a esas labores, asistiendo todos los días al tra-
bajo; que siendo la recurrente una empresa que se dedicaba
a actividades de tipo permanente; los trabajadores que uti-
liza están unidos a ella por contrato de naturaleza indefi-
nida, aunque la prestación del servicio no sea contínua e
ininterrumpida; que, en tales condiciones, es obvio que la
Cámara a-qua hizo una correcta interpretación de los ar-
tículos 1, 7, 8 y 9 del Código de Trabajo, que, en consecuen-
cia, procede desestimar el primer medio del recurso por
carecer de fundamento;

Considerando, que en su segundo y último medio, la
recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que para descar-
tar pura y simplemente el informe rendido por el encargado
del Distrito de Trabajo, en relación con el despido y recla-
mación de los hoy recurridos, la Cámara a-quis violó el ar-
tículo 509 del Código de Trabajo que establece, "que la
existencia de un hecho o de un derecho contestado, puede
establecerse por los siguientes modos de prueba; las acta s

y registros de las autoridades administrativas de trabajo;
los libros, libretas, registros y otros papeles que las leyes
o los reglamentos de trabajo exijan a patronos o trabajado-
res"; que, en la especie, se trata de un documento emanado:
de la autoridad administrativa de trabajo en pleno y debido
ejercicio de sus funciones legales, válidamente certificado
por el Director General de Trabajo; que dicho informe fue
someti do desde el primer grado al debate contradictorio en-
tre las partes en causa y es la obra de la prealudida auto-
ridad administrativa de trabajo, no de la empresa, por lo
que ha podido imputársele a ésta habérsele faoricado su
propia prueba; que de cuanto queda consignado preceden-
temente, resulta obviamente que la sentencia impugnada
se ha violado el texto legal supraindicado que conduce a la
casación de la sentencia; pero,

Considerando, que, para descartar como medio de prue-
ba	 informe rendido por los Inspectores de Trabajo Mi-
guel Pérez G., y Vicente Guarionex M 	 transcrito en la
sentencia impugnada, el 5 de mayo de 1976, en la misma se
expresa lo siguiente: "que en cuanto a 	 expresado por el
Inspector en su informe, esta es una prueba extrajudicial.
o sea en cuanto a lo aseverado por él y además lo que éste
dice en relación a las néminas y reportes que examinó en
la empresa, es claro que lo examinado por él, fue lo que la

, propia empresa le mostró, esto es, documentos emanados
de ella y nadie puede fabricarse su propia prueba; que por
otra parte, lo dicho por el Inspector de oue había días que

• no se trabajaba, corno se ha dicho, ello no desnaturaliza el
contrato por tiempo indefinido"; que, por consiguiente, es
evidente que en la sentencia impugnada no se ha olvidado
el indicado texto legal, por lo que, procede desestimar el
segundo y ültimo medio por careen- de fundamento;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Productora Santo Domingo, S. A.,
contra la sentencia dictada el 8 de noviembre de 1977, por
la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del



Distrito Nacional, cuyo dispositivo se ha copiado en pade
anterior del presente fallo; Segundo: Condena a la recu_
rrente al pago de las costas y las distrae en provecho del
Dr. Francisco L. Chía Troncoso, abogado de los recurridos,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe Os-
valdo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.—
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la

ij	 audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico .(Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 25 DE FEBRERO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la Ma-
guana, de fecha 12 de julio de 1979.

Materia: Criminal.

Recurrente: Cristino Ramírez.
Abogado: Dr. Jorge Ravaón.

Dios, Patria y Libertpid,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat y
Leonte Rafael Alburquerque Castillo, asistidos del Secreta-
rio General. en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 25 de febrero del 1981, años 137' de la Independen-
cia y 118' dela Restauración, dicta en audiencia pública,
como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Cristino
Ramírez, dominicano, mayor de edad, soltero, cédula N°
30196, serie 12, chofer, residente en la Estrelleta N° 26 de
San Juan de la Maguana y en esta capital en la calle Gua-
rocuya N9 58, contra sentencia dictada por la Corte de Ape-
lación de San Juan de la Maguana, en fecha 12 de junio
del 1979, en atribuciones criminales, cuyo dispositivo dice
así: "FALLA: PRIMERO: Se declaran regulares y válidos
en cuanto a la forma, los recursos de apelación interpuestos
por los acusados Martín Figuereo (a) Grampol y Cristino
Ramírez en fecha 27 de julio de 1978, contra sentencia cri-
minal N9 86 de la misma fecha del Juzgado de Primera
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Distrito Nacional, cuyo dispositivo se ha copiado en parte
anterior del presente fallo; Segundo: Condena a la recu.
rrente al pago de las costas y las distrae en provecho del
Dr. Francisco L. Chía Troncoso, abogado de los recurridos,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco

Beras.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Felipe Os-
valdo Perdomo Báez.— Joaquín L. Hernández Espaillat.—
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico .(Fdo.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 25 DE FEBRERO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la Ma-
guana, de fecha 12 de julio de 1979.

Materia: Criminal.

Recurrente: Cristino Ramírez.
Abogado: Dr. Jorge Ravaón.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat y
Leonte Rafael Alburquerque Castillo, asistidos del Secreta-
rio General. en la Saqa donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 25 de febrero del 1981, años 137' de la Independen-
cia y 118' dela Restauración, dicta en audiencia pública,
como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Cristino
Ramírez, dominicano, mayor de edad, soltero, cédula N°
30196, serie 12, chofer, residente en la Estrelleta N9 26 de
San Juan de la Maguana y en esta capital en la calle Gua-
rocuya N9 58, contra sentencia. dictada por la Corte de Ape-
lación de San Juan de la Maguana, en fecha 12 de junio

10, del 1979, en atribuciones criminales, cuyo dispositivo dice
así: "FALLA: PRIMERO: Se declaran regulares y válidos
en cuanto a la forma, los recursos de apelación interpuestos
por los acusados Martín Figuereo (a) Grampol y Cristino
Ramírez en fecha 27 de julio de 1978, contra sentencia cri-
minal N9 86 de la misma fecha del Juzgado de Primera
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Instancia de San Juan, cuyo dispositivo se copia en otra
parte de esta sentencia por estar dentro del plazo y demás
formalidades legales;— SEGUNDO: Se modifica la senten-
cia apelada en cuanto a la pena impuesta y se condena al
acusado Martín Figuereo (a) Grampol a 4 años de trabajos
públicos y a Cristino Ramírez a 6 años de trabajos públi-
cos;— TERCERO: Se condena a ambos acusados al pago de
las costas;— CUARTO: Se confirma la sentencia recurrida
en sus demás aspectos";

Oído al Alguacil de turno en la lectura de 1 rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua en fecha 20 de junio del 1979,
a requerimiento del recurrente Cristino Ramírez, y en la
cual no expone ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial depositado por el recurrente el 16
dle julio de 1979, suscrito por su abogado, en el cual se pro-
pone contra la sentencia impugnada desnaturalización de
la causa; falta de motivos y falta de base Legal;

Vista el acta del desistimiento del recurso de casación
anterior, levantada en la Secretaría de la misma Corte
a quia, en fecha 16 de febrero de 1981, a requerimiento per-
sonal del mismo prevenido Cristino Ramírez;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 402 y 403 del Código de Proce-
dimiento Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando, que el desistimiento de un recurso de
casación puede ser hecho en cualquier momento, hasta tan-
to no haya intervenido sentencia sobre él mismo; que en
la especie el prevenido recurrente en casación Cristino Ra-
mírez, contra sentencia de fecha 12 de junio de 1979, de la
Corte de Apelación de San Juan de la Maguana, ha desis-
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tido formalmente por medio de`su declaración personal he-
cha ante el Secretario de	 Corte a-qua, en fecha 16 de ju-
lio de 1979, según acta levantada regularmente y firmada,
pc • él; y como no había en el proceso hasta ese momento
ninguna persona puesta en causa, que determine la nece-
sidad de decidir sobre las costas en su provecho, —ni estas
han sido solicitadas— nada se opone a que se le de acta a
dicho prevenido de su desistimiento puro y simple del re-
curso de casación que él había interpuesto;

Por tales mctivos, Primero: Da acta al prevenido Cris-
tino Ramírez, de su destistimiento puro y simple del recur-
so de casación que había interpuesto contra la sentencia
dictada por la Corte de Apelación de San Juan de la Ma-
guana ,en fecha 12 dé junio de 1979, en sus atribuciones
cr i minales, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte ante-
rior del presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente
al pago de las costas del desistimiento.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Francisco Elpidio
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.-- Juan Bautista Ro-
jas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín
L. Hernández Espaillat.— Leonte Rafael Alburquerque Cas-,

Miguel Jacobo, Secretario General.

La presnte sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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Instancia de San Juan, cuyo dispositivo se copia en otr,
parte de esta sentencia por estar dentro del plazo y demás
formalidades legales;— SEGUNDO: Se modifica la senten-
cia apelada en cuanto a la pena impuesta y se condena al
acusado Martín Figuereo (a) Grampol a 4 años de trabajos
públicos y a Cristino Ramírez a 6 años de trabajos públi-
cos;— TERCERO: Se condena a ambos acusados al pago de
las costas;— CUARTO: Se confirma la sentencia recurrida
en sus demás aspectos";

Oído al Alguacil de turno en la lectura de 1 rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua en fecha 20 de junio del 1979,
a requerimiento del recurrente Cristino Ramírez, y en la
cual no expone ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial depositado por (-‘,1 recurrente el 16
de julio de 1979, suscrito por su abogado, en el cual se pro-
pone contra la sentencia impugnada desnaturalización de
la causa; falta de motivos y falta de base iegal;

Vista el acta del desistimiento del recurso de casación
anterior, levantada en la Secretaría de la misma Corte
a-qua, en fecha 16 de febrero de 1981, a requerimiento per-
sonal del mismo prevenido Cristino Ramírez;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 402 y 403 del Código de Proce-
dimiento Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando, que el desistimiento de un recurso de
casación puede ser hecho en cualquier momento, hasta tan-
to no haya intervenido sentencia sobre él mismo; que en
la especie el prevenido recurrente en casación Cristino Ra-
mírez, contra sentencia de fecha 12 de junio de 1979, de la
Corte de Apelación de San Juan de la Maguana, ha desis-

tido formalmente por medio de`su declaración personal he-
cha ante el Secretario de la Corte a-qua, en fecha 16 de ju-
lio de 1979, según acta levantada regularmente y firmada,
por él; y como no había en el proceso hasta ese momento
ninguna persona puesta en causa, que determine la nece-
sidad de decidir sobre las costas en su provecho, —ni estas
han sido solicitadas— nada se opone a que se le de acta a
dicho prevenido de su desistimiento puro y simple del re-
curso de casación que él había interpuesto;

Por tales motivos, Primero: Da acta al prevenido Cris-
tino Ramírez, de su destistimiento puro y simple del recur-
so de casación que había interpuesto contra la sentencia
dictada por la Corte de Apelación de San Juan de la Ma-
guana ,en fecha 12 de junio de 1979, en sus atribuciones
cr i rninales, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte ante-
rior del presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente
al pago de las costas del desistimiento.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— Francisco Elpidio
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Ro-
jas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín
L. Hernández Espaillat.— Leonte Rafael Alburquerque Cas-
tillo.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 2, DE FEBRERO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 23 de mayo de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Juan de la Cruz Felipe, la Cooperativa de Transporte
Incorporada y/o Inocenclo Asencio y la Unión de Seguros.

C. por A.
Abogado: Dr. Miguel A. Vásquez Fernández.

Intervinientes: Ana María de los Santos y compartes.
Abogados: Ores. Pedro A. Rodríguez y Julio E. Rodríguez.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras.
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández Es-
paillat, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo le
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 25 de Febrero del ario
1981, arios 137' de la Independencia y 118' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como Corte de Casación,
la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Juan
de la Cruz Felipe, dominicano, mayor de edad, soltero, cho-
fer, cédula N9 6642. serie 19, domiciliado y residente en
esta ciudad; la Cooperativa de Transporte Incorporada, Y/0
Inocencio Asencio y la Unión de Seguros, C. por A., con su

domicilio social en esta ciudad, contra la sentencia dictada
en atribuciones correccionales el 23 de mayo de 1977, por
la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo
se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Julio E. Rodríguez, por sí y por el Dr. Pe-
dro Antonio Rodríguez Acosta, portadores, respectivamente,
de las cédulas Nos. 19665 y 22427, serie 19, abogados de los
intervinientes, Ana María de los Santos y Rafael Antonio
Núñez, portadores de las cédulas Nos. 102111 y 55217, se-
rie ira., respectivamente, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos, levantada en la Secreta-
ría de la Corte a -qua el 7 de septiembre d 1977, a requeri-
miento del Dr. Miguel Arcángel Vázquez Fernández, a nom-
bre de los recurrentes; acta en la que no se propone ningún
medio determinado de casación;

Visto el escrito de los intervinientes, del 19 de noviem-
bre, de 1978, suscrito por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después	 haber deli-
berado, y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley N9 241, de
1967, sobre Tránsito y Vehículos, 1384 del Código Civil; y
1 y 10 de la Ley N9 4117, de 1955, sobre Seguro Obligatorio
de Vehículos de Motor, y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
4111111 documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)

que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en
esta ciudad, en el que una persona quedó corporalmente le-
sionada, la Cuarta Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, dictó el
10 de abril del 1975, en atribuciones correccionales, una
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SENTENCIA DE FECHA 2 i DE FEBRERO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo,
fecha 23 de mayo de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Juan de la Cruz Felipe, la Cooperativa de Transporte
Incorporada y/o Inocenclo Asencio y la Unión de Seguros,
C. por A.

Abogado: Dr. Miguel A. Vásquez Fernández.

Intervinientes: Ana María de los Santos y compartes.
Ahogados: Dres. Pedro A. Rodríguez y Julio E. Rodríguez.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente: Fernando E. Ravelo de la Fuente.
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar.
Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández Es-
paillat, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo le
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 25 de Febrero del año
1981, años 137' de la Independencia y 118' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como Corte de Casación,
la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Juan
de Cruz Felipe, dominicano, mayor de edad, soltero, cho-
fer, cédula N9 6642, serie 19, domiciliado y residente en
esta ciudad; la Cooperativa de Transporte Incorporada, y,'0
Inocencio Asencio y la Unión de Seguros, C. por A., con su

domicilio social en esta ciudad, contra la sentencia dictada
en atribuciones correccionales el 23 de mayo de 1977, por
la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo
se copia más adelante;

4114`1,	 Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Julio E. Rodríguez, por sí y por el Dr. Pe-
dro Antonio Rodríguez Acosta, portadores, respectivamente,
de las cédulas Nos. 19665 y 22427, serie 19, abogados de los
intervinientes, Ana María de los Santos y Rafael Antonio
Núñez, portadores de las cédulas Nos. 102111 y 55217, se-
rie lra., respectivamente, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República:

Vista el acta de los recursos, levantada en la Secreta-
ría de la Corte a-qua el 7 de septiembre d 1977, a requeri-
miento del Dr. Miguel Arcángel Vázquez Fernández, a nom-
bre de los recurrentes; acta en la que no se propone ningún
medio determinado de casación;

Visto el escrito de los intervinientes, del 19 de noviem-
bre, de 1978, suscrito por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia. después	 haber deli-
berado, y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley N9 241, de
1967, sobre Tránsito y Vehículos, 1384 del Código Civil; y
1 y 10 de la Ley N° 4117, de 1955, sobre Seguro Obligatorio
de Vehículos de Motor, y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en
esta ciudad, en el_que una persona quedó corporalmente le-
sionada, la Cuarta Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, dictó el
10 de abril del 1975, en atribuciones correccionales, una

de
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sentencia cluyo dispositivo se transcribe en el de la ahora
impu2nada; y b) que sobre los recursos interpuestos, la
Corte de Apelación de Santo Domingo, dictó el 23 de mayo
de 1973, el fallo ahora impugnado en casación, cuyo dispo-
sitivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite como regular
y válido en cuanto a la forma, el recurso de apelación in-
terpuesto: a) por	 Dr. Pedro Rodi-íguez A., a nombre del
Dr. julio E. Rodríguez y en representación de Ana María
de los Santos y Rafael Antonio Núñez, padres de la menor
Rosa de los Santos; b) por el Dr. Miguel Arcángel Vásquez
Fernández, a nombre y representación del prevenido Juan
de la Cruz Felipe, de la Cooperativa Dominicana de Trans-
porte c Inocencio Asencio y de la Compañía de Seguros
Unión de Seguros, C. por A., contra sentencia dictada por
la Cuarta Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, en fecha 7 de Agosto de 1975,
cuya parte dispositiva dice así: 	 Primero: Se pronun-
cia el defecto contra el prevenido Juan de la Cruz Felipe,
de generales ignoradas, contra la persona civilmente respon-
sable, la Cooperativa de Transporte	 Inocencio Asencio,
contra la Compañía Unión de Seguros, C. por A., el primero
por no haber comparecido y los segundos por no haberse
hecho representar a la misma no obstante haberse hecho
emplazar legalmente; Segundo: Se declara al nombrado
Juan de la Cruz Felipe, culpable de violar la Ley 241, en
su artículo 49, letra B), en perjuicio de la menor Rosa de
los Santos; y en consecuencia se condena al pago de una
multa de cincuenta pesos oro (RD$50.00); Tercero: Se con-
dena al pago de las costas; Cuarto Declara regular y válida
en cuanto a la forma la constitución en parte civil hecha
por ante este tribunal, por los señores Ana de los Santos
y Rafael Ant. Núñez en su calidad de padres de la menor
agraviada, por conducto de sus abogados y apoderados es-
peciales, Dres. Pedro A. Rodríguez y Julio Eligio Rodríguez,
en contra de la persona civilmente responsable, la Coope-
rativa de Transporte yío Inocencio Asencio, y en

a la Compañía de Seguros Unión de Segurgs, C. por A.;
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en cuanto al fondo se condena a los ya mencionados señores
en su calidad ya expresada al pago de una indemnización
de setecientos pesos oro (RD$700.00) en favor de los serio-
res Ana M. de los Santos y Rafael Antonio Núñez, como
justa reparación por los daños y perjuicios morales y ma-
teriales sufridos por ellos a consecuencia de las lesiones
recibidas por su hija menor, más al pago de los intereses

11101 
legales de dicha suma, más al pago de las costas civiles con
distracción de las mismas en favor de los Dres. Pedro A.
Rodríguez y Julio Eligio Rodríguez, quien,?s afirman ha-
berlas avanzado en su totalidad; Quinto: Declara la pre-
:-ente sentencia con todas sus consecuencias legales, común
y oponible a la Compañía Unión de Seguros, C. por A., en-
tidad aseguradora del vehículo del accidente propiedad de
la Cooperativa de Transporte, y,/o Inocencio Asencio, que
conducía el nombrado Juan de la Cruz Felipe'; por haber
sido hecho dentro del plazo y demás formalidades legales;
SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el prevenido Juan
de la Cruz Felipe, por no haber comparecido, no obstante
haber sido legalmente citado; TERCERO: Confirma la sen-
tencia recurrida en todas sus partes; CUARTO: Condena al
prevenido al pago de las costas penales de la alzada; QUIN-
TO: Condena a la Cooperativa de Transporte y/o Inocencio
Asencio, al pago de las costas civiles, con distracción de las
mismas en favor del Dr. Pedro A. Rodríguez y Julio E. Ro-
dríguez. quienes afirman haberlas avanzado en su totali-
dad; SEXTO: Declara esta sentencia Común y Oponible a
la Compañía de Seguros Unión de Seguros, C. por A.";

Considerando, que en apoyo del medio único de su me-
morial. los recurrentes, entre otros alegatos sostienen, en
síntesis, que al no haber comparecido a juicio de apelación
el prevenido De la Cruz Felipe, procedía se le juzgara en
defecto, lo que implicaba que la Corte a-qua procediera a
ponderar los elementos de juicio que fueron aportados ante
la misma; lo que dicha Corte no hizo, sino que se limitó,
sin previo examen del fondo del asunto, a hacer suyo la



294	 BOLETIN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL	 295

1

sentencia cluyo dispositivo se transcribe en el de la ahora
impugnada; y b) que sobre los recursos interpuestos, la
Corte de Apelación de Santo Domingo, dictó el 23 de mayo
de 1978, el fallo ahora impugnado en casación, cuyo dispo-
sitivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite como regular
y válido en cuanto a la forma, el recurso de apelación in-
terpuesto: a) por el Dr. Pedro Rodl-íguez A., a nombre del
Dr. julio E. Rodríguez y en representación de Ana María
de los Santos y Rafael Antonio Núñez, padres de la menor
Rosa de los Santos; b) por el Dr. Miguel Arcángel Vásquez
Fernández, a nombre y representación del prevenido Juan
de la Cruz Felipe, de la Cooperativa Dominicana de Trans-
porte e Inocencio Asencio y de la Compañía de Seguros
Unión de Seguros, C. por A., contra sentencia dictada por
la Cuarta Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, en fecha 7 de Agosto de 1975,
cuya parte dispositiva dice así: 	 Primero: Se pronun-
cia el defecto contra el prevenido Juan de la Cruz Felipe,
de generales ignoradas, contra la persona civilmente respon-
sable, la Cooperativa de Transporte y/o Inocencio Asencio,
contra la Compañía Unión de Seguros, C. por A., el primero
por no haber comparecido y los segundos por no haberse
hecho representar a la misma no obstante haberse hecho
emplazar legalmente; Segundo: Se declara al nombrado
Juan de la Cruz Felipe, culpable de violar la Ley 241, en
su artículo 49, letra B). en perjuicio de la menor Rosa de
los Santos; y en consecuencia se condena al pago de una
multa de cincuenta pesos oro (RD$50.00); Tercero: Se con-
dena al pago de las costas; Cuarto Declara regular y válida
en cuanto a la forma la constitución en parte civil hecha
por ante este tribunal, por los señores Ana de los Santos
y Rafael Ant. Núñez en su calidad de padres de la menor
agraviada, por conducto de sus abogados y apoderados es-
peciales, Dres. Pedro A. Rodríguez y Julio Eligio Rodríguez,
en contra de la persona civilmente responsable, la Coope-
rativa de Transporte y/o Inocencio Asencio, y en oponibili-
dtd a la Compañía de Seguros Unión de Seguros, C. por A.;

en cuanto al fondo se condena a los ya mencionados señores
en su calidad ya expresada al pago de una indemnización
de setecientos pesos oro (RDS700.00) en favor de los seño-
res Ana M. de los Santos y Rafael Antonio l\lúriez, como
iusta reparación por los daños y perjuicios morales y ma-
teriales sufridos por ellos a consecuencia de las lesiones
recibidas por su hija menor, más al pago de los intereses
legales de dicha suma, más al pago de las costas civiles con
distracción de las mismas en favor de los Dres. Pedro A.
Rodríguez y Julio Eligio Rodríguez, quienes afirman ha-
berlas avanzado en su totalidtid; Quinto: Declara la pre-
sente sentencia con todas sus consecuencias legales, común
y oponible a la Compañía Unión de Seguros, C. por A., en-
tidad aseguradora del vehículo del accidente propiedad de
la Cooperativa de Transporte, y/o Inocencio Asencio, que
conducía el nombrado Juan de la Cruz Felipe'; por haber
sido hecho dentro del plazo y demás formalidades legales;
SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el prevenido Juan
de la Cruz Felipe, por no haber comparecido, 7 to obstante
haber sido legalmente citado; TERCERO: Confirma la sen-
tencia recurrida en todas sus partes; CUARTO: Condena a2
prevenido al pago de las costas penales de la alzada; QUIN-
TO: Condena a la Cooperativa de Transporte y/o Inocencio
Asencio, al pago de las costas civiles, con distracción de las
mismas en favor del Dr. Pedro A. Rodríguez y Julio E. Ro-
dríguez, quienes afirman haberlas avanzado en su totali-
dad; SEXTO: Declara esta sentencia Común y Oponible a
la Compañía de Seguros Unión de Seguros, C. por A.";

Considerando, que en apoyo del medio único de su me-
morial, los recurrentes, entre otros alegatos sostienen, en
síntesis, que al no haber comparecido a juicio de apelación
el prevenido De la Cruz Felipe, procedía se le juzgara en
defecto, lo que implicaba que la Corte a -qua procediera a
ponderar los elementos de juicio que fueron aportados ante
la misma; lo que dicha Corte no hizo, sino que se limitó,

.1, sin previo examen del fondo del asunto, a hacer suyo la
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decisión apelada; que, de todos modos, el fallo impugnado
carece de motivos y de una .eelación suficiente de los hechos
de la causa —en parte desnaturalizados— que impiden a la
Suprema Corte de Justicia ejercer adecuadamente sus fa-
cultades de control; por lo que la sentencia impugnada
debe ser casada; pero,

Considerando, en cuanto al anterior alegato, que el
examen del fallo impugnado aparte de otros documentos
de la causa, pone de manifiesto que la Corte a -qua para
dictarlo, se fundó en las declaraciones de la testigo Irene
Herrera que, aunque dadas por ante la jurisdicción de pri-
mer grado, fueron leídas como se consigna en la correspon-
diente acta en una de las audiencias efectuadas por la Corte
a-qua; pudiendo ésta, por lo tanto, hacer uso de dicha decla-
ración al formar su convicción sobre los hechos de la cau-
sa, en el sentido en que lo hizo, sin incurrir en la violación
del texto legal cuya violación ha sido invocada;

Considerando, en cuanto a los demás alegatos del me-
dio propuesto, que el examen del fallo impugnado pone de
manifiesto que la Corte a-qua, mediante la ponderación de
los elementos de juicio que fueron administrados en la ins-
trucción de la causa, dio por establecido, sin incurrir en
desnaturalización alguna: a) que la tarde del lro. de junio
de 1974, el prevenido Juan de la Cruz Felipe conducía de
Este a Oeste por la Avenida San Vicente de Paúl, de esta
ciudad, el automóvil placa 83-888, propiedad de Cooperati-
va Dominicana de Transportes, Inc., y/o Inocencio Asencio,
con Póliza de la Unión de Seguros, C. por A.; b) que al lle-
gar a la esquina de la calle "J" de Los Minas, atropelló a
la menor Rosa de los Santos, hija de los intervinientes; la
que resultó con lesiones corporales diversas, curables des-
pués de 10 días y antes de 20; y c) que el hecho se debió
a que el prevenido recurrente, al llegar a la intersección
de las calles mencionadas, penetró a la misma sin ninguna
clase de precauciones, en el momento en que la menor, que
cruzaba de sur a norte la última vía nombrada, estaba a un

metro de alcanzar la acera de la misma; que de lo expuesto
resulta que la sentencia impugnada contiene motivos per-
tinentes y suficientes que justifican su dispositivo, y una
exposición de los hechos y circunstancias de la causa que
han permitido a la Suprema Corte de Justicia establecer
que, en la especie, se ha hecho una correcta aplicación de
la Ley;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del prevenido, el delito de ocasionar heridas
invdluntarias con el manejo de un vehículo de motor, a una
persona; previsto por el artículo 49 de la Ley 241, de 1967,
y sancionado en la letra b) de dicho texto legal, con pri-
sión de tres (3) meses a un (1) año, y multa de RD$50.00
a RD$300.00, si el lesionado resultare enfermo o imposibi-
litado de dedicarse a su trabajo por 10 días o más, pero me-
nos de 20, como ocurrió en la especie; que en consecuencia
al condenar al prevenido a la pena de RD$50.00, acogiendo
en su favor circunstancias atenuantes, la Corte a-qua le
aplicó una pena ajustada a la ley;

Considerando, que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido había ocasionado a
Ana María de los Santos y a Eafael Ant. Núñez, padre de
la menor agraviada ,constituídos en parte civil, daños y
perjuicios materiales y morales cuyo monto evaluó en la
suma de RD$700.00: que, por tanto, al condenar a la Coope-
rativa de Transporte Urbano Inc., y/o Inocencio Asencio,
puestos en causa como civilmente responsables, al pago de
dicha suma a título de indemnización principal, más los in-
tereses legales de la misma a partir de la demanda, a título
de indemnización complementaria, la Corte a-qua hizo una
correcta aplicación del artículo 1384 del Código Civil, y
del 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio
de Vehículos de Motor, al hacer oponibles dichas condena-
ciones a la Unión de Seguros, C. por A., dentro de los tér-
minos de la Póliza;



decisión apelada; que, de todos modos, el fallo impugnado
carece de motivos y de una lelación suficiente de los hechos
de la causa —en parte desnaturalizados— que impiden a la
Suprema Corte de Justicia ejercer adecuadamente sus fa-
cultades de control; por lo que 1a sentencia impugnada
debe ser casada; pero,

Considerando, en cuanto al anterior alegato, que el
examen del fallo impugnado aparte de otros documentos
de la causa, pone de manifiesto que la Corte a-qua para
dictarlo, se fundó en las declaraciones de la testigo Irene
Herrera que, aunque dadas por ante la jurisdicción de pri-
mer grado, fueron leídas como se consigna en la correspon-
diente acta en una de las audiencias efectuadas por la Corte
a-qua; pudiendo ésta, por lo tanto, hacer uso de dicha decla-
ración al formar su convicción sobre los hechos de la cau-
sa, en él sentido en que lo hizo, sin incurrir en la violación
del texto legal cuya violación ha sido invocada;

Considerando, en cuanto a los demás alegatos del me-
dio propuesto, que el examen del fallo impugnado pone de
manifiesto que la Corte a-qua, mediante la ponderación de
los elementos de juicio que fueron administrados en la ins-
trucción de la causa, dio por establecido, sin incurrir en
desnaturalización alguna: a) que la tarde del lro. de junio
de 1974, el prevenido Juan de la Cruz Felipe conducía de
Este a Oeste por la Avenida San Vicente de Paúl, de esta
ciudad, el automóvil Placa 83-888, propiedad de Cooperati-
va Dominicana de Transportes, Inc., y/o Inocencio Asencio,
con Póliza de la Unión de Seguros, C. por A.; b) que al lle-
gar a la esquina de la calle "J" de Los Minas, atropelló a
la menor Rosa de los Santos, hija de los intervinientes; la
que resultó con lesiones corporales diversas, curables des-
pués de 10 días y antes de 20; y c) que el hecho se debió
a que el prevenido recurrente, al llegar a la intersección
de las calles mencionadas, penetró a la misma sin ninguna
clase de precauciones, en el momento en que la menor, que
cruzaba de sur a norte la última vía nombrada, estaba a un

metro de alcanzar la acera de la misma; que de lo expuesto
resulta que la sentencia impugnada contiene motivos per-
tinentes y suficientes que justifican su dispositivo, y una
exposición de los hechos y circunstancias de la causa que
han permitido a la Suprema Corte de Justicia establecer
que, en gia especie, se ha hecho una correcta aplicación de
la Ley;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del prevenido, el delito de ocasionar heridas
involuntarias con el manejo de un vehículo de motor, a una
persona; previsto por el artículo 49 ,de la Ley 241, de 1967,
v sancionado en la letra b) de dicho texto legal, con pri-
sión de tres (3) meses a un (1) ario, y multa de RDS50.00
a RD$300.00, si el lesionado resultare enfermo o imposibi-
litado de dedicarse a su trabajo por 10 días o más, pero me-
nos de 20, como ocurrió en la especie; que en consecuencia
al condenar al prevenido a la pena de RD$50.00, acogiendo
en su favor circunstancias atenuantes, la Corte a-qua le
aplicó una pena ajustada a la ley;

4?,	 Considerando, que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido había ocasionado a
Ana María de los Santos y a Rafael Ant. Núñez, padre de
la menor agraviada ,constituídos en parte civil, daños y
perjuicios materiales y morales cuyo monto evaluó en la
suma de RD$700.00: que, por tanto, al condenar a la Coope-
rativa de Transporte Urbano Inc., y/o Inocencio Asencio,
puestos en causa como civilmente responsables, al pago de
dicha suma a título de indemnización principal, más los in-
tereses legales de la misma a partir de la demanda, a título
de indemnización complementaria, la Corte a-qua hizo una
correcta aplicación del artículo 1384 del Código Civil, y
del 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio
de Vehículos de Motor, al hacer oponibles dichas condena-
ciones a la Unión de Seguros, C. por A., dentro de los tér-
nin(s de la Póliza;

1
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Considerando, que examinada en sus demás aspectos,
en cuanto concierne al interés de! prevenido recurrente, la
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifi-
que su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite a Rafael Antonio
niriez y María de los Santos, como intervinientes en los
recursos de casación interpuestos por Juan de la Cruz Fe-
lipe, la Cooperativa Dominicana de Transporte Inc., y/o
Inocencio Asencio, y la Unión de Seguros, C. por A., contra
la sentencia dictada en atribuciones correccionales por la
Corte de Apelación de Santo Domingo, el 23 de mayo de
1978, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Rechaza dichos recursos; Tercero:
Condena al prevenido Juan de la Cruz Felipe la pago de
las costas penales, y a la Cooperativa Dominicana de Trans-
porte, Inc., y/o Inocencio Asensio al pago de las costas ci-
viles, cuya distracción se dispone en provecho de los Doc-
tores Pedro Ant. Rodríguez Acosta y Julio Rodríguez, abo-
gados de los intervinientes, quienes afirman estarlas avan-
zando en su totalidad, con oposición de las mismas a la
Unión de Seguros, C. por A., dentro de los términos de la

(Firmados): Néstor Cont,in Aybar.— Fernando, E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista
Rojas Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joa-
quín Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario Ge-
neral.

La presente sentencia ha sidio dada firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes 'y año, en él expresado, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Néstor Con-
tín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Es-
piallat y Leonte R. Alburquerque Castillo, asistidos del Se-
cretario General, en Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy
día 26 de Febrero de 1981, años 137' de la Independencia y
118' de la Restauración, dicta en Cámara de Consejo, la
siguiente sentencia:

Visto el expediente relativo al recurso de casación in-
terpuesto por el Ing. Jesús María Aquino, contra la senten-
cia dictada por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 19 de abril
de 1977;

Visto el dictamen del Magistrado Procurador General
41011

de la República;

Visto el artículo 10, párrafo II, de la Ley sobre Proce-
imiento de Casación;

Atendido a que el recurso de casación perimirá de ple-
no derecho si transcurrieren tres años, contados desde la
expiración del plazo de quince días que le concede el ar-
tículo 8 al recurrido, para que constituya abogado, sin que
el recurrente pida el defecto contra el recurrido que a ello
diere lugar;

Atendido a que habiendo sido emplazado el recurrido
Pedro Paulino, el plazo de tres años de la perención seña-
lado en el párrafo II, del artículo 10 sobre Procedimiento
de Casación empezó a correr a partir de la expiración del
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Labor de la Suprema Corte de Justicia,

durante el mes de Febrero de 1981.Por tales motivos, la Suprema Corte cie Justicia, des-
pués de haber deliberado,

RESUELVE: A SABER:

Primero: Declarar la perención del recurso de casación
interpuesto por la Peravia Industrial, S. A., contra la sen-
tencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Peravia, en fecha 20 de Octubre de 1976;
y Segundo: Ordenar que la presente sentencia sea publicada
en el Boletín Judicial.

(Firmados): Néstor Contín Aybar.— F. E. Ravelo de
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Be-
ras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Joaquín L.
Hernández Espaillat.— Leonte R. Alburquerque Castillo.—
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los seño-
res Jueces que figuran en su encabezamiento, en Cámara
de Consejo, el mismo día, mes y año en él expresados, lo
que yo, Secretario General, certifico. (Fdo.): Miguel Ja-
cobo F.

Recursos de casación civiles conocidos 9
Recursos de casación civiles fallados 	 	 5
Recursos de casación penales conocidos 	  26
Recursos de casación penales fallados 	  18
Suspensiones de ejecución de sentencias 	 	 5
Defectos 	 	 	 	 3
Exclusiones 	 	 2

3
7

Recursos declarados perimidos 	
Declin atorias

Desistimientos 	
Juramentación de Abogados 	
Nombramientos de Notarios 	
Resoluciones administrativas 	
Autos autorizando emplazamientos 	
Autos pasando expedientes para dictamen 	
Autos fijando causas 	

Sentencias sobre apelación de libertad bajo fianza

Sentencias sobre solicitud de fianza

1
6

22

19
23
56
47

5
1
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MIGUEL JACOBO F.,
Secretario General de la

Suprema Corte de Justicia. 1

Santo Domingo, D. N.
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